
ESTADO DE MEXICO

El secretario diputado Manuel Portilla Diéguez: «Dicta-
men de la Primera Comisión, con puntos de acuerdo relati-
vos a la solicitud de información sobre el traslado de los
sentenciados Héctor Galindo Gochicoa, Felipe Álvarez
Hernández e Ignacio del Valle Medina a un centro peniten-
ciario del estado de México

Honorable Asamblea:

A la Primera Comisión de la Comisión Permanente corres-
pondiente al primer receso del segundo año de ejercicio
constitucional de la LX Legislatura, fue turnada la propo-
sición con punto de acuerdo relativo al traslado de los de-
tenidos Héctor Galindo Gochicoa, Felipe Álvarez Hernán-
dez e Ignacio del Valle Medina al centro penitenciario
correspondiente en el estado de México, a cargo de la di-
putada Aleida Alavez Ruiz, del Grupo Parlamentario del
PRD.

Los ciudadanos legisladores integrantes de esta comisión
realizaron el estudio y análisis de los planteamientos del
punto de acuerdo, a fin de valorar su contenido, deliberar e
integrar el presente dictamen.

Con fundamento en los artículos 78, fracción III, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
116, 127 párrafo primero y demás aplicables de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, y 58, 60, 87, 88, 176 y demás aplicables del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, los miembros de esta Pri-
mera Comisión que suscriben, someten a la consideración
del pleno de la Comisión Permanente del Congreso de la
Unión el presente 

Dictamen

Antecedentes

La proposición con punto de acuerdo, que se cita en el pro-
emio, fue presentada en la sesión del pleno de la Comisión
Permanente de fecha 16 de enero de 2008 y turnada para su

estudio y dictamen correspondiente a la Primera Comisión,
de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.

Consideraciones

I. La proponente relata una serie de hechos que sirven de
antecedente a su proposición y que la comisión dictamina-
dora considera conveniente reproducir en sus términos:

El 22 de octubre de 2001 la Secretaría de Comunicacio-
nes y Transportes anunció la decisión de construir el
nuevo aeropuerto de la Ciudad de México en el estado
de México, a partir de dicho anuncio se emitió por par-
te del gobierno federal un decreto expropiatorio que
afectaba 4 mil 550 hectáreas ejidales de los municipios
de San Salvador Atenco y Texcoco por las que se paga-
rían alrededor de siete pesos el metro cuadrado.

Durante los años 2001, 2002 y 2003 los ejidatarios de
San Salvador Atenco, Texcoco, iniciaron acciones lega-
les para impugnar el decreto expropiatorio, obteniendo
entre otras cosas la suspensión vía juicio de amparo del
decreto expropiatorio. En esos mismos años la Procura-
duría General de Justicia del Estado de México y la Pro-
curaduría General de la República, iniciaron en contra
de varios campesinos integrantes del Frente de Pueblos
en Defensa de la Tierra diversas averiguaciones previas
hasta ascender a la cantidad de 60 indagatorias, 52 de
fuero común y 8 del fuero federal; asimismo, se incoa-
ron 5 procesos penales en contra de algunos integrantes
del Frente de Pueblos en Defensa de la Tierra.

Los días 22 y 23 de julio, el agente del Ministerio Pú-
blico auxiliar del procurador y el subprocurador de Jus-
ticia en Texcoco autorizaron la reserva de las 52 averi-
guaciones previas del fuero común, derivado de una
revisión exhaustiva de las 52 de las averiguaciones del
fuero común que realizaron conjuntamente los repre-
sentantes legales del Frente del Pueblos en Defensa de
la Tierra y los representantes ministeriales de la Procu-
raduría General de Justicia del Estado de México, se
llegó a la conclusión que de las diligencias realizadas
por el Ministerio Público en las 52 averiguaciones pre-
vias no se desprendían elementos que integraran el cuer-
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po del delito y la probable responsabilidad de los indi-
ciados.

El 18 de agosto de 2003, el Frente de Pueblos en De-
fensa de la Tierra, el gobierno del estado de México y el
gobierno federal, suscribieron un acuerdo político que
puso fin a la problemática social derivada de la emisión
del decreto expropiatorio, entre los compromisos a des-
tacarse encontramos los siguientes:

a) En el punto tercero del acuerdo político, el go-
bierno del estado de México y el gobierno federal se
comprometieron a no ejercer ningún tipo de acción
jurídica en contra de los activistas y organizaciones
sociales que participaron durante el movimiento por
la defensa de la tierra.

b) En el punto quinto del acuerdo político, los go-
biernos estatal y federal se comprometieron a dar
continuidad a la mesa de diálogo que dio sustancia
al acuerdo político, para tratar los puntos relativos a
los planes y proyectos productivos de la región y la
seguridad pública.

El 3 de mayo de 2006, aproximadamente a las 7 horas,
unos 200 agentes de la policía municipal y de la agencia
de seguridad estatal se disponían a desalojar a un grupo
de vendedores de flores ambulantes cerca del mercado
municipal de Texcoco, en forma violenta retiraron a los
comerciantes establecidos en las banquetas del propio
mercado, encontrándose entre éstos, personas de avan-
zada edad, mujeres y menores, a quienes golpeaban sin
razón. Ese mismo día los elementos de la fuerza públi-
ca del gobierno del estado de México, reprimieron y pri-
varon de su libertad a un grupo de floricultores que pre-
viamente habían acordado con la autoridad municipal la
autorización para que se instalaran los días 3 y 10 de
mayo a las afueras del mercado municipal a comerciali-
zar sus productos, el resultado fueron 101 detenidos.

Los enfrentamientos del 3 de mayo dejaron la muerte de
Francisco Javier Cortés Santiago, de 14 años, como re-
sultado de un impacto de bala. En las horas que siguie-
ron a los disturbios iniciales, los campesinos se enfren-
taron a los policías; posteriormente, hubo nuevos
enfrentamientos cuando varios centenares de campesi-
nos bloquearon la carretera que une los municipios de
Texcoco y Lechería. Cientos de policías de seguridad
del estado de México se habían añadido al operativo

practicando numerosas detenciones en respuesta a los
actos violentos, haciendo uso generalizado de gases la-
crimógenos, amenazando a manifestantes con armas de
fuego y pateando y golpeando con toletes a las personas
ya sometidas.

El 3 de mayo de 2006 en el municipio de Texcoco agen-
tes antimotines del estado de México, lanzan gases la-
crimógenos contra la casa ubicada en la calle de More-
los, lugar donde se encontraban los floricultores y
miembros del Frente de Pueblos Unidos en Defensa de
la Tierra, deteniendo sin orden de aprehensión a Ignacio
del Valle y a 28 personas más.

De las acciones represivas de los cuerpos policíacos fe-
derales, estatales y municipales el 4 de mayo de 2006, el
joven Alexis Benhumea Hernández, de 19 años, fue gra-
vemente herido en la cabeza, al parecer por un proyectil
de gas lacrimógeno disparado por la policía ese día en
San Salvador Atenco, inmediatamente después de ser
herido su padre lo llevó a una casa particular y pidió
asistencia médica de urgencia. Sin embargo, el cordón
policial alrededor de la población impidió la entrada de
ambulancias. Un médico local y su hija que intentaron
asistir al joven fueron golpeados y detenidos por la po-
licía en la calle y acusados de estar involucrados en los
actos violentos.

Alexis Benhumea fue trasladado por la tarde a un hos-
pital de la Ciudad de México, fallece el día 7 de junio en
un hospital de la Ciudad de México.

Asimismo, del lugar de su detención a las instalaciones
de la Procuraduría General de Justicia del Estado de
México y a las del Centro Preventivo y de Readaptación
Social Santiaguito en Almoloya de Juárez, estado de
México, los detenidos fueron objeto de un trato cruel y
degradante, ya que se les propinaron golpes con los pies,
manos, toletes, escudos y una vez que fueron bajados de
los camiones, al llegar al citado penal, de nueva cuenta
fueron golpeados por filas de elementos policiacos que
se encontraban esperándolos, que ya dentro de dicho
centro, personas vestidas totalmente de negro los azota-
ban en contra de una pared y los pateaban, ordenándo-
les colocar la cabeza hacia abajo, para posteriormente
concentrarlos a todos (mujeres, hombres, menores y ex-
tranjeros) en un espacio que, de acuerdo con la investi-
gación realizada por personal de la Comisión Nacional
de Derechos Humanos, se trata del área de visitas.



Con motivo de los hechos suscitados el 3 y 4 de mayo
de 2006, fueron privados de su libertad y sometidos a
proceso cerca de 200 personas entre las cuales se en-
cuentran integrantes del Frente de Pueblos en Defensa
de la Tierra, defensores de derechos humanos, floricul-
tores, activistas pertenecientes a diversas organizacio-
nes sociales y estudiantiles y gente de las comunidades
que al momento del operativo transitaban por la calle o
se encontraban en el interior de sus viviendas las cuales
fueron objeto de allanamiento por parte de las fuerzas
policiacas.

Las personas identificadas como líderes del movimien-
to, Héctor Galindo Gochicoa, Felipe Álvarez Hernández
e Ignacio del Valle Medina, fueron recluidos en el Cen-
tro Federal de Readaptación Social número 1 Altiplano,
acusados de delitos del fuero común.

Los delitos del fuero común que se imputan a los dete-
nidos son los de secuestro equiparado, robo calificado
con violencia, lesiones calificadas, daños dolosos, por
incendio, sedición y ataques a las vías generales de co-
municación.

En septiembre de 2007 les fue ratificada la sentencia de
67 años 6 meses de prisión, lo que a todas luces es una
sanción desproporcionada y alejada del ánimo de justi-
cia.

Concluye al afirmar que los delitos que se imputan a los
presos de Atenco corresponden a la competencia del fuero
común, por lo que resulta un exceso de la autoridad estatal
mantenerlos recluidos en penales federales de alta seguri-
dad, además de que no reúnen los requisitos que establece
el Reglamento de los Centros Federales de Readaptación
Social, en las fracciones I y II del artículo 26, puesto que
no se les han practicado los estudios clínico-criminológi-
cos o de personalidad.

En la proposición con punto de acuerdo se solicita al co-
misionado de Prevención y Readaptación de la Secretaría
de Seguridad Pública Federal y al gobernador y Tribunal
Superior de Justicia del Estado de México, instruyan en
términos del último párrafo del artículo 18 constitucional,
el traslado de los detenidos antes mencionados al centro
correspondiente en el estado de México, y se solicita a la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos que dicte las
medidas cautelares correspondientes.

II. .

En mérito de lo antes expuesto, la Primera Comisión, Go-
bernación, Puntos Constitucionales y Justicia, de la Comi-
sión Permanente, se permite someter a la consideración del
pleno de la Comisión Permanente del Congreso de la
Unión el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión, en el ámbito de colaboración entre los poderes y
con pleno respeto a su autonomía, exhorta a las autoridades
judiciales y administrativas correspondientes a efecto de
que en el ámbito de sus propias facultades ordenen el tras-
lado de los procesados Héctor Galindo Gochicoa, Felipe
Álvarez Hernández e Ignacio del Valle Medina, al centro
penitenciario del estado de México al cual corresponda su
reclusión en prisión preventiva.

Segundo. La Comisión Permanente del honorable Congreso
de la Unión solicita a la Comisión Nacional de los Derechos
Humanos que dado el caso, dicte las medidas cautelares co-
rrespondientes para garantizar la seguridad e integridad de
los detenidos mencionados en el párrafo que antecede para
su traslado y permanencia en dicho centro penitenciario.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de enero de 2008.

La Primera Comisión de Trabajo. Diputados: Aleida Alavez Ruiz
(rúbrica) presidenta; Joel Arellano Arellano (rúbrica), Adolfo Mota
Hernández, secretarios; María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica),
Omeheira López Reyna, Salvador Ruiz Sánchez (rúbrica). Senadores:
Héctor Pérez Plazola (rúbrica), Jorge Andrés Ocejo Moreno, Humber-
to Andrade Quezada (rúbrica), Alejandro Moreno Cárdenas, Alfonso
Elías Serrano, Fernando Jorge Castro Trenti, Silvano Aureoles Conejo
(rúbrica), Francisco Javier Castellón Fonseca (rúbrica), Jorge Legorre-
ta Ordorica.»

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Está a
discusión el punto de acuerdo. En virtud de que no se ha re-
gistrado orador alguno, se considera suficientemente dis-
cutido y se reserva para su votación al final.

PERIODISTAS

El Secretario diputado Manuel Portilla Diéguez: «Dic-
tamen de la Primera Comisión, con punto de acuerdo para
solicitar información de la Fiscalía Especializada en Deli-
tos Cometidos contra Periodistas
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Honorable Asamblea:

A la Primera Comisión de Trabajo de la Comisión Perma-
nente correspondiente al primer receso del segundo año de
ejercicio constitucional de la LX Legislatura fue turnada la
proposición con punto de acuerdo para recibir información
de la Fiscalía Especializada en Delitos Cometidos contra
Periodistas, a cargo del senador Alejandro Moreno Cárde-
nas, del Grupo Parlamentario del PRI.

Los ciudadanos legisladores integrantes de esta comisión
realizaron el estudio y análisis de los planteamientos del
punto de acuerdo, a fin de valorar su contenido, deliberar e
integrar el presente dictamen.

Con fundamento en los artículos 78, fracción III, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
116, 127, párrafo primero, y demás aplicables de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, y 58, 60, 87, 88, 176 y demás aplicables del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, los miembros de esta
Primera Comisión que suscriben someten a la considera-
ción del Pleno de la Comisión Permanente del Congreso de
la Unión el presente

Dictamen

Antecedentes

La proposición con punto de acuerdo que se cita en el pro-
emio fue presentada en la sesión del Pleno de la Comisión
Permanente de fecha 16 de enero de 2008 y turnada para su
estudio y dictamen correspondiente a la Primera Comisión
de Trabajo –Gobernación, Puntos Constitucionales y Justi-
cia.

Consideraciones

I. En el capítulo “Consideraciones”, el proponente expresa
sustancialmente lo siguiente:

Se refiere al proceso de desarrollo de nuestra democracia,
señalando que subsisten graves deficiencias en tres temas
fundamentales: la participación ciudadana, los derechos
humanos y el ejercicio irrestricto de la libertad de prensa.

Que el periodismo se ha convertido en una de las profesio-
nes más riesgosas, pues según recuento formulado por di-
versos organismos no gubernamentales son cientos de agre-

siones contra periodistas y medios de comunicación en to-
do el país.

Dicha actividad requiere del más firme compromiso del
gobierno para que se ejerza cabalmente y se combata toda
amenaza al ejercicio profesional de los comunicadores, a
su integridad física y a su patrimonio.

Que durante 2007, al menos 134 trabajadores de la prensa
resultaron muertos en la realización de su trabajo, como in-
formó la Federación Internacional de Periodistas. En el
plano internacional, México figuró entre los lugares más
peligrosos para los periodistas.

Que el índice de incidentes es muy alto, a pesar de que es-
te Congreso aprobó la despenalización de la difamación y
la calumnia, que eran dos reminiscencias verdaderamente
inquisitoriales y, también, a pesar del compromiso público
asumido en esta Cámara por el secretario de Gobernación,
quien en nombre del presidente, del gobierno y del suyo, se
comprometió a dar garantía plena a la libertad de expre-
sión.

Que el Ejecutivo emitió el acuerdo A/031/06, por el que se
creó la Fiscalía Especial para la Atención de Delitos Co-
metidos contra Periodistas, adscrita a la Subprocuraduría
de Derechos Humanos, Atención a Víctimas y Servicios a
la Comunidad, de la Procuraduría General de la República.
La función de esta fiscalía es dirigir, coordinar y supervi-
sar las investigaciones y, en su caso, la persecución de los
delitos cometidos contra periodistas nacionales y extranje-
ros en México, perpetrados con motivo de su ejercicio pro-
fesional.

Que no obstante la creación de dicha dependencia, la opi-
nión pública y los legisladores “no percibimos que mejore
realmente la situación en que se efectúa el desempeño pe-
riodístico, y, al contrario, continúan las amenazas de todo
género contra la prensa”.

Concluye en que es prioritario que el Ejecutivo por con-
ducto del titular de la fiscalía anteriormente mencionada,
rinda a esta Soberanía un informe detallado de su actua-
ción.

II. La comisión dictaminadora realizó el estudio y análisis
de la propuesta que se dictamina y coincide con la preocu-
pación y motivación del proponente, considerando conve-
niente y procedente que el Congreso de la Unión se en-
cuentre mejor informado sobre la actuación de la Fiscalía



Especial para la Atención de Delitos Cometidos contra Pe-
riodistas.

Por otra parte, se toma en cuenta que la actuación de la Co-
misión Permanente correspondiente al primer receso del se-
gundo año de ejercicio de la LX Legislatura, terminará a más
tardar el próximo 31 de enero de 2008, por lo que no se ten-
drá el tiempo necesario para recibir, procesar y dar segui-
miento a la información que, en su caso, produzca la fiscalía
mencionada; además, en la Cámara de Diputados está fun-
cionando la Comisión Especial de Seguimiento a las Agre-
siones a Periodistas y Medios de Comunicación, por lo que
se propone que la información relativa la remita la PGR a di-
cha comisión especial de la Cámara de Diputados.

En mérito de lo antes expuesto, la Primera Comisión –Go-
bernación, Puntos Constitucionales y Justicia–se permite
someter a la consideración del Pleno de la Comisión Per-
manente del Congreso de la Unión el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Congreso de la Unión
solicita al titular de la Procuraduría General de la Repúbli-
ca, con la intervención que corresponda al titular de la Fis-
calía Especializada en Delitos Cometidos contra Periodis-
tas, que informe de las gestiones realizadas desde su
creación hasta la fecha, en el ejercicio de sus atribuciones,
los objetivos planteados para el presente año, las denuncias
atendidas y el número de investigaciones resueltas y en
proceso.

Se solicita que la información a que se refiere el párrafo an-
terior, se remita a la Comisión Especial de Seguimiento a
las Agresiones a Periodistas y Medios de Comunicación de
la Cámara de Diputados y a la Cámara de Senadores, den-
tro de los 30 días naturales siguientes.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de enero de 2008.

La Primera Comisión. Diputada Aleida Alavez Ruiz (rúbrica), presi-
denta; diputado Joel Arellano Arellano (rúbrica), diputado Adolfo Mo-
ta Hernández, secretarios; diputada María del Pilar Ortega Martínez
(rúbrica), diputada Omeheira López Reyna, senador Héctor Pérez Pla-
zola (rúbrica), senador Jorge Andrés Ocejo Moreno (rúbrica), senador
Humberto Andrade Quezada (rúbrica), senador Alejandro Moreno Cár-
denas, senador Alfonso Elías Serrano, senador Fernando Jorge Castro
Trenti, senador Silvano Aureoles Conejo (rúbrica), diputado Salvador
Ruiz Sánchez (rúbrica), senador Francisco Javier Castellón Fonseca
(rúbrica), senador Jorge Legorreta Ordorica.»

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Está a
discusión el punto de acuerdo. No se ha inscrito ningún
orador, por lo cual se considera suficientemente discutido
y se reserva para su votación en conjunto.

CODIGO FEDERAL DE INSTITUCIONES 
Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES

El Secretario diputado Manuel Portilla Diéguez: «Dic-
tamen de la Primera Comisión, con punto de acuerdo para
exhortar a las legislaturas locales a armonizar sus códigos
y leyes de instituciones y procedimientos electorales

Honorable Asamblea:

A la Primera Comisión de Trabajo de la Comisión Perma-
nente correspondiente al primer receso del segundo año de
ejercicio constitucional de la LX Legislatura, fue turnada la
proposición con punto de acuerdo para exhortar a las legis-
laturas locales a armonizar sus códigos y leyes de institu-
ciones y procedimientos electorales en materia de paridad
entre hombres y mujeres, a cargo de la diputada Laura An-
gélica Rojas Hernández, del Grupo Parlamentario del PAN.

Los ciudadanos legisladores integrantes de esta comisión
realizaron el estudio y análisis de los planteamientos del
punto de acuerdo, a fin de valorar su contenido, deliberar e
integrar el presente dictamen.
Con fundamento en los artículos 78, fracción III de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
116, 127 párrafo primero y demás aplicables de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, y 58, 60, 87, 88, 176 y demás aplicables del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, los miembros de la Prime-
ra Comisión que suscriben, someten a la consideración del
Pleno de la Comisión Permanente del Congreso de la
Unión el presente:

Dictamen

Antecedentes

La proposición con punto de acuerdo que se cita en el pro-
emio, fue presentada en la sesión del Pleno de la Comisión
Permanente de fecha 16 de enero de 2008 y turnada para su
estudio y dictamen correspondiente a la Primera Comisión
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de Trabajo, de Gobernación, Puntos Constitucionales y
Justicia.

Consideraciones

I. En el capítulo de Consideraciones, la proponente expre-
sa sustancialmente lo siguiente:

Se refiere en términos generales al proceso de globaliza-
ción y desarrollo propio de las sociedades contemporáneas
que involucra demandas relacionadas con la identidad, el
género, el origen étnico, la raza o las capacidades; destaca
que uno de los elementos centrales de esos procesos han si-
do los derechos de la ciudadanía, con la exclusión de di-
versos grupos que ha tenido como efecto que personas
afro-descendientes, mujeres, grupos indígenas o con disca-
pacidad fueron marginados de estos derechos o no gozaron
de las oportunidades para hacerlos efectivos, dando como
resultado la subrepresentación de estos grupos y de sus in-
tereses en la discusión de los asuntos públicos; se refiere a
la idea de la democracia paritaria que en materia de géne-
ro, promueve la participación equilibrada de mujeres y
hombres en la toma de decisiones, señalando que el propó-
sito de la paridad es subsanar la exclusión que durante años
han enfrentado las mujeres en los espacios públicos, del
ejercicio del poder, de la definición de interés común, de
los espacios de representación social y política, e incluso
en la toma de decisiones en las relaciones familiares y de
pareja.

Continúa señalando la proponente que en nuestro país se
han dado pasos fundamentales para la plena incorporación
de las mujeres en la toma de decisiones. Cita al Código Fe-
deral de Instituciones y Procedimientos Electorales (Cofi-
pe), publicado en el Diario Oficial de la Federación el 14
de enero de 2008, que establece diversas disposiciones pa-
ra garantizar la equidad y paridad de género.

II. La comisión dictaminadora realizó el estudio y análisis
de la propuesta que se dictamina y pudo precisar lo si-
guiente:

• Efectivamente, en las disposiciones del Cofipe que in-
voca la proponente, destacan las siguientes disposicio-
nes relacionadas con la materia de equidad y paridad de
género, según se presentan en el cuadro comparativo si-
guiente:
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En el cuadro anterior se pueden apreciar los avances signi-
ficativos que se materializaron en el Cofipe, ahora vigente,
en materia de equidad y paridad de género en la vida polí-
tica del país.

Por lo anterior, los integrantes de la Comisión Dictamina-
dora coinciden con la autora de la Proposición con Punto
de Acuerdo que se dictamina, en la conveniencia de impul-
sar las reformas necesarias a efecto de que las legislaturas
de los Estados tomen en cuenta los avances de la legisla-
ción electoral federal, en materia de equidad y paridad de
género, en forma equivalente o similar a la adoptada por la
legislación federal.

Se toma en cuenta que la Comisión Permanente se ha ma-
nifestado siempre respetuosa de los principios que inspiran
nuestro federalismo consagrado en el artículo 40 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

También se toma en consideración que conforme al artícu-
lo 116, fracción IV y 122, Base Primera, numeral 1 de la
propia Constitución, las constituciones y leyes de los Esta-
dos y del Distrito Federal, establecerán las garantías y las
reglas para la preparación y desarrollo de las elecciones lo-
cales.

En este sentido, corresponde a la jurisdicción y competen-
cia exclusivas de las leyes y autoridades locales, la organi-
zación de las elecciones estatales y del Distrito Federal.

Sin embargo, también se toma en consideración que la ma-
teria sustantiva que se pretende impulsar con la Proposi-
ción con Punto de Acuerdo que se dictamina, es la relativa
a la garantía de igualdad entre el varón y la mujer, consa-
grada en el primer párrafo del artículo 4° de nuestra Cons-
titución, y esta garantía fundamental debe ser respetada por
las constituciones y leyes de las Entidades Federativas.

Por ello, la Comisión Dictaminadora considera procedente
exhortar a las legislaturas de los Estados para promover la
modificación a la legislación local en materia electoral, en
ejercicio de las facultades que les corresponden, tomando
en cuenta, analizando y ponderando las disposiciones del
COFIPE, ahora vigentes, en sus artículos 38, numeral 1, in-
ciso s), 218, numeral 3, 219, numeral 1, 220, numeral 1 y
221, numeral 1, publicadas en el Diario Oficial de la Fede-
ración de 14 de enero de 2008.

En mérito de lo antes expuesto, la Primera Comisión, Go-
bernación, Puntos Constitucionales y Justicia, de la Comi-

sión Permanente, se permite someter a la consideración del
Pleno de la Comisión Permanente del Congreso de la
Unión el siguiente:

Punto de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta, con estricto respeto a su jurisdicción y
competencia, a las legislaturas de los estados de la repúbli-
ca y del Distrito Federal para que, en ejercicio de sus fa-
cultades soberanas, determinen la conveniencia de armoni-
zar su legislación en materia electoral con el propósito de
seguir desarrollando y fortaleciendo la equidad y paridad
de género en materia política, tomando en cuenta, anali-
zando y ponderando lo que dispone el Cofipe, ahora vi-
gente, en sus artículos 38, numeral 1, inciso s), 218, nume-
ral 3, 219, numeral 1, 220, numeral 1 y 221, numeral 1,
publicadas en el Diario Oficial de la Federación del 14 de
enero de 2008.

Segundo. Notifíquese.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de enero de 2008.

Primera Comisión. Diputados: Aleida Alavez Ruiz (rúbrica), presi-
denta; Joel Arellano Arellano (rúbrica), Adolfo Mota Hernández, se-
cretarios; María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), Omeheira López
Reyna, Salvador Ruiz Sánchez (rúbrica). Senadores: Héctor Pérez Pla-
zota (rúbrica), Jorge Andrés Ocejo Moreno (rúbrica), Humberto An-
drade Quezada (rúbrica), Alejandro Moreno Cárdenas, Alfonso Elías
Serrano, Fernando Jorge Castro Trenti, Silvano Aureoles Conejo (rú-
brica), Francisco Javier Castellón Fonseca (rúbrica), Jorge Legorreta
Ordorica.»

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Está a
discusión el punto de acuerdo. No se ha inscrito ningún
orador, por lo cual se considera suficientemente discutido
y se reserva para su votación nominal en conjunto.

PROGRAMAS SECTORIALES

El Secretario diputado Manuel Portilla Diéguez: «Dic-
tamen de la Primera Comisiónde Trabajo, con punto de
acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo federal a publi-
car los programas sectoriales, especiales, institucionales y
regionales en el Diario Oficial de la Federación, a cargo del
diputado Ector Jaime Ramírez Barba, de la diputada María



del Pilar Ortega Martínez y del senador Humberto Andra-
de Quezada, del Grupo Parlamentario del PAN

Los ciudadanos legisladores integrantes de esta comisión
realizaron el estudio y análisis de los planteamientos del
punto de acuerdo, a fin de valorar su contenido, deliberar e
integrar el presente Dictamen.

Con fundamento en los artículos 78 fracción III de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 116,
127 párrafo primero y demás aplicables de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, y 58,60, 87, 88, 176 y demás aplicables del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, los miembros de esta Pri-
mera Comisión que suscriben, someten a la consideración
del Pleno de la Comisión Permanente del Congreso de la
Unión el presente:

Dictamen

Antecedentes

La proposición con punto de acuerdo que se cita en el pro-
emio, fue presentada en la sesión del Pleno de la Comisión
Permanente de fecha 16 de enero de 2008 y turnada para su
estudio y dictamen correspondiente a la Primera Comisión
de Trabajo, de Gobernación, Puntos Constitucionales y
Justicia.

Consideraciones

1. En el capítulo de Consideraciones, los proponentes ex-
presan sustancial mente lo siguiente:

Invocan el Sistema Nacional de Planeación del Desarrollo
y destacan su importancia para fomentar el desarrollo y la
sustentabilidad en el país.

Mencionan que en el plan citado, se establecen los progra-
mas “sectoriales” a través de los cuales las distintas depen-
dencias de la administración pública federal participan en
la planeación democrática; y que junto a aquéllos también
se generan los planes institucionales, regionales y especia-
les elaborados por las distintas entidades de la administra-
ción pública federal.

Señalan que ya fue publicado el Plan Nacional de Desarro-
llo, en la presente administración, que contiene: Las estrate-
gias, objetivos y líneas de acción de la acción de gobierno.

Mencionan el Programa Nacional de Salud 2007-2012, co-
mo ejemplo para destacar que los planes y programas sir-
ven no sólo para esquematizar la acción de gobierno sino
para someter dicha acción a indicadores del desempeño y a
la evaluación de la ciudadanía, además de ligar dichas ac-
ciones a recursos públicos que permitan el cumplimiento
de metas y objetivos.

Mencionan los proponentes que en dicho esquema de pla-
neación democrática es fundamental la publicidad de los
planes y programas, conforme está establecido en la Ley de
Planeación en sus artículos 30 y 31.

Sin embargo, señalan los mismos proponentes, que por al-
guna razón no se han publicado en el Diario Oficial de la
Federación los programas sectoriales ni algunos de los pro-
gramas institucionales o especiales, como es el caso del
Programa Nacional de Salud 2007-2012.

II. La comisión dictaminadora realizó el estudio y análisis
de la propuesta que se dictamina y pudo precisar lo si-
guiente:

Que efectivamente, la Ley de Planeación dispone la pu-
blicidad de planes y programas, conforme a lo siguien-
te:

“Artículo 14. La Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico tendrá las siguientes atribuciones:

…

VI. Elaborar los programas anuales globales para la eje-
cución del Plan y los programas regionales y especiales,
tomando en cuenta las propuestas que para el efecto re-
alicen las dependencias coordinadoras de sector, y los
respectivos gobiernos estatales; y

Artículo 24. Los programas institucionales que deban
elaborar las entidades paraestatales, se sujetarán a las
previsiones contenidas en el plan y en el programa sec-
torial correspondiente. Las entidades, al elaborar sus
programas institucionales, se ajustarán, en lo conducen-
te, a la ley que regule su organización y funcionamien-
to.

Artículo 30. El Plan Nacional de Desarrollo y los pro-
gramas sectoriales, se publicarán en el Diario Oficial de
la Federación.
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Artículo 31. El plan y los programas sectoriales serán
revisados con la periodicidad que determinen las dispo-
siciones reglamentarias. Los resultados de las revisiones
y, en su caso, las adecuaciones consecuentes al plan y
los programas, previa su aprobación por parte del titular
del Ejecutivo, se publicarán igualmente en el Diario
Oficial de la Federación.”

De lo anterior, se sustenta la obligación de que se publi-
quen el Plan Nacional de Desarrollo y los Programas Sec-
toriales. Ahora bien, la Comisión Dictaminadora estima
que aún cuando no hay una disposición expresa y categóri-
ca que’ establezca la obligación de publicar los programas
institucionales, especiales y regionales, éstos están insertos
en el mismo esquema regulatorio que el Plan Nacional de
Desarrollo y los Programas Sectoriales, complementan y
detallan éstos, y proveen a su desarrollo en la práctica, por
lo que es a todas luces conveniente que merezcan también
la publicidad adecuada.

El grupo de asistencia técnica de esta comisión de trabajo
realizó la investigación pertinente y pudo verificar que se
han publicado los siguientes programas:

— Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo
Rural, Pesca y Alimentación

1. Decreto por el que se aprueba el Programa Sectorial
de Desarrollo Agropecuario y Pesquero 2007-2012. (Pá-
gina 1, Tercera Sección). 

2. Programa Sectorial de Desarrollo Agropecuario y
Pesquero 20072012. (Página 2-46, Tercera Sección).

— Secretaría de Educación Pública

1. Decreto por el que se aprueba el Programa Sectorial
de Educación 2007-2012. (Página 47, Tercera Sección).

2. Programa Sectorial de Educación 2007-2012. (Página
48-82, Tercera Sección).

— Secretaría de Salud

1. Decreto por el que se aprueba el Programa Sectorial
de Salud 2007-2012. (Página 83, Tercera Sección).

2. Programa Sectorial de Salud 2007-2012. (Página 84-
96, Tercera Sección).

— Secretaría de Comunicaciones y Transportes

1. Decreto por el que se aprueba el Programa Sectorial
de Comunicaciones y Transportes 2007-2012. (Página
1, Cuarta Sección).

2. Programa Sectorial de Comunicaciones y Transportes
2007-2012. (Página 2-24, Cuarta Sección).

— Secretaría de Turismo

1. Decreto por el que se aprueba el Programa Sectorial
de Turismo 2007-2012. (Página 25, Cuarta Sección).

2. Programa Sectorial de Turismo 2007-2012. (Página
26-51, Cuarta Sección.

— Secretaría de la Reforma Agraria

1. Decreto por el que se aprueba el Programa Sectorial
Agrario 20072012. (Página 41).

2. Programa Sectorial Agrario 2007-2012. (Página 42).

— Secretaría de Marina

1. Decreto por el que se aprueba el Programa Sectorial
de Marina 2007-2012. (Página 1, Cuarta Sección).

2. Programa Sectorial de Marina 2007-2012. (Página 2,
Cuarta Sección. )

— Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Natu-
rales

1. Decreto por el que se aprueba el Programa Sectorial
de Medio Ambiente y Recursos Naturales 2007-2012.
(Página 12, Cuarta Sección).

2. Programa Sectorial de Medio Ambiente y Recursos
Naturales 2007-2012. (Página 13, Cuarta Sección).

— Secretaría de Trabajo y Previsión Social

1. Decreto por el que se aprueba el Programa Sectorial
de Trabajo y Previsión Social 2007-2012. (Página 39,
Cuarta Sección).

2. Programa Sectorial de Trabajo y Previsión Social
2007-2012. (Página 40, Cuarta Sección).



En mérito de lo antes expuesto, la Primera Comisión, –Go-
bernación, Puntos Constitucionales y Justicia–, de la Co-
misión Permanente, se permite someter a la consideración
del Pleno de la Comisión Permanente del Congreso de la
Unión el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión, en el ámbito de colaboración entre los poderes, ex-
horta al titular del Poder Ejecutivo federal, con la partici-
pación que corresponda a la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público, a que publique en el Diario Oficial de la
Federación los programas sectoriales, institucionales, espe-
ciales y regionales aprobados por las distintas dependen-
cias de la administración pública federal, y que no hayan
sido publicados en dicho órgano de difusión.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de enero de 2008.

La Primera Comisión de Trabajo. Diputados: Aleida Alavez Ruiz
(rúbrica) presidenta; Joel Arellano Arellano (rúbrica), Adolfo Mota
Hernández, secretarios; María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica),
Omeheira López Reyna, Salvador Ruiz Sánchez (rúbrica). Senadores:
Héctor Pérez Plazola (rúbrica), Jorge Andrés Ocejo Moreno (rúbrica),
Humberto Andrade Quezada (rúbrica), Alejandro Moreno Cárdenas,
Alfonso Elías Serrano, Fernando Jorge Castro Trenti, Silvano Aureoles
Conejo (rúbrica), Francisco Javier Castellón Fonseca (rúbrica), Jorge
Legorreta Ordorica.»

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Está a
discusión este punto de acuerdo y aquí se inscribió el dipu-
tado Ector Jaime Ramírez Barba. Si alguien más se va a
anotar, por favor nos lo hace saber. Por tanto, tiene el uso
de la palabra el diputado Ector Jaime Ramírez Barba.

El diputado Ector Jaime Ramírez Barba: Muchas gra-
cias, Presidenta. Hace unos días mencionábamos aquí la
importancia que, como legisladores, debíamos darle a lo que
el Ejecutivo marca dentro del Plan Nacional de Desarrollo y
que, con base en él, debe esquematizar sus acciones.

Mencionamos en la comisión, como un ejemplo del Pro-
grama Nacional de Salud 2007-2012, para destacar que los
planes y programas sirven no sólo para esquematizar la ac-
ción de gobierno, sino para someter dicha acción a indica-
dores del desempeño y a la evaluación de la ciudadanía,
además de ligar dichas acciones a recursos públicos que
permitan el cumplimiento de metas y objetivos.

Con mucho agrado he visto de hace ocho días a ahora que
ya se encuentran publicados en el Diario Oficial de la Fe-
deración el Programa Sectorial de la Secretaría de Agricul-
tura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación; el
Programa Sectorial de la Secretaría de Educación Pública,
el de la Secretaría de Salud, el de la Secretaría de Comuni-
caciones y Transportes, el de la Secretaría de Turismo, el
de la Secretaría de la Reforma Agraria, el de la Secretaría
de Marina, el de la Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, y el de la Secretaría de Trabajo y Previ-
sión Social.

Para los que tenemos esta función de servidores públicos,
debe ser un instrumento básico para que cuando analice-
mos el segundo año de gobierno del Ejecutivo federal po-
damos tener el parámetro de referencia y podamos hacer
verdaderamente una política basada en evidencias.

Quiero felicitar al Ejecutivo, porque es la primera ocasión
que los programas sectoriales son publicados en el Diario
Oficial de la Federación y exhortamos como un mecanis-
mo de poder saber con más precisión, programas, objetivos
y estrategias. Invitamos también al Ejecutivo, en este pun-
to de acuerdo, para que los programas institucionales, los
regionales y los especiales también sean publicados en el
Diario Oficial de la Federación.

Compañeros, la felicitación al Ejecutivo porque lo está ha-
ciendo y nuestra gran responsabilidad para que con base en
esos programas, metas y retos podamos estar evaluando el
actuar del Ejecutivo y los recursos que como mexicanos he-
mos asignado al programa y al Plan Nacional de Desarrollo.

Es cuanto, Presidenta.

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Gra-
cias, diputado Ector Jaime Ramírez Barba.

No se ha registrado ningún otro orador, por lo cual se con-
sidera suficientemente discutido el punto y se reserva para
su votación en conjunto. Consulte la Secretaría a la asam-
blea, en votación económica, si son de aprobarse todos los
puntos de acuerdo que se han mencionado.

El Secretario diputado Manuel Portilla Diéguez: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
pregunta a las señoras legisladoras y a los señores legisla-
dores si son de aprobarse los puntos de acuerdo. Los legis-
ladores que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo.
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Los legisladores que estén por la negativa sírvanse mani-
festarlo.

Mayoría por la afirmativa, diputada Presidenta.

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Gra-
cias. Aprobados los puntos de acuerdo. Comuníquense.

CONDECORACIONES

La diputada María del Pilar Ortega Martínez (desde la
curul): Presidenta.

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Sí, di-
putada Pilar Ortega Martínez, por favor. Le dan el micró-
fono, por favor.

La diputada María del Pilar Ortega Martínez (desde la
curul): Gracias, Presidenta. Para solicitar lo siguiente:

En la primera parte de esta sesión se dieron a conocer al-
gunos oficios remitidos por la Secretaría de Gobernación,
entre ellos están dos: que se solicita permiso constitucional
para que el ciudadano licenciado Felipe de Jesús Calderón
Hinojosa, presidente de los Estados Unidos Mexicanos,
pueda aceptar y usar la condecoración de la Orden del Ele-
fante, en grado de Caballero, que le confiere el Reino de
Dinamarca.

Igualmente, también el permiso constitucional necesario
para que la ciudadana Margarita Ester Zavala Gómez del
Campo pueda aceptar y usar la condecoración de la Orden
de Dannebrog, en grado de Gran Cruz, que le confiere el
Reino de Dinamarca, en virtud de que conocemos y sabe-
mos que la visita de los reyes de Dinamarca se llevará a ca-
bo a partir del próximo 18 de febrero a nuestro país.

Consideramos, en el Grupo Parlamentario de Acción Na-
cional, que estaríamos con los tiempos muy apresurados si
continuamos con la decisión de esta comisión, de turnarlo
a la comisión ordinaria de la Cámara de Diputados. Por lo
que estaríamos solicitando que esta comisión pudiera dejar
nulo ese acuerdo y, en su lugar, con fundamento en el artí-
culo 60 del Reglamento Interior del Congreso poder consi-
derarlo como de urgente u obvia resolución y dispensarle
los trámites correspondientes, a fin de que sea aprobado
por esta comisión.

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Voy a
someter a votación de este pleno, con fundamento en el 59
y el 60 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, el punto
que ha planteado la diputada Ortega Martínez.

Consulte la Secretaría a la asamblea si se le dispensan to-
dos los trámites y se ponen a discusión y votación en lo in-
mediato los dos comunicados, en este caso los puntos que
deberíamos votar.

El Secretario senador Rogelio Humberto Rueda Sán-
chez: Por instrucciones de la Presidencia, con fundamento
en los artículos 59 y 60 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, se consulta a la asamblea si se le dispensan todos
los trámites y se ponen a discusión y votación de inmedia-
to. Los legisladores que estén por la afirmativa sírvanse
manifestarlo. Los legisladores que estén por la negativa sír-
vanse manifestarlo. 

Mayoría por la afirmativa, señora Presidenta.

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Se dis-
pensan todos los trámites a las solicitudes de permiso. Pro-
ceda la Secretaría a dar lectura a los proyectos de decreto,
por favor.

El Secretario senador Rogelio Humberto Rueda Sán-
chez: Artículo único. Se concede permiso al ciudadano li-
cenciado Felipe de Jesús Calderón Hinojosa, presidente de
los Estados Unidos Mexicanos, para aceptar y usar la con-
decoración de la Orden del Elefante, en grado de Caballe-
ro, que le confiere el Reino de Dinamarca.

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Está a
discusión el proyecto de decreto. No habiendo quien haga
uso de la palabra… ¿o hay algún orador que quiera hacer
uso? No habiendo quien haga uso de la palabra, se reserva
para su votación nominal en conjunto. 

Continúe la Secretaría, por favor.

El Secretario senador Rogelio Humberto Rueda Sán-
chez: Artículo único. Se concede permiso a la ciudadana li-
cenciada Margarita Ester Zavala Gómez del Campo para
aceptar y usar la condecoración de la Orden de Dannebrog,
en grado de Gran Cruz, que le confiere el Reino de Dina-
marca.



La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Está a
discusión este proyecto de decreto y, no habiendo quien ha-
ga uso de la palabra, se reserva para la votación de estos
dos en conjunto.

Por favor, si la Secretaría recoge la votación nominal de es-
tos dos proyectos, para saber cuál es el resultado final.

El Secretario senador Rogelio Humberto Rueda Sán-
chez: Claro que sí. Se va a proceder a recoger la votación
nominal en lo general y en lo particular de los proyectos de
decreto. Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161
del Reglamento Interior.

Recogeremos la votación. Por la afirmativa, un servidor;
por la negativa, el diputado Manuel Portilla Diéguez.

El diputado Gregorio Barradas Miravete (desde la cu-
rul): Gregorio Barradas, a favor.

El diputado Ector Jaime Ramírez Barba (desde la cu-
rul): Ector Jaime Ramírez Barba, a favor.

La senadora Adriana González Carrillo (desde la curul):
González Carrillo, a favor.

El senador Humberto Andrade Quezada (desde la cu-
rul): Andrade Quezada, a favor.

La diputada María del Pilar Ortega Martínez (desde la
curul): Ortega Martínez Pilar, a favor.

El senador Adolfo Toledo Infanzón (desde la curul): To-
ledo Infanzón, a favor.

El diputado Jesús Cuauhtémoc Velasco Oliva (desde la
curul): Velasco, a favor.

El senador Jorge Legorreta Ordorica (desde la curul):
Legorreta Ordorica, a favor.

El diputado Adolfo Mota Hernández (desde la curul):
Adolfo Mota, a favor.

La senadora María de Lourdes Rojo e Incháustegui
(desde la curul): María de Lourdes Rojo e Incháustegui,
abstención.

El senador Guadalupe Francisco Javier Castellón Fon-
seca (desde la curul): Javier Castellón, abstención.

El diputado Salvador Ruiz Sánchez (desde la curul):
Salvador Ruiz, abstención.

El senador Alejandro González Yáñez (desde la curul):
González Yáñez, abstención.

El diputado Pablo Leopoldo Arreola Ortega (desde la
curul): Arreola Pablo, abstención.

El senador Alfonso Elías Serrano (desde la curul): Al-
fonso Elías, a favor.

El senador Rafael Alejandro Moreno Cárdenas (desde
la curul): Alejandro Moreno, a favor.

El senador Carlos Lozano de la Torre (desde la curul):
Lozano, a favor.

El diputado Samuel Aguilar Solís (desde la curul): Sa-
muel Aguilar, a favor.

El diputado Marco Heriberto Orozco Ruiz Velazco
(desde la curul): Marco Heriberto Orozco Ruiz Velazco, a
favor.

El diputado Carlos Alberto García González (desde la
curul): Carlos García González, a favor.

La diputada Laura Angélica Rojas Hernández (desde la
curul): Laura Rojas, a favor.

El senador Guillermo Enrique Marcos Tamborrel Suá-
rez (desde la curul): Tamborrel, a favor.

El senador Jorge Andrés Ocejo Moreno (desde la curul):
Ocejo Moreno, a favor.

El diputado Delber Medina Rodríguez (desde la curul):
Medina Rodríguez, a favor.

El diputado Joel Arellano Arellano (desde la curul): Are-
llano Arellano, a favor.

El senador Héctor Pérez Plazola (desde su curul): Pérez
Plazola, sí.

El Secretario senador Rogelio Humberto Rueda Sán-
chez: ¿Falta algún legislador de emitir su voto? Se proce-
de a recoger la votación de la Mesa Directiva. Rueda, a fa-
vor.
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El Secretario diputado Manuel Portilla Diéguez (desde
su curul): Portilla, a favor.

El Secretario diputado Salvador Ruiz Chávez (desde su
curul): Ruiz Chávez, a favor.

El Secretario senador Rogelio Humberto Rueda Sán-
chez: Se emitieron 24 votos en pro y 6 abstenciones.

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Apro-
bados los proyectos de decreto por 24 votos. Pasan al
Ejecutivo para sus efectos constitucionales.

ARTICULO 113 CONSTITUCIONAL

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Vamos
a continuar la sesión, y vamos a continuar con las iniciati-
vas de los legisladores. Tiene la palabra la diputada María
del Pilar Ortega Martínez, del Grupo Parlamentario de Ac-
ción Nacional, para presentar iniciativa que adiciona cua-
tro párrafos al artículo 113 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

La diputada María del Pilar Ortega Martínez: Con su
permiso, Presidenta.

Señoras legisladoras y señores legisladores, el Plan Nacio-
nal de Desarrollo 2007-2012 contempla como eje uno del
capítulo “Del estado de derecho y seguridad”, la actuación
íntegra y transparente de la autoridad que brinde a los ciu-
dadanos la certidumbre de que cuentan en todo momento
con las instituciones que garantizarán el respeto de sus de-
rechos mediante la aplicación de la ley.

Dentro de este objetivo se establece como estrategia difun-
dir las sanciones que se aplican a los servidores públicos
que incurren en comportamientos ilícitos para activar los
mecanismos de sanción social.

Uno de los beneficios de la transparencia gubernamental es
la difusión de los casos en que las autoridades responsables
de la sanción de las malas prácticas, de la conducta ilícita
o delictiva de los funcionarios, sean conocidas, de tal ma-
nera que la ciudadanía conozca las acciones de la adminis-
tración pública para inhibir la corrupción.

De conformidad con la costumbre que está imperando en
relación con la imposición de sanciones administrativas a

los servidores públicos, encontramos que por una parte, el
Ejecutivo federal, por conducto de la Secretaría de la Fun-
ción Pública, cuenta con una Dirección de Registro de Ser-
vidores Públicos Sancionados. Por otra parte, el Poder Le-
gislativo cuenta con centros de registro de los servidores
públicos en las respectivas Cámaras. De igual forma, en el
Poder Judicial se cuenta con su respectivo archivo de ser-
vidores públicos sancionados.

Por lo que corresponde a los servidores públicos en los go-
biernos de los distintos estados de la federación, se cuenta
con un centro de registro de servidores públicos sanciona-
dos y en materia municipal, también hay archivos sobre la
materia.

Al día de hoy, sin embargo, hay un incipiente intento de in-
tegrar dicha información por parte de la Secretaría de la
Función Pública sobre la materia mediante convenios de
colaboración, pero esto está aún en proyecto y dicha inda-
gación se considera también proyecto para considerar una
integración a nivel nacional.

Por ello esta situación motiva a que hoy presentemos a
consideración de esta asamblea la propuesta de iniciativa
que reformaría la Constitución, a efecto de constituir el Re-
gistro Nacional de Sanciones por parte de los Servidores
Públicos.

El registro de servidores públicos que se plantea tendría co-
mo objetivo principal, dentro del marco de transparencia
gubernamental, que la sociedad mexicana tenga acceso a la
información sobre aquellos servidores públicos que hayan
efectuado alguna conducta administrativa irregular y hayan
sido sancionados.

También tiene como objeto que los tres niveles de gobier-
no cuenten con servidores públicos de conducta proba y
que no puedan ser sujetos de cuestionamientos para la rea-
lización del servicio público.

Dicho organismo se coordinaría con las contralorías inter-
nas de la federación, de los estados y de los municipios, de
manera que pueda interactuar y retroalimentar a cada una
de ellas para recibir y proporcionar información mediante
sistemas de tecnología avanzada sobre la materia.

La organización descentralizada y la personalidad jurídica
propia implicarían la libertad de actuación, organización y
gestión dentro de los límites del ordenamiento que crearía
a dicha institución.



No significa inmunidad ni irresponsabilidad jurídica o si-
tuación de excepción análoga y se expresaría en diversos
planos, tanto en el técnico como en el jurídico, como en el
orgánico y como en el financiero.

En el ámbito jurídico esto permitiría el ejercicio de una po-
testad reglamentaria, al ser ejercida por los órganos inter-
nos que facilitarían la adecuada y expedita información de
la normatividad al desarrollo de la información.

Por lo anteriormente expuesto, la suscrita, diputada del
Grupo Parlamentario de Acción Nacional, somete a la con-
sideración de esta asamblea el proyecto de decreto por el
que se adicionan cuatro párrafos del artículo 113 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
que pretenden crear el Registro Nacional de Servidores Pú-
blicos. Por su atención, gracias.

«Iniciativa que adiciona cuatro párrafos al artículo 113 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
a cargo de la diputada María del Pilar Ortega Martínez, del
Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita, diputada federal María del Pilar Ortega Martí-
nez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional en la LX Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así co-
mo 55, fracción II, 56, 62 y demás relativos del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de es-
ta soberanía la presente iniciativa con proyecto de decreto,
por el que se adicionan cuatro párrafos al artículo 113 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para crear el Registro Nacional de Servidores Públicos, con
fundamento en la siguiente

Exposición de Motivos

El Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012 considera como
eje 1 del capítulo “Estado de Derecho y Seguridad” la ac-
tuación íntegra y transparente de la autoridad que brinde a
los ciudadanos la certidumbre de que cuentan en todo mo-
mento con las instituciones que garantizarán el respeto de
sus derechos mediante la aplicación de la Ley. Dentro del
subtítulo “Objetivo”, denominado “Confianza en las insti-
tuciones públicas”, establece como “estrategia 10.2 di-
fundir las sanciones que se aplican a los servidores pú-
blicos que incurren en comportamientos ilícitos, para

activar los mecanismos de sanción social. Uno de los be-
neficios de la transparencia gubernamental es la difu-
sión de los casos en que las autoridades responsables de
la sanción de las malas prácticas de los servidores pú-
blicos efectivamente castigaron alguna conducta ilícita
o delictiva, de manera que la ciudadanía conozca las
acciones de la administración pública para inhibir la
corrupción. Por disposición de la ley, no todas las san-
ciones incluyen la destitución del servidor público, por
lo cual los empleados sancionados pueden seguir labo-
rando en ocasiones protegidos por el propio marco ju-
rídico o sus organismos gremiales. Se ampliará la difu-
sión de las sanciones administrativas y penales que las
autoridades competentes impongan a los malos servi-
dores públicos, como ejercicio de rendición de cuentas
y estrategia disuasoria de nuevas conductas ilícitas”.

De conformidad con la costumbre imperante con relación a
la imposición de sanciones administrativas a servidores pú-
blicos, encontramos que por una parte el Ejecutivo federal
por conducto de la Secretaría de la Función Pública cuenta
con la Dirección de Registro de Servidores Públicos San-
cionados; por otra parte, en el Poder Legislativo se cuenta
con centros de registro de los servidores públicos en las
respectivas Cámaras; de igual forma, en el Poder Judicial
se cuenta con su archivo de servidores públicos sanciona-
dos.

Por lo que corresponde a los servidores públicos en los go-
biernos de los distintos estados de la federación, se cuenta
con su respectivo centro de registro de servidores públicos
sancionados. En materia municipal, de igual forma, hay sus
archivos sobre la materia.

Al día de hoy hay un incipiente intento de integrar dicha in-
formación por parte de la Secretaría de la Función Pública
sobre la materia, mediante convenios de colaboración. Pe-
ro es aún muy elemental dicha integración para considerar
una integración nacional.

Antaño existía la errónea creencia de que el fincamiento de
una sanción administrativa por el órgano de control interno
del Ejecutivo federal no afectaba al servidor público si és-
te acudía a laborar en un gobierno estatal o municipal. La
Secretaría de la Función Pública, con la finalidad de sub-
sanar ese criterio, empezó a celebrar convenios de colabo-
ración con entidades federativas para que dicha sanción
surtiera efectos en la respectiva entidad; sin embargo, éstos
no son obligatorios.
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Cuando se aplica como sanción la inhabilitación temporal
es para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el
servicio público, sin precisar en qué ámbito surtirá efectos
dicha sanción, pues la inhabilitación constituye una san-
ción acorde con el sistema de responsabilidades adminis-
trativas previsto constitucional y legalmente, que genera
certidumbre sobre las consecuencias jurídicas de esa san-
ción en todos los órdenes de gobierno. Esto último se co-
rrobora con los artículos 109, 110 y 113 constitucionales,
los cuales prevén un sistema que regula la actuación de los
servidores públicos conforme a los principios de legalidad,
honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben ob-
servar las personas en el desempeño de sus funciones, y los
procedimientos para la aplicación de sanciones, en caso de
inobservancia, entre otras, las de carácter administrativo.

Esto es, la sanción impuesta a servidores públicos de cual-
quier nivel de gobierno no se restringe o limita en función
del ámbito donde la persona prestaba sus servicios, ni por
la competencia de la autoridad que la sancionó, en virtud
de que la inhabilitación guarda relación directa e insepara-
ble con la esfera personal del servidor público, indepen-
dientemente del lugar donde desempeñe los servicios, pues
la sanción de que se trata consiste en la incapacidad abso-
luta para obtener o ejercer cargos públicos, con la finalidad
de proteger el servicio público prestado por la persona a la
sociedad, considerando aquél como un concepto unitario
autónomo del nivel de gobierno en que se preste, pues los
principios que se busca tutelar no se encuentran restringidos
o limitados en función del ámbito de gobierno; por tanto, la
sanción administrativa consistente en la “inhabilitación tem-
poral para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el
servicio público” rige para todos los puestos públicos y en
todos los niveles de gobierno.

Ahora bien, el Registro de Servidores Públicos tiene como
objetivo principal, dentro del marco de transparencia gu-
bernamental, que la sociedad mexicana tenga acceso a la
información sobre los servidores públicos que hayan efec-
tuado alguna conducta administrativa irregular y hayan si-
do sancionados. También tiene como objeto que los tres ni-
veles de gobierno cuenten con servidores públicos de
conducta proba y que no puedan ser sujeto de cuestiona-
mientos para la realización de su servicio público.

Dicho organismo se coordinará además con las contralorí-
as internas de la federación, de los estados y los munici-
pios, de manera que podrá interactuar y retroalimentar a
cada una de ellas para recibir y proporcionar información
mediante sistemas de tecnología avanzada sobre la materia.

Asimismo, se estima que dicho registro tenga naturaleza de
un organismo descentralizado porque adquiere un estatus
administrativo que permite, sin desligarse de la orientación
política, gubernamental o financiera de algún Poder la
Unión, entidad federativa o municipio, amplia libertad en
la definición de sus políticas internas en el desarrollo y re-
glamentación de sus funciones, en la constitución de sus
órganos de gobierno, en la administración de sus recursos
y en sus relaciones con los sectores privado y social.

Implica, pues, dotarla de personalidad jurídica propia; por
tanto, diferente de la del sector central, con el cual se vin-
culará incorporando las políticas gubernamentales a su
desarrollo institucional y rindiendo informe de su gestión
financiera.

Tener personalidad jurídica propia permitirá al organismo
libertad de acción directa, posibilidad de ejercer sus fun-
ciones sin necesidad de autorizaciones del centro que las
tornen burocráticas o dificulten el cumplimiento expedito
de sus propósitos. Significa facultad de ejercer derechos y
cumplir obligaciones, e involucra también tener un patri-
monio propio y un régimen jurídico propio, significa pro-
fesionalizar el servicio público que se le encomienda.

El patrimonio del registro estará formado por los bienes
muebles e inmuebles que se le asignen al momento de su
constitución, así como el pago de derechos por los trámites
relativos a la expedición de constancias de no inhabilita-
ción, los recursos financieros que proporcionen el sector
público (federación), organismos públicos autónomos, en-
tidades federativas y municipios con motivo del pago de
derechos por la administración de su información, y los de-
rechos que genere por la prestación de servicios, y los de-
rechos patrimoniales y fideicomisos que se constituyen en
su beneficio.

La organización descentralizada y la personalidad jurídica
propia implican libertad de actuación, organización y ges-
tión dentro de los límites del ordenamiento que crea la ins-
titución. No significa inmunidad ni irresponsabilidad jurí-
dica o situación de excepción análoga, y se expresa en
diversos planos: técnico, jurídico, orgánico y financiero.
Desde el punto de vista técnico, se halla referida a la forma
de prestación del servicio, es decir, a la libertad para seña-
lar orientaciones, definir objetivos, metas, formas de eje-
cución, elección de medios; para controlar, corregir y eva-
luar acciones y desde el punto de vista laboral formará
parte de la regulación del Apartado B del artículo 123 de la
Constitución General de la República.



En el ámbito de lo jurídico permite el ejercicio de una po-
testad reglamentaria, que al ser ejercida por los órganos in-
ternos facilita la adecuación expedita de la normatividad al
desarrollo de la institución.

A nivel orgánico se manifiesta en la facultad de organiza-
ción interna, es decir, la definición específica de las fun-
ciones de cada órgano, su forma de integración, sus rela-
ciones internas, funcionamiento y renovación.

En el ámbito financiero significa capacidad para adminis-
trar los recursos económicos, definir las formas de finan-
ciamiento interno y gestionar el externo, elaborar y aprobar
presupuestos, aplicar recursos y controlar el ejercicio fi-
nanciero. Toda vez que el registro manejará recursos públi-
cos, aportaciones de la federación, se hace necesario que
informe anualmente sobre el estado que guarden sus finan-
zas a su principal fuente de financiamiento.

Por lo expuesto, la suscrita, diputada del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional, somete a la consideración
de esta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adicionan cuatro párrafos al artí-
culo 113 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, para crear el Registro Nacional de Ser-
vidores Públicos

Único. Se adicionan cuatro párrafos al artículo 113 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue:

Artículo 113. ...

El Registro Nacional de Servidores Públicos es la institu-
ción que tiene a su cargo el registro y seguimiento del pa-
trimonio y de las sanciones impuestas a los servidores pú-
blicos. También se integrará con la información de los
servidores públicos sancionados en materia de responsabi-
lidad administrativa en la federación, así como en las enti-
dades federativas y en los municipios, en los términos que
hacen referencia los artículos 108, 109 y 110 de la Consti-
tución federal.

Previamente a la toma del encargo, se requerirá la constan-
cia que al efecto emita el Registro de Nacional Servidores
Públicos, en la cual se asentará si hay o no registro de san-
ción del servidor público correspondiente.

El Registro se regirá de conformidad con el reglamento in-
terior que al efecto se expida y determinará los sistemas
que se requerirán para dicho propósito.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Dentro de un plazo no mayor de noventa días,
contados a partir de la publicación del presente decreto, se
expedirá la ley reglamentaria que regule las funciones y ac-
tividades del Registro Nacional de Servidores Públicos
Sancionados, así como las medidas necesarias para la co-
ordinación de la información que obre en los diversos ór-
ganos de control de la federación, de los estados y de los
municipios. En tanto esto suceda, continuarán dichos re-
gistros trabajando con las facultades que tienen.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de enero de
2008.— Diputada María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica).»

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Mu-
chas gracias, diputada María del Pilar Ortega Martínez.
Túrnese a la Comisión de Puntos Constitucionales de la
Cámara de Diputados.

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Tiene
la palabra el senador Alejandro Moreno Cárdenas, del Gru-
po Parlamentario del PRI, para presentar iniciativa que
adiciona la fracción VI Bis del artículo 176 de la Ley del
Impuesto sobre la Renta.

El senador Rafael Alejandro Moreno Cárdenas: Con su
permiso, Presidenta.

Compañeros legisladores, la siguiente iniciativa con pro-
yecto de decreto, que añade la fracción VI Bis al artículo
176 de la Ley del Impuesto sobre la Renta para que las pri-
mas por robos sean deducibles hasta por 10 por ciento de
los ingresos acumulables al contribuyente, con el siguiente
arreglo a esta exposición de motivos:
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De acuerdo con datos del Centro de Estudios Sociales y de
Opinión Pública, las tasas de delito en México no mejoran
desde hace 10 años; aunque hay que reconocer que las de-
nuncias por robo, si bien han tenido una ligera reducción:
15 por cada mil habitantes en 1998, 13 por ciento en 2005,
y 13.6 por ciento entre 2006 y 2007 en los delitos contra la
integridad física.

Aquellos que incluyen violencia física no han registrado
ninguna variación importante, ya que en 1998 ocurrieron
un promedio de 4.8 delitos de este tipo por cada mil habi-
tantes del país; mientras que durante los años de 2006 y
2007 la cifra se ubicó en alrededor de 4.7 delitos por cada
mil habitantes.

No obstante, existen regiones, como la Ciudad de México,
en donde el balance revela que hay un incremento de más
de 6 por ciento en el índice delictivo, sobre todo en robo a
transeúnte y extorsión. Lo que significa que en 2007 se co-
metieron en promedio 445 delitos por día, en comparación
con los 410 registrados en el año pasado, principalmente el
robo a transeúnte por robo de teléfonos celulares.

Además hay que tener muy presente que, en los hechos, se
ha demostrado que un alto porcentaje de mexicanos, que
han sido víctimas de algún delito, no lo denuncian por des-
confianza en las autoridades o en las leyes. Además de que
temen a las represalias de los acusados ante la ausencia de
las protecciones legales suficientes para cada uno de ellos.

El robo con violencia a transeúntes es el más cometido en
el país. También en la ciudad de México ocupa el primer
lugar: 6 de cada 10 delitos. El segundo sitio lo ocupan aquí
otras modalidades varias de robo. El tercero las lesiones, y
el cuarto el robo a casa habitación.

Hoy, las compañías aseguradores ofrecen primas que cu-
bren el riesgo de perder bienes materiales por el delito de
robo, como ocurre en el caso de los celulares o por robo a
casa habitación, pero son pocos los que ofrecen un seguro
para la atención de las víctimas. Por lo que es prioritario,
compañeros legisladores, estimular a las aseguradoras para
que brinden este servicio, a través de la deducibilidad de
la prima por este concepto del pago de impuesto sobre la
renta.

Por ello he venido a esta tribuna, y por obvio de tiempo y
respeto a su paciencia, le pido que se inserte íntegramente
en el Diario de los Debates la presente iniciativa.

Hago un llamado a nuestros compañeros legisladores para
que trabajemos en esta propuesta importante de iniciativa
de ley para garantizar la seguridad, pero sobre todo la se-
guridad de que sea devuelto cuando los transeúntes sean
asaltados. Y obviamente seguir trabajando y legislando to-
dos los legisladores para proteger en la prevención del de-
lito.

No se trata de hacer más leyes, sino de hacer menos leyes
pero más eficaces. Y por ello, lo que pretende esta iniciati-
va es darles más fortaleza a nuestros ciudadanos. Por su
atención, muchas gracias.

«Iniciativa que adiciona la fracción VI Bis al artículo 176
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, a cargo del senador
Alejandro Moreno Cárdenas, del Grupo Parlamentario del
PRI

El suscrito, senador Rafael Alejandro Moreno Cárdenas,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional en la LX Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, en ejercicio de la facultad que le con-
fieren los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 55, fracción
II, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, se permite so-
meter a la elevada consideración de esta asamblea legisla-
tiva iniciativa con proyecto de decreto que añade la frac-
ción VI Bis al artículo 176 de la Ley del Impuesto sobre la
Renta, para que las primas por robo sean deducibles hasta
por 10 por ciento de los ingresos acumulables del contri-
buyente, con arreglo a la siguiente

Exposición de Motivos

De acuerdo con datos del Centro de Estudios Sociales y de
Opinión Pública, las tasas de delito en México no mejoran
desde hace 10 años, aunque hay que reconocer que las de-
nuncias por robo si bien han tenido una ligera reducción:
15 por cada mil habitantes en 1998, 13 en 2005 y 13.6 en-
tre 2006 y 2007,1 en los delitos contra la integridad física,
los que incluyen violencia física, no han registrado ningu-
na variación importante, ya que en 1998 ocurrieron un pro-
medio de 4.8 delitos de este tipo por cada mil habitantes del
país, mientras que durante 2006 y 2007 la cifra se ubicó en
alrededor de 4.7 delitos.

No obstante, en regiones como la Ciudad de México el ba-
lance revela que hay un incremento de más de 6 por ciento
en el índice delictivo, sobre todo en robo a transeúnte y ex-



torsión,2 lo que significa que en 2007 se cometieron en
promedio 445 delitos al día, en comparación con los 410
registrados el año pasado, principalmente el robo a transe-
únte por robo de celulares.

En los hechos se ha demostrado que un alto porcentaje de
mexicanos que han sido víctimas de algún delito no los de-
nuncian,3 por desconfianza en las autoridades y en las le-
yes, además de que temen a las represalias de los acusados,
ante la ausencia de protecciones legales suficientes para la
víctima.

Es por tanto indispensable profundizar sobre los derechos
del ofendido, de la víctima, con un espíritu protector que
incluya no sólo la participación de entidades gubernamen-
tales sino de organizaciones sociales y de la iniciativa pri-
vada, para evitar que subsista la idea en la población de que
la víctima sigue abandonada, relegada a la angustia e in-
dignación de haber sido víctima de la delincuencia, sin que
nadie atienda las secuelas físicas y psicológicas que la han
dejado marcada para siempre.

La víctima no tuvo reconocimiento constitucional hasta
1993, mediante una reforma del artículo 20. En septiembre
de 2000, con la modificación constitucional, se tomaron en
cuenta las garantías de las víctimas, adicionando las seis
fracciones del Apartado B del artículo 20 citado.4

Sin embargo, estos derechos acordados en favor del ofen-
dido no han tenido los resultados esperados: por una parte,
debido a que muchas de estas disposiciones nunca se re-
glamentaron; y por otra, a la falta de recursos para atender
a las víctimas, que ha disminuido la capacidad del propio
Estado para cubrir dichas garantías.

Si tomamos en cuenta los delitos que no se denuncian, los
derechos de las víctimas no sólo se han vuelto ineficaces e
insuficientes sino que, de plano, casi desaparecen.

De hecho, el Instituto Ciudadano de Estudios sobre la In-
seguridad (Icesi) ha llevado a cabo 4 encuestas nacionales
de esa índole, alternadamente sobre las 32 entidades fede-
rativas del país y sobre algunas de las áreas metropolitanas
más importantes, de las cuales la Ciudad de México tiene
el mayor porcentaje de viviendas en las que se encontraron
una o más víctimas durante 2005:5 en 3 de cada 10 hubo al
menos una persona que sufrió uno o más delitos. Asimis-
mo, de cada 10 capitalinos, 3 han sido agraviados por la de-
lincuencia por lo menos una vez en su vida, en donde casi
80 por ciento de los delitos se cometieron con violencia.

El robo con violencia a transeúnte es el más cometido en el
país. También en la Ciudad de México ocupa el primer lu-
gar: 6 de cada 10 delitos. El segundo sitio lo ocupan aquí
otras modalidades varias de robo, el tercero las lesiones y
el cuarto el robo a casa habitación.

Sin embargo, más allá de las cifras, el rubro que más preo-
cupa a la población es de los robos porque muchos se co-
meten a mano armada, en cuyo caso no sólo se da la pérdi-
da material sino que además pueden sumarse las lesiones y
el daño psicológico, con secuelas de distinta índole, y que
afectan gravemente la vida de las personas, personal, fami-
liar y social.

Ante la escalada de asaltos, que no solamente han crecido
en número, sino que se han venido agravando por el grado
de violencia, es urgente ampliar la capacidad de respuesta
del Estado y sumar a otros actores a la atención de las víc-
timas, fundamentalmente a la iniciativa privada en la asis-
tencia jurídica, médica y psicológica, después de haber su-
frido un robo con violencia.

Hoy, las compañías aseguradoras ofrecen primas que cu-
bren el riesgo de perder bienes materiales por el delito de
robo, como ocurre en el caso de los celulares o por robo en
casa habitación, pero pocas ofrecen seguro para atención a
las víctimas, por lo que es prioritario estimular que las ase-
guradoras brinden este servicio, a través de la deducibili-
dad de la prima por este concepto del pago del impuesto
sobre la renta.

Por ello, y en mérito de lo expuesto, tengo a bien proponer
el siguiente

Proyecto de Decreto

Artículo Único. Se añade la fracción VI Bis al artículo 176
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, para quedar como
sigue:

Artículo 176. Las personas físicas residentes en el país que
obtengan ingresos de los señalados en este título, para cal-
cular su impuesto anual, podrán hacer, además de las de-
ducciones autorizadas en cada capítulo de esta ley que les
correspondan, las siguientes deducciones personales:

I. (…)

VI Bis. Las primas por seguros contra consecuencias
de robo que cubran los servicios de asistencia jurídi-
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ca, médica y psicológica, siempre que el beneficiario
sea el propio contribuyente, su cónyuge o la persona
con quien vive en concubinato, o sus ascendientes o
descendientes, en línea recta. El monto de la deduc-
ción a que se refiere esta fracción será de hasta diez
por ciento de los ingresos acumulables del contribu-
yente en el ejercicio.

VII. (…)

Transitorios

Primero. El presente decreto iniciará su vigencia el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan a lo establecido en el presente decreto.

Notas:

1 “Tasas de delito en México no mejoran ni empeoran desde hace 10
años”, en http://www.terra.com/noticias/articulo/html/act969643.htm

2 “Termina SSPDF con aumento en la delincuencia”; en El Financie-
ro, nacional, jueves 27 de diciembre; http://www.elfinanciero.com.mx/
ElFinanciero/Portal/cfpages/contentmgr.cfm?docId=96590&docTi-
po=1&orderby=docid&sortby=ASC

3 Según la Cuarta Encuesta Nacional sobre Inseguridad Urbana 2006,
realizada por el Icesi, sólo 2 de cada 10 mexicanos ofendidos por un
ilícito de orden penal, han acudido ante las autoridades correspondien-
tes a denunciar el delito. Y del total de los delitos denunciados, sólo en
14 por ciento se inició averiguación previa.

4 Artículo 20. En todo proceso de orden penal, el inculpado, la vícti-
ma o el ofendido tendrán las siguientes garantías:

A. (…)

B. De la víctima o del ofendido:

I. Recibir asesoría jurídica; ser informado de los derechos que en su fa-
vor establece la Constitución y, cuando lo solicite, ser informado del
desarrollo del procedimiento penal;

II. Coadyuvar con el Ministerio Público, a que se le reciban todos los
datos o elementos de prueba con los que cuente, tanto en la averigua-
ción previa como en el proceso, y a que se desahoguen las diligencias
correspondientes.

Cuando el Ministerio Público considere que no es necesario el desaho-
go de la diligencia, deberá fundar y motivar su negativa;

III. Recibir, desde la comisión del delito, atención médica y psicológi-
ca de urgencia;

IV. Que se le repare el daño. En los casos en que sea procedente, el Mi-
nisterio Público estará obligado a solicitar la reparación del daño y el
juzgador no podrá absolver al sentenciado de dicha reparación si ha
emitido una sentencia condenatoria.

La ley fijará procedimientos ágiles para ejecutar las sentencias en ma-
teria de reparación del daño;

V. Cuando la víctima o el ofendido sean menores de edad, no estarán
obligados a carearse con el inculpado cuando se trate de los delitos de
violación o secuestro. En estos casos, se llevarán a cabo declaraciones
en las condiciones que establezca la ley; y

VI. Solicitar las medidas y providencias que prevea la ley para su se-
guridad y auxilio.

5 De la Barreda Solórzano, Luis. Miedo en la ciudad, en
http://www.icesi.org.mx/publicaciones/articulos/2007/miedo_en_la_ci
udad.asp, publicado en Letras Libres de enero de 2007.

Comisión Permanente del Congreso de la Unión, a 23 de enero de
2008.— Senador Alejandro Moreno Cárdenas (rúbrica).»

Presidencia de la diputada 
Sara Latife Ruiz Chávez

La Presidenta diputada Sara Latife Ruiz Chávez: Gra-
cias, senador. Túrnese a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público de la Cámara de Diputados.

LEY DE PRECIOS COMPETITIVOS

La Presidenta diputada Sara Latife Ruiz Chávez: Tiene
la palabra el diputado Pablo Leopoldo Arreola Ortega, del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, para presen-
tar iniciativa que crea la Ley de Precios Competitivos.

El diputado Pablo Leopoldo Arreola Ortega: Con su
permiso, Presidenta.

Compañeras legisladoras y compañeros legisladores, con
fecha 5 de diciembre de 2006 fue presentada al pleno de la



Cámara de Senadores la iniciativa con proyecto de decreto
que crea la Ley de Precios Competitivos, por los legislado-
res de los Grupos Parlamentarios de la Revolución Demo-
crática, de Convergencia, y del Partido del Trabajo, que fue
turnada a las Comisiones Unidas de Comercio y Fomento
Industrial, y Segunda de Estudios Legislativos.

Sin embargo, hasta la fecha dicha iniciativa está congelada
en las comisiones mencionadas.

Por tal razón, en esta nueva ocasión, el Grupo Parlamenta-
rio del Partido del Trabajo somete al pleno de esta Comi-
sión Permanente la iniciativa de ley que nos ocupa debida-
mente actualizada en su exposición de motivos y en su
articulado.

Esta iniciativa se basa en el proyecto del presidente legíti-
mo de México, Andrés Manuel López Obrador, así como
de los candidatos a senadores y diputados de la coalición
Por el Bien de Todos, quienes se comprometieron con la
sociedad mexicana en el proceso electoral de 2006 a crear
las condiciones materiales y legales para la construcción de
un México más equitativo, más justo y democrático.

El propósito de esta iniciativa de ley es poner un freno a la
voracidad de los monopolios y oligopolios que se apropian
de la riqueza de los consumidores mediante la fijación de
precios exageradamente altos, en comparación con los cos-
tos de producción de los bienes y servicios que producen.

Los legisladores del Partido del Trabajo estamos convenci-
dos de que esto no puede seguir así porque la mayoría de
los mexicanos vive en la pobreza y no deben seguir siendo
esquilmados por los grandes empresarios de este país.

Los monopolios y oligopolios tienen enormes ventajas que
derivan en su poder económico, financiero, productivo y de
mercado. Además, cuenta con el apoyo del Estado mexica-
no que les garantiza el control del mercado interior me-
diante el establecimiento de una política cambiaria sobre-
valuatoria.

Aunado a ello, se encuentran los regímenes especiales de
tributación que les permite cotizar muy por debajo de su
verdadera capacidad económica, además de ser una puerta
franca a la elusión fiscal.

El poder de los monopolios se expresa en la prohibición, en
septiembre de 2004, de la entrada de cemento ruso que se
pretendía introducir al mercado nacional a precios más ba-

jos que los que se ofrecen en México. Pero el poder de Ce-
mex, con el aval del entonces presidente Vicente Fox, se
impuso, y no entró el cemento del exterior.

Otro tanto acontece con la banca privada que aplica un to-
tal de 64 comisiones a las tarjetas de crédito y débito, al
grado de que la propia Comisión Federal de Competencia
reconoce que en los servicios financieros de esta clase exis-
te control oligopólico.

Incluso el propio Banco Mundial reconoce que es tal el po-
der de esos monopolios y oligopolios en nuestro país, que
se ha convertido en verdadero obstáculo para que nuestra
economía crezca, a diferencia de otras naciones que sí lo
han logrado. La iniciativa en comento pretende resolver la
situación antes descrita.

Proponemos la creación de la Comisión Federal de Precios
Competitivos, que analizará la estructura del mercado, la
fijación de precios que realizan los grandes grupos econó-
micos financieros de nuestra nación, para regularlos y pro-
teger a los consumidores.

También propone dotar a la comisión de un Instituto de In-
vestigación de las Prácticas Monopólicas y Oligopólicas.
Dicho instituto será un órgano técnico auxiliar de la citada
comisión, que podrá actuar sin que medie ninguna denun-
cia o limitación de la competencia.

Asimismo, la comisión definirá el alcance de las cláusulas
de confiabilidad de la información que las empresas deben
entregarle para que pueda llevar a cabo sus tareas de in-
vestigación sobre prácticas monopólicas.

Por otro lado, se propone crear el Consejo Consultivo Ciu-
dadano, que auxilie en la implementación de sus atribucio-
nes y facultades a la Comisión de Precios Competitivos y
realice la función de fiscalización.

Se propone crear un registro de las empresas que realizan
prácticas restrictivas y delimitación de la competencia, con
objeto de informar a los consumidores y puedan ejercer su
poder de veto no adquiriendo esos productos.

Compañeras legisladoras y compañeros legisladores, la
iniciativa que sometemos a su consideración busca fortale-
cer las condiciones de competencia en el mercado interno
que beneficien a los consumidores. De ninguna manera
buscamos un control de precios; lo que buscamos es que
haya una regulación sobre las bases para poder determinar
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estos precios y que es un abuso por parte de las empresas
oligopólicas y monopólicas en nuestro país.

Solicito a la Presidencia que inserte en el Diario de los De-
bates la versión íntegra de la iniciativa en comento. Es
cuanto, señora Presidenta.

«Iniciativa que crea la Ley de Precios Competitivos, a car-
go del diputado Pablo Leopoldo Arreola Ortega, del Grupo
Parlamentario del PT

El suscrito diputado federal de la LX Legislatura del hono-
rable Congreso de la Unión, Pablo Leopoldo Arreola Orte-
ga, integrante del Grupo Parlamentario del Partido del Tra-
bajo, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71,
fracción II de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como por los artículos 55, fracción II,
56 y 62 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, someto a
la consideración del Pleno de la honorable Comisión Per-
manente la presente iniciativa con proyecto de decreto que
crea la Ley Federal de Precios Competitivos bajo la si-
guiente:

Exposición de Motivos

Con fecha 5 de diciembre de 2006 fue presentada al Pleno
de la Cámara de Senadores la iniciativa con  proyecto de
decreto que crea la Ley de Precios Competitivos por los le-
gisladores de los Grupos Parlamentarios de la Revolución
Democrática, de Convergencia y del Partido del Trabajo,
misma que fue turnada a las Comisiones Unidas de Co-
mercio y Fomento Industrial y de Estudios Legislativos Se-
gunda.

Sin embargo, hasta la fecha dicha iniciativa está congelada
en las comisiones mencionadas. Por tal razón, en esta oca-
sión, el Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, so-
mete al Pleno de la Comisión Permanente la iniciativa de
ley que nos ocupa, debidamente actualizada en su exposi-
ción de motivos y en su articulado.

Como se sabe, esta iniciativa se basa en el proyecto del pre-
sidente legítimo de México, Andrés Manuel López Obra-
dor, así como de los candidatos a senadores y diputados de
la Coalición Por el Bien de Todos, quienes se comprome-
tieron con la sociedad mexicana en la campaña electoral de
2006 a crear las condiciones materiales y legales para la
construcción de un México más equitativo, más justo y de-
mocrático.

El sentido de esta iniciativa de ley es poner un freno a la
voracidad de los monopolios y oligopolios que se apropian
de la riqueza de los consumidores, mediante la fijación de
precios exageradamente altos en comparación con los cos-
tos de producción de los bienes y servicios que producen,

Estamos convencidos que esto no puede seguir así, porque
la mayoría de los mexicanos vive en la pobreza y no deben
continuar siendo esquilmados por los grandes empresarios
de este país.

Tenemos claro que las grandes empresas cuentan con la
protección, la promoción y la complicidad del Estado me-
xicano en esta rapiña generalizada contra la población.

Los monopolios y oligopolios tienen enormes ventajas que
derivan de su poder económico, financiero, productivo y de
mercado y cuentan con el apoyo del Estado mexicano, que
les garantiza el control del mercado interior mediante el es-
tablecimiento de una política cambiaria sobrevaluatoria, que
les abarata los dólares en el mercado nacional y les permite
comprar activos empresariales en el extranjero. Además, de
regímenes especiales de tributación, que les cobra pocos
impuestos y les permite evadirlos y eludirlos.

Aquí no termina el entramado de corrupción e impunidad
de estos grandes conglomerados, porque también cuentan
con el apoyo del poder político del Estado a través del po-
der informal del dinero, que les permite fortalecer las rela-
ciones de control del mercado interno mediante el sistema
de sobornos y compra de funcionarios públicos.

Este es el factor institucional que hace posible que los mo-
nopolios y oligopolios impongan la fijación de precios
muy por encima de sus costos de producción y los dictados
de la política interior y exterior de México.

Es decir, han creado un verdadero sistema de corrupción
que relaciona las esferas del poder político-burocrático con
los propietarios de los grandes monopolios y oligopolios.

Ahora mismo estamos viendo como el poderío del duopo-
lio televisivo impone a la sociedad mexicana un modelo de
comunicación y entretenimiento que representa la opinión
y la cultura de un sector de la población, que margina al
resto de los habitantes y no permite la pluralidad ni el de-
recho de réplica en los contenidos de los programas que
son vitales en la formación de opinión.



Otro ejemplo irrefutable de esa corrupción y control del
mercado interno por parte de los monopolios y oligopolios,
lo representa la prohibición en septiembre de 2004 de la
entrada de cemento ruso, que se pretendía introducir al
mercado nacional a precios más bajos que los que ofrecen
en México, pero el poder de Cemex, con el aval del enton-
ces presidente Vicente Fox y su esposa Martha Sahagún, se
impuso y no entró.

Otro tanto acontece con la banca privada que aplica un to-
tal de 64 comisiones a las tarjetas de crédito y débito, al
grado de que la propia Comisión Federal de Competencia
reconoce que en los servicios financieros de esta clase,
existe control oligopólico.

Ahora, hasta el propio Banco Mundial reconoce que es tal
el poder que esos monopolios y oligopolios han acumula-
do en el país, que se han convertido en un verdadero obs-
táculo para que la economía crezca, como sí lo están lo-
grando otras naciones.

Entonces preguntamos, ¿tenemos que seguir esperando sin
hacer nada, hasta que estos grandes conglomerados nos
aplasten y devoren y continúen succionando enormes re-
cursos a los consumidores?

Pensamos que no. Para ello, se busca impulsar la creación
de una Comisión Federal de Precios Competitivos que de-
berá realizar investigaciones a fondo, sobre la estructura de
mercado y de fijación de precios que realizan los grandes
grupos económico-financieros de nuestra nación, para po-
nerles un freno y proteger a los consumidores.

Asimismo, se considera de orden público la obligación de
las personas físicas o morales de entregar la información o
documentos que la comisión estime pertinentes para reali-
zar su labor de investigación y poder emitir un dictamen
fundado respecto de las posibles prácticas que limitan la
competencia económica y conducen a la fijación de precios
muy por arriba de los costos de producción.

También propone dotar a la comisión de un instituto de in-
vestigación de las prácticas monopólicas y oligopólicas,
con el fin de conocer a fondo el nivel o grado de concen-
tración económica por parte de las empresas privadas.

Este instituto será un órgano técnico auxiliar de la citada
comisión que deberá actuar de manera propia sin necesidad
de que medie denuncia alguna sobre alguna práctica mo-
nopólica o limitación de la competencia.

En aras de que los integrantes de dicho instituto, sean los
idóneos, deberán ser seleccionados previo concurso abier-
to y público y contar con diez años de experiencia en el
ejercicio de la profesión de licenciatura en economía, o una
licenciatura afín, así como poseer, como mínimo, el grado
de maestro o su equivalente académico.

La Comisión de Precios Competitivos establecerá linea-
mientos que permitan determinar si una concentración eco-
nómica limita o no la competencia y crea la posibilidad de
fijación de precios muy por encima de los costos de pro-
ducción.

Esta comisión definirá el alcance de las cláusulas de confi-
dencialidad de la información que las empresas deben en-
tregarle, para que pueda llevar a cabo sus tareas de investi-
gación que realice sobre prácticas monopólicas o
limitación de la competencia.

Esta medida se toma como parámetro de investigación,
porque las grandes empresas abusan de las cláusulas de
confidencialidad de la información y es necesario que para
lograr una investigación a fondo, la comisión que se pro-
pone, debe disponer de toda la información necesaria para
cumplir con su cometido.

Además, esta prevención se hace, en atención a que las
prácticas monopólicas no se reducen a la concentración
económica, sino que abarcan en lo fundamental, los acuer-
dos de “cártel” que los monopolios y oligopolios estable-
cen para fijar condiciones de mercado e influir en la deter-
minación de enormes ganancias a través de los precios de
los bienes y servicios que ofrecen.

Por ejemplo, existen empresas mexicanas que exportan
bienes y servicios desde los países donde tienen filiales y
luego consolidan la información de su grupo económico,
sin incluir los ingresos por exportaciones y beneficios ob-
tenidos desde estas filiales. Lo mismo ocurre con las em-
presas maquiladoras que no incorporan la información ne-
cesaria de sus exportaciones y beneficios obtenidos y
tampoco pagan impuestos.

En este sentido, desde nuestro punto de vista, México debe
definir conforme las mejores prácticas internacionales de
transparencia, qué información sí puede ser objeto de con-
fidencialidad y cuál no. Por ejemplo, los costos de las em-
presas sí pueden entrar en este rango de confidencialidad,
pero sus beneficios, acuerdos de transacciones o de fusión
con otras empresas, no.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Receso, 23 de enero de 2008163



Año II, Primer Receso, 23 de enero de 2008 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados164

Se propone crear un consejo consultivo ciudadano que au-
xilie en la implantación de sus atribuciones y facultades a
la Comisión de Precios Competitivos y haga también la
función de fiscalización.

Este consejo debe tener la representación de académicos
con experiencia en la materia, así como de representantes
sindicales, de la sociedad civil, del Congreso de la Unión,
de empresarios y funcionarios públicos, prevaleciendo en
su composición un porcentaje de 60 por ciento de acadé-
micos de las distintas universidades públicas y privadas.

Se propone crear también un registro de las empresas que
realizan prácticas restrictivas y de limitación de la compe-
tencia con objeto de que la opinión pública tenga conoci-
miento sobre ellas.

A los criterios de fijación de control de mercado, también
se deben añadir, el conocimiento de los acuerdos entre las
empresas para la producción y venta de los bienes o servi-
cios y demás relativos a su desempeño económico.

Compañeras y compañeros legisladores: la propuesta que
sometemos a la consideración de este Pleno, no propone
establecer un control de precios, lo que busca es fomentar
una competencia que sitúe los precios a la realidad social
del país.

Por las consideraciones antes expuestas y con fundamento
en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así co-
mo por los artículos 55, fracción II, 56 y 62 del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, someto a la consideración del
Pleno de la Comisión Permanente del honorable Congreso
de la Unión, la presente iniciativa con proyecto de

Decreto que crea la Ley Federal de Precios Competiti-
vos

Iniciativa de Ley

Ley de Precios Competitivos

Artículo 1o. La presente ley es reglamentaria del artículo
28 constitucional en materia de regulación de mercados pa-
ra evitar las sobre ganancias de las empresas a través de
la exageración de precios; es de observancia general en to-
da la república y aplicable a todas las áreas de la actividad
económica.

Será aplicable supletoriamente la Ley Federal de Procedi-
miento Administrativo.

Artículo 2o. La presente ley tiene por objeto:

I. Establecer mecanismos de regulación y prevención
para evitar que las empresas monopólicas y oligopó-
licas establezcan precios en los bienes y servicios que
producen, que sean producto de sobre ganancias de-
rivadas de acuerdos de cártel, fusión o concentración
económica u otros mecanismos.

II. Impedir la exageración en los precios por parte de las
personas físicas o morales señaladas en el artículo 4o.
de esta ley, que puedan constituirse o constituyan un po-
der sustancial en el mercado relevante que corresponda.

Artículo 3o. Para efectos de esta ley, se entenderá por:

a) Comisión. Comisión Federal de Precios Competiti-
vos.

b) Precio. Valor pecuniario en que se estima un bien o
servicio.

c) Precio con orientación competitiva. Valor pecunia-
rio con rangos mínimos y máximos establecidos por la
comisión.

d) Precio del mercado. Valor pecuniario establecido
por las variantes de la oferta y la demanda de los mer-
cados relevantes a nivel nacional.

e) Exageración en los precios. Diferencial en exceso
de los precios de venta del mercado relevante nacional,
en comparación con los precios más competitivos en los
mercados de los Estados Unidos de América, Canadá y
los países centroamericanos.

f) Concentración. Porcentaje determinado por la comi-
sión de las ventas domésticas de algún bien o servicio
realizado por una empresa o productor y sus empresas
filiales o subsidiarias, de un determinado producto o
servicio considerando sus distintas variedades de pre-
sentación.

g) Empresas filiales o subsidiarias. Todas aquellas em-
presas o entidades en las cuales una persona moral o sus
accionistas principales poseen más del 5 por ciento del
capital.



h) Sobre ganancias. Por este concepto se entiende los
beneficios que obtiene una empresa a partir de la apro-
piación de rentas de otros sectores económicos que rea-
liza mediante la fijación de precios altos.

Artículo 4o. El presidente de la comisión será designado
por la Cámara de Diputados, previa selección que debe-
rá surgir de una propuesta que envíe el órgano de go-
bierno de la misma, que saldrá de un proceso selectivo
mediante una convocatoria pública que incluya a empre-
sarios, académicos y funcionarios públicos. Además, el
período de este cargo, será de 5 años y  podrá ser rati-
ficado hasta por un período igual si su desempeño acre-
dita esta opción. Tendrá las siguientes facultades:

I. Coordinar los trabajos de la comisión;

II. Instrumentar, ejecutar y vigilar la aplicación de las
políticas internas de la comisión;

III. Presentar a la sociedad un informe anual sobre el
desempeño de la comisión, mismo que deberá ser publi-
cado;

IV. Solicitar a cualquier autoridad del país o del extran-
jero la información que requiera para indagar sobre po-
sibles violaciones a esta ley;

V. Representar legalmente a la comisión, nombrar y re-
mover al personal, crear las unidades técnicas necesa-
rias de conformidad con su presupuesto y delegar facul-
tades en términos del reglamento de esta ley, y 

VI. Las demás que le confieran las leyes y reglamentos.

Artículo 5o. Están sujetas a lo dispuesto por esta ley todas
las personas físicas o morales, con fines de lucro, depen-
dencias y entidades de la administración pública federal,
estatal o municipal, asociaciones, cámaras empresariales,
agrupaciones de profesionistas, fideicomisos, o cualquier
otro que por su actividad produzca o contribuya a la pro-
ducción de bienes o servicios en la actividad económica del
país, y que constituyan directa o indirectamente un poder
sustancial en el mercado relevante que corresponda.

Los productores del Estado señalados en el artículo 28
Constitucional no estarán sujetos a las disposiciones de es-
ta ley, ni a las medidas y sanciones establecidas en la mis-
ma, excepto por lo señalado en el artículo 12 de esta ley.

Artículo 6o. Para la determinación del mercado relevante, la
comisión contará con un Instituto de investigación de las
prácticas monopólicas y oligopólicas para dictaminar: El
instituto deberá actuar de manera propia sin necesidad
de que medie denuncia alguna sobre alguna sobre mer-
cados relevantes o concentración económica que limite la
competencia e incida en la existencia de sobre ganancias.

Los integrantes de dicho instituto deberán ser seleccio-
nados previo concurso abierto y público y contar con
diez años de experiencia en el ejercicio profesional de la
licenciatura en economía o licenciatura afín, así como
poseer como mínimo el grado de maestro o su equiva-
lente académico. Las investigaciones o documentos que
se elaboren en dicho instituto, deberán ser públicos y
podrán ser editados para su conocimiento. Entre sus
funciones se encuentran las siguientes:

I. Determinar si existen o no las posibilidades de sus-
tituir el bien o servicio de que se trate por otros, tanto de
origen nacional como extranjero, considerando las posi-
bilidades tecnológicas, en qué medida los consumidores
cuentan con sustitutos y el tiempo requerido para tal
sustitución;

II. Determinar si los costos de distribución del bien
mismo se ajustan a los estándares internacionales; lo
mismo que de sus insumos relevantes; de sus comple-
mentos y de sustitutos, teniendo en cuenta fletes, segu-
ros, aranceles y restricciones no arancelarias, las restric-
ciones impuestas por los agentes económicos o por sus
asociaciones y el tiempo requerido para abastecer el
mercado desde esas regiones;

III. Determinar si los costos de las empresas radicadas
en el mercado interno se ajustan a las posibilidades que
tienen los usuarios o consumidores para acudir a otros
mercados; y

IV. Determinar si las restricciones normativas de carác-
ter federal, local o internacional que limiten el acceso de
usuarios o consumidores a fuentes de abasto alternativas,
o el acceso de los proveedores a clientes alternativos no
incide sobre los costos de producción de las empresas y
los consumidores residentes.

V. Determinar el nivel o grado de concentración eco-
nómica de las empresas privadas residentes en el te-
rritorio nacional. Dicho instituto será un órgano téc-
nico auxiliar de la comisión.
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VI. Establecer lineamientos que permitan determinar
si una concentración económica limita o no la compe-
tencia e incide en el establecimiento de sobre-ganan-
cias que elevan los precios de los bienes y servicios.

VII. Definirá el alcance de las cláusulas de confiden-
cialidad de la información que las empresas deben en-
tregar a la Comisión para efectos de la investigación
que realice sobre limitación de la competencia, para
que pueda disponer de toda la información necesaria
para el desempeño de su función. Además, la comisión
estará facultada para solicitar información a las em-
presas de los acuerdos que realicen entre ellas, que se
relacionen con la producción y los mercados y demás
relativas a la limitación de la competencia y la fijación
de precios y de sobre ganancias.

Artículo 7o. Crear un Consejo Consultivo Ciudadano
que auxilie en la implantación de sus atribuciones y fa-
cultades a la Comisión de Precios Competitivos. Dicho
consejo deberá estar integrado por 10 miembros, que se-
rán propuestos por el presidente de la Comisión de Eco-
nomía de la Cámara de Diputados. En dicho consejo po-
drán participar académicos con experiencia en la
materia, así como representantes sindicales, empresaria-
les, de la sociedad civil y funcionarios públicos, prevale-
ciendo en su composición un 60 por ciento de académicos
de las distintas universidades públicas y privadas.

Artículo 8o. Se considera de orden público la obligación
de las personas físicas o morales a entregar la informa-
ción o documentos que la comisión estime pertinentes
para realizar su labor de investigación y poder emitir un
dictamen fundado respecto de la posible práctica que li-
mita la competencia económica. La comisión podrá soli-
citar las visitas de verificación sólo respecto de datos y
documentos que haya requerido anteriormente en el cur-
so de la investigación.

Artículo 9o. Crear un registro de las empresas que hayan
sido sancionadas por llevar a cabo prácticas económicas
que limiten la competencia y de fijación de precios, con
objeto de que la opinión pública tenga conocimiento so-
bre ellas.

Artículo 10. Para determinar si una persona tiene poder
sustancial en el mercado relevante, la comisión deberá con-
siderar:

I. Su participación en dicho mercado y si puede fijar
precios unilateralmente o restringir el abasto en el mer-
cado relevante sin que los agentes competidores puedan,
actual o potencialmente, contrarrestar dicho poder;

II. La existencia de barreras a la entrada y los elemen-
tos que previsiblemente puedan alterar tanto dichas ba-
rreras como la oferta de otros competidores;

III. La existencia y poder de sus competidores;

IV. Las posibilidades de acceso del agente económico y
sus competidores a fuentes de insumos;

V. Su comportamiento reciente; y

VI. Los demás criterios que se establezcan en el regla-
mento de esta ley.

Artículo 11. Serán bienes o servicios sujetos a precios con
orientación competitiva:

a) Los concesionados por el Estado;

b) Aquellos en manos de particulares que requieran pa-
ra operar cualquier tipo de autorización o licencia del
Estado;

c) Los artículos de consumo necesario e insumos para la
producción cuando se originen en mercados en los que
el 50 por ciento o más de la producción esté concentra-
da en cuatro o menos oferentes; y

d) Aquellos que aun sin estar concesionados, licencia-
dos o autorizados por el Estado, se requieran para la
producción, elaboración o comercialización de los bien-
es o servicios contemplados en los incisos a), b) y c) de
este artículo.

Para la determinación de los bienes o servicios a que alude
el presente artículo se tomará en cuenta el propósito prin-
cipal de éstos, aunque en un determinado mercado puedan
ofrecerse muchas de sus modalidades, con variaciones de
color, dimensión, forma, modelo, características técnicas o
cualquier otra distinción.

Artículo 12. La comisión establecerá de forma anual o
cuando lo estime necesario, los precios con orientación
competitiva tomando en cuenta los siguientes factores:



a) Los precios al consumidor;

b) Los costos normales de producción entendidos éstos
como la suma de costos de materias primas utilizadas en
el producto, costos de mano de obra directa, la deprecia-
ción de activos a la tasa anual conforme a los principios
de contabilidad generalmente aceptados en México, sin
que se reconozca la depreciación acelerada de activos, así
como cualquier otro cargo fijo o variable inherente al pro-
ceso de producción física del bien o servicio.

c) La situación de la oferta y la demanda del mercado
nacional, y de los mercados de los Estados Unidos de
América, Canadá y los países Centroamericanos; 

d) Las políticas competitivas pertinentes;

e) Los precios de productos o servicios afines cuando
haya lugar;

f) La importancia en el mercado relevante y el poder sus-
tancial que en el mismo ejerzan quienes estén sujetos al
establecimiento de precios con orientación competitiva;

g) El grado de concentración de las ventas en el merca-
do relevante de que se trate;

h) El Índice Nacional de Precios al Consumidor del pe-
riodo que resulte aplicable;

i) El porcentaje de la tarifa promedio ponderada a la im-
portación de bienes prevaleciente en el momento, así
como el porcentaje de la tarifa aplicable a los productos
o insumos necesarios para la producción en México de
los bienes o servicios de que se trate;

j) El tipo de cambio de los precios, bienes, productos o
insumos a que haya lugar en el periodo que resulte apli-
cable;

k) Los riesgos que corre la economía de que se esta-
blezcan poderes sustanciales en el mercado y precios
exagerados; y

l) Las circunstancias objetivas nacionales e internacio-
nales que a juicio de la comisión merezcan ser atendidas
para estos efectos, incluyendo la existencia de prácticas
comerciales desleales en el exterior.

Los parámetros serán tomados por la comisión de las listas
que emita el Banco de México, la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, las instituciones de servicios financieros,
los estados financieros de las empresas involucradas, la Se-
cretaría de Economía o de cualquier otra fuente que les re-
fleje.

La comisión deberá tomar en cuenta los precios netos, es
decir, libres de todo impuesto de ventas, impuestos espe-
ciales, aranceles o tasas.

Artículo 13. Se considera que existe exageración de pre-
cios cuando cualquiera de las personas contempladas en el
artículo 4o. de esta ley, ofrezca bienes o servicios a un pre-
cio que sea superior al 10 por ciento del precio competiti-
vo, según el artículo 3o., párrafo e), arriba citado o bien a
los precios con orientación competitiva que fije la comi-
sión de acuerdo con el artículo anterior.

Artículo 14. La comisión revisará anualmente o en cual-
quier momento que los precios de mercado y los precios
con orientación competitiva se ajusten a las disposiciones
de la presente ley. Esta revisión se hará de oficio o a peti-
ción de cualquiera agrupación de productores o consumi-
dores ya constituida o que se constituya legalmente con el
propósito de hacer cumplir esta Ley, o bien, a petición de
cualquier entidad de la administración pública federal, es-
tatal o municipal.

La comisión analizará oportunamente aquellos casos en los
que el porcentaje de la tarifa a la importación de algún con-
junto de bienes o insumos necesarios para la producción,
sea estadísticamente superior en grado significativo al por-
centaje promedio ponderado de la tarifa de importación, de
tal manera que impida al productor nacional ofrecer pre-
cios competitivos, para ajustar su criterio en lo que corres-
ponde a ese bien.

Igualmente, la comisión analizará si la producción del bien
o servicio afectado por exageración de precios proviene de
un mercado en el cual hay una concentración de las ventas
o de la oferta del 50 por ciento o más en los principales
cuatro oferentes.

Artículo 15. Cuando exista exageración de precios, la co-
misión determinará la aplicación de una o más de las si-
guientes medidas:
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1. Ordenar a los sujetos que incurran en exageración de
precios que corrijan esa exageración y disminuyan los
precios de los bienes y servicios dentro de territorio na-
cional, en los términos y condiciones que se determinen
en la resolución respectiva.

2. Ordenar a la Secretaría de la Función Publica que
proceda en términos del artículo 50 de la Ley de Adqui-
siciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Públi-
co, a efecto de que todas las dependencias y entidades
del gobierno federal, tanto centralizado como paraesta-
tal, queden impedidas para contratar con las personas
que incurran en exageración de precios. Esta limitación
será aplicable al Poder Legislativo y al Poder Judicial.

3. Ordenar a las autoridades competentes que se permi-
ta la importación de productos alternativos, siempre que
cumpla con el pago de las contribuciones que corres-
pondan.

4. En los casos de servicios, con la finalidad de mante-
ner o promover la competitividad y el empleo naciona-
les, ordenará a las autoridades competentes el otorga-
miento de autorizaciones, licencias o concesiones a
nuevos prestadores de servicios, sean nacionales o ex-
tranjeros, así como su inmediato acceso a los mercados
como oferentes.

5. Ordenar la publicación en los tres diarios impresos de
mayor circulación en el país, en los dos medios electró-
nicos más importantes y en las cinco estaciones de radio
de mayor audiencia, al menos dos veces por mes, el di-
ferencial de precios que haya determinado, con el fin de
dar a conocer al consumidor la exageración de precios.

6. En los casos en que el bien o servicio se anuncie en
televisión, sea abierta o restringida, ordenará tanto a la
Secretaría de Comunicaciones y Transportes como a la
Secretaría de Gobernación que se implanten la medidas
necesarias a efecto de que, inmediatamente después del
anuncio del bien o del servicio de que se trate, se haga
la mención expresa sobre la exageración de precios, con
la finalidad de que el consumidor conozca tal circuns-
tancia de forma inmediata.

7. Recomendar a las entidades federativas y a los muni-
cipios del país, la revocación, cancelación o suspensión
de las concesiones, licencias o autorizaciones que hu-
biese otorgado a los sujetos acusados de haber incurrido
en exageración de precios.

8. Recomendar a las entidades federativas y a los muni-
cipios del país, se abstengan de contratar con las perso-
nas a quienes se haya determinado dicha exageración.

Artículo 16. Tratándose de productos del sector energético
como petróleo, electricidad, gas natural y cualesquiera otros
en que los costos de producción nacional sean significativa-
mente inferiores a los precios internacionales competitivos,
los productores mexicanos deberán fijar el precio para la
venta en el territorio nacional tomando en consideración el
costo de producción, más un margen de beneficio razona-
ble, sin consideración de los precios que de dichos bienes
prevalezcan en el mercado internacional.

Cuando los bienes o servicios respecto de los cuales se de-
termine exageración de precios sean ofrecidos en el ex-
tranjero, la Comisión podrá recomendar al Ejecutivo fede-
ral la imposición de aranceles a la exportación, con el fin
de eliminar desequilibrios en los mercados internacionales.
Esta disposición será aplicable a los productos señalados
en el párrafo anterior.

Artículo 17. La comisión hará llegar su opinión a todas las
entidades regulatorias que intervienen en las autorizacio-
nes a oferentes de bienes o prestadores de servicios, y pro-
cederá a formular los proyectos de enmienda a las leyes y
los reglamentos con ellos relacionados.

Cualquier autoridad o entidad regulatoria que retrase la con-
sideración y el eventual otorgamiento de nuevas concesio-
nes, permisos, licencias a prestadores de servicios en los ca-
sos de exageración en los precios, será considerada como
infractora de esta ley y coadyuvante en la exageración de
precios, pudiéndosele sancionar en los términos de las leyes
aplicables.

En el caso de violaciones por servidores públicos, la comi-
sión deberá enviar oficio debidamente fundado y motivado
a la autoridad competente para que, de ser procedente, se
inicie el procedimiento de responsabilidad administrativa a
que hubiere lugar. Lo anterior sin perjuicio de la responsa-
bilidad civil, penal o de otra índole que pudiere existir.

Artículo 18. En los casos de reincidencia o contumacia, la
comisión ordenará a las autoridades competentes que se
proceda en contra de las personas que incurran en exagera-
ción de precios, a efecto de que:

1. Se resuelva la revocación, cancelación o suspensión,
de las concesiones, licencias o autorizaciones otorgadas
en su favor.



2. Se les aplique el artículo 50, fracción XIII de la Ley
de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sec-
tor Público.

3. Se solicite, por la vía judicial, la disolución de la per-
sona moral de que se trate.

Se considera que existe contumacia cuando dentro del
plazo de 15 días hábiles computados a partir del día si-
guiente al de la notificación de las resoluciones respec-
tivas, los sujetos infractores se nieguen o abstengan de
acatar las órdenes de la comisión para que corrijan o dis-
minuyan la exageración de precios, emitidas en térmi-
nos del artículo 11, fracción I de esta ley.

Existe reincidencia cuando los sujetos infractores, dentro
de los 10 años siguientes a la notificación de las resolucio-
nes que determinen que ellos incurrieron en exageración de
precios, sean de nuevo acusados con base en esta ley, con
independencia de que se trate de otro mercado relevante y
con un distinto poder sustancial.

Artículo 19. Para efectos de lo previsto en los artículos 11
y 14, la comisión deberá considerar la gravedad de la in-
fracción, el daño causado, los indicios de intencionalidad,
el poder sustancial del infractor en los mercados relevan-
tes, el tamaño y la importancia de estos mercados, la dura-
ción de la exageración de precios, la reincidencia o antece-
dentes del infractor, así como su capacidad económica.

Artículo 20. Con independencia de lo establecido en los
artículos 11 y 14, la comisión demandará por la vía judicial
el resarcimiento de daños o perjuicios que directa o indi-
rectamente hayan sido ocasionados a la economía nacional,
a aquellos a las personas que mediante resolución firme y
definitiva hayan sido acusadas de haber incurrido en exa-
geración de precios.

Artículo 21. Los sujetos que mediante resolución firme y
definitiva hayan sido acusados de haber incurrido en exa-
geración de precios, serán responsables del pago de daños
y perjuicios, directos o indirectos, ocasionados a terceros
por ese motivo. Estas acciones se deducirán antes lo tribu-
nales de la federación que correspondan.

Artículo 22. Para la determinación de los precios con
orientación competitiva y los demás artículos de esta ley,
se crea la Comisión Federal de Precios Competitivos como
organismo público descentralizado del gobierno federal
con personalidad jurídica y patrimonio propio, mismo que

será determinado anualmente por la Cámara de Diputados
en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejer-
cicio fiscal que corresponda.

Transitorios

Primero. La presente ley entrará en vigor a los 60 días de
su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. El presidente de la república estará obligado a
expedir y publicar el Reglamento de esta ley, precisamente
en la fecha en que la misma entre en vigor.

Tercero. La Comisión Federal de Precios Competitivos de-
berá estar constituida a más tardar 90 días después de la en-
trada en vigor de esta ley

Dado en el salón Legisladores de la República del Palacio Legislativo
de San Lázaro, sede de la Comisión Permanente del Honorable Con-
greso de la Unión a los veintitrés días del mes de enero de dos mil
ocho.— Diputado Pablo Leopoldo Arreola Ortega (rúbrica).»

La Presidenta diputada Sara Latife Ruiz Chávez: Así
será, señor diputado Arreola. Túrnese a la Comisión de
Economía, con opinión de la Comisión de Presupuesto
y Cuenta Pública de la Cámara de Diputados, e insérte-
se íntegra en el Diario de los Debates.

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS - LEY ORGANICA

DEL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS - REGLAMENTO PARA EL

GOBIERNO INTERIOR DEL CONGRESO GENERAL
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La Presidenta diputada Sara Latife Ruiz Chávez: Tiene
la palabra el senador Héctor Pérez Plazola, del Grupo Par-
lamentario del PAN, para presentar iniciativa que reforma
y adiciona diversas disposiciones de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, de la Ley Orgánica,
y del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos.

El senador Héctor Pérez Plazola: Gracias, señorita Presi-
denta. Compañeras senadoras y compañeros senadores, di-
putadas y diputados:
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Con el apoyo en el trabajo de esta iniciativa del diputado
federal jalisciense don Joel Arellano, presento a ustedes es-
ta propuesta, de la cual se ha hecho referencia, para refor-
mar tanto la Constitución como diversos artículos de la Ley
Reglamentaria del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y el artículo 87 del Reglamento también
del Gobierno Interior. Aun cuando ya está publicada en la
Gaceta, solamente haré algunos comentarios al respecto.

En el ámbito parlamentario mexicano se entiende como ac-
to legislativo la facultad de dictar las leyes, cuya actividad
y ejercicio corresponden al Congreso y en cuyo proceso de
formación participan diversos órganos, teniendo relevancia
el Poder Ejecutivo.

Para que dicho acto legislativo, llegue a tener existencia
como ley o decreto, debe cumplirse el procedimiento pre-
visto en la Constitución, en su artículo 72, que implica una
serie de ordenanzas de pasos o fases que son realizados por
los órganos del Poder Legislativo y del Poder Ejecutivo fa-
cultados para ello.

El derecho de iniciar leyes o decretos compete por natura-
leza a los diputados, senadores, pero además, todos sabe-
mos, el presidente de la república, a las legislaturas de los
estados, así como en algunos casos, a ciudadanos que pue-
den sugerir los temas a proponer.

En ese orden de ideas, el pleno del órgano legislativo deri-
va las iniciativas recibidas a la comisión o comisiones co-
rrespondientes, consideradas como órganos regulares y
permanentes en que intervienen los legisladores para parti-
cipar en las resoluciones o dictámenes.

En términos parlamentarios, el dictamen es conceptualiza-
do por el jurista Manuel González Oropeza como una re-
solución acordada por la mayoría de los integrantes de al-
gún comité o comisión de un Parlamento o Congreso
respecto a una iniciativa, asunto o petición sometida a su
consideración por acuerdo de la asamblea, la cual está su-
jeta a lecturas previas y a una posterior discusión y apro-
bación del pleno de la Cámara respectiva, la cual debe con-
tener una parte expositiva de razones en que se funda la
resolución, dentro de las que resulten relevantes las expre-
sadas por el autor de dicha iniciativa.

No obstante, los tratadistas y estudiosos de derecho parla-
mentario y de la técnica legislativa han dejado de lado el
tema relativo a la frontera existente entre la iniciativa y el
dictamen, descansando en una lógica que ha derivado de

una laguna en la ley, generando con ello que sea una cons-
tante el ver dictámenes que van más allá de la pretensión
de subsanar la iniciativa o incluso, en el sentido o intención
del autor de la misma iniciativa.

Esto es, nos llevan a dimensiones de un dictamen con re-
sultados distintos al propuesto por la iniciativa que la ori-
ginó, lo que debería ser resuelto con una nueva iniciativa,
como nos aconteció justamente en la primera reunión de la
Comisión Primera, cuando se resolvía en un sentido dife-
rente a como se había presentado la iniciativa. Eso es lo
que originó nuestra intención de presentar de una vez esta
propuesta.

De igual manera, al realizar un análisis al marco jurídico
del Congreso encontramos que existe incongruencia en lo
relativo al término para la dictaminación de las iniciativas
por parte de las comisiones, toda vez que la Constitución,
en su artículo 72, establece el término de un mes, mientras
que la Ley Orgánica del Congreso General, en el inciso g)
del artículo 67, establece un plazo de 20 días, y su regla-
mento, en el artículo 87, prevé 5 días para dictaminación.

Esto es, se prevén plazos diferentes para el mismo efecto.
Además de que la práctica difícilmente se puede cumplir si
atendemos a que el legislador, en su momento, no previó la
complejidad del estudio y atención de los diferentes asun-
tos que se tratan dentro de las comisiones y, como conse-
cuencia, en la práctica encontramos por costumbre la exis-
tencia de una prórroga consentida, por lo que es necesario
actualizar el supuesto normativo a los tiempos y procedi-
mientos reales.

Por todo esto, me permito afirmar que estamos frente a una
situación no prevista por el legislador, para que pueda ser
resuelta al vincular todos los plazos correspondientes.

Por tanto, me permito presentar esta iniciativa con objeto
de que se reformen los artículos ya mencionados y, a final
de cuentas, equiparar el mismo tema a los mismos tiempos.

Por tanto, pido a la Presidencia que instruya a la Secretaría
de Servicios Parlamentarios para que se integre en el Dia-
rio de los Debates el texto de la iniciativa y la exposición
que he presentado ante ustedes. Gracias por su atención,
señores diputados y señoras diputadas, senadores y sena-
doras.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-



nos, y de la Ley Orgánica y del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, a cargo del senador Héctor Pérez Plazola,
del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, senador de la república por el estado de Jalisco
de la LX Legislatura del Congreso de la Unión, Héctor Pé-
rez Plazola, en mi carácter de integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional y miembro de esta
Comisión Permanente, comparezco ante esta soberanía en
ejercicio de la facultad que me concede el artículo 71 frac-
ción II y 135 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como el artículo 55 fracción II, 56,
62 y 179 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, a fin
de presentar la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
por el que reforma el inciso l) del artículo 72, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reforma
el inciso g) del artículo 67, así como se adiciona un segun-
do párrafo al artículo 103, de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, y reforma el
artículo 87, del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

A. En el ámbito parlamentario mexicano, se entiende como
acto legislativo “la facultad de dictar las leyes, cuya activi-
dad y ejercicio corresponde al Congreso y en cuyo proceso
de formación participan diversos órganos, teniendo rele-
vancia el Poder Ejecutivo”.

Para que dicho acto legislativo llegue a tener existencia co-
mo ley o decreto, debe cumplirse el procedimiento previs-
to en la Constitución en su artículo 72, que implica una se-
rie ordenada de pasos o fases que son realizados por los
órganos del Poder Legislativo y del Poder Ejecutivo, fa-
cultados para ello.

Las etapas dentro del procedimiento ordinario son: inicia-
tiva, dictaminación, discusión, aprobación o rechazo, san-
ción u observación, promulgación, publicación e iniciación
de vigencia. Pero con el objeto de centrar la atención en lo
que pretendo proponer con la presente iniciativa, me refe-
riré solamente a la fase de la iniciativa y su dictaminación.

El derecho de iniciar leyes o decretos compete, por natura-
leza, a los diputados y senadores, pero además al presiden-
te de la república, a las legislaturas de los estados, así co-

mo a los ciudadanos que pueden sugerir que se expidan le-
yes o decretos sobre asuntos de su interés.

En países como el nuestro en donde la legislación es la
fuente formal por excelencia del orden jurídico, la iniciati-
va es definida por juristas como Eduardo García Máynez
como “el acto por el cual determinados órganos del estado,
someten a la consideración del Congreso un proyecto de
ley”. Es decir, que una iniciativa de ley o decreto, es la pro-
puesta por medio de la cual se hace llegar al órgano depo-
sitario del Poder Legislativo correspondiente, un proyecto
de ley que puede ser nueva en su totalidad o ya existente
pero que, por circunstancias sobrevinientes, necesita ser re-
formada o modificada por adición, corrección o supresión
de algunas de sus normas o un proyecto de decreto.

En ese orden de ideas, el Pleno del órgano legislativo deri-
va las iniciativas recibidas a la comisión o comisiones co-
rrespondientes, consideradas como “órganos regulares y
permanentes en que intervienen los legisladores para parti-
cipar en la resolución y/o dictamen de los asuntos que se
encomiendan a dicho cuerpo colegiado”.

Las comisiones tienen una competencia limitada para co-
nocer de los asuntos a que refiere su propia denominación
y supuesto normativo. Esto como una forma de organiza-
ción y trabajo al interior del órgano parlamentario.

El trabajo al interior de las mismas se inicia con el docu-
mento (iniciativa) que le es turnado por orden de la asam-
blea o por instrucción de la mesa directiva para que proce-
da a estudiarla y, en su caso, ponerla en estado de
resolución o dictaminación.

En términos parlamentarios, el dictamen es conceptualiza-
do por el jurista Manuel González Oropeza como “una re-
solución acordada por la mayoría de los integrantes de al-
gún comité o comisión de un parlamento o congreso, con
respecto a una iniciativa, asunto o petición sometida a su
consideración por acuerdo de la asamblea, la cual está su-
jeta a lecturas previas y a una posterior discusión y apro-
bación del pleno de la cámara respectiva”. La cual debe
contener una parte expositiva de las razones en que se fun-
de la resolución, de entre las que resultan relevantes, las
expresadas por el autor de la iniciativa que originó el dina-
mismo del proceso.

Tradicionalmente un dictamen cuenta con cinco puntos bá-
sicos:
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1. Proemio;
2. Antecedentes;
3. Considerandos;
4. Puntos resolutivos; y
5. Mayoría de firmas.

La Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos señala dentro del inciso a), segundo párra-
fo, del artículo 85; así como 86 que:

Artículo 85.

1. ....

2. Las comisiones serán:

a. Ordinarias. Analizan y dictaminan las iniciativas de
ley o decreto Que les sean turnadas. así como los asun-
tos del ramo o área de su competencia;

b. y c. ….

Articulo 86.

1. Las comisiones ordinarias tendrán a su cargo las cues-
tiones relacionadas con la materia propia de su denomina-
ción y, conjuntamente con la de Estudios Legislativos, el
análisis y dictamen de las iniciativas de leyes y decretos de
su competencia.

Y de igual forma, el artículo 103 del ordenamiento orgáni-
co, antes referido, señala que:

Artículo 103.

1. El Reglamento establecerá los procedimientos y trámites
para el despacho de los trabajos de las comisiones y los
asuntos que por su naturaleza y trascendencia puedan ser
resueltos por ellas mismas.

Lo que nos deriva a que el aún vigente Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos señale en su artículo 87 que:

Artículo 87.

1. Toda comisión deberá presentar dictamen en los nego-
cios de su competencia, dentro de los cinco días siguientes
al de la fecha en que los haya recibido. Todo dictamen de-

berá contener una parte expositiva de las razones en que se
funde y concluir con proposiciones claras y sencillas que
puedan sujetarse a votación.

Analizado el contenido de las disposiciones transcritas con
anterioridad, encontramos que en todo momento existe una
relación estrecha entre la iniciativa y el dictamen que deri-
va de la misma.

No obstante lo anterior, los tratadistas y estudiosos del de-
recho parlamentario y de la técnica legislativa han dejado
de lado el tema relativo a la frontera existente entre la ini-
ciativa y el dictamen, descansando en una lógica que ha de-
rivado de una laguna en la ley, generando con ello que sea
una constante el ver dictámenes que van más allá de la pre-
tensión de subsanar la iniciativa, o incluso del sentido o in-
tención del autor de la iniciativa. Esto es, nos llevan a di-
mensiones de un dictamen con resultados distintos al
propuesto por la iniciativa que lo originó, lo que debería de
ser resultado de una nueva iniciativa.

B. Por otro lado, visto como un punto particular y diverso
a lo señalado dentro del punto anterior de esta iniciativa,
encuentro que dentro del artículo 87 del referido reglamen-
to, se concede un término de cinco días a las comisiones
para presentar ante el Pleno, el dictamen correspondiente,
contados a partir del día en que reciban la iniciativa.

De igual forma, al realizar un análisis al marco jurídico del
Congreso, encontramos que existe incongruencia en lo re-
lativo a un término para la dictaminación de las iniciativas
por parte de las comisiones, toda vez que la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos en el inciso l)
del artículo 72, la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos en el inciso g) del artículo
67, y su Reglamento en el artículo 87, antes señalado, pre-
vén plazos diferentes para el mismo efecto, como a conti-
nuación se observa:

Artículo 72. .....

A. al H......

l. Las iniciativas de leyes o decretos se discutirán prefe-
rentemente en la Cámara en que se presenten, a menos
que transcurra un mes desde que se pasen a la Comisión
dictaminadora sin que ésta rinda dictamen, pues en tal
caso el mismo proyecto de ley o decreto puede presen-
tarse y discutirse en la otra Cámara.



J. ....

...

Artículo 67.…

a) al f) …

g) Excitar a cualquiera de las comisiones a nombre de la
Cámara, a que presenten dictamen si han transcurrido
veinte días hábiles después de aquél en que se les turne
un asunto, para que lo presenten en un término de diez
días. Si no presentaren el dictamen dentro de ese térmi-
no y no mediare causa justificada, el o los proponentes
podrán solicitar que se turne a otra comisión;

h) al m) ....

Articulo 87. Toda comisión deberá presentar dictamen en
los negocios de su competencia, dentro de los cinco días si-
guientes al de la fecha en que los haya recibido. Todo dic-
tamen deberá contener una parte expositiva de las razones
en que se funde y concluir con proposiciones claras y sen-
cillas que puedan sujetarse a votación.

Supuestos anteriores que en la práctica difícilmente se pue-
den cumplir, si atendemos a que el legislador en su mo-
mento no previo la complejidad del estudio y atención de
los diferentes asuntos que se tratan dentro de las comisio-
nes y, como consecuencia, en la práctica encontramos co-
mo costumbre la existencia de una prorroga consentida.
Por lo que es necesario actualizar el supuesto normativo a
los tiempos y procedimientos reales.

Es por esto, que me permito afirmar que estamos frente a
una situación no prevista por el legislador, pero que puede
ser resuelta al vincular, dentro del supuesto normativo le-
gal y reglamentario correspondiente, el que los dictámenes
que elaboren las comisiones deberán referirse a la iniciati-
va, proposición o solicitud que le dio origen, así como pre-
sentarse ante el Pleno dentro de un término medio más re-
al y posible, de acuerdo al trabajo que actualmente
presentan la mayoría de las comisiones, homologando de
tal manera, el marco jurídico del Congreso.

Atendiendo a que en los términos de la fracción II, del ar-
tículo 71, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, con relación a la fracción II, artículo 55, del
Reglamento Interior del Congreso General, los senadores
del Congreso general tienen derecho a iniciar leyes o de-

cretos. Así como que a efecto de que la Constitución fede-
ral pueda ser reformada, se requiere que el Congreso de la
Unión, por el voto de las dos terceras partes de los indivi-
duos presentes, acuerden dichas reformas, y que éstas sean
aprobadas por la mayoría de las legislaturas de los estados;
y previo cómputo correspondiente de los votos de las le-
gislaturas, hacer la declaración de haber sido aprobadas,
someto a consideración de esta asamblea, el siguiente

Proyecto de Decreto por el que reforma el inciso l) del
artículo 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; reforma el inciso g) del artículo 67;
así como se adiciona un segundo párrafo al artículo 103
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; y reforma el artículo 87 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo Primero. Se reforma el inciso l) del artículo 72
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, para quedar como sigue:

Artículo 72. ....

A. al H. ....

l. Las iniciativas de leyes o decretos se discutirán prefe-
rentemente en la Cámara en que se presenten, a menos
que transcurran 45 días hábiles desde que se pasen a la
comisión dictaminadora sin que ésta rinda dictamen,
pues en tal caso el mismo proyecto de ley o decreto pue-
de presentarse y discutirse en la otra Cámara.

J. .....

…

Artículo Segundo. Se reforma el inciso g) del artículo 67;
así como se adiciona un segundo párrafo al artículo 103 de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 67. …

a) al f) …

g) Excitar a cualquiera de las comisiones, a nombre de
la Cámara, a que presenten dictamen si han transcurrido
45 días hábiles después de aquél en que se les turne un
asunto, para que lo presenten en un término de 10 días;

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Receso, 23 de enero de 2008173



Año II, Primer Receso, 23 de enero de 2008 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados174

si no presentaren el dictamen dentro de ese término y no
mediare causa justificada, el o los proponentes podrán
solicitar que se turne a otra comisión;

h) al m) …

Artículo 103. 

l. ........

2. Los dictámenes que elaboren las comisiones deberán
contener una parte expositiva de las razones en que se fun-
den y referirse a la iniciativa, proposición o solicitud que
dio su origen.

Artículo Tercero. Se reforma el artículo 87 del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 87.

1. Toda comisión deberá presentar dictamen en los nego-
cios de su competencia dentro de los 45 días hábiles si-
guientes al de la fecha en que los haya recibido. Todo dic-
tamen deberá contener una parte expositiva de las razones
en que se funde, referirse a la iniciativa, proposición o so-
licitud que dio su origen y concluir con proposiciones cla-
ras y sencillas que puedan sujetarse a votación. Los que de-
ben guardar, en todo momento, relación con el objeto y
sentido.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Quedan sin efectos las disposiciones legales que
se opongan a lo establecido por el presente decreto.

Tercero. Envíese copia del presente decreto a las legislatu-
ras de los estados, a fin de que den cumplimiento a lo esta-
blecido en el artículo 135 de la Constitución Política.

Salón de sesiones de la Comisión Permanente del honorable Congreso
de la Unión, México, Distrito Federal, a 23 de enero de 2008.— Sena-
dor Héctor Pérez Plazola (rúbrica).»

La Presidenta diputada Sara Latife Ruiz Chávez: Gra-
cias, senador Pérez Plazola. Túrnese a las Comisiones de

Puntos Constitucionales, y de Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias de la Cámara de Senadores. Se instruye
a la Secretaría insertar el texto en el Diario de los Debates.

LEY DEL SERVICIO PUBLICO 
DE ENERGIA ELECTRICA

La Presidenta diputada Sara Latife Ruiz Chávez: Tiene
la palabra el diputado Adolfo Mota Hernández, del Grupo
Parlamentario del PRI, para presentar iniciativa que refor-
ma el artículo 31 de la Ley del Servicio Público de Energía
Eléctrica.

El diputado Adolfo Mota Hernández: Gracias, diputada.

Vengo en coincidencia con el punto de acuerdo que fue
aprobado en la sesión pasada de esta Comisión Permanen-
te, que tiene que ver con el reiterado tema de las tarifas
eléctricas.

La semana pasada fue aprobado un punto de acuerdo que
presentó un senador de mi grupo parlamentario en el senti-
do de llamar la atención al Ejecutivo para revisar las tari-
fas eléctricas en todo el país.

En coincidencia con eso, y con la intención de dar segui-
miento, vengo a presentar esta iniciativa que pretende re-
formar el artículo 31 de la Ley del Servicio Público de
Energía Eléctrica, y que tiene como consecuencia la revi-
sión que hemos estado haciendo en una comisión formada
y conformada desde la comisión política permanente del
año pasado, en la cual se solicitaba entonces que integran-
tes de la Comisión Permanente trabajaran, junto con los in-
tegrantes de la Comisión de Hacienda, para revisar el tema.

Y es que no es menor. Tan sólo en Veracruz, estado del cual
soy originario y que es líder productor en energía eléctrica,
pagamos hasta 35 por ciento más en tarifas eléctricas que
en estados del norte del país, y esto nos parece injusto, por
ser un estado que ha venido aportando.

Tenemos prácticamente generación de todas las energías,
tenemos las generadoras López Mateos, Dos Bocas, Poza
Rica, Tuxpan II, y somos el único estado que produce ener-
gía nucleoeléctrica.

Esto genera condiciones que debieran ser favorables para
los veracruzanos, y es una lucha que se ha venido dando,



en la cual hemos venido interpretando cuáles son las medi-
ciones y las cualidades por las cuales no hemos sido bene-
ficiados en este tema.

Por eso, pensamos que no es conveniente la contestación
que el gobierno federal ha venido otorgando respecto de
este tema de considerar factores como la humedad, el ca-
lor, que pueden determinar mejores tarifas para el estado de
Veracruz y para otros estados generadores.

Veracruz, con esta iniciativa, con los puntos de acuerdo y
con los consensos que se generen, sea en la Conferencia de
Gobernadores, ya sea en la propia Cámara de Diputados,
no quiere pagar menos, quiere pagar igual que los demás
estados de la república.

Por eso, esta iniciativa pretende reformar el artículo 31 de
la Ley de Servicio Público de Energía Eléctrica, para que-
dar como sigue:

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con la parti-
cipación de las Secretarías de Energía, Minas e Industria
Paraestatal, y de Economía, a propuesta de la Comisión Fe-
deral de Electricidad, fijará las tarifas, su ajuste o reestruc-
turación de manera que tienda a cubrir las necesidades fi-
nancieras y las de ampliación del servicio público y el
racional consumo de energía.

Para su determinación tomará en consideración los costos
de su producción y distribución, las condiciones de tempe-
ratura, calor y humedad de las diversas regiones del país.
Además de sustentarse en métodos de evaluación de su im-
pacto social identificados por el impulso al crecimiento
económico regional, así como por su equidad en términos
del ingreso promedio de la población.

Los estudios correspondientes deberán publicarse en me-
dios electrónicos y en el Diario Oficial de la Federación.
Asimismo, y a través del procedimiento señalado, la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público podrá fijar tarifas
especiales en hora de demanda máxima, demanda mínima
o una combinación de ambas.

Es pues la humedad relativa un tema polémico, sin duda,
pero que viene a generar en todas las zonas tarifarias un
mejor posicionamiento en términos de esto a los estados
que generan energía eléctrica. Veracruz es uno de ellos.

El punto de acuerdo fue aprobado por el consenso de todos
los grupos parlamentarios en la sesión pasada y ésta viene

a ser la consecuencia lógica que reforma el artículo 31 y
que le viene a dar mayor celeridad y certeza a las tarifas
eléctricas en Veracruz y en los estados que están deman-
dando mayor inversión, mejores condiciones para los in-
versionistas y, en consecuencia lógica, la generación de
empleos. Es cuanto, Presidenta.

«Iniciativa que reforma el artículo 31 de la Ley del Servi-
cio Público de Energía Eléctrica, a cargo del diputado
Adolfo Mota Hernández, del Grupo Parlamentario del PRI

Los suscritos, integrantes del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 55, fracción II
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la
consideración de esta honorable asamblea, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 31 de la Ley
del Servicio Público de Energía Eléctrica, al tenor de las si-
guientes

Consideraciones

En el país la situación del consumo eléctrico se ha tornado
crítica. Para la población de un amplio número de estados
de la república tanto en el sur como en el norte la situación
se coloca en la disyuntiva de sobrevivir o pagar los recibos
de luz, que muchas veces exceden la capacidad económica
de las familias. La situación es, además, paradójica en es-
tados como Chiapas, Tabasco o Veracruz, en virtud de que
es en estos en donde se generan los mayores volúmenes de
suministro eléctrico para todo el país y la gente no puede
gozar de tarifas accesibles. Abunda la luz, pero no para los
más pobres que viven con altas temperaturas sin poder ad-
quirir sistemas de enfriamiento, lo que impacta la calidad
de vida, el rendimiento escolar de los niños y los jóvenes,
crea tensión en el seno de las familias.

En el caso de Veracruz, al que los suscritos representamos
como un alto honor, a pesar de que las centrales generado-
ras de electricidad López Mateos, Laguna Verde, Dos Bo-
cas, Poza Rica y Tuxpan II son en su conjunto la principal
fuente de generación de energía en el país, Veracruz paga
tarifas eléctricas más elevadas que la mayoría de los esta-
dos no productores.

A la situación del cobro desmedido de las tarifas eléctricas
domesticas, que golpea el ingreso de las familias, se suma
otro igualmente grave cuya falta de atención esta generan-
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do el crecimiento del desempleo y la falta de competitivi-
dad de las empresas nacionales y extranjeras que se sitúan
en Veracruz.

Es el caso de los altos precios industriales que se pagan en
insumos como el gas natural y principalmente la electrici-
dad, los cuales han propiciado la elevación en los costos de
producción, causando pérdidas económicas que han deri-
vado en el cierre de importantes empresas.

Como ya lo ha denunciado el gobierno del estado de Vera-
cruz, en donde el gobernador desde que era senador ha
mantenido una lucha permanente para que se revise el pro-
cedimiento para establecer las tarifas eléctricas, ha queda-
do muy claro que se requiere un auténtico federalismo fis-
cal, que permita crear las condiciones para denotar el
crecimiento, entre las que destaca el ajuste a las tarifas
eléctricas de uso industrial que se cobran en el estado de
Veracruz y en todo el país.

Resulta inadmisible que las tarifas de electricidad, sean
más altas en el estado líder productor que en el norte del
país. Lo anterior nos lleva al extremo de que una empresa
asentada en Veracruz pague hasta 35 por ciento más por el
insumo eléctrico que si ésta radicara en las mismas condi-
ciones en el norte del país.

En ese sentido, el 7 de febrero del año 2002, se publicó en
el Diario Oficial de la Federación un decreto que al retirar
el subsidio a los consumos domiciliarios, incrementó de
manera desproporcionado las tarifas eléctricas a lo largo y
ancho del país, duplicándose las tarifas básicas y de altos
consumos e incrementándose, hasta en seis veces más por
encima de la inflación, las tarifas intermedias, afectando al
45 por ciento de las familias del país.

La manipulación de los rangos de consumo provocó en las
zonas del norte y de las costas de la república, incrementos
en los recibos eléctricos de un 200 y hasta un 300 por cien-
to, mermando la economía de muchas familias que habitan
en esas regiones, y haciendo más evidente el trato desigual
que ya existía en las regiones del país. Para segmentos so-
ciales muy importantes, las tarifas fueron incrementadas en
cerca del doble respecto del índice inflacionario y, en el ca-
so de las tarifas intermedias, este incremento alcanza a re-
presentar hasta seis veces más ese índice inflacionario.

En respuesta a la situación que se ha tornado insostenible
para las regiones con climas extremosos y húmedos del pa-
ís, el Poder Legislativo ha aprobado decenas de puntos de

acuerdo orientados a considerar la reclasificación de las ta-
rifas eléctricas, refiriéndose de manera repetida a conside-
rar las condiciones climáticas adversas que exigen consi-
derar a estos factores como variables decisivas para
determinar las tarifas en estas regiones del país.

Todo ello, apenas resume el sentido demandante de las
múltiples propuestas que se han presentado tanto en la Cá-
mara de Diputados como en el Senado de la República por
todos los grupos parlamentarios y representantes de las en-
tidades de la republica más afectadas por las políticas tari-
farías imperantes.

Mantenemos la exigencia de que se aplique con sentido so-
cial una reclasificación y simplificación de las tarifas de
consumo doméstico, se conserven los rangos de medición
anteriores al incremento y se elimine la discrecionalidad
del Ejecutivo federal en este ámbito.

Los legisladores hemos manifestado que deben considerar-
se para la fijación de las tarifas eléctricas los indicadores
económicos de cada entidad y sus zonas salariales corres-
pondientes, a fin de evitar en la medida de lo posible se
perjudique a las familias de menos recursos.

El común denominador de los esfuerzos y de la lucha que
los legisladores de todos los partidos hemos llevado a cabo
es exigir al Ejecutivo federal que considere, además de la
temperatura, los siguientes factores como parámetros para
fijar las tarifas eléctricas residenciales: la humedad relati-
va, las necesidades de consumo y de producción de electri-
cidad, los daños ambientales producidos por la industria
eléctrica, las zonas salariales y las condiciones socioeco-
nómicas correspondientes a cada uno de los estados de la
república.

A la situación del cobro desmedido de las tarifas eléctricas
domesticas, que golpea el ingreso de las familias, se suma
otro igualmente grave cuya falta de atención esta generando
el crecimiento del desempleo y la falta de competitividad de
las empresas nacionales y extranjeras en todo el país.

El fomento del empleo así como los programas de desarro-
llo regional no tendrán sentido integral si no atendemos la
demanda de los sectores productivos que requieren de pre-
cios competitivos para su desarrollo.

Ante un entorno internacional de enorme competencia,
México requiere incorporar a su política industrial la revi-
sión de los insumos energéticos del sector. Sin esta medida



los discursos quedaran sólo en buenas intenciones, y las
políticas de desarrollo regional, carecerán de aliento de lar-
go plazo.

No es posible favorecer a unas cuentas regiones y dejar a
las otras en orfandad. Las secuelas de esta política aún per-
sisten en el desigual desarrollo del norte y el sur.

Acompañemos el desarrollo regional, los programas de
empleo en todos sus niveles, y los criterios generales de
crecimiento con una revisión justa y equitativa de los insu-
mos que nuestro sector industrial consume.

La situación que enfrenta Veracruz como estado productor
de energía, y la política tarifaría que su sector productivo
debe pagar, no se corresponden con mínimos criterios de
equidad, que imperan en nuestros principales socios co-
merciales.

En la actual coyuntura en la cual los estados de la republi-
ca, y los poderes Ejecutivo y Legislativo se encuentran de-
finiendo una probable reforma fiscal, sus líneas fundamen-
tales deberían ser las de un autentico federalismo, que
respete las potestades tributarias de los estados y de los
municipios. Necesitamos dar un paso adelante y proponer
la revisión de los criterios tarifarios para el servicios de
energía eléctrica de uso domestico y comercial para que es-
tas se conviertan en motor del progreso.

Estados como Veracruz, Sinaloa, Baja California, Sonora,
Tabasco, Yucatán, entre otros, necesitan el impulso de po-
líticas públicas que reconozcan su papel como generador
de energéticos y de riqueza nacional.

En ese sentido, esta iniciativa propone modificar el artícu-
lo 31 de la Ley del Servicio Público de Energía Eléctrica
para acotar la ambigüedad de su redacción, que propicia un
sistema relativamente discrecional y que desmantela el ar-
gumento técnico esgrimido reiteradamente por el gobierno
federal de que no es posible considerar los factores de hu-
medad y de calor conjuntos para determinar las tarifas, en
virtud de que no hay una obligación legal ni existen meto-
dologías para su complementación.

Al establecer en la ley que se tomen en cuenta ambos fac-
tores obligaríamos a que su reglamentación los considere y
a que los técnicos de dichas secretarías y de la Comisión
Federal de Electricidad utilicen los recursos públicos que
se les han encomendado para servir realmente al interés ge-
neral, toda vez que no se trata de descubrir algo nuevo si-

no de sumar lo que ya existe bajo una orientación técnica
justificada a la luz del mandato legal y social.

De igual manera, se introduce el precepto de que las tarifas
incluyan la evaluación de su impacto social, que es un mé-
todo que se emplea hace más de medio siglo para formular
políticas públicas, a partir de las recomendaciones de la
CEPAL y que rescatan la función original del Estado y de
sus empresas, que no es el lucro ni la utilidad mercantil, si-
no la compensación y disminución de las desigualdades so-
ciales, toda vez que sus recursos no son propiedad de los
burócratas ni de los políticos, sino de los contribuyentes y
de la sociedad en su conjunto.

Se aprovecha también esta oportunidad para actualizar el
nombre de la Secretaría de Comercio y Fomento Industrial
por el de Secretaría de Economía, que es la que realiza las
funciones en la materia.

Finalmente, deseamos puntualizar que este proyecto es
acorde a la amplia demanda social de que la función públi-
ca y el servicio de energía eléctrica respondan a las necesi-
dades del desarrollo social y económico, con sentido de
equidad, justicia y proporcionalidad, que son los mandatos
claros del pacto constitucional.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la considera-
ción de esta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto
de

Decreto que reforma el artículo 31 de la Ley del Servi-
cio Público de Energía Eléctrica

Artículo Único. Se reforma el artículo 31 de la Ley del
Servicio Público de Energía Eléctrica, para quedar como
sigue:

Artículo 31. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
con la participación de las Secretarías de Energía, Minas e
Industria Paraestatal, y de Economía y a propuesta de la
Comisión Federal de Electricidad, fijará las tarifas, su ajus-
te o reestructuración, de manera que tienda a cubrir las ne-
cesidades financieras y las de ampliación del servicio pú-
blico, y el racional consumo de energía. Para su
determinación tomará en consideración los costos de su
producción y distribución, las condiciones de tempera-
tura, calor y humedad de las diversas regiones del país,
además de sustentarse en métodos de evaluación de su
impacto social, identificados por el impulso al creci-
miento económico regional, así como por su equidad en
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términos del ingreso promedio de la población. Los es-
tudios correspondientes deberán publicarse en medios
electrónicos y en el Diario Oficial de la Federación.

Asimismo, y a través del procedimiento señalado, la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público podrá fijar tarifas
especiales en horas de demanda máxima, demanda mínima
o una combinación de ambas.

Salón de sesiones de la Comisión Permanente, a 23 de enero de
2008.— Diputados: Adolfo Mota Hernández (rúbrica), María del Car-
men Pinete Vargas.»

La Presidenta diputada Sara Latife Ruiz Chávez: Dipu-
tado Mota Hernández, le solicito que me permita adherir-
me a su iniciativa.

El diputado Adolfo Mota Hernández: Es un honor.

La Presidenta diputada Sara Latife Ruiz Chávez: Túr-
nese a la Comisión de Energía de la Cámara de Diputados.

La iniciativa del senador Alejandro González Yáñez, del
Grupo Parlamentario del Partido de Trabajo, se retira del
orden del día.

LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES

La Presidenta diputada Sara Latife Ruiz Chávez: Tiene
la palabra el diputado Marco Heriberto Orozco Ruiz Ve-
lazco, del Grupo Parlamentario del PAN, para presentar
iniciativa que reforma el artículo 68 de la Ley Federal de
Telecomunicaciones.

El diputado Marco Heriberto Orozco Ruiz Velazco:
Gracias, diputada Presidenta, con su venia.

La Presidenta diputada Sara Latife Ruiz Chávez: Ade-
lante.

El diputado Marco Heriberto Orozco Ruiz Velazco: El
suscrito, diputado federal de la LX Legislatura del Hono-
rable Congreso de la Unión, Marco Heriberto Orozco Ruiz
Velazco, e integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, 56 y 62 del

Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso de los
Estados Unidos Mexicanos, somete a la consideración del
pleno de la honorable Cámara de Diputados la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se modifica el
artículo 68 de la Ley Federal de Telecomunicaciones, al te-
nor de la siguiente exposición de motivos:

Compañeros legisladores, hoy día nos encontramos con di-
versos problemas relacionados con la tecnología de la co-
municación, y para los cuales nosotros, como legisladores,
no hemos puesto las herramientas para combatirlos y erra-
dicarlos.

Uno de estos problemas que considero como prioridad es
contar con un registro actualizado de los números celulares
que existen y operan en la República Mexicana.

En México cada día es más común que una persona tenga
un celular debido a que vivimos en un mundo globalizado,
y a que los celulares cada día están más accesibles al pú-
blico en cuanto precio y en cuanto a trámites para conse-
guirlos.

Según cifras difundidas por la Cofetel, en julio de 2007
cerca de 58.6 por ciento de los mexicanos contaban con al
menos un equipo de telefonía móvil; es decir, más de la mi-
tad de los mexicanos.

Las ventajas de los equipos celulares son muchas, pues
gracias a ellos podemos acortar distancias entre nuestros
conocidos y familiares, además de que también son de gran
utilidad para hacer frente a algunas emergencias. Pero, por
desgracia, algunas personas le han dado mal uso a los ce-
lulares, pues los han utilizado para estafar a las personas y
ejecutar secuestros virtuales, todo ello debido a que no es-
tá regulada la venta de chips que contienen los números pa-
ra comunicarse.

Hemos constatado con nuestra experiencia que hoy día no
existe un control sobre los chips o números de celulares
que circulan o se venden en el mercado mexicano. Incluso
cuando uno compra un nuevo equipo ya le viene integrado
un chip con un nuevo número, y en muchas ocasiones los
chips son regalados en la compra de algún accesorio o, en
el último de los casos, uno puede comprar un chip por me-
nos de 150 pesos, lo cual es muy benéfico para que el cri-
men organizado trabaje en el anonimato, pues en la mayo-
ría de las ocasiones no es necesario presentar una
identificación oficial para corroborar que los datos sean ve-
rídicos y reales.



Como ya lo mencioné anteriormente, conseguir tan fácil-
mente números de celulares para comunicarnos puede ayu-
dar a la delincuencia organizada a vivir en la impunidad,
pues mediante estos números extorsionan y se aprovechan
de gente inocente sacándole recursos económicos.

No podemos olvidar el hecho que ocurrió el pasado no-
viembre, en donde aproximadamente nueve diputados fue-
ron víctimas de estas mafias dedicadas al secuestro exprés
y virtual.

Por lo anterior, considero una necesidad el que nosotros,
los representantes de los ciudadanos, establezcamos un
mayor control sobre los números celulares que son utiliza-
dos en la República Mexicana, a fin de ponerle más obstá-
culos a la delincuencia organizada y a las mafias que ope-
ran muchas veces desde los centros de rehabilitación social
para estafar a las personas. Ya que actualmente dichos de-
lincuentes no tienen ningún temor de ser capturados pues,
al no tener ningún registro, no se puede fincar responsabi-
lidad a persona alguna.

Por ello, al implantar más controles en la compra de un te-
léfono celular o de un chip, la gente se hará responsable
con el uso que se le dé a dicho número, por lo que se verá
obligada a denunciar ante las diversas compañías telefóni-
cas que su teléfono fue robado o perdido, a fin de dar de ba-
ja dicho número y evitar que se le dé un mal uso.

De conformidad con lo anterior, me permito someter a la
consideración de este honorable pleno el siguiente proyec-
to de decreto

Artículo 68. Los concesionarios de redes públicas de tele-
comunicación deberán proporcionar información contable
por servicio, región, función y componentes de sus redes,
de acuerdo con metodología y periodicidad que, para tal
efecto, establezca la secretaría, así como aquella que per-
mita conocer la operación y explotación de los servicios de
telecomunicación.

Aquí viene la adición:

Asimismo, las diversas compañías telefónicas estarán obli-
gadas a verificar la identidad del comprador de algún apa-
rato telefónico o chip que contenga un número de telefonía
móvil mediante copia de algún documento oficial.

Dichos documentos serán remitidos mensualmente a la
Comisión Federal de Telecomunicaciones, la cual estará

obligada a llevar una base de datos que permita identificar
a los usuarios de la telefonía celular en caso necesario. Los
datos serán confidenciales y sólo podrán ser usados cuan-
do la autoridad competente lo solicite, derivado de alguna
investigación criminal.

La secretaría vigilará que los concesionarios y permisiona-
rios proporcionen al público información completa y veraz
sobre los servicios de telecomunicaciones que presten.

Transitorio. Único. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Quiero hacer un comentario antes de terminar, Presidenta.
La violencia ha estado escalando tremendamente a nuestro
país, en muchos estados, en mi estado, Nuevo León, este
caso de los secuestros exprés se está incrementando tre-
mendamente. No solamente eso, la escala de violencia va a
robos bancarios, casi uno por día, cosa que en mi estado no
ocurría.

El lunes acaban de matar a un juez penal, un juez tercero
de lo penal, también por revanchas con el crimen organi-
zado, por haber dictado una orden de aprehensión. Y yo
quisiera también, desde esta alta tribuna, hacer un llamado
a mi gobernador para que cancele sus viajes que tiene pro-
gramados al extranjero —de hecho ahora está en un via-
je—, para que sea tan amable de coordinar y dirigir los es-
fuerzos para combatir a la delincuencia organizada en mi
estado. Es cuanto, Presidenta. Gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 68 de la Ley Federal de
Telecomunicaciones, a cargo del diputado Marco Heriber-
to Orozco Ruiz Velazco, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito diputado federal de la LX Legislatura del hono-
rable Congreso de la Unión, Marco Heriberto Orozco Ruiz
Velazco, e integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71 fracción II de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y 55 fracción II, 56 y 62 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso de los
Estados Unidos Mexicanos, someto a la consideración del
pleno de la honorable Cámara de Diputados, la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se modifica el
artículo 68 de la Ley Federal de Telecomunicaciones, al te-
nor de la siguiente 
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Exposición de Motivos

Hoy día, nos encontramos con diversos problemas relacio-
nados con la tecnología de la comunicación, y para los cua-
les, nosotros como legisladores, no hemos puesto las he-
rramientas para erradicarlos y combatirlos. Uno de estos
problemas, que considero como prioridad, es la de contar
con un registro actualizado de los números celulares que
existen y operan en la República Mexicana.

En México, cada día es más común que una persona tenga
un celular debido a que vivimos en un mundo globalizado
y a que los celulares cada día están más accesibles al pú-
blico en cuanto precio y en cuanto trámites para conseguir-
los. Según cifras difundidas por la Cofetel, en julio del
2007, cerca del 58.6  por ciento de mexicanos contaban con
al menos un equipo de telefonía móvil, es decir, más de la
mitad de los mexicanos.

Las ventajas de los equipos celulares son muchas, pues
gracias a ellos podemos acortar distancias entre nuestros
conocidos y familiares, además de que también son de gran
utilidad para hacer frente a alguna emergencia. Pero, por
desgracia, algunas personas le han dado mal uso a los ce-
lulares, pues los han utilizado para estafar a las personas y
simular secuestros virtuales, todo ello debido a que no está
regulada la venta de chips que contienen los números para
comunicarse.

Hemos constatado con nuestra experiencia, que hoy día no
existe un control sobre los chips o números de celular que
circulan o se venden en el mercado mexicano, incluso
cuando uno compra un nuevo equipo ya le viene integrado
un chip con un nuevo número y en muchas ocasiones los
chips son regalados en la compra de algún accesorio o, en
el último de los casos, uno puede comprar un chip por me-
nos de 150 pesos, lo cual es muy benéfico para que el cri-
men organizado trabaje en el anonimato, pues en la mayo-
ría de las ocasiones no es necesario presentar una
identificación oficial para corroborar que los datos sean ve-
rídicos y reales.

Como ya lo mencioné anteriormente, el conseguir tan fá-
cilmente números de celulares para comunicarnos puede
ayudar a la delincuencia organizada a vivir en la impuni-
dad, pues mediante estos números extorsionan y se apro-
vechan de gente inocente sacándoles recursos económicos.

No podemos olvidar el hecho que ocurrió el pasado mes de
noviembre, en donde aproximadamente 9 diputados fueron

víctimas de estas mafias dedicadas al secuestro express y
virtual.

Por lo anteriormente expuesto, considero como una necesi-
dad el que nosotros, los representantes de los ciudadanos,
establezcamos un mayor control sobre los números celula-
res que son utilizados en la República Mexicana, con el fin
de ponerle más obstáculos a la delincuencia organizada y a
las mafias que operan, muchas veces desde los centros de
rehabilitación social, para estafar a las personas.

Pues actualmente dichos delincuentes no tienen ningún te-
mor de ser capturados pues, al no tener ningún registro, no
se le pueden fincar responsabilidades a persona alguna.

Es por ello que al implementar más controles al comprar un
teléfono celular o un chip, la gente se hará responsable con
el uso que se le dé a dicho número, por lo que se verá obli-
gado a denunciar ante las diversas compañías telefónicas,
que su teléfono fue robado o perdido, con el fin de dar de
baja dicho número y evitar que se le dé un mal uso.

De conformidad con lo anteriormente expuesto, me permi-
to someter a la consideración de este honorable pleno el si-
guiente

Proyecto de Decreto

Artículo 68. Los concesionarios de redes públicas de tele-
comunicaciones deberán proporcionar información conta-
ble por servicio, región, función y componentes de sus re-
des, de acuerdo a la metodología y periodicidad que, para
tal efecto, establezca la secretaría, así como aquella que
permita conocer la operación y explotación de los servicios
de telecomunicaciones.

Así mismo, las diversas compañías telefónicas estarán
obligadas a verificar la identidad del comprador de al-
gún aparato telefónico o chip que contenga un número
de telefonía móvil mediante copia de algún documento
oficial.

Dichos documentos serán remitidos mensualmente a la
Comisión Federal de Telecomunicaciones, la cual estará
obligada a llevar una base de datos que permita identifi-
car a los usuarios de la telefonía celular en caso necesario.

Los datos serán confidenciales y sólo podrán ser usados
cuando la autoridad competente lo solicite, derivado de
alguna investigación criminal.



La secretaría vigilará que los concesionarios y permisiona-
rios proporcionen al público información completa y veraz
sobre los servicios de telecomunicaciones que presten.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de enero de 2008.— Diputado
Marco Heriberto Orozco Ruiz Velazco, (rúbrica).»

La Presidenta diputada Sara Latife Ruiz Chávez: Gra-
cias, diputado Orozco. Túrnese a la Comisión de Comu-
nicaciones de la Cámara de Diputados.

Presidencia de la diputada 
Ruth Zavaleta Salgado

LEY GENERAL DE SALUD

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Tiene
la palabra el diputado Ector Jaime Ramírez Barba, del Gru-
po Parlamentario de Acción Nacional, para presentar ini-
ciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Salud.

El diputado Ector Jaime Ramírez Barba: Muchas gra-
cias, Presidenta, con su permiso.

Honorable asamblea, con fundamento en lo dispuesto en la
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; y en el artículo 55, fracción II,
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, a nombre propio y
de mis compañeros legisladores, la senadora María Teresa
Ortuño Gurza, la senadora Blanca Judith Díaz Delgado, el
senador Lázaro Mazón Alonso, el diputado Jorge Quintero
Bello, el senador Federico Döring Casar, el diputado Sa-
muel Aguilar Solís, el senador Ernesto Saro Boardman y el
senador Guillermo Enrique Tamborrel Suárez, someto a
consideración de esta soberanía la iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforman y adicionan diversos ar-
tículos a la Ley General de Salud, en materia de cuidados
paliativos.

¿De qué estamos hablando? Estamos hablando de miles de
pacientes que hoy día, gracias al incremento de la esperan-
za de vida, llegan a 73 años las mujeres y 78 los varones.

Las principales causas de muerte que hoy tenemos en Mé-
xico son padecimientos verdaderamente lesivos para el
mexicano. El cáncer, el VIH-sida, la insuficiencia renal,
problemas cerebrales, traumatismos, hipertensión, diabe-
tes mellitus, hacen que muchos mexicanos hoy sufran
verdaderamente al término de sus días. De hecho, en mu-
chos casos el médico le dice: “usted no tiene más de seis
meses de vida”.

Estamos solicitando la incorporación primero en la Ley
General de Salud, en su artículo 3o., el que se incorpore el
tema del tratamiento integral del dolor como materia de sa-
lubridad general. ¿Qué estamos esperando con esto? Sería
imperdonable que hoy un mexicano, teniendo toda la tec-
nología y los recursos, tenga dolor al término de sus días.
No puede haber un acto más inhumano que el que un mé-
dico no sea capaz de paliar el dolor de un enfermo en estas
condiciones.

Lo segundo que estamos haciendo es incorporar todo un tí-
tulo a la Ley General de Salud, “De los cuidados paliati-
vos”. ¿Y qué son éstos? Son los tratamientos que incluyen
el cuidado integral para preservar la calidad de vida del pa-
ciente a través de la prevención, el tratamiento y el control
del dolor, pero además otros signos y síntomas físicos y
emocionales, por parte de un equipo profesional multidis-
ciplinario de los cuidados paliativos en situación terminal.
Los objetivos que tiene esta iniciativa, que ha recibido la
sensibilidad de todos los compañeros legisladores, son en
primer término salvaguardar la dignidad de los enfermos
en situación terminal, para garantizar una vida de calidad a
través de los cuidados y atenciones médicas necesarios pa-
ra ello.

Garantizarle al mexicano una muerte natural en condicio-
nes dignas a los enfermos en situación terminal.

Establecer y garantizar los derechos del enfermo en situa-
ción terminal en relación con su tratamiento.

Dar a conocer los límites entre el tratamiento curativo y el
tratamiento paliativo.

Determinar con claridad cuáles son los medios proporcio-
nados y cuáles los medios desproporcionados, con los cua-
les no estamos de acuerdo en los tratamientos.

Y por último, establecer los límites de la defensa de la vi-
da del enfermo en situación terminal y evitar el ensaña-
miento terapéutico.
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Le pido de favor, Presidenta, que pueda incorporar, dado
que apareció en la Gaceta, toda la iniciativa en el Diario de
los Debates, y sea turnado al Senado como Cámara de ori-
gen, para esta iniciativa.

Estamos hoy, por último, compañeros legisladores, con la
gran oportunidad de poder atender a miles de mexicanos
que hoy sufren de dolor y sufren de abandono por parte del
Estado mexicano en sus casas, y que es imperdonable que
no podamos atenderlos como ellos se merecen. Por su aten-
ción, muchas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Salud, a cargo del diputado Ector Jai-
me Ramírez Barba, del Grupo Parlamentario del PAN

Exposición de Motivos

A lo largo de estos últimos años, significativos avances en
el campo de la medicina han contribuido a incrementar el
promedio de vida de las personas. Este es un evidente be-
neficio del avance de la ciencia, que así permite que la ex-
pectativa de vida en nuestras sociedades sea sensiblemente
superior a la que podría tenerse hace apenas algunas déca-
das. Al mismo tiempo, este logro ha modificado el mapa de
la morbilidad, pues ha significado el incremento de enfer-
medades crónicas, del mismo modo que la posibilidad de
curación de muchas enfermedades antes mortales ha obli-
gado a dar particular atención a estos padecimientos termi-
nales y al remedio que amerita el dolor evitable.

En este contexto, debe considerarse con mucho cuidado el
lugar que ocupan las enfermedades terminales en el con-
junto de causas de muerte en nuestro país. Según estadísti-
cas de la Secretaría de Salud, la tercera parte de las muer-
tes que se registran al año en México se debe a ese tipo de
enfermedades. 

Los pacientes con enfermedades en situación terminal en-
frentan como pocos la realidad del sufrimiento. Y no nos
referimos sólo al dolor físico, ya de por sí severo en mu-
chos casos, pues éste es solamente una parte del problema
de estos pacientes, sino también a las alteraciones psicoló-
gicas, emocionales e incluso espirituales que padecen por
esa causa. El enfermo en situación terminal pasa por etapas
de negación, depresión, ansiedad, ira y miedo. 

La suma de todos estos problemas causa un profundo su-
frimiento a los pacientes, pero adicionalmente a sus seres
queridos.

Preservar y elevar la calidad de vida de los pacientes que
padecen una enfermedad incurable o en etapa terminal, ha
sido preocupación que a nivel internacional ha motivado
un importante trabajo. Por ejemplo, la Organización Mun-
dial de la Salud define a los cuidados paliativos como el
cuidado activo y total de las enfermedades que no tienen
respuesta al tratamiento curativo, siendo el objeto principal
conseguir la mejor calidad de vida posible para los pacien-
tes y sus familias.

Para la OMS esta asistencia denominada paliativa busca
mejorar la calidad de vida de los pacientes y sus familias al
afrontar los problemas asociados con padecimientos en si-
tuación terminal, con esto se pretende decir que son los
cuidados apropiados para el paciente con una enfermedad
avanzada y progresiva donde el control del dolor y otros
síntomas, así como los aspectos psicosociales y espiritua-
les cobran la mayor importancia. El objeto de los cuidados
paliativos es lograr la mejor calida de vida posible para el
paciente. La medicina paliativa afirma la vida y considera
el morir como un proceso normal. Los cuidados paliativos
no adelantan ni retrasan la muerte sino que constituyen un
verdadero sistema de apoyo y soporte para el paciente.

De conformidad con estos planteamientos de la OMS, es
necesario valorar los cuidados paliativos como interven-
ciones que afirman la vida, pero que al mismo tiempo con-
sideran como normal el proceso que desemboca en la
muerte; no pretenden acelerarla, pero tampoco la resisten
obsesivamente tratando infructuosamente de posponerla a
costa de todo lo demás; valoran el alivio del dolor y de
otros síntomas angustiantes que lesionan seriamente la ca-
lidad de vida de los enfermos.

La Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa emitió
en 1999 un documento denominado La protección de los
derechos humanos y la dignidad de los enfermos termina-
les y moribundos, en él se señala que prolongar la vida no
debe ser el fin exclusivo de la práctica médica, sino que de-
be preocuparse igualmente por el alivio del sufrimiento du-
rante el período de sobrevida que la ciencia médica pueda
hacer posible.

El término “medicina paliativa” se refiere fundamental-
mente al quehacer de médicos y enfermeras dedicados a
esta disciplina, mientras que el de “cuidados paliativos”
es más amplio y considera la intervención de un equipo
interdisciplinario, incorporando en la definición el traba-
jo integrado de médicos y enfermeras además de otros pro-
fesionales como psicólogos, asistentes sociales, terapeutas



ocupacionales y representantes religiosos o apoyo espiri-
tual. En las últimas décadas los cuidados paliativos han
evolucionado enormemente a lo largo de los cinco conti-
nentes.

En Gran Bretaña, tras la creación del St. Christopher Hos-
pice, la filosofía de trabajo se fue expandiendo progresiva-
mente, lo que permitió lograr mayor cobertura económica
y asistencial paulatinamente. En la década de los años se-
tentas predominaba una modalidad de trabajo centrada en
la atención de tipo hospicio institucional. En los años
ochentas se expandió la atención al trabajo domiciliario, lo
que fue seguido recientemente por la puesta en marcha de
equipos móviles de atención intrahospitalaria y ambulato-
ria.

Gran Bretaña fue el primer país en el mundo en crear la su-
bespecialidad médica de medicina paliativa, países como
Australia, Bélgica, Nueva Zelanda, Hong Kong, Polonia,
Singapur, Taiwán y Rumania se incorporaron a la visión de
Gran Bretaña en este tema. En septiembre de 2006 el Ame-
rican Board of Medical Subspecialties otorga a la Medici-
na Paliativa el estatus de subespecialidad.

La Organización Mundial de la Salud y su oficina regional
para las Américas, la Organización Panamericana de la Sa-
lud (OPS), ha establecido el cuidado paliativo como pro-
grama prioritario, principalmente en el tratamiento del
cáncer y se han adoptado medidas para desarrollar progra-
mas en la región.

De la misma manera, otras organizaciones internacionales
como la Internacional Association for Hospice and Pallia-
tive Care han destinado esfuerzos y recursos para promo-
ver el desarrollo de los cuidados paliativos en el mundo,
especialmente en África, América Latina, Asia y Europa
del este. 

La OPS diseñó un programa regional de cuidados paliati-
vos para los países de América Latina y el Caribe, tenien-
do en cuenta los problemas y diferencias que existen en la
región. Dichos programas, incluyen brechas entre los nive-
les de ingreso, estadios de transición epidemiológica, ex-
periencia técnica, recursos destinados a salud y organiza-
ción de los servicios de salud de los países.

Los programas referidos atienden a personas con una en-
fermedad terminal y sus familias, en las que predominan
las necesidades relacionadas con la calidad de vida (sínto-
mas físicos, emocionales, impacto social, espiritual), con

pronóstico de vida limitado a causa de enfermedades como
las siguientes: cáncer, síndrome de inmuno deficiencia ad-
quirida, enfermedades crónicas y que ocasionan gastos ca-
tastróficos, síndromes geriátricos de deterioro progresivo e
incurable y otras patologías de carácter terminal. 

Por citar un ejemplo, es común que se presten estos servi-
cios en pacientes oncológicos para atender problemas co-
mo el control sintomático, disnea, hemoptisis, estado con-
fusional, dolor en sus diversos tipos, náuseas, obstrucción
intestinal, entre otros; para lo cual es preciso realizar algu-
nas acciones como:

• Cambios en la organización del trabajo diario orienta-
dos a mejorar el confort del paciente terminal y sus fa-
miliares, cuidados específicos en enfermería, flexibili-
dad en horario y reglas de visita, dieta, etcétera.

• Promoción activa de la presencia y cuidados de la fa-
milia, sin restricciones de horario.

• Ubicar las habitaciones, en zonas con mayor tranquili-
dad y con personal, remunerado y voluntario, mejor ca-
pacitado.

• Tiempos y espacios para la comunicación y la infor-
mación.

En México la atención de cuidados paliativos surge con las
clínicas del dolor, éstos son servicios donde se atiende am-
bulatoriamente a personas con diferentes problemas, inclu-
yendo al dolor crónico y de origen oncológico.

La experiencia al trabajar en estas clínicas originó la nece-
sidad de una atención continua del paciente oncológico ter-
minal, el tratamiento de síntomas diferentes al dolor y la
consideración de los aspectos psicológicos y sociales.

Con el liderazgo del Instituto Nacional de Cancerología y
el apoyo político de la Organización Mundial de la Salud a
finales de los ochenta, se desarrollaron cursos de cuidados
paliativos que interesaron a personas e instituciones en el
tema.

En julio de 1990 se firmó la declaración mexicana de ali-
vio del dolor en cáncer, con lo cual se adopta como políti-
ca oficial y se reconoce su importancia como tema de sa-
lud pública. Se desarrollaron iniciativas aisladas en
diferentes regiones del país, quedando establecida en 1992
la Unidad de Cuidados Paliativos del Hospital Civil de
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Guadalajara, y en 1995, el Instituto Nacional de Cancero-
logía designa la Unidad de Cuidados Paliativos y Clínica
del Dolor como área orgánicamente dependiente de la di-
visión de cirugía. 

Posteriormente se desarrollaron más programas y el inter-
nes en el tema se incrementó. La Asociación Mexicana pa-
ra el Estudio y Tratamiento del Dolor, realiza trabajo de
consenso para contar con indicadores epidemiológicos que
permiten conocer la realidad del país y realizar una ade-
cuada planeación y concertación ante las autoridades sani-
tarias. 

Los médicos conocedores y dedicados a la medicina palia-
tiva en nuestro país son pocos y la enseñanza profesional
de la medicina no ha integrado este tema como es debido. 

El control integral del dolor y la promoción de la mejora en
la calidad de vida del enfermo en situación terminal, debe
ser considerado como un derecho fundamental de las per-
sonas y una prioridad para nuestro Gobierno, quien deberá
adaptar gradualmente su estructura, organización y recur-
sos al desarrollo de programas y servicios de cuidados pa-
liativos.

Tenemos iniciativas interesantes en algunas regiones del
país, destacando el programa universitario de la Universi-
dad Autónoma de Guadalajara que aporta un modelo don-
de desde pregrado se concientiza a los alumnos sobre el
cuidado paliativo y que organiza años con año un exitoso
congreso ínter universitario.

La Secretaría de Salud, emitió una norma técnica para la
organización, funcionamiento e ingeniería sanitaria de los
servicios de terapéutica del dolor por cáncer, donde se es-
tablecen las normas para una atención que no incluye todas
las permisas de los cuidados paliativos. Dicha norma se en-
cuentra actualmente en una nueva revisión. 

Donde se propone garantizar los derechos de los enfermos
en situación terminal privilegiando, en la medida de lo po-
sible, los cuidados paliativos, para ello es necesario deter-
minar con claridad la diferencia entre establecer los proce-
dimientos para garantizar una muerte natural en
condiciones dignas de un enfermo en situación terminal y
la aplicación de métodos que acorten la vida del mismo.

En este sentido establecer un indicador de cobertura de en-
fermos terminales en México es complicado, dado que no
se cuenta con un sistema de salud único. La atención mé-

dica de los mexicanos es proveída por diferentes institu-
ciones de salud, dependiendo del empleo del jefe de fami-
lia.

El gobierno de cada Estado miembro de la OMS tiene la
responsabilidad de establecer una política y un programa, a
nivel nacional, para el alivio del dolor y cuidados paliati-
vos. Esta política debe incorporar medidas como:

• Asegurar que el programa de asistencia paliativa se in-
corpore en el sistema de salud existente. 

• Cerciorarse que los trabajadores de la salud sean ade-
cuadamente capacitados en el alivio del dolor y cuida-
dos paliativos. 

• Certificar que los hospitales puedan ofrecer el respal-
do apropiado de especialistas y apoyos para los cuida-
dos en el hogar. 

• Garantizar la disponibilidad de analgésicos opioides,
no opioides y coadyuvantes, en particular, la morfina. 

Con esta iniciativa en nuestro país, se establecen las formas
y las normas de las cuales es lícito evitar los tratamientos
que usen medios desproporcionados, con el fin de evitar el
dolor y sufrimientos evitables en los últimos momentos de
vida del paciente enfermo; y de esta manera, impedir que
el suicidio y la eutanasia sean vistos como una alternativa
o solución.

En el que se pretende expresar que se tiene un compromi-
so con la vida, donde estamos convencidos que siempre
debe prevalecer el derecho a la vida ante cualquier otro de-
recho y ante cualquier circunstancia, frente a la realidad del
sufrimiento y el dolor de muchas personas víctimas de una
enfermedad en situación terminal, con un final natural de
vida digna.

Para que todo esto pueda suceder se necesita modificar el
sistema de salud en nuestro país, ya que carece de áreas de
tanatología, es decir, de especialistas que ayuden a las per-
sonas para que sepan orientar y mitigar el dolor, tanto de
los pacientes terminales, como de sus familiares, para que
los ayuden a prepararse para morir en paz y tranquilidad.

Lo que se pretende con estas modificaciones, es que quede
debidamente establecido que las instituciones de salud pú-
blicas y privadas tendrán la obligación de ofrecer servicios
de calidad y centros especializados en cuidados paliativos,



para que se evite el dolor evitable y se dignifique el fin na-
tural de vida y así se haga menos difícil la agonía, donde
los enfermos tendrán el derecho a que se les brinden los
cuidados paliativos en su domicilio particular con orienta-
ción, asesoría y una atención especifica de su padecimien-
to, procurando con ello que se logre controlar el dolor y
afrontar el sufrimiento no sólo del enfermo en situación
terminal.

En el tenor de la iniciativa encontramos a los cuidados pa-
liativos como las acciones de:

• Aliviar los síntomas de la enfermedad en etapa termi-
nal e integran en las prioridades de atención, los aspec-
tos psicológicos y espirituales de los enfermos.

• Afirmar la vida, manteniendo la calidad de la misma,
mirando a la muerte como un proceso esperable dentro
de aquella. 

• Las metas de medicina paliativa no retrasan ni adelan-
tan la muerte.

• Preparar y concienciar al núcleo familiar de lo que se
debe de hacer inteligente y preparadamente con el cui-
dado integral del enfermo.

La cobertura en la atención a la salud de la población ge-
neral debe incluir a los enfermos en situación terminal y las
medidas correspondientes para lograr esto consisten, fun-
damentalmente en adecuar dichos servicios para su aten-
ción.

Loa resultados más satisfactorios, pueden obtenerse de la
combinación de diversas medidas, como se haría con los
recursos específicos y las de adaptación a los recursos con-
vencionales o bien, asociar la formación de los profesiona-
les (médicos, enfermeras, psicólogos y trabajadores socia-
les) con la ayuda de equipo de soporte domiciliario.

En la iniciativa que crea un Titulo Octavo Bis (“De los Cui-
dados Paliativos a los Enfermos en Situación Terminal”),
se destaca la creación de un régimen simétrico de derechos
y obligaciones entre prestadores y usuarios de los servicios
de salud de cuidados paliativos y manejo del dolor. Entre
los que destacan; el derecho del paciente a pedir la suspen-
sión voluntaria del tratamiento curativo y dar inicio al tra-
tamiento o cuidados paliativos adecuados a su enfermedad,
necesidades y calidad de vida.

La anterior figura, es decir, la suspensión voluntaria del
tratamiento curativo, implica cancelar todo tratamiento que
pretenda prolongar inútilmente la vida del enfermo y que
se conoce como ensañamiento terapéutico. De éste modo,
el enfermo opta por recibir un tratamiento para disminuir el
dolor y dar lugar al bienestar del enfermo, dejando que el
padecimiento evolucione naturalmente.

Es de suma importancia, aclarar que la decisión del enfer-
mo constará en un documento con características predeter-
minadas por disposiciones oficiales que hagan expresa la
voluntad del paciente, mismo que puede ser elaborado en
cualquier momento. Atendiendo a la autonomía de la vo-
luntad del paciente, El paciente, éste puede revocar el cita-
do documento en cualquier momento.

Lo anterior implica que el paciente puede decidir libre-
mente el tipo de tratamiento a que desee someterse.

En conclusión esta iniciativa pretende resaltar el derecho a
los cuidados paliativos y manejo del dolor por ser éstas las
intervenciones que procuran un trato digno a los pacientes
en situación Terminal. Del mismo modo toda acción médi-
ca y sanitaria deberá contar con el consentimiento del pa-
ciente o de su representante, esto implica derechos y obli-
gaciones para prestadores y usuarios en apego a lo que
señala la propia ley.

Por lo anteriormente expuesto y fundamentado, sometemos
a la consideración de esta honorable asamblea el presente
proyecto de

Decreto por el que se reforma y adiciona la Ley Gene-
ral de Salud, en materia de cuidados paliativos.

Primero. Se reforma la fracción I del inciso B del artí-
culo 13, la fracción III del artículo 27; la fracción I del
artículo 58; el artículo 59, la fracción III del artículo
112, y el artículo 421 Bis; se adiciona la fracción XXX
al artículo 3o., y la fracción IV al artículo 33, todos de
la Ley General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 3o. …

XXX. El tratamiento integral del dolor, y

Artículo 13. La competencia entre la federación y las enti-
dades federativas en materia de salubridad general quedará
distribuida conforme a lo siguiente:
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A.

I. a X. …

B. Corresponde a los gobiernos de las entidades federati-
vas, en materia de salubridad general, como autoridades lo-
cales y dentro de sus respectivas jurisdicciones territoria-
les:

I. Organizar, operar, supervisar y evaluar la prestación
de los servicios de salubridad general a que se refieren
las fracciones II, IV, V, VI, VII, VIII, IX, X, XI, XII,
XIII, XIV, XV, XVI, XVII, XVIII, XIX, XX, XXI Y
XXII y XXX del artículo 3o., de esta ley, de conformi-
dad con las disposiciones aplicables;

Artículo 27. ...

I. y II. ...

III. La atención médica integral, que comprende activi-
dades preventivas, curativas, paliativas y de rehabilita-
ción, incluyendo la atención de urgencias;

IV. a X. ...

Artículo 33. Las actividades de atención médica son:

I. a III. ...

IV. Paliativas, que incluyen el cuidado integral para
preservar la calidad de vida del paciente, a través de
la prevención, tratamiento y control del dolor, y
otros síntomas físicos y emocionales por parte de un
equipo profesional multidisciplinario.

Artículo 58. La comunidad podrá participar en los servi-
cios de salud de los sectores público, social y privado a tra-
vés de las siguientes acciones:

l. Promoción de hábitos de conducta que contribuyan a
proteger la salud o a solucionar problemas de salud, e in-
tervención en programas de promoción y mejoramiento de
la salud y de prevención de enfermedades y accidentes, así
como acciones de respeto a la dignidad de la persona;

II. a VII. ...

Articulo 59. Las dependencias y entidades del sector salud
y los gobiernos de las entidades federativas, promoverán y

apoyarán la constitución de grupos, asociaciones y demás
instituciones que tengan por objeto participar organizada-
mente en los programas de promoción y mejoramiento de
la salud individual o colectiva, así como en los de preven-
ción de enfermedades y accidentes, y de prevención de in-
validez y de rehabilitación de inválidos, así como en los
cuidados paliativos.

Artículo 112. La educación para la salud tiene por objeto:

I. y II. …

III. Orientar y capacitar a la población preferentemente
en materia de nutrición, salud mental, salud bucal, edu-
cación sexual, planificación familiar, cuidados paliati-
vos, riesgos de automedicación, prevención de fármaco-
dependencia, salud ocupacional, salud visual, salud
auditiva, uso adecuado de los servicios de salud, pre-
vención de accidentes, prevención y rehabilitación de la
invalidez y detección oportuna de enfermedades.

Artículo 421 Bis. Se sancionará con multa equivalente de
doce mil hasta dieciséis mil veces el salario mínimo gene-
ral diario vigente en la zona económica de que se trate, la
violación de las disposiciones contenidas en los artículos,
100, 122, 126, 146, 166 Bis 20, 166 Bis 21, 205, 235, 254,
264, 281, 289, 293, 298, 325, 327 y 333 de esta ley.

Segundo. Se crea un Título Octavo Bis, denominado
“De los Cuidados Paliativos a los Enfermos en situación
Terminal”.

Título Octavo Bis
De los cuidados paliativos 

a los enfermos en situación terminal

Capítulo I
Disposiciones Comunes

Artículo 166 Bis. El presente título tiene por objeto:

I. Salvaguardar la dignidad de los enfermos en situación
terminal, para garantizar una vida de calidad a través de
los cuidados y atenciones médicas, necesarios para ello;

II. Garantizar una muerte natural en condiciones dignas
a los enfermos en situación terminal;

III. Establecer y garantizar los derechos del enfermo en
situación terminal en relación con su tratamiento; 



IV. Dar a conocer los límites entre el tratamiento curati-
vo y el paliativo;

V. Determinar los medios proporcionados y despropor-
cionados en los tratamientos; y

VI. Establecer los límites entre la defensa de la vida del
enfermo en situación terminal y el ensañamiento tera-
péutico.

Artículo 166 Bis 1. Para los efectos de este Título, se en-
tenderá por:

I. Enfermedad en estado terminal: Todo padecimiento
reconocido, irreversible, progresivo e incurable que se
encuentra en estado avanzado y cuyo pronóstico de vi-
da para el paciente sea menor a 6 meses.

II. Cuidados básicos: La higiene, alimentación e hidra-
tación, y en su caso el manejo de la vía aérea permeable;

III. Cuidados paliativos: Es el cuidado activo y total de
aquéllas enfermedades que no responden a tratamiento
curativo. El control del dolor, y de otros síntomas, así
como la atención de aspectos psicológicos, sociales y
espirituales. 

IV. Enfermo en situación terminal: Es la persona que
tiene una enfermedad incurable e irreversible y que tie-
ne un pronóstico de vida inferior a seis meses; 

V. Ensañamiento terapéutico: La adopción de medidas
desproporcionadas o inútiles con el objeto de alargar la
vida en situación de agonía; 

VI. Medios desproporcionados: Los que constituyen
una carga demasiado grave para el enfermo y cuyo per-
juicio es mayor que los beneficios; en cuyo caso, se po-
drán valorar estos medios en comparación al tipo de te-
rapia, el grado de dificultad y de riesgo que comporta,
los gastos necesarios y las posibilidades de aplicación
respecto del resultado que se puede esperar de todo ello; 

VII. Medios proporcionados: Los que son útiles para
conservar la vida del enfermo en situación terminal o
para curarlo y que no constituyen, para él una carga gra-
ve o desproporcionada a los beneficios que se pueden
obtener; 

VIII. Muerte natural: El proceso de fallecimiento natu-
ral de un enfermo en situación terminal, contando con
asistencia física, psicológica y en su caso, espiritual; y

IX. Tratamiento del dolor: Todas aquellas medidas pro-
porcionadas por profesionales de la salud, orientadas a
reducir los sufrimientos físico y emocional producto de
una enfermedad terminal, destinadas a mejorar la cali-
dad de vida.

Artículo 166 Bis 2. Corresponde al Sistema Nacional de
Salud garantizar el pleno, libre e informado ejercicio de los
derechos que señalan esta ley y demás ordenamientos apli-
cables, a los enfermos en situación terminal.

Capítulo II
De los Derechos de los 

Enfermos en Situación Terminal

Artículo 166 Bis 3. Los pacientes enfermos en situación
terminal tienen los siguientes derechos:

I. Recibir atención médica integral;

II. Ingresar a las instituciones de salud cuando requiera
atención médica;

III. Dejar voluntariamente la institución de salud en que
esté hospitalizado, de conformidad a las disposiciones
aplicables.

IV. Recibir un trato digno, respetuoso y profesional pro-
curando preservar su calidad de vida. 

V. Recibir información clara, oportuna y suficiente so-
bre las condiciones y efectos de su enfermedad y los ti-
pos de tratamientos por los cuales puede optar según la
enfermedad que padezca;

VI. Dar su consentimiento informado por escrito para la
aplicación o no de tratamientos, medicamentos y cuida-
dos paliativos adecuados a su enfermedad, necesidades
y calidad de vida; 

VII. Solicitar al medico que le administre medicamen-
tos que mitiguen el dolor.

VIII. Renunciar, abandonar o negarse en cualquier mo-
mento a recibir o continuar el tratamiento que conside-
re desproporcionado o innecesario;

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Receso, 23 de enero de 2008187



Año II, Primer Receso, 23 de enero de 2008 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados188

IX. Optar por recibir los cuidados paliativos en un do-
micilio particular;

X. Designar, a algún familiar, representante legal o a
una persona de su confianza, para el caso de que, con el
avance de la enfermedad, esté impedido a expresar su
voluntad, lo haga en su representación; 

XI. A recibir los servicios espirituales, cuando lo solici-
te él, su familia, representante legal o persona de su con-
fianza; y

XII. Los demás que las leyes señalen. 

Artículo 166 Bis 4. Toda persona mayor de edad, en pleno
uso de sus facultades mentales, puede, en cualquier mo-
mento e independientemente de su estado de salud, expre-
sar su voluntad por escrito, de recibir o no cualquier trata-
miento, en caso de que llegase a padecer una enfermedad y
estar en situación terminal y no le sea posible manifestar
dicha voluntad. Dicho documento podrá ser revocado en
cualquier momento.

Para que sea válida la disposición de voluntad referida en
el párrafo anterior, deberá apegarse a lo dispuesto en la pre-
sente Ley y demás disposiciones aplicables.

Artículo 166 Bis 5. El paciente en situación terminal, ma-
yor de edad y en pleno uso de sus facultades mentales, tie-
ne derecho a la suspensión voluntaria del tratamiento cura-
tivo y como consecuencia al inicio de tratamiento
estrictamente paliativo en la forma y términos previstos en
esta ley.

Artículo 166 Bis 6. La suspensión voluntaria del trata-
miento curativo supone la cancelación de todo medica-
mento que busque contrarrestar la enfermedad terminal del
paciente y el inicio de tratamientos enfocados de manera
exclusiva a la disminución del dolor o malestar del pacien-
te.

En este caso, el médico tratante interrumpe, suspende o no
inicia el tratamiento, la administración de medicamentos,
el uso de instrumentos o cualquier procedimiento que con-
tribuya a la prolongación de la vida del paciente en situa-
ción terminal dejando que su padecimiento evolucione na-
turalmente.

Artículo 166 Bis 7. El paciente en situación terminal que
esté recibiendo los cuidados paliativos, podrá solicitar re-

cibir nuevamente el tratamiento curativo, ratificando su de-
cisión por escrito ante el personal médico correspondiente.

Artículo 166 Bis 8. Si el enfermo en situación terminal es
menor de edad, o se encuentra incapacitado para expresar
su voluntad, las decisiones derivadas de los derechos seña-
lados en este titulo, serán asumidos por los padres o el tu-
tor y a falta de estos por su representante legal, persona de
su confianza mayor de edad o juez de conformidad con las
disposiciones aplicables.

Artículo 166 Bis 9. Los cuidados paliativos se proporcio-
narán desde el momento en que se diagnostica el estado
terminal de la enfermedad. 

Artículo 166 Bis 10. Los familiares del enfermo en situa-
ción terminal tienen la obligación de respetar la decisión
que de manera voluntaria tome el enfermo en los términos
de este titulo.

Artículo 166 Bis 11. En casos de urgencia médica, y que
exista incapacidad del enfermo en situación terminal para
expresar su consentimiento, y en ausencia de familiares, re-
presentante legal, tutor o persona de confianza, la decisión
de aplicar un procedimiento médico quirúrgico o trata-
miento necesario, será tomada por el médico tratante.

Artículo 166 Bis 12. Todos los documentos a que se refie-
re este titulo se regirán de acuerdo a lo que se establezca en
el reglamento y demás disposiciones aplicables.

Capítulo III
De las Facultades y Obligaciones 

de las Instituciones de Salud

Artículo 166 Bis 13. Las Instituciones del Sistema Na-
cional de Salud:

I. Ofrecerán el servicio para la atención debida a los en-
fermos en situación terminal;

II. Proporcionarán los servicios de orientación, asesoría
y seguimiento al enfermo en situación terminal y o sus
familiares o persona de confianza en el caso de que los
cuidados paliativos se realicen en el domicilio particu-
lar;

III. De igual manera, en el caso de que los cuidados pa-
liativos se realicen en el domicilio particular, la secreta-
ría pondrá en operación una línea telefónica de acceso



gratuito para que se le oriente, asesore y de seguimien-
to al enfermo en situación terminal o a sus familiares o
persona de su confianza;

IV. Proporcionarán los cuidados paliativos correspon-
dientes al tipo y grado de enfermedad, desde el momen-
to del diagnóstico de la enfermedad terminal hasta el úl-
timo momento; 

V. Fomentarán la creación de áreas especializadas que
presten atención a los enfermos en situación terminal; y

VI. Garantizarán la capacitación y actualización perma-
nente de los recursos humanos para la salud, en materia
de cuidados paliativos y atención a enfermos en situa-
ción terminal. 

Capítulo IV
De los Derechos, Facultades y Obligaciones 

de los Médicos y Personal Sanitario

Artículo 166 Bis 14. Los médicos tratantes y el equipo sa-
nitario que preste los cuidados paliativos, para el mejor
desempeño de sus servicios, deberán estar debidamente ca-
pacitados humana y técnicamente, por instituciones autori-
zadas para ello.

Artículo 166 Bis 15. Los médicos tratantes y personal sa-
nitario tendrán el derecho de ejercer la objeción de con-
ciencia.

En este caso la institución de salud presentará, al enfermo
o a su familia o persona de su confianza, otras opciones de
médicos que no presenten objeción de conciencia al caso.

Artículo 166 Bis 16. Los médicos tratantes, tendrán las si-
guientes obligaciones:

I. Proporcionar toda la información que el paciente re-
quiera, así como la que el médico considere necesaria
para que el enfermo en situación terminal pueda tomar
una decisión libre e informada sobre su atención, trata-
miento y cuidados; 

II. Pedir el consentimiento informado del enfermo en si-
tuación terminal, por escrito, para los tratamientos o
medidas a tomar respecto de la enfermedad terminal; 

III. Informar oportunamente al enfermo en situación ter-
minal, cuando el tratamiento curativo no dé resultados;

IV. Informar al enfermo en situación terminal, sobre las
opciones que existan de cuidados paliativos; 

V. Respetar la decisión del enfermo en situación termi-
nal en cuanto al tratamiento curativo y cuidados paliati-
vos, una vez que se le haya explicado en términos sen-
cillos las consecuencias de su decisión;

VI. Garantizar que se brinden los cuidados básicos o tra-
tamiento al paciente en todo momento; 

VII. Procurar las medidas mínimas necesaria para pre-
servar la calidad de vida de los enfermos en situación
terminal;

VIII. Respetar y aplicar todas y cada una de las medidas
y procedimientos para los casos que señala esta ley;

IX. Hacer saber al enfermo, de inmediato y antes de su
aplicación, si el tratamiento a seguir para aliviar el do-
lor y los síntomas de su enfermedad tenga como posi-
bles efectos secundarios disminuir el tiempo de vida;

X. Solicitar una segunda opinión a otro médico especia-
lista, cuando su diagnóstico sea una enfermedad termi-
nal; y 

XI. Las demás que le señalen esta y otras leyes.

Artículo 166 Bis 17. Los médicos tratantes podrán sumi-
nistrar fármacos paliativos a un enfermo en situación ter-
minal, aún cuando con ello se pierda estado de alerta o se
acorte la vida del paciente, siempre y cuando se suminis-
tren dichos fármacos paliativos con el objeto de aliviar el
dolor del paciente.

Podrán hacer uso, de ser necesario de acuerdo con lo esti-
pulado en la presente Ley de analgésicos del grupo de los
opioides. En estos casos será necesario el consentimiento
del enfermo. 

En ningún caso se suministrarán tales fármacos con la fi-
nalidad de acortar o terminar la vida del paciente, en tal ca-
so se estará sujeto a las disposiciones penales aplicables.

Articulo 166 Bis 18. Los médicos tratantes, en ningún ca-
so y por ningún motivo implementaran medios despropor-
cionados al enfermo en situación terminal, sin su consenti-
miento.
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Artículo 166 Bis 19. Para garantizar una vida de calidad y
el respeto a la dignidad del enfermo en situación terminal,
el personal médico no deberá aplicar tratamientos o medi-
das consideradas ensañamiento terapéutico ni medios des-
proporcionados.

Artículo 166 Bis 20. El personal médico que deje de pro-
porcionar los cuidados básicos a los enfermos en situación
terminal, serán sancionados conforme lo establecido por
las leyes aplicables.

Artículo 166 Bis 21. El personal médico que, por decisión
propia, deje de proporcionar cualquier tratamiento o cuida-
do sin el consentimiento del enfermo en situación terminal,
o en caso que esté impedido para expresar su voluntad, el
de su familia o persona de confianza, serán sancionados
conforme lo establecido por las leyes aplicables.

Artículo 166 Bis 22. Queda prohibida, la práctica de la eu-
tanasia, entendida como homicidio por piedad así como el
suicidio asistido conforme lo señala el Código Penal Fede-
ral, bajo el amparo de esta ley. En tal caso se estará a lo que
señalan las disposiciones penales aplicables. 

Artículos Transitorios

Primero. La Secretaría de Salud deberá emitir los regla-
mentos y Normas Oficiales Mexicanas que sean necesarios
para garantizar el ejercicio de los derechos que concede es-
te título.

Segundo. La Secretaría de Salud tendrá 180 días naturales
para expedir el reglamento respectivo de este título.

Tercero. La presente ley entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Diputados: Ector Jaime Ramírez Barba (rúbrica), Jorge Quintero Be-
llo, Samuel Aguilar Solís. Senadores: María Teresa Ortuño Gurza,
Blanca Judith Díaz Delgado, Lázaro Mazón Alonso, Federico Döring
Casar, Ernesto Saro Boardman, Guillermo Enrique Tamborrel Suárez.»

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Mu-
chas gracias, diputado Jaime Ramírez Barba. Insértese ín-
tegro en el Diario de los Debates y en la Gaceta Parlamen-
taria, y túrnese a la Comisión de Salud de la Cámara de
Senadores.

LEY AGRARIA

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Tiene
la palabra la diputada Lizbeth Evelia Medina Rodríguez,
del Grupo Parlamentario de Acción Nacional, para presen-
tar iniciativa que adiciona un párrafo al artículo 97 de la
Ley Agraria.

La diputada Lizbeth Evelia Medina Rodríguez: Muchas
gracias, ciudadana Presidenta.

Compañeros legisladores, el campo mexicano debería ser
aprovechado tanto en sus recursos económicos, como hu-
manos e institucionales, para poder impulsar la producción
ya sea de autoconsumo o de excedentes. Por ello resulta
necesario que el Fideicomiso del Fondo Nacional de Fo-
mento Ejidal (Fifonafe) se erija en una institución que
apuntale al desarrollo agrario.

Actualmente, conforme lo disponen los artículos 94 y 97
de la Ley Agraria, el Fifonafe solamente tiene encomenda-
das dos funciones, a saber: servir de conducto preferente
para el pago de indemnizaciones derivadas de las expro-
piaciones de tierras ejidales y comunales, y como titular de
la acción de reversión de tierras expropiadas. Calidad ésta
última acotada por diversas disposiciones reglamentarias y
criterios jurisprudenciales.

El desarrollo de la primera función mencionada ha traído
un nivel creciente de certidumbre en el pago de las indem-
nizaciones, pues ha garantizado que éstas sean entregadas
a los legítimos titulares del derecho evitando problemas
institucionales severos. Asimismo, coadyuva en la formu-
lación de requerimientos de pago indemnizatorio.

Por otra parte, la acción de reversión de tierras, que se pro-
mueve ante los tribunales agrarios, ha servido parcialmente
como acicate para que las promoventes de expropiaciones
no dejen ociosas las tierras y las destinen precisamente a la
causa de utilidad pública para la cual fueron dispuestas.

En respeto del tiempo que tenemos, quisiera solicitarle,
ciudadana Presidenta, que se inserte en el Diario de los De-
bates íntegra la iniciativa, ya que está publicada en la Ga-
ceta Parlamentaria, y solamente me referiré a algunos pun-
tos muy importantes.

El Fideicomiso del Fondo Nacional de Fomento Ejidal reci-
bió una doble calidad, erigiéndose, por disposición expresa
de la Ley Federal de Reforma Agraria, también en organis-
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mo público descentralizado como entidad con personalidad
jurídica y patrimonio propios.

Durante casi 20 años con este carácter dual, dicha institu-
ción tuvo una participación importante como instrumento
de desarrollo. Sin embargo, esta función no estuvo exenta
de malos manejos. Así, tras su liquidación como organismo
con personalidad y patrimonio propios, organismo público
descentralizado, siguió funcionando como un fideicomiso
público administrando los fondos comunes ejidales.

También durante varios años este fideicomiso operó exito-
samente en el Programa Mundial de Alimentos en México,
desarrollando un papel muy importante en la atención de
necesidades básicas de gran número de mexicanos.

Con relación a la reforma de la legislación agraria de 1992,
podemos señalar que la Ley Agraria ignoró la existencia de
los fondos comunes como parte fundamental del patrimo-
nio de ejidos y comunidades, pues dicho ordenamiento so-
lamente se limitó a señalar como opcional su depósito an-
te el Fideicomiso del Fondo Nacional de Fomento Ejidal en
aquellos casos en que correspondieran pagos indemnizato-
rios.

Cabe señalar que en muchos casos en que se ha optado por
el depósito de indemnizaciones derivadas de expropiacio-
nes en instituciones bancarias se han generado controver-
sias por la titularidad de derechos, siendo que la naturale-
za, conocimiento e invocación de esa institución del sector
agrario en aquellos casos en los que interviene han genera-
do muy bajos niveles de controversia entre ejidatarios y co-
muneros, y han llegado a los tribunales agrarios en aque-
llos casos que han sido necesarios elementos para hacer
prevalecer los derechos de legítimos ejidatarios y comune-
ros.

Es de suma importancia señalar que el Fideicomiso del
Fondo Nacional de Fomento Ejidal ha logrado subsistir y
operar durante varios sexenios sin la aplicación de recursos
fiscales, sino solamente con recursos generados con la ad-
ministración de su patrimonio propio, brindando certidum-
bre al campo mexicano. Sin embargo, no se ha sabido apro-
vechar su potencial como instrumento para hacer llegar a
ejidos y comunidades apoyos directos e implementar me-
canismos de desarrollo.

Por lo expuesto, a fin de propiciar el cabal aprovechamien-
to de esa institución y su estructura, generando el estable-
cimiento de vías para allegar recursos al campo como par-

te de una estrategia integral derivada de una política de Es-
tado que reconoce la necesidad de atender al campo como
ámbito de la soberanía alimentaria de nuestra nación, se
propone establecer en la Ley Agraria la calidad del Fifona-
fe como instrumento de la aplicación de políticas públicas
de fomento y canalización de recursos de inversión y cre-
diticios, a favor de ejidos y comunidades del país.

Esa disposición podría ser complementada con el señala-
miento de que el Fifonafe podría ser el conducto para el es-
tablecimiento de acciones y programas públicos encamina-
dos a la atención de las problemáticas generadas por los
fenómenos de minifundio, envejecimiento de la población
rural y feminización de la fuerza productiva en el campo.
Asimismo, es necesario establecer que el Fifonafe podrá
operar los programas de fomento que al efecto establezca
el Presupuesto de Egresos de la Federación.

Como podrá apreciarse, no se trata de crear nuevas estruc-
turas para atender viejos problemas, sino de aprovechar las
instituciones ya existentes al máximo en beneficio de nues-
tro pueblo, mediante su actualización y fortalecimiento.

La iniciativa que propongo, con proyecto de decreto, sería
adicionar al artículo 97 de la Ley Agraria un párrafo, que-
dando de la siguiente manera:

Artículo único. Se adiciona un párrafo al artículo 97 de la
Ley Agraria, para quedar como sigue:

Artículo 97: El Fideicomiso del Fondo Nacional de Fo-
mento Ejidal también servirá de instrumento para la apli-
cación de políticas públicas de fomento y canalización de
recursos de inversión y crediticios a favor de ejidos y co-
munidades del país, tanto en apoyo de las actividades pro-
ductivas como del bienestar de su población, conforme a
las directrices establecidas en los artículos 4o., 5o., y 6o. de
la presente ley, ejecutando los programas de fomento que
al efecto establezca el Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración, que establecerá recursos para garantizar su funcio-
namiento en apoyo a dichas funciones.

El citado fideicomiso cuidará que en el manejo y aplica-
ción de recursos destinados a estos fines se cumpla con los
principios de publicidad y transparencia previstos por la
ley.

Transitorio. Único. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. Es cuanto, señora Presidenta, muchas gracias.
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«Iniciativa que adiciona un párrafo al artículo 97 de la Ley
Agraria, a cargo de la diputada Lizbeth Evelia Medina Ro-
dríguez, del Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, Lizbeth Evelia Medina Rodríguez, diputa-
da federal integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional en la LX Legislatura de la Cámara de Di-
putados del Congreso de la Unión, en ejercicio de la facul-
tad que le confiere el artículo 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
conforme lo establecen los artículos 55, fracción II, 56, 62
y demás relativos del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se
permite someter a consideración de esta soberanía iniciati-
va con proyecto de decreto por la cual se adiciona un pá-
rrafo al artículo 97 de la Ley Agraria, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

El campo mexicano debería ser aprovechado en sus recur-
sos económicos, humanos e institucionales para poder im-
pulsar la producción, ya sea de autoconsumo o de exce-
dentes. Por ello resulta necesario que el Fideicomiso Fondo
Nacional de Fomento Ejidal (Fifonafe) se erija en una ins-
titución que apuntale al desarrollo agrario.

Actualmente, conforme lo disponen los artículos 94 y 97
de la Ley Agraria, el Fifonafe solamente tiene encomenda-
das dos funciones: servir de conducto preferente para el pa-
go de indemnizaciones derivadas de las expropiaciones de
tierras ejidales y comunales, y como titular de la acción de
reversión de tierras expropiadas, calidad esta última acota-
da por diversas disposiciones reglamentarias y criterios ju-
risprudenciales.

El desarrollo de la primera función mencionada ha traído
un nivel creciente de certidumbre en el pago de las indem-
nizaciones, pues ha garantizado que éstas sean entregadas
a los legítimos titulares del derecho evitando problemas
institucionales severos. Asimismo, coadyuva en la formu-
lación de requerimientos de pago indemnizatorio.

Por otra parte, la acción de reversión de tierras, que se pro-
mueve ante los tribunales agrarios, ha servido parcialmen-
te como acicate para que las promoventes de expropiacio-
nes no dejen ociosas las tierras y las destinen precisamente
a la causa de utilidad pública para la cual fueron dispues-
tas.

El Fifoanfe nació en 1959, mediante su señalamiento en el
Reglamento para la Planeación, Control y Vigilancia de las
Inversiones de los Fondos Comunes Ejidales, publicado en
el Diario Oficial de la Federación de fecha 23 de abril de
1959 (con su fe de erratas publicada en dicho diario el 22
de agosto del mismo año).

Lo anterior propició que dicha institución surgiera a la vi-
da jurídica mediante la celebración de un contrato consti-
tutivo de fideicomiso en Nacional Financiera, el cual se ri-
ge por las disposiciones legales aplicables y por su contrato
constitutivo de fideicomiso y sus correspondientes conve-
nios modificatorios.

Posteriormente, dicha institución recibió una doble cali-
dad, erigiéndose por disposición expresa de la Ley Federal
de Reforma Agraria también en organismo público descen-
tralizado, como entidad con personalidad jurídica y patri-
monio propios.

Durante casi 20 años, con este carácter dual, dicha institu-
ción tuvo una participación importante como instrumento
de desarrollo. Sin embargo, esta función no estuvo exenta
de malos manejos. Así, tras su liquidación como organismo
con personalidad y patrimonio propios (organismo público
descentralizado), siguió funcionando como un fideicomiso
público, administrando los fondos comunes ejidales. Tam-
bién durante varios años, este fideicomiso operó exitosa-
mente, por cierto, el Programa Mundial de Alimentos en
México, desarrollando un papel muy importante en la aten-
ción de necesidades básicas de gran número de mexicanos.

Con relación a la reforma de la legislación agraria de 1992,
podemos señalar que la Ley Agraria ignoró la existencia de
los fondos comunes como parte fundamental del patrimo-
nio de ejidos y comunidades, pues dicho ordenamiento se
limitó a señalar como opcional su depósito ante el Fideico-
miso Fondo Nacional de Fomento Ejidal en los casos en
que correspondieran a pagos indemnizatorios.

En muchos casos en que se ha optado por el depósito de in-
demnizaciones derivadas de expropiaciones en institucio-
nes bancarias se han generado controversias por la titulari-
dad de derechos, siendo que la naturaleza, conocimiento y
vocación de esta institución del sector agrario, en los casos
en que interviene ha generado muy bajos niveles de con-
troversia entre ejidatarios y comuneros y ha allegado a los
tribunales agrarios, cuando ha sido necesario, de elementos
para hacer prevalecer los derechos de legítimos ejidatarios
y comuneros.

Año II, Primer Receso, 23 de enero de 2008 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados192



Actualmente, como parte de la administración pública pa-
raestatal, el Fideicomiso Fondo Nacional de Fomento Eji-
dal tiene una estructura a escala nacional con un amplio co-
nocimiento de la problemática y de la legislación agraria,
con excelente penetración en ejidos y comunidades, así co-
mo un archivo confiable, pero este potencial se mantiene
subaprovechado y en el abandono.

El Fideicomiso Fondo Nacional de Fomento Ejidal ha lo-
grado subsistir y operar durante varios sexenios sin la apli-
cación de recursos fiscales, sino solamente con recursos
generados con la administración de patrimonio propio,
brindando certidumbre al campo mexicano. Sin embargo,
no se ha sabido aprovechar su potencial como instrumento
para hacer llegar a ejidos y comunidades apoyos directos e
implantar mecanismos de desarrollo.

Por lo expuesto, con el fin de propiciar el cabal aprovecha-
miento de esta institución y su estructura, generando el es-
tablecimiento de vías para allegar recursos al campo como
parte de una estrategia integral, derivada de una política de
Estado que reconoce la necesidad de atender el campo co-
mo ámbito de la soberanía alimentaria de la nación se pro-
pone establecer en la Ley Agraria la calidad del Fifonafe
como instrumento de la aplicación de políticas públicas de
fomento y canalización de recursos de inversión y crediti-
cios en favor de ejidos y comunidades del país.

Esa disposición podría ser complementada con el señala-
miento de que el Fifonafe podrá ser el conducto para el es-
tablecimiento de acciones y programas públicos encamina-
dos a la atención de las problemáticas generadas por los
fenómenos de minifundio, envejecimiento de la población
rural y feminización de la fuerza productiva en el campo.

El Fifonafe podrá operar los programas de fomento que al
efecto establezca el Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción.

La persistencia de dicha institución, pero adicionalmente
su fortalecimiento para poder afrontar los retos inherentes
al desarrollo de acciones de fomento, podrá agilizar sus-
tancialmente el flujo de recursos al campo y su correcta
aplicación, evitando los cuellos de botella en que se han
convertido algunas instancias en la aplicación de recursos.

Evidentemente, esta sola medida no es suficiente, pues de-
be ser complementada con reglas de operación de progra-
mas claras y sencillas, y procedimientos ágiles.

Indiscutiblemente, que el sector agrario cuente con un nue-
vo conducto para la aplicación de recursos y apoyos direc-
tos al campo ampliará las capacidades de la administración
pública para afrontar este reto.

Como podrá apreciarse, no se trata de crear estructuras pa-
ra atender viejos problemas sino de aprovechar al máximo
las instituciones existentes en beneficio de nuestro pueblo,
mediante su actualización y fortalecimiento.

Iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artí-
culo 97 de la Ley Agraria

Artículo Único. Se adiciona un párrafo al artículo 97 de la
Ley Agraria, para quedar como sigue:

Artículo 97. …

El Fideicomiso Fondo Nacional de Fomento Ejidal
también servirá de instrumento para la aplicación de
políticas públicas de fomento y canalización de recursos
de inversión y crediticios a favor de ejidos y comunida-
des del país, tanto en apoyo de las actividades producti-
vas como de bienestar de su población, conforme a las
directrices establecidas en los artículos 4o., 5o. y 6o. de
la presente ley, ejecutando los programas de fomento
que al efecto establezca el Presupuesto de Egresos de la
Federación, que establecerá recursos para garantizar
su funcionamiento en apoyo de dichas funciones. El ci-
tado fideicomiso cuidará que en el manejo y la aplica-
ción de recursos destinados a estos fines se cumplan los
principios de publicidad y transparencia previstos en la
ley.

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de enero de
2008.— Diputada Lizbeth Evelia Medina Rodríguez (rúbrica).»

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Mu-
chas gracias, diputada Lizbeth Evelia Medina Rodríguez.
Insértese íntegro el texto en el Diario de los Debates y túr-
nese a la Comisión de Reforma Agraria de la Cámara
de Diputados.
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PROPOSICIONES

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Com-
pañeros legisladores, la Mesa Directiva, en vista de que te-
nemos una gran cantidad de peticiones de puntos de pro-
posición, tomó la determinación de turnar todos a
comisiones. Daríamos el turno, ya no pasaría nadie a la tri-
buna a exponer ningún punto. Ése fue el acuerdo que tomó
la Mesa en la mañana. Si hubiera algo diferente, en todo
caso sí pediríamos que se sometiera al pleno, toda vez que
ése fue un acuerdo que la Mesa hizo para poder ya dar tur-
no a todas las cosas que teníamos pendientes. No hay
acuerdo.

En lo que se ponen de acuerdo voy a retirar dos proposi-
ciones, las voy a mencionar porque ésas sí se retiran del or-
den del día y no van a aparecer turnadas tampoco.

Es el número seis, con punto de acuerdo por el que se cita
a comparecer a la secretaria de Educación Pública, para
que explique la situación de los maestros comisionados al
Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación. Ése
se retira.

También se retira: con punto de acuerdo por el que se ex-
horta al Gobierno del Distrito Federal a que implante los
mecanismos eficaces de control que eviten que sus funcio-
narios realicen actividades proselitistas y se abstengan de
desviar recursos materiales y humanos con fines electora-
les; a que través de su Secretaría de Seguridad Pública ga-
rantice el respeto del orden constitucional en relación con
el fuero legislativo. También se retira.

Entonces estos dos se retiran del orden del día; no van a
aparecer turnados y no sé si… ¿No hay acuerdo, verdad?

El senador Humberto Andrade Quezada (desde la cu-
rul): No, no hay acuerdo.

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Es que
estamos esperando que los grupos parlamentarios acorda-
ran que pasara uno, uno y uno, pero si no hay acuerdo va-
mos a turnar todo.

El senador Silvano Aureoles Conejo (desde la curul): Sí,
sí hubo, pero ya no…

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Es que
no hay acuerdo. La Mesa Directiva el acuerdo que tiene es
que se turnaba todo. El acuerdo no se pudo concretar por-

que se quería cambiar el orden en que iban presentados los
puntos, por eso se necesitaba acuerdo. Como no se puede
concertar ese acuerdo vamos a tramitar todo para que no
haya ningún conflicto. Sí, diputada.

La diputada Aleida Alavez Ruiz (desde la curul): Lo que
pasa es que se está rectificando el PRD, a pesar de que
enunciamos y además exigimos el respeto a la deliberación
que tengamos de los puntos que vamos a priorizar en el or-
den del día, estamos con los diputados y senadores comen-
tando que si tenían priorizado el punto de la Comisión Bi-
cameral, sea el que se exponga ante la tribuna, porque
creemos que es necesario no agotar este orden del día has-
ta que también estos puntos sean manifestados en tribuna.

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Sí, di-
putada. Nada más que la Mesa Directiva, vuelvo a insistir,
tomó el acuerdo con todos los compañeros que estuvimos
presentes, de que se iban a turnar todos los asuntos. Des-
pués de las iniciativas ya no íbamos a pasar a ningún dipu-
tado, toda vez que son muchísimos los puntos y no nos va
a dar tiempo ni siquiera a hacer la siguiente ronda.

En esos términos se había planteado, toda vez que tenía-
mos la comparecencia de Derechos Humanos, teníamos los
nombramientos. Así se planteó. Pidieron ustedes un acuer-
do de que uno y uno iban a priorizar un tema. No hubo
acuerdo en su momento.

Vamos a continuar. Los asuntos registrados en el orden del
día y que no han sido abordados en esta sesión túrnense a
las comisiones correspondientes de la Cámara de Diputa-
dos y de la Cámara de Senadores. Continúe la Secretaría,
por favor.

ORDEN DEL DIA

El Secretario diputado Manuel Portilla Diéguez: «Co-
misión Permanente.— Primer Receso.— Segundo Año de
Ejercicio.— LX Legislatura.

Orden del día 

Viernes 1o. de febrero de 2008.

Lectura del acta de la sesión anterior.
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Comunicaciones

Informe sobre las actividades realizadas por la Comisión
Permanente.

Intervención de los presidentes de las Comisiones de Tra-
bajo de la Comisión Permanente.

Mensaje de la Presidenta de la Comisión Permanente.

Declaratoria de la terminación formal de los trabajos de la
Comisión Permanente.»

CLAUSURA Y CITATORIO

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado (a las
14:50 horas): Se levanta la sesión y se cita para la próxima,
que tendrá lugar el 1 de febrero a las 10 de la mañana. Les
recuerdo que ese mismo día se instala el periodo ordinario
y sí requerimos puntualidad en esta comisión, por favor.

Muchas gracias a todos, ha sido un placer estar con uste-
des, muchas gracias.

————— O —————
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RESUMEN DE TRABAJOS

• Tiempo de duración: 3 horas 16 minutos.

• Quórum a la apertura de sesión: 25 legisladores.

• Legisladores por grupo parlamentario que participaron durante la sesión: 14
PAN-6, PRD-4, PRI-2, Convergencia-1, PT-1

Se recibió:

• 1 punto de acuerdo.

• 2 oficios del estado de Coahuila.

• 2 oficios del estado de Jalisco.

• 2 oficios del estado de San Luis Potosí.

• 1 oficio de la Procuraduría General del Consumidor.

• 2 oficios de la Secretaría de Educación.

• 1 oficio de la Secretaría de Relaciones Exteriores.

• 1 oficio de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

• 18 oficios de la Secretaría de Gobernación.

• 5 iniciativas el PAN.

• 2 iniciativas del PRI.

• 1 iniciativa del PT.

Dictámenes de primera lectura:

• De la Primera Comisión de Trabajo, con proyecto de decreto que concede permiso al ciudadano Lu-
cas Sánchez Pérez, para prestar servicios en la Embajada de Canadá en México.

• De la Primera Comisión de Trabajo, con proyecto de decreto que concede permiso a los ciudadanos
Israel Eduardo Gil Meza, Mirna Beatriz Márquez Cárdenas, Mónica Maciel López y Salvador Gue-
rra Hernández, para prestar servicios en la Embajada y consulados de los Estados Unidos de Améri-
ca en México; Guadalajara, Jalisco, y Monterrey, Nuevo León, respectivamente.

Dictámenes a discusión:

• De la Primera Comisión de Trabajo, con proyecto de decreto que concede permiso al ciudadano Lu-
cas Sánchez Pérez, para prestar servicios en la Embajada de Canadá en México.
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• De la Primera Comisión de Trabajo, con proyecto de decreto por el que se concede permiso al ciu-
dadano Juan Arturo Brennan Hanson, para prestar y usar la condecoración de la “Orden de León de
Finlandia”, en grado de Caballero de Primera Clase, que le concede el gobierno de la República de
Finlandia.

• De la Primera Comisión de Trabajo, con proyecto de decreto que concede permiso a los ciudadanos
Israel Eduardo Gil Meza, Mirna Beatriz Márquez Cárdenas, Mónica Maciel López y Salvador Gue-
rra Hernández para prestar servicios en la Embajada y Consulados de Estados Unidos de América en
México, Guadalajara, Jalisco, y Monterrey, Nuevo León, respectivamente.

• De la Segunda Comisión de Trabajo, relativo al dictamen con punto de acuerdo por el que se ratifi-
ca el nombramiento expedido a favor del ciudadano Arturo Hernández Basave, embajador extraordi-
nario y plenipotenciario de México en la República Islámica de Pakistán y, en forma concurrente, su-
jeto a la recepción de beneplácito correspondiente ante las Repúblicas de Kirguistán, Uzbekistán y
Tayikistán.

• De la Tercera Comisión de Trabajo, relativo al dictamen con punto de acuerdo relativo a la ratifica-
ción que el presidente de la República hace a favor del ciudadano Dionisio Arturo Pérez Jácome Fris-
cione como secretario de Egresos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

• De la Tercera Comisión de Trabajo, relativo al nombramiento del ciudadano Javier Laynez Potisek,
como procurador fiscal de la Federación.

• De la Segunda Comisión de Trabajo, relativos a la ratificación de grados militares de los ciudada-
nos: Ramiro Ramírez López; Juvenal Mariano García; Miguel Ángel Segura Zavaleta; Álvaro Mi-
randa Martel; Juan José Juárez Ramos; Gabriel Martínez García; Jesús García García; Elfego José
Luján Ruiz; Guadalupe Maza de la Torre; Rubén Zamudio Matías.

• De la Segunda Comisión de Trabajo, con punto de acuerdo con objeto de tratar de cambiar el sen-
timiento xenofóbico que actualmente existe en los Estados Unidos de América en contra de los mi-
grantes mexicanos.

• De la Segunda Comisión de Trabajo, con punto de acuerdo que expresa su más enérgico rechazo a
la utilización de gases lacrimógenos como armas de disuasión por parte de las autoridades fronteri-
zas de Estados Unidos, en la frontera entre San Diego y Tijuana.

• De la Tercera Comisión de Trabajo, con punto de acuerdo para exhortar a la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público a destinar recursos a la modernización de los puestos de revisión carreteros es-
tratégicos.

• De la Tercera Comisión de Trabajo, con puntos de acuerdo relativos a la contaminación y las irre-
gularidades cometidas por Asia Automotores, SA de CV, en la operación de la concesión de un con-
finamiento de residuos sólidos urbanos en Ecatepec de Morelos, México.

• De la Tercera Comisión de Trabajo, con puntos de acuerdo relativos al derrame de hidrocarburos en
la sonda de Campeche y en Río Blanco, Veracruz.

• De la Tercera Comisión de Trabajo, con puntos de acuerdo para exhortar a la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores a exigir a la banca privada y a las entidades financieras de la República la acep-
tación de la matrícula consular como identificación oficial.
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• De la Tercera Comisión de Trabajo, con punto de acuerdo por el que se solicita a la Secretaría de Co-
municaciones y Transportes que informe sobre la situación del tramo ferroviario Oaxaca-Tehuacán.

• De la Tercera Comisión de Trabajo, con punto de acuerdo relativo a la situación que guarda el sistema
hídrico en México.

• De la Tercera Comisión de Trabajo, con puntos de acuerdo relativos al capítulo agropecuario del Trata-
do de Libre Comercio de América del Norte.

• De la Tercera Comisión de Trabajo, con puntos de acuerdo relativos a la protección de los humedales
mexicanos, principalmente los ecosistemas de manglar.

• De la Primera Comisión de Trabajo, con puntos de acuerdo para solicitar al gobierno federal que solu-
cione por la vía pacífica el conflicto laboral en la mina de cobre de Cananea, Sonora.

• De la Primera Comisión de Trabajo, con punto de acuerdo para exhortar a la Presidenta de la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados a garantizar el fuero constitucional del diputado Francisco Sánchez Ra-
mos.

• De la Primera Comisión de Trabajo, con puntos de acuerdo relativos a la solicitud de información sobre
el traslado de los sentenciados Héctor Galindo Gochicoa, Felipe Álvarez Hernández e Ignacio del Valle
Medina a un centro penitenciario del estado de México.

• De la Primera Comisión de Trabajo, con punto de acuerdo para solicitar información de la Fiscalía Es-
pecializada en Delitos Cometidos contra Periodistas.

• De la Primera Comisión de Trabajo, con punto de acuerdo para exhortar a las legislaturas locales a ar-
monizar sus códigos y leyes de instituciones y procedimientos electorales.

• De la Primera Comisión de Trabajo, con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo federal a
publicar los programas sectoriales, especiales, institucionales y regionales en el Diario Oficial de la Fede-
ración.
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• Alavez Ruiz Aleida (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

• Andrade Quezada Humberto (PAN).  . . . . . . . . . . . . .

• Arreola Ortega Pablo Leopoldo (PT).  . . . . . . . . . . . .

• Arreola Ortega Pablo Leopoldo (PT).  . . . . . . . . . . . .

• Arreola Ortega Pablo Leopoldo (PT).  . . . . . . . . . . . .

• Aureoles Conejo Silvano (PRD).  . . . . . . . . . . . . . . .

• Castellón Fonseca Guadalupe Francisco Javier (PRD).

• Castellón Fonseca Guadalupe Francisco Javier (PRD).

• Elías Serrano Alfonso (PRI).  . . . . . . . . . . . . . . . . . .

• Medina Rodríguez Lizbeth Evelia (PAN). . . . . . . . . .

• Mendoza Maldonado Fausto Fluvio (PRD).  . . . . . . .

• Moreno Cárdenas Alejandro (PRI). . . . . . . . . . . . . . .

• Mota Hernández Adolfo (PRI).  . . . . . . . . . . . . . . . . .

• Mota Hernández Adolfo (PRI).  . . . . . . . . . . . . . . . . .

• Orozco Ruiz Velasco Marco Heriberto (PAN).  . . . . .

• Ortega Martínez María del Pilar (PAN).  . . . . . . . . . .

• Ortega Martínez María del Pilar (PAN).  . . . . . . . . . .

• Ortega Martínez María del Pilar (PAN).  . . . . . . . . . .

Estado de Sonora: 134

Guillermina Ávila Camacho: 81

Tratado de Libre Comercio de América
del Norte: 129

Estado de Sonora: 136

Ley de Precios Competitivos: 160

Tratado de Libre Comercio de América
del Norte: 127

Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co: 96

Estado de Sonora: 137

Estado de Sonora: 136

Ley Agraria: 190

Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co: 98

Ley del Impuesto Sobre la Renta: 157

Ley del Servicio Público de Energía
Eléctrica: 174

Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co: 97

Ley Federal de Telecomunicaciones: 178

Estado de Sonora: 135

Condecoraciones: 152

Artículo 113 constitucional: 154

ORADORES QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION
( en orden alfabético )



Año II, Primer Receso, 23 de enero de 2008 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados200

• Pérez Plazola Héctor (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

• Ramírez Barba Ector Jaime (PAN).  . . . . . . . . . . . . .

• Ramírez Barba Ector Jaime (PAN).  . . . . . . . . . . . . .

• Soberanes Fernández José Luis.  . . . . . . . . . . . . . . . .

• Velasco Oliva Jesús Cuauhtémoc (Convergencia).  . .

Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos - Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos - Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos: 169

Programas sectoriales: 151

Ley General de Salud: 181

Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos: 82

Estado de Sonora: 137
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* PROPOSICIONES

«Con punto de acuerdo, por el que la Comisión Perma-
nente exhorta a los titulares del Poder Ejecutivo de los
estados, a las legislaturas estatales, al jefe del Gobierno
del Distrito Federal y a la Asamblea Legislativa a reali-
zar las adecuaciones legales necesarias a fin de aumen-
tar la edad mínima para contraer matrimonio, a cargo
del senador Guillermo Tamborrel Suárez, del Grupo
Parlamentario del PAN

Adriana González Carrillo y Guillermo Tamborrel Suárez,
senadores de la república de la LX Legislatura, integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con
fundamento en lo dispuesto en el artículo 58 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, someten a la consideración
del Pleno de esta soberanía, la siguiente proposición con
punto de acuerdo por el que la Comisión Permanente del
honorable Congreso de la Unión exhorta respetuosamente
a los titulares del Poder Ejecutivo de los estados, a las le-
gislaturas estatales, al jefe del Gobierno del Distrito Fede-
ral y a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a rea-
lizar las adecuaciones legales necesarias para aumentar la
edad mínima para contraer matrimonio, con base en las si-
guientes

Consideraciones

300 millones de niñas y niños están expuestos a la violen-
cia, la explotación y los abusos, incluidas las peores formas
de trabajo infantil y esclavitud en conflictos armados; asi-
mismo, están sometidos a prácticas dañinas como la muti-
lación genital femenina y el matrimonio infantil, señala el
Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia.

Sobre el último punto, resulta inadmisible que en el siglo
XXI persistan prácticas mediante las cuales las niñas son
obligadas a casarse. Situación que las obliga a dejar sus es-
tudios y las priva de la búsqueda de sus sueños materiales
y personales.

Seguramente muchas de las niñas que se casaron, se “jun-
taron” o fueron obligadas a ello, quisieron ser doctoras,
maestras, licenciadas, ingenieras, etétera, o incluso casarse
y compartir la vejez con el hombre que ellas eligieron y no
con aquel al que fueron entregadas simplemente por la en-

trega de una despensa, un animal de crianza, un burro o un
caballo.

Estimaciones de la Red por los Derechos de la Infancia in-
dican que en el país hay 388 mil 831 niños y niñas entre 12
y 17 años de edad que están casados o viven en unión libre.

Resulta lamentable que la mayoría de los códigos civiles en
el país no establezcan como la edad mínima para casarse
los 18 años, pues debemos recordar que toda persona que
no ha cumplido esa edad debe ser considerada como niña o
niño y, por tanto, debe recibir la mayor asistencia por par-
te del Estado para su supervivencia y sano desarrollo.

De acuerdo con un importante estudio de la Red, la mayo-
ría de los códigos civiles de los estados, 25 en total, esta-
blecen como las edades mínimas para casarse las de 14
años para mujeres y 16 años tratándose de los hombres.

Por otra parte, el estudio señala que los códigos civiles de
Chiapas, Jalisco, Morelos y Puebla consideran a los 16
años, tanto para niñas como niños, la edad mínima para ca-
sarse. Por su parte, Baja California Sur establece la edad de
18 años para los varones y 16 para las mujeres.

De acuerdo con esas investigaciones, únicamente los códi-
gos civiles de Guerrero e Hidalgo establecen los 18 años,
tanto para el hombre como para la mujer, como edad míni-
ma para contraer matrimonio.

En el Distrito Federal, los menores de edad podrán contraer
matrimonio siempre que ambos hayan cumplido 16 años.
Para tal efecto, se requerirá del consentimiento del padre o
la madre o en su defecto el tutor; y a falta o por negativa o
imposibilidad de éstos, el juez de lo familiar suplirá dicho
consentimiento, el cual deberá ser otorgado atendiendo a
las circunstancias especiales del caso.

También es lamentable que en varios códigos penales a los
aprovechados que abusan de las niñas por medio del enga-
ño se les perdone simplemente si se casan con ellas.

Lo anterior es una clara muestra de cómo en el plano le-
gislativo el interés superior de la infancia ha quedado rele-
gado, ya sea por la omisión de quienes debemos legislar a
su favor o bien porque en muchos de los casos prevalecen
los intereses o la conveniencia de los padres.

No debemos olvidar que ante todo y por encima de todo
debe estar el bienestar del niño, en congruencia con el prin-

* Trámites dados, con base a lo establecido por la Presidencia, en
la página 194 de esta edición.
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cipio del interés superior de la infancia plasmado en la
Convención sobre los Derechos del Nino, precepto que de-
be guiar la expedición de las normas y la hechura de las po-
líticas públicas en cualquiera de sus vertientes.

Sobre ese orden de ideas, es de destacar que desde el 10 de
noviembre de 1982 fue aprobada por el Senado de la Re-
pública, la Convención sobre el Consentimiento para el
Matrimonio, la edad mínima para contraer matrimonio y el
registro de los matrimonios, cuya entrada en vigor para
México fue el 23 de mayo de 1983.

Esta convención menciona en su preámbulo que los Esta-
dos deberán dictar las disposiciones adecuadas con objeto
de abolir dichas costumbres, antiguas leyes y prácticas, en-
tre otras cosas, que aseguren la libertad completa en la
elección del cónyuge, aboliendo totalmente el matrimonio
de los niños y la práctica de los esponsales de las jóvenes
antes de la edad núbil, y que adoptarán las medidas legis-
lativas necesarias para determinar la edad mínima para
contraer matrimonio.

Sin embargo, hasta el momento no se han realizado cam-
bios trascendentales en las leyes o acciones programáticas
relevantes para cumplir con ese mandato.

Por otra parte, la Convención sobre los Derechos del Niño
establece de forma indirecta la necesidad de aumentar la
edad mínima para contraer matrimonio, inicialmente desde
la definición de niño como todo ser humano menor de 18
años. A su vez, el Comité de los Derechos del Niño de la
Organización de las Naciones Unidas, al emitir sus reco-
mendaciones a nuestro Estado en el año 2006, externó su
preocupación porque en México la edad mínima para con-
traer matrimonio sea tan baja y distinta para las niñas (14)
y los niños (16), manifestando en consecuencia la siguien-
te recomendación al Estado mexicano:

“El comité alienta al Estado parte a que aumente la edad
mínima para contraer matrimonio, tanto para las niñas
como para los niños, y establezca la misma edad para
ambos a un nivel internacionalmente aceptable. El co-
mité también aconseja al Estado parte que emprenda
campañas de información y adopte otras medidas para
impedir los matrimonios precoces. A este respecto, el
comité se refiere también a la recomendación del Comi-
té de Derechos Económicos, Sociales y Culturales”.

A pesar de ello, actualmente se siguen manteniendo esas
edades y, como se mencionó, no existen cambios significa-

tivos para elevar la edad mínima para contraer matrimonio,
además de prevalecer una escasa presencia de políticas pú-
blicas encaminadas a fomentar y evitar los matrimonios
precoces en niños y adolescentes.

Así también el Protocolo para Prevenir, Reprimir y San-
cionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Ni-
ños, que complementa la Convención de las Naciones Uni-
das contra la Delincuencia Organizada Transnacional,
aprobado por el Senado el 22 de octubre de 2000 y publi-
cada su promulgación el 10 de abril de 2003, manifiesta
que para los fines del mismo debe entenderse por trata de
personas entre otras cosas la captación, el transporte, el
traslado, la acogida o la recepción de personas, recurriendo
a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de coac-
ción, al rapto, al fraude, al engaño, al abuso de poder o de
una situación de vulnerabilidad o a la concesión o recep-
ción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento
de una persona que tenga autoridad sobre otra, con fines de
explotación.

El protocolo manifiesta que esa explotación incluirá, como
mínimo entre otras cosas, los trabajos o servicios forzados,
la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud y la
servidumbre, aspectos que ocurren cotidianamente como
práctica, costumbre o uso común en los Estados.

En concordancia con ello, la Ley para Prevenir y Sancionar
la Trata de Personas, aprobada el año pasado, manifiesta en
su artículo 5 que debe entenderse por trata de personas:

“Comete el delito de trata de personas quien promueva,
solicite, ofrezca, facilite, consiga, traslade, entregue o
reciba, para sí o para un tercero, a una persona, por me-
dio de la violencia física o moral, engaño o el abuso de
poder para someterla a explotación sexual, trabajos o
servicios forzados, esclavitud o prácticas análogas a la
esclavitud, servidumbre, o a la extirpación de un órga-
no, tejido o sus componentes”.

Igualmente, dicha ley establece que tratándose de personas
menores de edad o que no tengan la capacidad para com-
prender el significado del hecho o tengan capacidad para
resistirlo, no se requerirá acreditación de los medios comi-
sivos, esto es que la carga de la prueba correrá a cargo de
la persona que sea acusada de trata; siendo, como hemos
visto, delgada la línea entre estas conductas reprochables y
las costumbre que se desarrollan en muchos estados de la
república.
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Es inadmisible que a nuestra niñez se le dé un valor como
si se tratase de mercancías; es decir, objetos sujetos al co-
mercio.

No sabemos cuántas de esas niñas y jovencitas han sido en-
gañadas, ultrajadas y después usadas por sinvergüenzas
que posteriormente las prostituyen en las grandes ciudades
como la ciudad de México.

Es por ello que no debemos ser omisos ante esta lamenta-
ble realidad y debemos impulsar todas aquellas acciones
que protejan a nuestra niñez de explotación y abusos.

Nos queda claro que este problema no se resuelve sola-
mente con las modificaciones legislativas a las que invita
el presente punto de acuerdo, puesto que este problema tie-
ne una connotación cultural importante.

Es por ello que también se invita a los gobiernos estatales
a establecer programas de orientación a niños, adolescen-
tes y a sus familias en materia de matrimonio y sus res-
ponsabilidades, para que en su momento y llegada una
edad razonable asuman esta comunión con plena concien-
cia y compromiso.

Por lo anteriormente argumentado, se somete a la conside-
ración de esta honorable Comisión Permanente, la siguien-
te proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente a los titulares del
Poder Ejecutivo de los estados, a las legislaturas estatales,
al jefe del Gobierno del Distrito Federal y a la Asamblea
Legislativa del Distrito Federal a realizar las adecuaciones
legales necesarias para aumentar la edad mínima para con-
traer matrimonio a los 18 años, realizando en paralelo, po-
líticas públicas y programas encaminados a evitar las cau-
sas que ocasionan matrimonios precoces o a temprana
edad.

Segundo. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente a los titulares del
Poder Ejecutivo de los estados, a las legislaturas estatales,
al jefe del Gobierno del Distrito Federal y a la Asamblea
Legislativa del Distrito Federal a realizar las adecuaciones
legales necesarias para eliminar dentro de la figura del es-
tupro, la excluyente de responsabilidad para el probable
responsable cuando contraiga matrimonio con el adoles-

cente o la adolescente, con el propósito de evitar que, bajo
el amparo de esa figura, los responsables de actos repro-
chables evadan la correspondiente responsabilidad penal.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 16 de enero de 2008.— Senado-
res: Guillermo Tamborrel Suárez (rúbrica), Adriana González Carrillo.

Se turna a la  Comisión de Justicia de la Cámara de Se-
nadores. 

«Con punto de acuerdo, para exhortar al Ejecutivo fe-
deral a elaborar un programa integral destinado a me-
jorar las condiciones de vida de los integrantes del Ejér-
cito Mexicano, a cargo del senador Carlos Lozano de la
Torre, del Grupo Parlamentario del PRI

Los que suscriben, senadores integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional de la LX
Legislatura del Congreso de la Unión, de conformidad con
lo previsto en los artículos 58 y 59 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, someten a la consideración de la Comi-
sión Permanente del Congreso de la Unión la presente pro-
posición con punto de acuerdo, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

Mientras los medios de comunicación nos reportaban hace
unos días, sangrientos combates de miembros del Ejército
mexicano -y otras corporaciones de seguridad- con bandas
armadas del crimen organizado, nos daban cuenta también
del elevado número de quienes abandonan sus filas y, más
preocupante aún, que tres de cada diez desertores de las
Fuerzas Armadas, se incorporan al crimen organizado.

Si contextualizamos esta noticia nos daremos cuenta de lo
delicado de la situación.

En Tamaulipas hubo un enfrentamiento con un saldo de
cinco militares y otros tantos policías heridos. Por el lado
de los delincuentes hubo cinco sicarios muertos, diez heri-
dos e igual número de detenidos.
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Desafortunadamente, son cada vez más recurrentes este ti-
po de encuentros violentos en los que soldados y policías
exponen la vida en cumplimiento de su deber, enfrentados
a verdaderos ejércitos de delincuentes con enorme capaci-
dad de fuego, en una lucha que ha demandado cada vez una
mayor intervención del ejército mexicano, por ser la insti-
tución mejor preparada ante la dimensión de los desafíos
del crimen organizado aunque, lamentablemente, por eso
mismo se le ha sometido a un enorme desgaste.

No olvidemos que el Ejército debe cumplir también con
otras tareas que la ley le fija, como es defender la integri-
dad, la independencia y la soberanía de la nación, lo que
tiene que ver con el resguardo de instalaciones estratégicas,
o el auxilio a la población en casos de desastres naturales,
el mantenimiento del orden en estos casos y el restableci-
miento de las condiciones normalidad después de esos de-
sastres, como aún lo estamos viendo en Tabasco. Son los
soldados y marinos mexicanos los primeros en estar al la-
do de la población afectada por las inclemencias del tiem-
po, por su gran disciplina y sentido de responsabilidad.

Por ello, es por demás preocupante enterarnos del fenóme-
no de la deserción. De acuerdo con los datos de la Secreta-
ría de la Defensa Nacional, citados por Carlos Marín en
Milenio, entre 2002 y 2006 abandonaron las filas del Ejér-
cito 151 mil 533 militares. Aunque son variadas las causas,
como retiro, solicitud de baja, mala conducta, defunción, la
causa mayor es la deserción. 

Los datos indican que en 5 años el Ejército tuvo que reno-
var más del 70 por ciento de sus filas, y todo el que haya
viajado en metro en estos años habrá podido constatar los
esfuerzos que realizan las juntas de reclutamiento militar
para convencer a jóvenes a incorporarse a las distintas cor-
poraciones del Ejército, instalando módulos o repartiendo
volantes en la terminales de mayor afluencia.

Quienes se incorporan lo hacen más por necesidad que por
vocación y esto hace que la dura vida militar, el elevado
riesgo de las misiones, la lejanía de la familia y del lugar
de origen y, de manera particular los bajos salarios ante el
cúmulo de riesgos y de responsabilidades, empuje a los jó-
venes soldados a la deserción. Lo más grave es que, si la
información que ha trascendido es verídica, un tercio de
quienes desertan se incorporan al crimen organizado, lo
cual sería explicable por el poder corruptor de los  cuantio-
sos recursos que manejan las organizaciones de dedicadas
al tráfico de drogas y a otras actividades ilícitas.

El sistema tampoco permite pensar en la carrera militar co-
mo una opción para los jóvenes con ambiciones de supera-
ción, no es posible y mucho menos atractivo, que un gene-
ral se jubile sólo con su sueldo base, lo que resulta que
muchos de estos tengan que reincorporarse a la vida mili-
tar en el mejor de los casos.

El problema de la vocación alcanza también a las institu-
ciones del sistema educativo militar. De acuerdo con datos
del 2004, en ese año la matrícula descendió de un prome-
dio de mil inscripciones anuales a apenas 479 ingresos en
el Heroico Colegio Militar. La Secretaría de la Defensa pu-
so en marcha una intensa campaña para despertar en más
jóvenes la vocación del servicio de las armas, cuyos resul-
tados sería importante conocer, aunque ante el creciente
número de deserciones, es poco probable que el crecimien-
to de la matrícula haya tenido un comportamiento ascen-
dente.

Es claro que ante el tamaño del problema no basta el endu-
recimiento de las medidas disciplinarias o las amenazas de
duros castigos, aunque estos sean necesarios, sobre todo
para quienes se incorporan al crimen organizado. Se re-
quiere además generar las condiciones materiales y los es-
tímulos económicos y de reconocimiento social que propi-
cien la permanencia de los elementos del Ejército en sus
puestos, y atraigan a más jóvenes a la vocación militar en
sus distintas facetas. Nuestro grupo parlamentario conside-
ra que este tema es de gran importancia para la seguridad
nacional, en el contexto del combate al crimen organizado
que ha llegado a desafiar abiertamente a las instituciones
del Estado.

Si bien es cierto que a partir de enero de este año los sala-
rios se incrementaron de manera proporcional –los más ba-
jos hasta el 40 por ciento- esto apenas fue suficiente para
recuperar algo del terreno perdido, ya que los salarios con-
tinúan siendo muy bajos.

El sueldo neto de soldados y marinos en 2006 fue de 3 mil
865 pesos al mes, y con el aumento quedará en 5 mil 217
pesos; los cabos que ganan 4 mil 207 recibirán 5 mil 679
pesos; sargentos segundo y tercer maestres pasarán de 4
mil 974 a 6 mil 714 pesos, y los sargentos primeros que ga-
naban 5 mil 219 recibirán 7 mil 45 pesos. Los oficiales de
menor rango tuvieron un aumento, aunque en menor pro-
porción que sus compañeros de tropa.

Se requiere hacer un esfuerzo mayor para que los soldados
y sus familias cuenten con mejores servicios educativos y
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de salud, vivienda digna, que vean compensados los eleva-
dos riesgos que corren con el fortalecimiento de su vida fa-
miliar, propiciada por la propia institución armada, así co-
mo también con la adecuada compensación económica y el
reconocimiento de la sociedad a sus esfuerzos. El espíritu
de cuerpo y la moral del Ejército se fortalecen con una vi-
da familiar cohesionada y sin privaciones, y los estímulos,
no sólo económicos sino de reconocimiento, son un acica-
te para su mejor desempeño.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta asamblea el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta al Ejecutivo federal a elaborar un programa
integral encaminado a mejorar los ingresos y las condicio-
nes de vida de los soldados y marinos mexicanos, en un
sentido amplio, considerando el bienestar de sus familias
en los aspectos de educación, salud y vivienda, así como
también el estímulo a la convivencia familiar y el recono-
cimiento social a su desempeño, de tal manera que se for-
talezca la moral del Ejército y la Armada, en cumplimien-
to de sus delicadas tareas, y se coadyuve a disminuir los
casos de deserción.

Segundo. Asimismo, la Comisión Permanente del Congre-
so de la Unión solicita al secretario de la Defensa Nacional
información estadística oficial sobre los casos de deserción
en el Ejército y la valoración de dicha dependencia sobre
las razones del elevado número de deserciones, en caso de
confirmarse dicha información.

Tercero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión solicita al titular del ramo las acciones que se han re-
alizado con el fin de promover el crecimiento de la matrí-
cula en el sistema educativo militar, sus resultados, así co-
mo los esfuerzos adicionales que se requieren.

Senadores: Fernando Castro Trenti (rúbrica), Alfonso Elías Serrano,
Alejandro Moreno Cárdenas (rúbrica), José Calzada Rovirosa (rúbri-
ca), Adolfo Toledo Infanzón (rúbrica), Carlos Lozano de la Torre (rú-
brica).»

Se turna a la  Comisión de Defensa Nacional de la Cá-
mara de Senadores. 

«Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las Cá-
maras de Diputados y de Senadores del Congreso de la
Unión a impulsar la creación de una comisión bicama-
ral para la atención y protección de los derechos huma-
nos y laborales de los mexicanos radicados en el exte-
rior, suscrita por los senadores Yeidckol Polevnsky
Gurwitz y Silvano Aureoles Conejo, del Grupo Parla-
mentario del PRD

El Grupo Parlamentario del PRD de la LX Legislatura del
Senado de la República, con fundamento en los artículos
58 y 59 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, con ca-
rácter de urgente y obvia resolución, sometemos a consi-
deración de esta soberanía la presente proposición con
punto de acuerdo, de conformidad con las siguientes

Consideraciones

La falta de crecimiento económico, la pérdida del poder
adquisitivo y la falta de oportunidades en nuestro país, son
las principales explicaciones el fenómeno migratorio de la
población mexicana a los Estados Unidos, pero también la
demanda estructural de fuerza de trabajo mexicana, en ac-
tividades tradicionalmente conocidas como la agricultura,
pero que en la actualidad se concentran mayoritariamente
en el sector manufacturero como obreros (41 por ciento) y
semicalificados (construcción y servicios, 29 por ciento),
donde los mexicanos perciben los salarios más bajos res-
pecto al resto de los inmigrantes que participan en la fuer-
za laboral de Estados Unidos.

El papel de los trabajadores mexicanos en la economía
Norteamérica, en datos oficiales, representan al menos el 5
por ciento de la fuerza laboral total, y el 31 por ciento de la
fuerza laboral inmigrante, pero el dato más sorprendente,
es que los mexicanos han contribuido con el 50 por ciento
de la tasa de crecimiento de la fuerza de trabajo en Estados
Unidos en los últimos años. Lo anterior con Current Popu-
lation Survey y el Informe de la Reserva Federal 2006 en-
tregado al Congreso de los Estados Unidos. 

Los beneficios para la economía mexicana no es un tema
menor, es una válvula de escape, que ha contribuido a dis-
minuir la demanda de empleo nacional y una distorsión los
datos de desempleo, tan solo durante el sexenio de Fox, el
promedio anual de emigrantes mexicanos fue de medio mi-
llón de mexicanos. En la actualidad se estima que alrededor
de 30 millones de mexicanos viven en Estados Unidos, uno
de cada cinco mexicanos vive nuestro vecino del norte.
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El flujo de remesas es uno de los principales beneficios pa-
ra la población mexicana y la economía mexicana, con da-
tos oficiales del Banco de México, los emigrantes mexica-
nos tiene un poder de compra igual al PIB mexicano, y
envían en promedio el 10 por ciento de sus ingresos a sus
familiares en sus lugares de origen.

Durante 2006 y 2007 esas transferencias representaron al-
rededor 23 mil millones de dólares por año, este monto es
tan importante que nos ubica en primer lugar en captación
de remesas en América Latina y tercero a nivel internacio-
nal. Para las cuentas nacionales las remesas familiares re-
presentaron en 2006:

• El 66 por ciento de las exportaciones de petróleo cru-
do.

• El 116 por ciento de superávit comercial del Sector Pe-
trolero. 

• El 95 por ciento de las ventas del sector maquilador.

• Casi el doble de los ingresos por turistas extranjeros.

• Representan el 128 por ciento de la Inversión Extran-
jera Directa. 

• El 34 por ciento de las reservas internacionales del
Banco de México.

• El 2.7 por ciento del PIB nacional.

• Y finalmente, de acuerdo al Banco Interamericano de
Desarrollo, las remesas son la causa explicativa de la re-
ducción del 15 por ciento de la pobreza extrema en Mé-
xico.

¿Que difícil es pensar un México sin el apoyo de los mexi-
canos en Estados Unidos? Sin el protagónico papel en la
estabilidad política y económica que han asumido los que
menos tienen, segregados por políticas públicas neolibera-
les, pero mas triste aún, el silencio de las autoridades gu-
bernamentales y la falta de una estrategia para defenderlos
ante las políticas unilaterales del Estado norteamericano.

Una muestra de estas políticas, la vemos en el estado de
Arizona, que se implementa una ley piloto para sancionar
a las empresas que contraten a inmigrantes indocumenta-
dos, las sanciones van desde una amonestación hasta el cie-
rre de empresas, y se le suma a larga lista de medidas an-

tiinmigratorias como negar el derecho de renta de vivien-
da, educación a los niños, servicios médicos, licencia de
conducir, incluyendo la construcción de una barda diviso-
ria en la frontera sur.

Y aunque estas medidas serán replicadas en el resto de los
estados, la evidencia demuestras que mientras las asimetrí-
as económicas entre nuestros países continúen y se perpe-
túen, el fenómeno migratorio no es una elección sino una
necesidad, estas medidas no van a detener el flujo migrato-
rio, subirán los costos de los coyotes, caerán aún más los
salarios, morirán más mexicanos en el desierto y las aguas
del río Bravo, se violarán mas los derechos humanos y la-
borales, pero no la necesidad de búsqueda del sueño ame-
ricano.

Es inevitable poner sobre la mesa las cosas por su nombre,
el TLCAN no es sólo el flujo de mercancías y de capitales,
en la práctica ha significado la complementación de los
mercados laborales como un fenómeno estructural y per-
manente.

La solución al fenómeno migratorio no puede restringirse
a las decisiones unilaterales de Estados Unidos, sino a la
respectiva corresponsabilidad entre el Estado Mexicano y
del Estado Norteamericano, al reconocimiento de las cau-
sas, beneficios y costos de las partes.

El Congreso mexicano debe fijar su postura frente al Con-
greso de Estados Unidos, de reconocer en los emigrantes
mexicanos en principio sus derechos humanos, y en segun-
do lugar, el derecho del Estado mexicano en defender los
derechos de nuestros ciudadanos frente a los excesos y
abusos de las políticas antiinmigrantes.

Y hablando de responsabilidades, el pasado 16 y 17 de no-
viembre, en este recinto se realizo el Primer Parlamento de
Líderes Migrantes Mexicanos que viven en Estados Uni-
dos de América, donde se exigió una participación real y
activa del Congreso de la Unión y del Poder Ejecutivo pa-
ra apoyarlos en la defensa de sus derechos humanos, labo-
rales y políticos. Estas voces no son solo una expresión de
la gran deuda que tiene el Estado mexicano con los emi-
grantes mexicanos, que invita a una autocrítica de los es-
casos resultados del Congreso mexicano en impulsar una
reforma migratoria, o en la materia de protección de los de-
rechos humanos y laborales de los mexicanos en los Esta-
dos Unidos. Sin un serio replanteamiento de las estrategias
de acercamiento con nuestras correspondientes contrapar-
tes en la Unión Americana, y sin duda con el resto de Amé-
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rica Latina, y aprovechar la coyuntura política de 2008, pa-
ra las relaciones bilaterales entre México y Estados Uni-
dos, en noviembre se elegirá un nuevo presidente, pero
también, 35 senadores, 435 representantes y 11 gubernatu-
ras, esta coyuntura, el voto de los mexicanos juegan un pa-
pel fundamental, y el Congreso de la Unión no puede que-
dar nuevamente al margen de este proceso.

Establecer en la agenda bilateral el tema migratorio, exige
la construcción de puentes con los candidatos a la presi-
dencia, al senado, a la cámara de representantes y en los
congresos estatales, para lograr establecer compromisos y
acuerdos en una agenda permanente y no coyuntural, en
beneficio de nuestros connacionales.

Por lo anteriormente dicho, sometemos a consideración de
esta soberanía la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo 

Primero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión, exhorta a cada una de las cámaras a impulsar la cre-
ación de una comisión bicameral para la atención y protec-
ción de los derechos humanos y laborales de los mexicanos
radicados en el exterior.

Segundo. A través de esta comisión bicameral, el Congre-
so de la Unión establecerá prioritariamente una agenda de
acercamiento con el gobierno y el Congreso de Estados
Unidos, así como con los gobiernos y legislaturas estatales,
líderes políticos y sociales, representantes de organizacio-
nes sindicales y empresariales, procurando la coordinación
con el Poder Ejecutivo.

Tercero. Priorizar un acercamiento con los candidatos pre-
sidenciales para analizar y proponer alternativas sobre el
fenómeno migratorio.

Salón de Sesiones del Senado de la República, a 23 de enero 2008.—
Diputado José Jacques y Medina (rúbrica), senador Silvano Aureoles
Conejo (rúbrica).»

Se turna a la  Juntas de Coordinación Política de las
Cámaras de Diputados, y de Senadores.

«Con punto de acuerdo, por el que se solicita al Go-
bierno del Distrito Federal que, a través de la Dirección
General del Sistema de Transporte Colectivo, informe
sobre las medidas para resolver la problemática en la
operación del Metro, suscrita por el senador Jorge Le-
gorreta Ordorica y el diputado Manuel Portilla Dié-
guez, del Grupo Parlamentario del PVEM

Jorge Legorreta Ordorica y Manuel Portilla Diéguez, inte-
grantes de la LX Legislatura del Congreso de la Unión y
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México, con fundamento en los artículos 78 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 116 y
127 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, y 58 y 60 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, presentan proposición con punto de
acuerdo, con base en las siguientes

Consideraciones

En el decreto de reforma y adición publicado en la Gaceta
Oficial del Distrito Federal el 26 de septiembre de 2002 se
señala el Sistema de Transporte Colectivo (STC) como “un
organismo público descentralizado, con personalidad jurí-
dica y patrimonio propios, con domicilio en el Distrito Fe-
deral y cuyo objeto será la construcción, mantenimiento,
operación y explotación de un tren con recorrido subterrá-
neo, superficial y elevado, para el transporte colectivo de
pasajeros en la zona metropolitana de la Ciudad de Méxi-
co, áreas conurbadas de ésta y del estado de México; asi-
mismo, dicho organismo tiene por objeto la adecuada ex-
plotación del servicio público de transporte colectivo de
personas mediante vehículos que circulen en la superficie
y cuyo recorrido complemente el del tren subterráneo”.

Respecto a la información básica que permite tener una
idea de conjunto sobre las características esenciales del
STC, se puede destacar lo publicado en Nuevas Tecnologí-
as, por Javier E. Pérez Maldonado, en 1999 (“Intérn@te en
el Metro”), donde señala diversas cifras relevantes sobre el
Sistema de Transporte Colectivo, que se reproducen en es-
te apartado; y lo publicado por el Gobierno del Distrito Fe-
deral, a través de su Coordinación de Desarrollo Tecnoló-
gico, la cual ha venido reportando las cifras de operación
del STC.

Estas cifras permiten dimensionar la extraordinaria impor-
tancia social, económica y logística que este servicio re-
presenta para la capital del país y su zona conurbada. Re-
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sultan de utilidad para comprender la problemática que
prevalece en la operación STC y serán tema de referencia
obligada para analizar las medidas que se han adoptado y
piensan adoptarse para resolver tal problemática.

A) Respecto a la primera publicación, es importante desta-
car lo siguiente:

1. El Metro de la Ciudad de México se cuenta entre los
10 más extensos y concurridos del mundo. Es de todos
ellos el más joven: 106 años menor que el de Londres
(1863) y 101 años más joven que el de Nueva York
(1868), los dos primeros que hubo. Sin embargo, pese a
su mayor antigüedad transportan menos gente que nues-
tro Metro (Londres 2.1 millones de pasajeros cotidianos
y Nueva York 3.2 millones, contra los 4.2 millones del
Metro mexicano). Por sus 191.5 kilómetros de red, sólo
lo superan el de Londres (398 kilómetros), Nueva York
(385), Moscú (230) y París (199). Con excepción de los
Metros de Moscú y de Tokio (156), todos ellos trans-
portan menos pasajeros que el Metro mexicano.

2. Para 1970, el Metro había transportado a 170 millo-
nes de pasajeros, 29 veces la población que tenía en
1969 el Distrito Federal. En 1998, al cumplir 29 años de
servicio ininterrumpido, logró transportar a más de 29
mil millones de personas, más de 4 veces la población
total de la Tierra. En 1999, la red del Metro era 14 ve-
ces mayor y brindaba transportación a 18.3 veces más
personas cada día. Si se consideran los transbordos en-
tre líneas diversas, el Metro captaba alrededor de 2 mil
700 millones de viajes anuales, que representaban 23
por ciento del transporte total de la zona metropolitana
de la Ciudad de México.

3. A más de 30 años del inicio de la construcción del
Metro de la Ciudad de México, se habían construido
191.5 kilómetros de túneles, viaductos y tendidos de su-
perficie. Si cuantificamos la cantidad correspondiente
de vías e instalaciones eléctricas y electrónicas, así co-
mo los materiales usados en el diseño y la construcción
de las 167 estaciones de la red en metros cúbicos de
construcción, toneladas de hierro, etcétera, las cifras se-
rían estratosféricas.

4. En cuanto a la ocupación de los usuarios del sistema,
predominan los empleados sin personal a su cargo, que
suponen 40 por ciento. Los estudiantes significan 20 por
ciento, seguidos por los trabajadores por cuenta propia
con poco más de 10 por ciento. Los obreros sólo esta-

blecen 6 por ciento, proporción superior al 5 por ciento
de los empleados con personal a su cargo. Las amas de
casa se encuentran al final, con 4 por ciento.

5. Entre los principales motivos para usar el Metro pue-
den señalarse el desplazamiento al trabajo, con 40 por
ciento. La segunda posición la ocupa el regreso a casa,
con 16 por ciento, seguido de los motivos de diversión,
que representan 12 por ciento; las causas escolares, 10
por ciento; la realización de trámites, 5 por ciento; y por
último las compras, con 4.5 por ciento.

6. Cinco las características fundamentales convierten el
Metro en el medio de transporte público más concurri-
do de la Ciudad de México: a) la frecuencia, b) la velo-
cidad, c) la comodidad, d) la confiabilidad y, la más im-
portante de todas, e) la seguridad. En este rubro se
registran al año un promedio de mil 991 incidentes y
878 accidentes, que sumados totalizan 2 mil 869 casos,
que si son comparados con los mil 500 millones de pa-
sajeros transportados en un año, representan únicamen-
te 0.00019 por ciento, es decir, 1 de cada 50 mil pasaje-
ros.

7. El tiempo mínimo de recorrido entre estación y esta-
ción es de 56 segundos; y el máximo, de 130. Los va-
gones del Metro recorren diariamente 104 mil kilóme-
tros, en 19 horas y 30 minutos. Los intervalos con que
llegan a cada estación los sucesivos trenes del Metro son
de un minuto 55 segundos el más breve, en la Línea 1;
y de cinco minutos con 50 segundos el más largo (Líne-
as 4 y 6). Diariamente el Metro cumple 98.3 por ciento
de sus vueltas programadas, en tanto que 90 por ciento
de los incidentes que afectan el servicio tiene duración
menor de 5 minutos.

8. En ocasiones, cuando el servicio se suspende durante
un lapso prolongado y llega a ser necesario desalojar un
tren en las vías, ya sea en un túnel, una línea elevada o
superficial, esta maniobra se realiza cumpliendo las más
estrictas normas de seguridad, con la asistencia del per-
sonal debidamente capacitado de las Gerencias de Esta-
ciones y Transportes, y de Vigilancia. Antes que un tren
del Metro pueda avanzar, es necesario que se lo permi-
tan 23 parámetros o condiciones de seguridad integra-
dos en los vagones y las vías.

9. La Gerencia de Instalaciones Fijas tiene a su cargo
conservar en óptimas condiciones de operación y fun-
cionamiento los equipos y sistemas electrónicos, elec-
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tromecánicos y de vías que forman la infraestructura de
la red del Metro. Dichas instalaciones, equipos y siste-
mas cuentan con tecnología de vanguardia, la cual per-
mite garantizar en todo momento la seguridad en la cir-
culación de los trenes a través de los sistemas de pilotaje
automático y mando centralizado.

10. El STC efectúa de manera permanente diversos tra-
bajos para mejorar el sistema electromecánico de las lí-
neas, entre los que se incluye sustituir kilómetros de ca-
ble de alta tensión, reemplazar circuitos de alumbrado,
fuerza y tracción, instalar nuevos sistemas eléctricos y
mejorar los sistemas de mando centralizado, pilotaje au-
tomático, regulación de trenes y señalización.

B) Con referencia a la información del Sistema de Trans-
porte Colectivo para 2006 que publicó la Coordinación de
Desarrollo Tecnológico del Gobierno del Distrito Federal,
es conveniente destacar las siguientes cifras de operación:

• Total de pasajeros transportados: mil 416 millones 995
mil 974

• Total de accesos de cortesía otorgados: 144 millones
524 mil 23

• Total de energía consumida (estimada): 936 millones
906 mil 39 kilovatios

• Estación de menor afluencia: Santa Anita, Línea 4, con
609 mil 167 usuarios

• Estación de mayor afluencia: Indios Verdes, Línea 3,
con 43 millones 752 mil 999 usuarios

• Kilómetros de la red en servicio: 176 mil 771

• Kilómetros recorridos: 39 millones 439 mil 353

• Servicio: 365 días del año

Líneas totales de la red: 11

• Líneas férreas: 1 (Línea A)

• Líneas neumáticas: 10 (Líneas 1 a 9, y B)

• Primera línea construida: Línea 1

• Última línea construida: Línea B

Estaciones

• Total de estaciones en la red: 175

• Estaciones de correspondencia: 41

• Estaciones terminales con correspondencia: 11

• Estaciones terminales: 22

• Estaciones de paso: 112

• Estaciones subterráneas: 106

• Estaciones superficiales: 53

• Estaciones elevadas: 16

Además, la Coordinación de Desarrollo Tecnológico seña-
lada formuló un cuadro comparativo sobre la afluencia to-
tal del STC para el periodo 2004-2006:

El Sistema de Transporte Colectivo tendrá una importancia
creciente en la actividad general de la zona metropolitana
de la Ciudad de México, no sólo por el mayor número de
instalaciones, viajes y usuarios sino, también, por su signi-
ficativa aportación ecológica y su utilización creciente a
medida que se incrementa el tráfico vehicular.

La operación diaria del Metro incide poderosamente en el
cumplimiento de los horarios de millones de trabajadores,
empleados, estudiantes y personas en general. Millares de
industrias, comercios, instituciones y servicios del área de-
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penden de él para la correcta iniciación y desarrollo de sus
actividades. De ahí que las deficiencias de operación se tra-
duzcan en importantes afectaciones de la actividad econó-
mica y social de la zona.

Todo lo anterior permite afirmar que el Sistema de Trans-
porte Colectivo representa no sólo uno de los servicios más
importantes para la adecuada operación de dicha zona me-
tropolitana, también significa uno de los principales sopor-
tes para la generación de millones de bienes y servicios, en
una de las zonas de mayor actividad económica en el país.
De ahí que resulte imperativo atender la problemática que
advierte su funcionamiento y que se detalla a continuación.

Problemática prevaleciente en la operación del Sistema
de Transporte Colectivo

I. No obstante que el STC está constituido con la perso-
nalidad jurídica requerida, con el presupuesto previsto y
con el patrimonio necesario para funcionar adecuada-
mente como un organismo público descentralizado, di-
versos factores hacen evidente que el sistema muestra
una creciente ineficiencia para atender adecuadamente
la transportación masiva de la población involucrada.
En los hechos, paulatinamente se están demeritando las
ventajas tradicionales del Metro de la Ciudad de Méxi-
co en cuanto a frecuencia, velocidad, comodidad, con-
fiabilidad y seguridad.

II. Ante la evidencia de que la operación actual del Sis-
tema de Transporte Colectivo se ha multiplicado casi 20
veces respecto a sus cifras originales y en relación con
el tamaño de la red y la transportación diaria de perso-
nas, de que son casi 3 mil millones los viajes anuales,
considerando los transbordos entre líneas diversas, y de
que oscila en alrededor de 25 por ciento el volumen
atendido por el sistema respecto al transporte total de la
zona metropolitana de la Ciudad de México, podría con-
siderarse que resulta normal su sobresaturación, así co-
mo la acentuada lentitud que frecuentemente advierten
de la mayor parte de sus líneas, sobre todo durante las
horas de mayor afluencia.

III. Sin embargo, la percepción señalada no es correcta.
Primero, porque la infraestructura de que dispone el sis-
tema podría atender con mayor eficiencia los volúmenes
adicionales señalados si se modernizara su organiza-
ción. Segundo, porque desde hace años se ha generado
una serie de deficiencias en la operación del sistema que

han venido a complicar su funcionamiento normal. En-
tre otras deficiencias, pueden señalarse las siguientes:

a) Se advierte la descompostura sistemática de
torniquetes y máquinas receptoras de los boletos.
Es frecuente que una sola estación tenga descom-
puestos, durante semanas, varios de estos equipos.
La situación se vuelve crítica en las estaciones ter-
minales y de transferencia.

b) Se permite el acceso masivo a los andenes del
Metro, situación que en las horas de mayor afluen-
cia complica severamente el descenso de los vago-
nes y el ascenso a ellos. Esta falta de control en los
flujos de usuarios está provocando que a diario se in-
terrumpa el servicio. Es muy frecuente que los va-
gones permanezcan detenidos en una misma esta-
ción por lapsos que van desde 4 hasta 12 minutos,
sin que nadie informe a los usuarios sobre el motivo
de la demora ni el tiempo probable de reestableci-
miento del servicio. Con ello se vuelve ilusorio el in-
dicador de que el tiempo mínimo de recorrido entre
estación y estación sea de 56 segundos y el máximo
de 130 segundos. En las primeras épocas del servi-
cio se contaba con dispositivos mecánicos o perso-
nal suficiente para regular esos flujos.

c) Se permite que personas con bultos volumino-
sos entren en el Metro, los cuales molestan a los
usuarios y obstaculizan la circulación en pasillos, es-
caleras, andenes y vagones. No se aplica una regla al
respecto. Hasta hace pocos años se restringía el ac-
ceso de las personas que pretendieran transportar
objetos voluminosos.

d) Se permite que usuarios porten mochilas volu-
minosas en los vagones, manteniéndolas en la es-
palda e impidiendo el paso, en lugar de ponerlas a su
lado en el piso, o en las piernas, cuando viajan sen-
tados. Incluso, se permite que los usuarios se sienten
o acuesten en el piso de los vagones, sobre todo en
los pasillos de intercomunicación entre esos vago-
nes, con lo cual estorban severamente la circulación.

e) Se carece de un programa permanente destina-
do a los usuarios para el correcto uso de las ins-
talaciones. La carencia de ese programa propicia
que se manifiesten múltiples conductas que entorpe-
cen la circulación interna, deterioran innecesaria-
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mente las instalaciones y generan diversas molestias
a los usuarios.

f) Se permite el acceso de un ejército de vendedo-
res ambulantes (de todo tipo) a los pasillos, ande-
nes y vagones del Metro. Incluso, se autorizan mi-
les de puestos ambulantes en los corredores de
mayor afluencia, sobre todo en las estaciones con
mayor aforo. Su trabajo cotidiano estorba la circula-
ción, sobre todo en los vagones.

g) Se permite el libre acceso de centenares de ven-
dedores de discos y DVD pirata para su venta en-
tre los usuarios. Éstos tienen que soportar en cada
viaje hasta 10 versiones distintas y con aparatos que
van encendidos a todo volumen, para promover el
mayor negocio de piratería de discos en el país. Ade-
más, se permite el libre acceso de miles de personas
que solicitan dinero en los andenes y los vagones del
Metro. Su actividad ininterrumpida dificulta la cir-
culación en esas áreas .También se permite que indi-
gentes dormiten, de día o de noche, en los pasillos y
escaleras de numerosas terminales. Esto provoca di-
versas molestias a los usuarios y también obstaculi-
za la circulación en esas áreas.

h) Se toleran prácticas de tortuguismo en las es-
taciones terminales. Es muy frecuente que los con-
voyes hagan base en las estaciones terminales y que,
una vez aseados, permanezcan sin actividad durante
largos lapsos. Es evidente que esta práctica contri-
buye poderosamente a la saturación de los andenes y
a la lentitud de los trayectos. Con ello se alteran no-
tablemente los indicadores sobre intervalos entre va-
gones y de vueltas programadas.

i) Se permite que los conductores de los convoyes
atiendan asuntos personales en las terminales in-
termedias. Por razones de cambio de turno, entregas
o recepción de objetos, conversaciones entre el per-
sonal, u otras, se detienen los convoyes en cualquier
estación, con absoluta discrecionalidad del operador.

j) Se continúa con la operación obsoleta de esta-
ciones con andenes dobles para el mismo vagón.
A pesar de contarse con suficiente espacio en los dos
andenes señalados, se realiza una lenta operación
para que primero se descienda y ascienda por un la-
do y después, la misma maniobra por el otro. Esta
operación representa más de un minuto adicional. La

supresión del acceso por ambos andenes no se ha
puesto en práctica.

k) Se han deteriorado miles de señales internas en
los accesos y andenes de las terminales y se ha es-
tancado el programa de señalización en ellos. El
uso natural del servicio ha destruido numerosas se-
ñales que, desafortunadamente, no han sido sustitui-
das. Incluso, decenas de vagones ya no cuentan con
los carteles laterales que indican las estaciones por
las que circula el convoy. Numerosas estaciones ad-
vierten importantes deficiencias en materia de seña-
lización interna, lo que sin duda complica el uso del
servicio, sobre todo para los no familiarizados con la
estación respectiva.

l) Se ha omitido señalizar, en numerosos pasillos
de las estaciones terminales o de transferencia, el
sentido en que deben caminar los usuarios, con lo
cual se provoca que éstos se entrecrucen, se frenen y
detengan su marcha continuamente.

m) Se han descompuesto los sistemas de ventila-
ción en los vagones más antiguos, así como las
ventanas laterales de los vagones. En temporadas
calurosas esto provoca sensibles molestias a los
usuarios. También se han deteriorado numerosos
equipos de sonido en esos vagones, por lo cual los
mensajes resultan inaudibles.

n) Se permite el estacionamiento, indebido, de nu-
merosos vehículos en las vías primarias adjuntas
a las estaciones, así como la instalación de infini-
dad de puestos ambulantes en las zonas próximas
a las entradas y a las salidas de las estaciones. Es-
to genera graves congestionamientos vehiculares y
entorpece la circulación de los usuarios en dichas
áreas.

o) Se permite que pasos a desnivel adjuntos a las
estaciones y construidos para facilitar el acceso al
público sean utilizados por el comercio ambulan-
te; mientras tanto, y sin utilizar esos pasos a desni-
vel, los usuarios invaden las vías primarias y entor-
pecen el tráfico en éstas.

p) Se aprecia un creciente desaseo en las estacio-
nes terminales y de transferencia. Resulta explica-
ble que la mayor afluencia de usuarios ensucie más
las instalaciones señaladas; empero, se puede obser-
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var un descuido mayor en el mantenimiento de estas
áreas, acompañado de la presencia creciente del co-
mercio informal, que contribuye de manera impor-
tante al problema.

IV. En razón de que este servicio resulta primordial para
el transporte diario de casi 3 millones 880 mil usuarios y
la operación puntual de decenas de miles de industrias, ta-
lleres, comercios, bancos, escuelas, institutos, etcétera, su
operación eficiente resulta esencial para elevar los indi-
cadores de productividad y competitividad, nacional e in-
ternacional, en una de las regiones que tiene la mayor
contribución al producto interno bruto del país.

Lo expuesto permite señalar que, desafortunadamente, se
está incrementando la problemática existente en la opera-
ción del STC-Metro, sin que pueda advertirse que se están
adoptando soluciones de fondo, motivo por el cual y ante
la trascendencia del servicio para asegurar el transporte
masivo de la población en la capital del país y su zona co-
nurbada, se considera muy importante que se adopten de
inmediato las medidas requeridas para asegurar su buen
funcionamiento. Esto, con la convicción de que tales medi-
das, además de factibles, resultarán de gran beneficio para
una ciudadanía que espera, y sin duda merece, un mejor
sistema de transporte colectivo.

Por las razones expuestas, y con fundamento en los artícu-
los 58 y 60 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, me
permito solicitar a este Pleno que se someta a considera-
ción la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del honorable Congreso
de la Unión respetuosamente solicita al Gobierno del Dis-
trito Federal que, a través de la Dirección General del Sis-
tema de Transporte Colectivo –Metro de la Ciudad de Mé-
xico–, remita lo siguiente:

I. Un informe general pormenorizado sobre las medidas
que se han tomado y las que se adoptarán para resolver
la problemática señalada en la operación de dicho siste-
ma.

II. Informe a esta soberanía, a través de la Comisión del
Distrito Federal del Senado de la República, de manera
trimestral, sobre los avances alcanzados hasta la resolu-
ción sustancial de esa problemática.

México, Distrito Federal, a 23 de enero de 2008.— Senador Jorge Le-
gorreta Ordorica, diputado Manuel Portilla Diéguez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión del Distrito Federal de la Cá-
mara de Senadores.

«Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecu-
tivo federal a cumplir lo establecido en el artículo quin-
to transitorio de la Ley Federal de Seguridad Privada y
a expedir con la mayor brevedad su reglamento, a car-
go del senador Luis Walton Aburto, del Grupo Parla-
mentario de Convergencia

Senador Luis Walton Aburto, integrante de la LX Legisla-
tura del Congreso de la Unión, con fundamento en el artí-
culo 58 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a
la consideración de esta soberanía, presentamos la siguien-
te proposición con punto de acuerdo al tenor de las si-
guientes:

Consideraciones

Todos sabemos que la seguridad pública es una función a
cargo del Estado en sus tres órdenes de gobierno, con el
propósito de mantener la tranquilidad y seguridad de todos
los ciudadanos de conformidad con el artículo 21 de la
Constitución.

El marco legal que rige la seguridad pública contempla la
regulación de las empresas de seguridad privada, en virtud
de que, proporcionan servicios auxiliares en la función de
seguridad pública a la ciudadanía, de conformidad con lo
dispuesto por la Ley Federal de Seguridad Privada y la Ley
General que Establece las Bases de Coordinación del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública.

La actividad de la seguridad privada ha tenido un creci-
miento en nuestro país, principalmente en los últimos 15
años, que ha obligado a revisar y actualizar el marco legal
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de la seguridad pública y su impacto en la ciudadanía, en
virtud de que las empresas que ofrecen estos servicios, han
ocupado los espacios que no pueden ser cubiertos por ele-
mentos de seguridad pública, por tanto su existencia se
constituye en un medio válido en la prevención del delito y
contribuye en cierta medida al mantenimiento de la seguri-
dad ciudadana.

Actualmente existen alrededor de 350 empresas de seguri-
dad privada registradas en un padrón federal en la Secreta-
ría de Seguridad Pública, a las cuales se les han aplicado
sanciones que van desde la amonestación, pasando por la
revocación de autorización, hasta su clausura temporal o
permanente. Asimismo, no se cuenta con un registro real de
aquellas empresas que prestan sus servicios al margen de la
normatividad aplicable y sin la autorización de la Secreta-
ría de Seguridad Publica Federal.

Aunado a ello, el Instituto Ciudadano de Estudios sobre la
Inseguridad AC ha señalado que, en México, se cometen
11 mil 200 delitos por cada cien mil habitantes al año y que
en Baja California y Distrito Federal, son los lugares don-
de se los que tienen mayor incidencia, ya que se cometen
20 mil 720 y 19 mil 603 delitos respectivamente.

Asimismo, señala dicho instituto que la percepción de la
inseguridad por parte de la ciudadanía, se debe entre otros
factores a que “al pasar el tiempo sin que se vea satisfecha
la demanda ciudadana de mayor seguridad, la sensación de
amplios sectores de la población no es de que el problema
permanece igual sino de que, al no haberse resuelto, sigue
creciendo.

Esto ha obligado a elaborar un marco legal adecuado a la
realidad actual, para que el Estado cuente con un control
eficiente sobre las empresas de seguridad privada, en cuan-
to su actuación y desempeño y que la operación y presta-
ción de los servicios se realice con responsabilidad, honra-
dez, y profesionalismo.

En este contexto, fue publicada en el Diario Oficial de la
Federación el día 6 de julio de 2006, la Ley Federal de Se-
guridad Privada, que tiene por objeto regular la prestación
de los servicios de seguridad privada, en las modalidades
previstas en la misma y su reglamento, así como su in-
fraestructura, equipo e instalaciones.

La ley contempla la coordinación de la Secretaría de Segu-
ridad Pública Federal, con los prestadores de los servicios
de seguridad privada; y dentro de los rubros importantes se

encuentran: la capacitación y adiestramiento del personal,
la aplicación de exámenes médicos, psicológicos y toxico-
lógicos al personal operativo en instituciones autorizadas.
Así como, que cuenten con los conocimientos sobre el res-
peto a los derechos humanos, con la finalidad de evitar ac-
tos contrarios a la dignidad y derechos de las personas.

Asimismo, contiene dos aspectos de relevancia, como es la
implementación de un registro nacional de empresas, per-
sonal y equipo de seguridad privada, que contendrá la in-
formación necesaria para la supervisión, control, vigilancia
y evaluación de los prestadores de servicios, así como de
su armamento y equipo. El otro punto, es lo relativo a la
prestación de los servicios de blindaje, en lo que corres-
ponde al control sobre su equipamiento y comercialización
de este tipo de vehículos.

En este orden de ideas, el artículo quinto transitorio de la
ley establece que el reglamento, deberá expedirse dentro de
un plazo no mayor de noventa días hábiles siguientes a la
fecha en que entre en vigor. De lo anterior, se puede seña-
lar que si la ley se publicó el 6 de julio del 2006, el regla-
mento debió de expedirse en el mes de noviembre de mis-
mo año, por lo que han transcurrido más de un año sin que
se haya realizado.

Si bien es cierto, que dicho artículo quinto transitorio es
una norma imperfecta, y que es facultad exclusiva de dicho
poder, la expedición del reglamento referido, la conse-
cuencia jurídica en el caso del incumplimiento por parte
del titular del Ejecutivo federal, es que las empresas de se-
guridad privada continúen reguladas con disposiciones no
acordes al marco legal vigente, ya que sigue aplicándose el
Reglamento de los Servicios de Seguridad Privada, publi-
cado en el Diario Oficial de la Federación el 13 de octubre
de 2004, pero ello no justifica la omisión de expedir una
norma que se dirige a regular la actividad de las empresas
que prestan servicios de seguridad privada, lo cual resulta
imprescindible.

Por lo anteriormente expuesto, someto a esta asamblea el
siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente al titular del Ejecutivo
federal, a fin de que cumpla lo establecido en el artículo
quinto transitorio de la Ley Federal de Seguridad Privada y
expida a la mayor brevedad posible su reglamento.
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Senado de la República, a 16 de enero de 2008.— Senador Luis Wal-
ton Aburto (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Pública de la Cá-
mara de Senadores. 

«Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecu-
tivo federal a remitir un informe sobre el cumplimiento
de las recomendaciones emitidas por el Grupo de Tra-
bajo de Detenciones Arbitrarias de Naciones Unidas
que visitó el país del 27 de octubre al 10 de noviembre
de 2002, a cargo de integrantes de la Primera Comisión

Los suscritos, miembros de diversos grupos parlamenta-
rios, integrantes de la Primera Comisión de trabajo –Go-
bernación, Puntos Constitucionales y Justicia– de la Comi-
sión Permanente del Congreso de la Unión, de la LX
Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 78, fracción III, del la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, 58 y 59 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, nos permitimos poner a consideración
de esta soberanía la siguiente proposición con punto de
acuerdo de urgente y obvia resolución, al tenor de las si-
guientes:

Consideraciones

Durante los días del 27 de octubre al 10 de noviembre de
2002 visitó nuestro país el Grupo de Trabajo de Detencio-
nes Arbitrarias de Naciones Unidas, para hacer una valora-
ción de los rezagas en los grandes temas pendientes en
cuanto al sistema de justicia mexicano.

En el informe sobre su visita a México el Grupo de Traba-
jo de Detenciones Arbitrarias reconoce algunos avances
generales realizados por el país, pero también señala su
preocupación por la relación entre las detenciones arbitra-
rias y el sistema de averiguación previa, la flagrancia equi-
parada, la corrupción, los operativos de seguridad, el régi-
men de ejecución de la pena, el arraigo y las deficiencias

de la defensa de oficio. Asimismo señala su preocupación
por las deficiencias del amparo para combatir la detención
arbitraria, el sistema de justicia para menores, la impunidad
de responsables de detención arbitraria y la administración
de justicia por parte de tribunales militares.

Las recomendaciones emitidas por el grupo de trabajo rea-
firman las que ya habían formulado tanto la relatora sobre
Ejecuciones Extrajudiciales, como los relatores sobre Tor-
tura e Independencia de Jueces y Abogados, y el Comité
contra la Tortura, el Comité de Derechos Humanos, todos
ellos de Naciones Unidas, así como la Comisión Interame-
ricana de Derechos Humanos.

Particularmente importante es la recomendación de que las
desapariciones forzadas cometidas por militares deben ser
de competencia de la jurisdicción civil ordinaria.

Asimismo, resulta contundente la recomendación en el
sentido de que se observe una “estricta separación entre ta-
reas militares y tareas policiales en funciones de orden pú-
blico. A pesar de que recomendaciones similares han sido
emitidas por la relatora sobre Ejecuciones Extrajudiciales,
el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas y la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, los cuer-
pos policiacos de seguridad pública como la Policía Fede-
ral Preventiva continúan militarizándose.

Las observaciones realizadas por el grupo de trabajo reve-
laban el carácter representativo de los problemas que en
materia de detenciones arbitrarias existen en México.

Cuando el Estado procesa penalmente a alguna persona, se
pone a prueba el compromiso por la defensa y protección
de los derechos humanos. Cuando los encargados de hacer
cumplir la ley someten al detenido a torturas o malos tra-
tos, cuando se fabrican pruebas y se condenan inocentes,
cuando los juicios son injustos, el sistema de justicia de
cualquier país se pone en duda, “la injusticia en cualquier
parte es una amenaza a la justicia en todas partes”, señaló
Martin Luther King.

Es por esto que se requiere entender a la detención arbitra-
ria como un concepto que abarca no sólo la detención de
una persona fuera de los casos que prevé el articulo 16 de
la Constitución mexicana, sino los supuestos de privación
de la libertad por virtud de una sentencia cuyo régimen im-
pide la libertad anticipada y las normas inadecuadas en ma-
teria de reconocimiento de inocencia.
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La forma de centrar la política exterior mexicana en la de-
fensa de los derechos humanos consiste en la armonización
del derecho interno con el cuerpo de derecho internacional
de derechos humanos, está relacionada con el deber de
cumplir los propios compromisos que se derivan de orga-
nismos o mecanismos internacionales cuando éstos se pro-
nuncian sobre violaciones a derechos humanos en nuestro
país.

En el ámbito concreto de la justicia penal internacional la
mejor manera de cooperar en materia de derechos humanos
es adecuar el derecho mexicano a los estándares interna-
cionales como lo precisa el Estatuto de Roma; y ésta será
una de las principales tareas que enfrente el Congreso me-
xicano en los días por venir.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a considera-
ción, como asunto de urgente resolución, la siguiente pro-
posición con

Punto de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta al Ejecutivo federal a remitir, de manera ur-
gente, el informe sobre el cumplimiento de las recomenda-
ciones emitidas por el Grupo de Trabajo de Detenciones
Arbitrarias de Naciones Unidas, que visitó nuestro país del
27 de octubre al 10 de noviembre de 2002 y que se en-
cuentran pendientes de cumplimiento desde esas fechas,
así como remitir dicha información a esta soberanía.

Dado en el salón de sesiones de la Primera Comisión de trabajo –Go-
bernación, Puntos Constitucionales y Justicia– de la Comisión Perma-
nente del Congreso de la Unión, a los quince días del mes de enero del
año dos mil ocho.— Diputados: Aleida Alavez Ruiz (rúbrica), presi-
denta; Joel Arellano Arellano (rúbrica), secretario; Adolfo Mota Her-
nández (rúbrica), secretario; María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica),
Omeheira López Reyna, Salvador Ruiz Sánchez (rúbrica). Senadores:
Héctor Pérez Plazota (rúbrica), Jorge Andrés Ocejo Moreno (rúbrica),
Humberto Andrade Quezada (rúbrica), Alejandro Moreno Cárdenas,
Alfonso Elías Serrano, Fernando Jorge Castro Trento, Silvano Aureo-
les Conejo, Francisco Javier Castellón Fonseca (rúbrica), Jorge Lego-
rreta Ordorica.»

Se turna a la Comisión de Justicia.

«Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al secre-
tario de Comunicaciones y Transportes a convocar a
una mesa de concertación de acciones con la industria
del sector de autotransporte de carga público y privado
para promover la competitividad y la seguridad respec-
to a la PROY-NOM-012-SCT-2003, a cargo del diputa-
do Gregorio Barradas Miravete, del Grupo Parlamen-
tario del PAN

El suscrito, diputado federal Gregorio Barradas Miravete,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LX Legislatura, con fundamento en los artícu-
los 58 y 60 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se
permite someter a consideración de esta soberanía una pro-
posición con punto de acuerdo, con base en los siguientes

Antecedentes

La Norma de Peso y Dimensiones de los vehículos de au-
totransporte que autoriza 81.5 ton para los fulles, ha sido
un tema de debate de los últimos 13 años, que la Secretaría
de comunicaciones y Transportes, no ha podido resolver
por falta de aceptar estudios técnicos y económicos que de-
muestren los efectos reales de reducir a 75.5 ton. el peso a
las configuraciones con doble remolque, así como de otras
unidades sencillas.

Por el contrario, existen estudios realizados por el Instituto
de ingeniería de la UNAM, del Instituto Tecnológico de
Estudios Superiores de Monterrey, de la Universidad Autó-
noma de Nuevo León, del Instituto Tecnológico de Estu-
dios Superiores de Occidente (ITESO) y del Instituto Me-
xicano del Transporte (IMT) que señalan que las
configuraciones doblemente articuladas con PBV superior
a 80 ton. se encuentran dentro del margen de seguridad de
las estructuras y dañan menos a los puentes.

Consideraciones

Punto 1. Para el desarrollo de México e impulsar la com-
petitividad del autotransporte y lograr la expansión econó-
mica, se debe ser congruente con los propósitos de la Ley
de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal (LCPAF;
DOF 22 dic. 1993) que rige a este sector y que señala, “la
importancia de llevar a cabo la construcción de carreteras
con más de medio siglo de existencia, cuyas características
fueron realizadas para un tipo de transporte que no se ase-
meja en nada a los modernos vehículos, pues las especifi-
caciones son diferentes en cuanto al peso y dimensiones.
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Se requiere de carreteras adecuadas en cuanto a diseño y
soportes técnicos que fijen a nivel de Ley las reglas recto-
ras de caminos, puentes y autotransporte federal”.

La SCT no cuenta con las normas oficiales mexicanas
que determinan las características y especificaciones
técnicas de los caminos y puentes que establece la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, solamente ha
mostrado normas y manuales técnicos o referencias de es-
pecificaciones internacionales de la American Association
of State Higway and Transportation Officiales (AASHTO),
que no tienen el rango jurídico y los efectos de aplicación
como lo indica la ley de la materia.

La propuesta de disminución del peso bruto vehicular ten-
dría implicaciones económicas estimadas en más de 3 mil
millones de pesos anuales, afectando a los usuarios, consu-
midores y a la competitividad del país.

Por tanto, no se puede hablar de un exceso de peso y di-
mensiones de los vehículos de carga, puesto que no existen
las NOM que indiquen la resistencia y capacidad de los pa-
vimentos y puentes, y por eso no se puede establecer un lí-
mite de peso y dimensiones técnicamente sustentado; ade-
más la misma SCT, a partir del reglamento de peso y
dimensiones de 1980, autorizó 77.5 ton. para los vehículos
fulles y dio incrementos de peso a las configuraciones sen-
cillas que de acuerdo a sus propios estudios, deterioran en
mayor grado respecto de los fulles, la infraestructura de ca-
minos y puentes (ver anexo de “Costo de Deterioro de Pa-
vimento por Tipo de Vehículo”).

Punto 2. Tráfico en las carreteras

De acuerdo con el reglamento y la NOM de peso y dimen-
siones vigente, los fulles están confinados a transitar en ca-
rreteras tipo ET, A y B de 4 y 2 carriles, donde práctica-
mente los autobuses no circulan y los pocos que lo hacen
no tienen filtros para rebasar dado que las autopistas tienen
carriles más amplios y exclusivos para el tránsito de carga.

En términos reales la mayoría (80 por ciento) de los usua-
rios de la población económicamente activa que se trans-
portan a diario de sus hogares a sus trabajos o escuelas
(2,360 millones de pasajeros), lo hacen en autobuses de
servicios inferiores al de primera de lujo y ejecutivo, corri-
das que utilizan comúnmente rutas de carreteras secunda-
rias o alimentadoras, ya que la mayoría de sus orígenes y
destinos, están en todas las ciudades medianas o poblacio-
nes menores que no cuentan con autopistas, por lo que los

lentos tránsitos se originan por la propia geometría de las
carreteras y de los propios autobuses, como de los automó-
viles y camiones de carga unitarios y sencillos autorizados
en esas carreteras que no son fulles, además de los conse-
cuentes conflictos viales que se generan a las entradas de
las ciudades por la falta de infraestructura vial.

Punto 3. Impacto económico

La SCT basado en un estudio que contrató al Instituto del
Transporte de Texas (ITT), argumenta que el mantener el
peso vigente de 81.5 ton. en lugar de 75.5 ton. al full, en la
nueva Norma Oficial Mexicana NOM-012-SCT-2-2003,
gastaría más de 9 mil millones de pesos por sustitución de
puentes y mantenimiento de carreteras, que incluye el paso
de todos los vehículos (automóviles, autobuses y camio-
nes) que transitan en las carreteras. El estudio solamente
tomó en cuenta los efectos que genera el full, sin medir los
efectos totales de las 18 configuraciones restantes autoriza-
das por la SCT, además de que los cálculos son erróneos
por considerar los costos de operación basados en el Peso
Bruto Vehicular en lugar de considerar la Carga Útil, que
es la que paga el flete ( ver Anexo, “Análisis disminución
de 6 tons.”), y según el ITT el resultado se observa como
un beneficio para el país, y corregido se transforma en un
impacto para la industria.

Por ello, de aprobarse la disminución del PBV a 75.5 ton.
para el T3-S2-R4 (full), las implicaciones económicas, es-
timadas son más de 3,000 millones de pesos anuales, nega-
tivos para las empresas afectadas, para los consumidores y
por tanto, para el país.

Los incrementos de costos aquí señalados impactarán
los precios al consumidor y en mayor grado, a aquellos
productos de bajo precio y alto peso (productos agríco-
las y alimentos, etcétera), para los cuales el transporte
es un elemento relevante de sus costos totales.

La Comisión Federal de Competencia (Cofeco), en res-
puesta dirigida a la Cofemer, recomienda revisar otras
opciones en lugar de disminuir el PBV autorizado a las
configuraciones doblemente articuladas, buscando evi-
tar consecuencias negativas para los consumidores en
general (se anexa oficio para análisis en la comisión).

Punto 4. Seguridad

Con base en el Anuario estadístico de accidentes en carre-
teras federales del estudio técnico No. 36 del IMT-2006,
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elaborado con información de la Direcciones Generales de
Autotransporte Federal y de Servicios Técnicos de la SCT
y la base de datos de la Policía Federal de Preventiva
(PFP), se registra que en los últimos 10 años, se han redu-
cido en un 52 por ciento el número de accidentes carrete-
ros, y de acuerdo a los factores de participación resulta que
el conductor participa con el 72.5 por ciento, la infraes-
tructura con el 15.4 por ciento, los agentes naturales con el
8 por ciento y el vehículo incide en el 4.1 por ciento del
100 por ciento de total de accidentes carreteros; de este 4.1
por ciento las causas más comunes son: las llantas, frenos,
ejes, dirección y suspensión y lo que menos afecta es el so-
brepeso que representa sólo 0.2 por ciento y prácticamente
el exceso de dimensiones es nulo (0 por ciento); podemos
ver que el vehículo por su tamaño es el que menos impac-
ta en el índice de accidentes en carreteras (se anexa estudio
técnico No. 36, 2006 del IMT).

Punto 5. Medio ambiente

La configuración doblemente articulada T3S2R4 (full) es
la que menos daño ocasiona al medio ambiente, toda vez
que es la que menor cantidad de emisiones contaminantes
emite al medio ambiente por tonelada/km transportada de-
bido a que consume menor cantidad de combustible al
transportarse con carga, además de que al movilizarse en
vacío transporta también en un sólo viaje dos remolques a
su destino regular, menor consumo de lubricantes y neu-
máticos por unidad de toneladas transportadas.

En conclusión, el T3S2R4 relativamente con otras con-
figuraciones afecta menos al ambiente. De requerirse
más viajes y éstos migrar a otras configuraciones im-
pactaría de forma negativa al medio ambiente.

Punto 6. Regulación internacional

Red internacional de carreteras (TLCAN)

Se observa una gran discrepancia en los sistemas carreteros
en cuanto a su longitud, que por supuesto esta acotado a los
tamaños de cada país; no obstante, podemos señalar que
nuestros socios comerciales han planeado una estrategia

comercial basado en la competitividad ya que han estable-
cido redes carreteras donde permiten el tránsito de camio-
nes más grandes y pesados, con esto se puede ver que las
capacidades de los puentes en esos países no es una limi-
tante para la circulación de las cargas que deben moverse
de una región a otra.

La normatividad aplicable a nivel internacional es compe-
tencia de cada país por otra parte si en México ya contamos
con ventajas competitivas en la operación del autotrans-
porte y los sistemas de transportación son propios de cada
país y para intercambiar productos cada quien se sujetará a
las regulaciones domesticas al país que requiera ingresar,
de acuerdo con las reglas de operación, resultado de los
acuerdos trilaterales del TLCAN.

Cabe mencionar que EU cuenta con permisos especiales
para cargar mayores pesos en forma estatal, un ejemplo son
los estados de IOWA permite 230 mil libras = 104.3 ton.,
Connecticut permite 210 mil libras = 95.3 ton., Minesota
permite 201 mil libras = 91.0 Ton., Massachussets no esta-
blece límites de peso, entre otros.

Punto 7. Verificación

La SCT cuenta con un sistema de verificación de peso y
dimensiones en carretera que no opera al 100 por ciento
por falta de mantenimiento, para hacer cumplir la Norma,
desde el año 2000 solamente cuenta 10 centros de pesaje,
en los últimos años no se ha han ejercido los presupuestos
para este rubro, como ejemplo en el ejercicio 2007, se lan-
zó la Licitación Pública Internacional No. 00009007-001-
07 para la adquisición de báscula portátil con oficina y sis-
tema de pesaje en movimiento (ITS), misma que fue
Cancelada, por que no se pudo concretar la autorización de
la SHCP, para la formulación del contrato(se adjunta Fallo
SCT-FI-10-23).

Punto de Acuerdo

Único. Que el secretario de Comunicaciones y Trans-
portes convoque a una mesa de concertación de accio-
nes con la participación de la academia mexicana y la
industria del sector de autotransporte de carga, público
y privado, para promover la competitividad y la seguri-
dad en lo relativo a los pesos y las dimensiones que de-
be regir en la Norma Oficial Mexicana PROY-NOM-
012-SCT-2-2003, “Peso y dimensiones máximas con que
pueden circular los vehículos de autotransporte que
transitan en los caminos y puentes de jurisdicción fede-
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ral”, antes de la publicación oficial en el DOF de la nor-
ma, y motivando la inversión del sector privado. consi-
derando la conectividad de los ejes carreteros para el
desarrollo económico del país.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 16 de enero de 2008.— Diputado
Gregorio Barradas Miravete (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transportes.

«Con punto de acuerdo, para exhortar al Ejecutivo fe-
deral a revisar y modificar el Capítulo Agropecuario
del Tratado de Libre Comercio de América del Norte, a
cargo del Grupo Parlamentario del PRI

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 58, 59 y
60 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, el suscrito di-
putado federal Tomás Gloria Requena integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
en la LX Legislatura, somete a la consideración de esta so-
beranía, para efecto de que sea considerada como un asun-
to de urgente y obvia resolución la siguiente proposición
basada en las siguientes

Consideraciones

Ante la inminente apertura arancelaria en el 2008 en mate-
ria de comercio agropecuario dentro del Tratado de Libre
Comercio con América del Norte, el riesgo de que se afec-
te a muchas familias que viven del campo es real, siendo
cada vez más notorias las desigualdades con los producto-
res de Estados Unidos de América y Canadá, ocasionando
desregularización de aquellos productos considerados sen-
sibles en México como son: maíz, fríjol, leche y azúcar.
Hoy coincidimos los legisladores con las múltiples voces
que se han alzado en torno al daño que se ocasiona con la
apertura comercial indiscriminada.

Estudiosos del tema y organizaciones campesinas han se-
ñalado que la crisis de la agricultura mexicana se ha agudi-
zado durante la vigencia del Tratado de Libre Comercio de

América del Norte; en el campo mexicano los efectos de la
apertura de este tratado, han sido negativos para la mayo-
ría del sector, tan sólo en el año 2004, a 10 años de su fir-
ma, se registró un déficit acumulado de 16 mil millones de
dólares en el comercio exterior agropecuario (INEGI), y la
apremiante situación que se vive al llegar el 2008, nos obli-
ga a recordar que el Estado es el responsable de promover
el desarrollo económico social bajo los principios de segu-
ridad nacional, lo anterior en cumplimiento al artículo 25
constitucional.

Artículo 25. “Corresponde al Estado la rectoría del des-
arrollo nacional para garantizar que éste sea integral y sus-
tentable, que fortalezca la soberanía de la nación y su régi-
men democrático y que, mediante el fomento del
crecimiento económico y el empleo y una más justa distri-
bución del ingreso y la riqueza, permita el pleno ejercicio
de la libertad y la dignidad de los individuos, grupos y cla-
ses sociales, cuya seguridad protege esta Constitución...”

Por lo que esperamos que el Poder Ejecutivo federal se
sensibilice ante la demanda de uno de los sectores más des-
protegidos del país, y se renegocie el TLCAN, a efecto de
que nuestro país esté en condiciones iguales con los otros
países, y no estar en desventaja para competir con las pro-
ducciones extranjeras.

Es evidente que en un mercado en donde impera la inequi-
dad y la desprotección, no se cuente con las condiciones
necesarias para competir. Dada esta desigualdad es apre-
miante revisar dicho tratado específicamente lo concer-
niente al sector agropecuario, deben ser replanteadas las
condiciones de comercialización a efecto de no seguir afec-
tando el desarrollo del campo mexicano. La desgravación
arancelaria debe ser el primer punto a revisar y analizar los
efectos de dicho acuerdo a la economía del país.

Debemos proteger al sector agrícola ante una economía co-
mo la de nuestros vecinos del norte, y ayudar a los agricul-
tores mexicanos, sería un error hacer caso omiso de sus de-
mandas, esto generaría un conflicto económico social en el
agro mexicano, considerando que el campo es la base de
nuestra sociedad, no se debe permitir que se continué afec-
tando con una situación de desigualdad y marginación la
cual ocasiona más pobreza.

Es nuestro deber como legisladores exigir al Poder Ejecu-
tivo federal que se pueda hacer una revisión, que se busque
la forma de modificar ese tratado y de revisar la protección
para el campo mexicano.
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En razón de lo anterior, me permito presentar ante esta so-
beranía la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente al Poder Ejecutivo federal
para que en el ámbito de sus atribuciones y obligaciones
plantee de manera urgente, la revisión del capítulo agrope-
cuario del Tratado de Libre Comercio de América del Nor-
te.

Segundo. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta a los secretarios de Agricultura, Desarrollo
Social, Economía y Hacienda y Crédito Publico, para que
presenten a la brevedad los planes de contingencia y de
desarrollo para el sector agrícola del país.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de enero de 2008.— Diputado
Tomás Gloria Requena (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones de Agricultura, y de Ganade-
ría. 

«Con punto de acuerdo, por el que se solicita al jefe su-
premo de las Fuerzas Armadas, a los titulares de la
SCJN y de la CNDH, y a los gobernadores de Tamauli-
pas y de Baja California que tomen las medidas perti-
nentes a fin de restablecer el orden constitucional en di-
chas entidades, a cargo de la diputada Aleida Alavez
Ruiz, del Grupo Parlamentario del PRD

Con fundamento en el artículo 58 y 59 del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, los diputados José Alfonso Suárez
del Real y Aguilera, Aleida Alavez Ruiz y otros integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática suscriben la presente proposición con punto de
acuerdo de urgente y obvia resolución para solicitar al jefe
supremo de las Fuerzas Armadas, a los titulares de los Po-
deres Ejecutivos locales de los estados de Tamaulipas y
Baja California, al presidente de la Comisión Nacional de

Derechos Humanos y al presidente de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación que, en el ámbito de sus propias res-
ponsabilidades, tomen las medidas pertinentes para resta-
blecer el orden constitucional en los estados de Baja Cali-
fornia y Tamaulipas, bajo las siguientes:

Consideraciones

Resulta patente e innegable que, desde hace algunos meses,
la acción de las Fuerzas Armadas nacionales en la lucha an-
tinarcotráfico es incesante en algunos estados de la Repú-
blica Mexicana. Es el caso de Baja California y Tamaulipas
en donde la violencia de los grupos del crimen organizado
ha alcanzado niveles verdaderamente aterradores.

Hemos sido testigos de ejecuciones, levantones, enfrenta-
mientos armados que semejan batallas campales, desapari-
ciones y secuestros. Todo esto ha llevado a una escalada en
los horizontes de intimidación ejercida tanto por el crimen
organizado como por las fuerzas armadas de nuestro país.

No soslayamos el importante aporte que tanto el Ejército
mexicano como la Fuerza Aérea y la Armada de México
han hecho para evitar que nuestro país se convierta en un
narcoestado; sin embargo, consideramos que la falta de
efectividad de las policías federales, estatales y municipa-
les han orillado a que el gobierno tome medidas cada vez
más violentas para enfrentar a los diferentes cárteles dedi-
cados al narcotráfico; medidas que no únicamente afectan
a los últimos eslabones de la delincuencia, sino que impac-
tan a toda la sociedad.

Esta situación ha derivado en diversas violaciones a los de-
rechos humanos de la población, en la violación de varias
disposiciones constitucionales y en la imposición de un es-
tado de excepción factual en que el Ejército se arroga fun-
ciones reservadas constitucionalmente para el Ministerio
Público, como ocurrió el pasado 16 de enero en que la Se-
cretaría de la Defensa Nacional emitió un comunicado a la
población, fechado en el campo militar 2-F, para promover
la denuncia anónima de conductas ilícitas como la venta de
drogas, secuestros, movimientos de grupos de personas ar-
madas u otros actos que perturben la tranquilidad de la po-
blación.

Asimismo, en la ciudad de Nuevo Laredo, Tamaulipas, la
mañana del 22 de enero, efectivos militares pertenecientes
al Grupo Aeromóvil del Fuerzas Especiales tomaron por
asalto las instalaciones de la Dirección de Seguridad Públi-
ca fronteriza, procedieron a la concentración del personal



Año II, Primer Receso, 23 de enero de 2008 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados220

policíaco y a la requisición de su armamento, asumiendo la
vigilancia y administración de la seguridad pública de esa
ciudad.

Consideramos que estas acciones obligan a las Fuerzas Ar-
madas a violar flagrantemente los artículos 1, 16, 18, 21,
29 y 129 constitucionales ya que, según la Suprema Corte
de Justicia, éstas únicamente pueden actuar como coadyu-
vantes en materia de seguridad pública y no pueden, de
ninguna manera, asumir la dirección de los operativos ni
mucho menos suplantar a las autoridades civiles legalmen-
te encargadas de la procuración de justicia y de la seguri-
dad pública. Resulta imprescindible que las acciones que
se desarrollen en la lucha antinarcóticos respeten el marco
constitucional y los derechos humanos.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la con-
sideración de esta honorable soberanía, bajo el supuesto de
urgente y obvia resolución, la siguiente proposición con:

Punto de Acuerdo

Primero. Esta honorable soberanía exhorta al presidente
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en uso de las
atribuciones concedidas por el artículo 97 constitucional,
para iniciar una investigación por violación grave de las
garantías fundamentales en Baja California y Tamaulipas.

Segundo. Esta honorable soberanía exhorta al presidente
de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, a ini-
ciar las investigaciones correspondientes por violación gra-
ve de los derechos humanos en Baja California y Tamauli-
pas.

Tercero. Esta honorable soberanía solicita al titular de la
Administración Pública Federal, en su carácter de jefe su-
premo de las Fuerzas Armadas, informe justificado relati-
vo a las acciones que desarrollan las Fuerzas Armadas na-
cionales, bajo su mando, en la lucha contra el narcotráfico
en Baja California y Tamaulipas, y exige que estas accio-
nes se apeguen, de manera irrestricta, al marco constitucio-
nal.

Cuarto. Esta honorable soberanía exhorta a los goberna-
dores de Baja California y Tamaulipas para que tomen las
medidas pertinentes para restablecer el estado de derecho
en esas entidades federativas y para conducirse con abso-
luta legalidad y respeto a las disposiciones constitucionales
en todas las acciones relativas al combate al narcotráfico y
procuración de la seguridad pública.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 23 días del mes de enero de
2008.— Diputados: José Alfonso Suárez del Real, Aleida Alavez Ruiz
(rúbricas).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Gobernación, y de
Derechos Humanos.

«Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecu-
tivo federal a continuar la estrategia de seguridad pú-
blica aplicada hasta el momento en el país, específica-
mente en Baja California, y a destinar recursos
humanos y materiales extraordinarios para garantizar
la seguridad de todos los bajacalifornianos, a cargo del
diputado Joel Arellano Arellano, del Grupo Parlamen-
tario del PAN

El suscrito, diputado federal Héctor Manuel Ramos Cova-
rrubias, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional, en nombre y por cuenta de sus compañeras
y compañeros diputados federales de Baja California, por
parte del mismo Grupo Parlamentario, con fundamento en
el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y en los artículos 58, 59 y 60
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, somete a conside-
ración de esta honorable soberanía la siguiente proposición
con punto de acuerdo para ser considerada de urgente y ob-
via resolución, al tenor de las siguientes:

Consideraciones

En el mes de noviembre, en Ensenada, un comando de más
de 50 hombres armados irrumpió en el Servicio Médico
Forense para recuperar el cuerpo de un supuesto narcotra-
ficante muerto al desplomarse el helicóptero en que viaja-
ba.

A mediados de diciembre de 2007, poco después del me-
diodía, un comando de más de 10 sujetos armados con ar-
mas de alto poder, ingresaron al estacionamiento privado
de las instalaciones de la Dirección de Seguridad Pública
en Playas de Rosarito, con la intención de asesinar al di-
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rector de Seguridad Pública de ese municipio, militar reti-
rado Jorge Eduardo Montero Álvarez. Los delincuentes no
lograron su propósito, aunque perdió la vida el agente Gui-
llermo Castro Corona y resultaron heridos Leonel Pizaña
Trip y dos civiles.

Durante la semana que dio inicio el 14 de enero, la violen-
cia hizo presa de la ciudad de Tijuana, Baja California. Ca-
torce personas fallecidas, diez lesionadas y siete detenidas
entre policías, delincuentes y familias inocentes; un cateo
al domicilio de un ex jefe policiaco, un fallido asalto ban-
cario, una persecución a toda velocidad entre cientos de
conductores inocentes, y el más impactante, un enfrenta-
miento a balazos en la vía pública entre delincuentes y el
Ejército, junto con diversas agrupaciones policías de los
tres órdenes de gobierno; este ultimo hecho puso en peligro
la vida de 40 niños que se encontraban en un kinder y a
cientos de bajacalifornianos vecinos al lugar de los hechos
, fue el saldo que arrojaron tres días, por no mencionar sen-
dos atentados perpetrados en noviembre de 2007 y en ene-
ro de 2008 en contra del Secretario de Seguridad Pública
municipal.

Semejante situación es sólo un botón de muestra del clima
de inseguridad que se vive en la entidad que, de permane-
cer latente durante mucho tiempo, se desencadenó fuerte-
mente y con más virulencia a partir de que la administra-
ción del presidente Calderón iniciara programas frontales
para el combate del crimen organizado y este Congreso de
la Unión aprobara un proyecto de presupuesto de egresos
para el presente año con recursos sin precedentes en mate-
ria de seguridad pública para combatir los altos índices de
violencia y criminalidad que padece nuestro país.

Simultáneamente, se han logrado dar grandes golpes al
hampa a través de detenciones de importantes narcotrafi-
cantes y cuantiosísimas incautaciones, sin precedente, de
droga y dinero.

Baja California, donde inicia la patria, y brazo fuerte de
México, está inmerso en un remolino de violencia que
amenaza con eliminar toda capacidad de asombro en la ciu-
dadanía. Sin embargo, las y los bajacalifornianos estamos
unidos y llamados a cerrar filas, renovando nuestros votos
de confianza a la autoridad e incidiendo en las políticas pú-
blicas para que el Estado siga cumpliendo su papel de pro-
tector de los derechos del ciudadano sin amedrentarse ni
retroceder un ápice.

Es de vital importancia para el desarrollo económico, polí-

tico y social de nuestro país y en especial de Baja Califor-
nia atacar con toda la dureza de la Ley al crimen organiza-
do redoblando esfuerzos y recursos humanos y materiales
para salvaguardar la integridad de miles de bajacalifornia-
nos honestos y trabajadores que a diario se esfuerzan por
construir un mejor estado para sus hijos.

La situación que vive nuestro estado afecta directamente la
inversión privada y al sector turístico, lo cual podría traer
como consecuencia que por primera vez en Baja California
se pierda en generación de empleos, aspecto en el cual
siempre hemos podido disfrutar de un crecimiento cons-
tante. 

Por las consideraciones antes mencionadas, se propone el
siguiente

Punto de Acuerdo

De urgente y obvia resolución.

Primero. Esta soberanía hace un urgente y respetuoso ex-
horto al Ejecutivo federal para que continúe con la estrate-
gia de seguridad pública aplicada hasta el momento en el
país entero y, específicamente, en el estado de Baja Cali-
fornia.

Segundo. Esta soberanía hace un urgente y respetuoso ex-
horto al Ejecutivo federal, para que instruya al secretario
de Seguridad Pública y al general secretario de la Defensa
Nacional para que se destinen recursos humanos y mate-
riales extraordinarios para garantizar la seguridad de todos
los bajacalifornianos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de enero de 2008.— Diputa-
dos: Héctor Manuel Ramos Covarrubias (rúbrica), Alma Xóchil Car-
dona Benavides, Ricardo Franco Cazarez, David Maldonado Gonzá-
lez, Dolores de María Manuell-Gómez Angulo, Francisco Javier
Paredes Rodríguez, Mirna Cecilia Rincón Vargas,  Francisco Rueda
Gómez, Carlos Alberto Torres Torres, Antonio Valladolid Rodríguez.»

Se turna a la Comisión de Justicia. 
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«Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecu-
tivo federal a diseñar un plan de contingencia integral
para contrarrestar los efectos adversos que podría cau-
sar a la economía mexicana una recesión en Estados
Unidos de América, a cargo del diputado Salvador Ba-
rajas del Toro, del Grupo Parlamentario del PRI

La información disponible de los principales indicadores
económicos a nivel global, pero fundamentalmente de la
economía estadounidense, ha mostrado, en los últimos me-
ses, signos de alarma que deben preocuparnos a todos.

En este contexto, y a pesar de que la economía mundial du-
rante el 2007 continuó creciendo de manera significativa
hasta el tercer trimestre, las perspectivas se han deteriora-
do, fundamentalmente porque en Estados Unidos durante
el cuarto trimestre el crecimiento económico mostró seña-
les de desaceleración que han generado un ambiente de in-
certidumbre entre los principales agentes económicos
mundiales, en especial por la posibilidad de que ocurra una
recesión en la primera mitad del año, con las implicaciones
directas en la economía a nivel internacional, y sobre todo,
en la economía mexicana.

Este riesgo en la economía estadounidense deriva de las
repercusiones de la crisis del mercado hipotecario que han
propiciado una política crediticia restrictiva en los Estados
Unidos, particularmente, una disminución en la confianza
del consumidor en ese país.

De manera adicional, han persistido las presiones inflacio-
narias derivadas del alza de los precios internacionales de
los alimentos y de los energéticos, mismos que se han tras-
mitido a la economía global.

Por su parte, el Departamento de Comercio estadouniden-
se informó que en diciembre del año pasado la industria de
la construcción de vivienda cayó un 25 por ciento, siendo
el nivel más bajo desde 1993.

Asimismo, el Departamento de Trabajo de ese país señaló
que en promedio en las últimas cuatro semanas, las perso-
nas que perciben el seguro por desempleo llegó a 2.73 mi-
llones, el nivel más alto desde noviembre de 2005.

Por lo anterior, el presidente George W. Bush anunció ape-
nas el pasado viernes, un paquete de estímulos económicos
de corto plazo a fin de poder reactivar la economía de esa
nación. Este plan de rescate económico plantea incentivos

y alivio fiscal directo para empresarios y consumidores,
que alcanza los 145 mil millones de dólares.

Al señalar que los instrumentos deben aplicarse rápida-
mente y estructurarse para que sus efectos sobre el gasto
agregado se sientan dentro de los próximos doce meses, se
busca con estas medidas, entre otras cosas, evitar los em-
bargos masivos y modernizar el mercado de viviendas.

El Banco Central Norteamericano, de forma sorpresiva y
para muchos analistas desesperada por la situación, anun-
ció el recorte de la tasa de interés de 4.25 por ciento a 3.5
por ciento, la señal más dramática hasta ahora de que el
banco central teme una recesión, buscando con ello que los
mercados logren los ajustes necesarios para poder reactivar
la economía.

Desafortunadamente y ante este aciago panorama econó-
mico, por lo que toca a nuestro país, en lugar de esperar un
paquete de medidas estratégicas de manera integral para
hacer frente a los posible riesgos o efectos negativos en
nuestra economía, lo que hemos escuchado del presidente
Felipe Calderón, es que la economía mexicana es “alta-
mente dependiente” de la estadounidense, aunque el país
tiene la capacidad para salir adelante “aún en ese escenario
adverso”.

También ha dicho y lo cito textual “que esto del escenario
preocupante de 2008, realmente hasta le emociona” y ase-
gura: “que vamos a salir extraordinariamente bien este año
2008”.

Por último, no obstante que anteayer, obligado seguramen-
te por la caída de las más importantes bolsas de valores a
nivel mundial, incluida la mexicana, el presidente Calde-
rón anunció que para tratar de paliar los efectos negativos
en nuestra economía, se cuenta con dos poderosos motores
de crecimiento que no dependen del mercado interno y que
van a impulsar la actividad económica y el empleo en el
país: la vivienda y la infraestructura, los argumentos, que
perecerían ser sólidos y válidos inicialmente, en realidad
son vulnerables en un futuro.

En primer término, debido a que si bien la inversión en el
sector vivienda en el presente año alcanzará los 281 mil mi-
llones de pesos, fundamentalmente se trata de inversión pri-
vada.
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En segundo lugar, ante las dudas que surgen sobre cuáles
serán los incentivos para que estos inversionistas privados
continúen con los proyectos para el presente año y cuál se-
rá el mecanismo por el que el gobierno logrará retener a es-
tos inversionistas.

De ahí que es claro que la prevención no está en el ánimo
de los responsables de la política económica y financiera y,
al parecer, menos aún, en el de Felipe Calderón.

El presidente Calderón quizá no ha dimensionado la grave-
dad del problema al desestimar los enormes riesgos que es-
to trae consigo. El paquete de medidas anunciadas por el
presidente Bush ha sido evaluado por distintos agentes
económicos, quienes han desaprobado dichas medidas al
destacar que no evitarán que se entre en una recesión. Es
decir, la incertidumbre continúa.

Por ello, a los priístas nos preocupa sobremanera esta si-
tuación, porque al no contar con un plan estratégico inte-
gral para hacerle frente, confiados en la inversión en in-
fraestructura principalmente privada, es evidente que la
recesión estadounidense ocasionaría un cierre masivo de
empresas maquiladoras, agravando el de por sí grave pro-
blema del desempleo.

Además de que las exportaciones disminuirán de manera
dramática, como lo está padeciendo ya la industria auto-
motriz; y que la entrada de divisas por el turismo igual-
mente disminuiría sustancialmente; así como las remesas
que envían los mexicanos radicados en los Estados Unidos.

Por lo tanto, es necesario que el titular del Ejecutivo fede-
ral diseñe sin tardanza, un plan de contingencia integral en
el que se señale con claridad la manera en que se afrontará
esta situación en caso de que ocurra, evitando con ello el
factor sorpresa, y reduciendo los niveles de incertidumbre
en los agentes económicos, quienes han mostrado, como ya
se señaló, y con razón, su preocupación.

Es de sobra sabido que las decisiones de los inversionistas
están sujetas a la certidumbre y las expectativas a futuro,
mayor razón para que las autoridades formulen de manera
integral un plan estratégico en el que se indique el manejo
de tarifas y precios públicos, y el otro instrumento que se-
rá utilizado para hacer frente a esta situación, adicional al
gasto en infraestructura y el sector vivienda.

De no hacerlo así, parecería que para el Ejecutivo federal y
para las autoridades encargadas de la política económica de
nuestro país, el riesgo no está presente.

Es por las anteriores consideraciones, que someto a la con-
sideración de esta soberanía la siguiente proposición con:

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión, exhorta al titular del Ejecutivo federal para que, a la
brevedad posible, diseñe un plan de contingencia integral
para contrarrestar los efectos adversos que en la economía
mexicana podría causar una probable recesión en los Esta-
dos Unidos de América durante los próximos meses; e in-
forme sobre el mismo, de manera puntual a esta soberanía.

Salón de sesiones de la Comisión Permanente del honorable Congreso
de la Unión, a los a 22 días del mes de enero de 2008.— Diputado Sal-
vador Barajas del Toro (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público. 

«Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecu-
tivo federal a ampliar el plazo de beneficios fiscales y
administrativos a los patrones del campo con relación a
sus obligaciones de seguridad social, a cargo del sena-
dor Humberto Andrade Quezada, del Grupo Parla-
mentario del PAN

Martha Leticia Sosa Govea, senadora de la República de la
LX Legislatura e integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto
por el artículo 58 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a la consideración de esta soberanía, la siguiente
proposición con punto de acuerdo para solicitar al Ejecuti-
vo federal, amplíe el plazo de beneficios fiscales y admi-
nistrativos a los patrones del campo en relación a sus obli-
gaciones de seguridad social, al tenor de la siguiente
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Exposición de Motivos

Como bien saben ha sido de mi especial interés, la condi-
ción de la seguridad social que se otorga a los trabajadores
del campo, esto en virtud de que la mayoría de los jornale-
ros agrícolas no se encuentran asegurados, según datos del
INEGI.

Por otra parte este sector se vuelve altamente vulnerable
debido a sus peculiares circunstancias de trabajo, pese a
que los jornaleros o trabajadores eventuales del campo son
sujetos integrales al régimen de la seguridad social.

Razón que motivó que el pasado 20 de junio de 2007 algu-
nos compañeros senadores y una servidora presentáramos,
un punto de acuerdo mediante el cual, respetuosamente se
solicitó al Ejecutivo federal emitiera un nuevo decreto, con
el fin de otorgar una prórroga del anterior, sobre los bene-
ficios fiscales y administrativos con relación a sus obliga-
ciones de seguridad social; dicho decreto fue publicado en
el Diario Oficial de la Federación el pasado 24 de julio de
2007 por un período de seis meses.

No obstante, cabe destacar que este problema en el campo
mexicano cuenta ya con una historia de poco más de 13
años, por otra parte, en aras de fortalecer con seriedad y con-
gruencia al sector de los trabajadores eventuales del campo,
es necesario tomar en cuenta los siguientes factores:

1. El decreto emitido por el presidente Felipe Calderón Hi-
nojosa el día 24 de julio de 2007, comenzó a correr un pla-
zo por seis meses, mismo que corresponde al receso de
producción agrícola otoño-invierno.

2. El 21 de septiembre de 2007, es decir, dos meses des-
pués de haberse emitido el decreto en comento, fueron da-
das a conocer, al Consejo Técnico del IMSS, las reglas pa-
ra la aplicación del decreto por el que se otorgan beneficios
fiscales a los patrones y trabajadores eventuales del campo.

3. La etapa de siembras u trasplantes del ciclo otoño-in-
vierno que es el que está activo, termina el 31 de enero del
presente año y la producción de las primeras siembras de
septiembre se empezó a recolectar apenas a principios de di-
ciembre, de modo que los incrementos importantes de en la
afiliación están por darse en los meses de febrero y marzo.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, la suscrita some-
te a la consideración de esta soberanía, de urgente resolu-
ción el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta atenta y respetuosamente al Ejecutivo
federal para que en el ejercicio de sus facultades constitu-
ciones, otorgue una prórroga por seis meses a partir de la
fecha de vencimiento del anterior decreto es decir a partir
de este 25 de enero de 2008.

Dado en el salón de sesiones del Senado de la República a los 16 días
de enero de 2008.— Senadora Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica).»

Se turna a la Comisión Hacienda y Crédito Público, de
la Cámara de Senadores. 

«Con punto de acuerdo, por el que la Comisión Perma-
nente manifiesta su solidaridad con el pueblo de Ucra-
nia y se adhiere al pronunciamiento del presidente de
esa nación para reconocer el holodomor de los años
1932-1933 como un acto de genocidio contra el pueblo
ucraniano, a cargo de la senadora Adriana González
Carrillo, en nombre de la diputada Omeheira López
Reyna, del Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, diputada Omeheira López Reyna, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal de la LX Legislatura de la honorable Cámara de Dipu-
tados, con fundamento en los artículos 58 y 59 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso de los
Estados Unidos Mexicanos, somete a la consideración de
la Presidencia de la Mesa Directiva de la Comisión Perma-
nente del honorable Congreso de la Unión, la siguiente
proposición con punto de acuerdo de urgente y obvia reso-
lución con base en las siguientes

Consideraciones

En la tormentosa historia del siglo XX, el holodomor
(hambruna) de los años 1932-1933, llevado a cabo contra
el pueblo ucraniano, ocupa un lugar especial. Esta acción
terrorista global fue efectuada por el régimen estalinista
contra la población pacífica y al menos 10 millones de
ucranianos fueron muertos por hambre organizada para lo-
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grar un objetivo político criminal -el debilitamiento y ex-
terminio de los campesinos ucranianos libres- base social
de la nación, de sus tradiciones, su fundamento, moral y
autenticidad.

El hambre de 1932-1933 se extendió prácticamente a todas
las regiones de Ucrania, que en aquel entonces era parte in-
tegrante de la URSS. No fue un fenómeno natural, sino una
acción administrativa cínica, ejecutada en forma conscien-
te, como lo han atestiguado los documentos de la época.

En el país se disponía de suficiente cantidad de trigo, pero
este fue vendido al exterior. Por órdenes del gobierno esta-
ba vedado cualquier comercio en zonas rurales, se prohibió
abastecer las aldeas de alimentos, fueron perseguidos y
condenados a 10 años de cárcel, inclusive a fusilamiento, a
todos aquellos que usaban el trigo para el pago de salarios.
Estos hechos están documentados en los archivos oficiales
de los organismos del gobierno de entonces.

Los investigadores mencionan diversas cantidades de
muertos por el holodomor. Sea cual fuere el caso, se trata
de millones de inocentes víctimas que perdieron su vida
por este motivo. Evidentemente, el criterio de apreciación
de la magnitud de la tragedia no sólo está en la cantidad, si-
no en la capacidad de cada persona de tomar el dolor ajeno
como suyo propio. La universalidad de esta catástrofe na-
cional sólo puede ser entendida con la profundidad de la
conmoción interna de todo aquel que se considere una per-
sona civilizada.

El profesor O. Shulhin, jefe de gobierno de la República
Democrática de Ucrania, exiliado en París, dirigió una no-
ta a la Liga de las Naciones y a la Cruz Roja Internacional
sobre las horrendas consecuencias del hambre allí organi-
zado. Sin embargo, los círculos políticos y empresariales
de los países extranjeros observaban, en silencio, el des-
arrollo de la tragedia, o simplemente no la querían ver, en-
gañados por la efectiva propaganda del régimen estalinista.

Es por tanto que nosotros desde esta tribuna debemos ma-
nifestar enérgicamente nuestro rechazo a todo acto que vio-
lente en cualquier grado la dignidad humana de las perso-
nas y más aun cuando se trata de crímenes contra la
humanidad, como el genocidio, que es un crimen que pue-
de manifestarse por los actos cometidos en tiempos de gue-
rra o paz, con la intención de destruir total o parcialmente
un grupo nacional, étnico, racial o religioso, empleando pa-
ra ello diversos procedimientos, como el sometimiento in-
tencional del grupo a condiciones de existencia que hayan

de acarrear su destrucción física total o parcial, mecanismo
utilizado en perjuicio del pueblo ucraniano. Actualmente
no reconocido, no obstante que cumple con los requisitos
del artículo II de la Convención para la Prevención y San-
ción del Delito de Genocidio.

Gracias a los esfuerzos de la emigración ucraniana fue for-
mada una comisión del Congreso de los Estados Unidos de
Norteamérica, encabezada por el científico James Mace, a
cuyas instancias, en el año de 1986, el holodomor de 1932-
1933 en Ucrania fue denominado genocidio. Poco tiempo
después, en noviembre de 1989, una comisión de eminen-
tes juristas, presidida por el prestigioso profesor de la Uni-
versidad de Stockholm, doctor Jacob Sandberg, dictaminó
que la hambruna provocada por el régimen soviético, fue
un genocidio contra el pueblo ucraniano.

El 14 de mayo del 2003, al conmemorarse el 70 aniversa-
rio del holodomor, fue convocada una sesión especial de la
Verjovna Rada (Parlamento) de Ucrania. Los integrantes
de esta sesión aprobaron una proclama al pueblo ucrania-
no, donde reconocen que “… el holodomor fue consciente-
mente organizado por el régimen estalinista y debe ser pú-
blicamente condenado por la sociedad ucraniana y por toda
la comunidad internacional, debido a la cantidad de vícti-
mas, como uno de los más grandes genocidios de la histo-
ria mundial”.

En ese mismo año en la 58a. Sesión de la Asamblea Gene-
ral de la ONU, por primera vez en la historia de esta alta
organización, hubo una declaración conjunta de las delega-
ciones de los Estados miembros que designó al holodomor
como una tragedia nacional del pueblo ucraniano, declaró
los pésames a sus víctimas y apeló a todos los Estados
miembros de la organización, a sus entidades especializa-
das, a los fondos y asociaciones civiles, tributar homenaje
a la memoria de todos aquellos que fallecieron en éste trá-
gico periodo de historia.

En la reunión plenaria de la Asamblea General de la ONU
del 15 de septiembre de 2005, el actual presidente de Ucra-
nia, Víctor Yushchenko, en su alusión a los jefes de Estado
presentes, apeló “en nombre de una nación que ha perdido
10 millones de personas por el holodomor-genocidio” a co-
nocer toda la verdad sobre crímenes contra la humanidad y,
para así tener la seguridad que la indiferencia no estimula-
rá a los criminales.

El 28 de noviembre de 2006, la Verjovna Rada de Ucrania
aprobó la Ley sobre el holodomor en Ucrania de los años
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1932-1933, propuesta por el presidente de Ucrania, Víctor
Yushchenko, en la que se declara el holodomor como un
genocidio contra el pueblo ucraniano. En su preámbulo se
incluye la definición del genocidio, de acuerdo a la juris-
prudencia internacional aceptada. Establece esta ley tam-
bién que la negación de este terrible acontecimiento se con-
sidera una burla a la memoria de los millones de víctimas
de la tragedia, una humillación a la dignidad del pueblo
ucraniano y es ilegal.

Es importante señalar que 13 países han reconocido a este
acto de terror como genocidio contra el pueblo de Ucrania.
Por nuestra parte, sería también muy importante, a nivel in-
ternacional, que México, como miembro de la ONU y na-
ción que siempre ha manifestado su repudio hacia este tipo
de actos y crímenes en contra de la humanidad, se adhiera
a este reconocimiento del holodomor como un crimen de
genocidio en contra del pueblo ucraniano.

Por último, es importante remarcar el hecho de que este
año se conmemora el 75 aniversario de la gran tragedia,
motivo por el cual Ucrania presentará ante la Asamblea
General de la ONU, una nueva propuesta dirigida a decla-
rar el holodomor de los años 1932-1933 un genocidio con-
tra el pueblo ucraniano. Ayudando de este modo a renovar
la justicia histórica, recordar a las víctimas y advertir una
vez más sobre las horrorosas consecuencias de actividades
de regímenes totalitarios de cualquier signo y color, tanto
del pasado como del presente y futuro.

Por lo anterior, someto a la consideración de esta soberanía
el siguiente:

Punto de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión expresa su solidaridad con el pueblo ucra-
niano, con motivo del septuagésimo quinto aniversario de
la trágica hambruna de los años 1932-1933, calificado este
hecho como un acto de genocidio.

Segundo. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión manifiesta su rechazo a todo acto de totali-
tarismo y de crímenes perpetrados contra la humanidad en
todas sus formas, al mismo tiempo que apela a los princi-
pios de justicia y respeto mutuo entre los países, para que
hechos de esta naturaleza no vuelvan a repetirse.

Tercero. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión exhorta al Ejecutivo federal para que se so-

lidarice con el pueblo ucraniano adhiriéndose a la petición
de Ucrania para declarar el holodomor de los años 1932-
1933, como un acto de genocidio en contra del pueblo
ucraniano.

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente del honora-
ble Congreso de la Unión, a 9 de enero de 2008.— Diputada Omehei-
ra López Reyna (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Relaciones Exteriores. 

«Con punto de acuerdo, por el que se solicita al direc-
tor general de la Comisión Nacional de Cultura Física y
Deporte un informe detallado sobre los resultados obte-
nidos durante su gestión, así como los planes y líneas de
acción que se tienen para la promoción del deporte na-
cional, a cargo del senador Alfonso Elías Serrano, del
Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, senador Alfonso Elías Serrano, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, de conformidad con lo previsto por los artículos 58,
59 y 60 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a
la consideración de esta Comisión Permanente la presente
proposición con punto de acuerdo, a través de la cual se so-
licita la comparecencia del director general de la Comisión
Nacional de Cultura Física y Deporte, con base en la si-
guiente

Exposición de Motivos

¿Qué se necesita para que un país con cien millones de ha-
bitantes pueda destacar en las competencias deportivas in-
ternacionales? 

¿Cómo se debe trabajar para hacer de nuestros deportistas
seres triunfadores que pongan en alto la bandera de Méxi-
co? 

¿De qué forma se puede evitar que se vuelva cierto el vati-
cinio lanzado por el Instituto Mexicano del Seguro Social
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en el sentido de que dentro de diez años el noventa por
ciento de nuestra población será obesa?

Responder estas preguntas nos obliga a examinar de mane-
ra exhaustiva lo que está pasando en el deporte mexicano.
Necesitamos saber que políticas se han diseñado al respec-
to y la forma en que se gastan los recursos que se asignan
a este rubro. 

Resulta indispensable contar con información precisa que
nos permita conocer la manera en que se imparte la educa-
ción física en las escuelas, cómo es que a los jóvenes se les
integra en actividades recreativas, a fin de alejarlos de la
delincuencia y los vicios. Es imperioso que sepamos cómo
se fomenta la práctica deportiva entre los adultos mayores
y las personas con capacidades distintas. Debemos estar al
tanto de la forma en que se vinculan las políticas públicas
con las universidades, las federaciones deportivas, los pa-
trocinadores y el movimiento olímpico. 

De las respuestas que obtengamos a tales preguntas podre-
mos establecer conclusiones sobre el estado del deporte en
nuestro país, rubro que nos preocupa sobremanera por tres
razones nodales:

• La cercanía de los juegos olímpicos; 

• La organización de los Juegos Panamericanos del
2011; y 

• El lamentable retiro de la velocista más brillante que
ha dado nuestro país: Ana Gabriela Guevara, a quien,
por sus múltiples logros, no podemos menos que rendir-
le un merecido homenaje desde esta tribuna.

Más aún cuando diversas personalidades del ámbito depor-
tivo, como Jerzy Hausleber, quien a lo largo de su carrera
como entrenador de marcha dio a nuestro país seis meda-
llas olímpicas, aseguró a un semanario que esta disciplina
ha declinado porque no se cuenta con metodología ni dis-
ciplina, esto a pesar de que nuestros deportistas gozan de
buenos apoyos. El problema, sostiene Hausleber, radica en
que los dirigentes han caído en el conformismo y no exigen
resultados. 

Es aventurado pensar que otras disciplinas olímpicas se en-
cuentren en una situación similar, no obstante gran parte de
la población en México considera que así es, en virtud de
los magros resultados de los últimos años.

Pese a que los juegos olímpicos constituyen para las nacio-
nes desarrolladas un escaparate que les permite mostrar
una de las mejores partes de sí mismas, en el caso de Mé-
xico, dados los escasos éxitos que se obtienen, tales even-
tos constituyen uno de tantos motivos para reafirmar la
eterna depresión nacional.

Nuestra nación ha adquirido para el año 2011 el compro-
miso de organizar una vez más los Juegos Deportivos Pan-
americanos, ahora en la ciudad de Guadalajara. La realiza-
ción de tal justa, toda vez que compromete recursos
públicos y el prestigio de nuestro país, merece que fijemos
nuestra atención en las tareas realizadas con relación a tal
evento. 

Ahora bien, la salida del deporte de Ana Guevara no sólo
constituye una pérdida lamentable por cuanto lo que ella
transmitía en las pistas: la imagen de una mujer fuerte,
triunfadora y tenaz, sino porque su retiro se da entre fuer-
tes acusaciones en contra de los más altos directivos y su
forma de proceder. Creemos que, sin prejuzgar sobre la ve-
racidad de tales afirmaciones, debemos indagar sobre el
particular, puesto que las mismas se vierten dentro de un
ambiente enrarecido por la presunta comisión de prácticas
execrables: acusaciones de corrupción, ineficiencias, ami-
guismos, derroche y desvío de recursos. 

De conformidad con lo anterior, y dada la cercanía de la
justa veraniega que tendrá lugar en la República Popular
China, las expectativas poco halagüeñas que algunos diri-
gentes deportivos han manifestado sobre el particular y el
retiro prematuro de la actividad deportiva por parte de Ana
Gabriela Guevara, consideramos necesario que las autori-
dades encargadas de la planeación del deporte señalen pun-
tualmente cuáles son las acciones realizadas durante la pre-
sente administración y la forma en que han sido ejecutados
los diversos programas sobre la materia.

Para efectos de lo anterior, proponemos que sea citado a
comparecer el ciudadano Carlos Manuel Hermosillo Goy-
tortúa, Director General de la Comisión Nacional de Cul-
tura Física y Deporte, quien deberá exponer entre otros
cuestionamientos acerca de la organización de los próxi-
mos Juegos Panamericanos por desarrollarse en Guadala-
jara en el 2011.

Asimismo, que nos explique porque a ocho meses de que
inicien los Juegos Olímpicos el citado funcionario haya se-
parado de sus cargos al subdirector general de Calidad pa-
ra el Deporte, al coordinador de Normatividad y Asuntos
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Jurídicos y al director del Centro Nacional de Talentos De-
portivos y Alto Rendimiento, mientras que el subdirector
de Alto Rendimiento y el director de Operación Fiduciaria
y Mercadotecnia presentaron sus renuncias.

Los cambios no terminan ahí, ya que apenas hace unos me-
ses dejaron la institución el responsable del laboratorio an-
tidopaje y había sido removido el director de Medicina y
Ciencias Aplicadas. 

No se tiene memoria de que algún predecesor de Hermosi-
llo haya realizado tantos ajustes a sólo unos meses de la
justa olímpica. 

No podemos entender tampoco como es que, a pesar de la
inversión millonaria para su construcción, el Centro Na-
cional de Desarrollo de Talentos y Alto Rendimiento, inau-
gurado en dos ocasiones tanto por el actual Presidente de la
República como por el anterior no se encuentre listo al cien
por ciento, siendo víctima incluso y por esta circunstancia
del desaire de la elite deportiva, que prefiere otros espacios
para su preparación, tal y como ocurre, por ejemplo, con la
Selección Nacional de Boxeo y la Federación Mexicana de
Judo. Algo simplemente no funciona en el marco de la po-
lítica de fomento al deporte en el país.

Por las razones y fundamentos antes planteados, solicita-
mos a esta soberanía sea aprobada la siguiente proposición
con carácter de urgente y obvia resolución:

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Congreso de la Unión
solicita al director general de la Comisión Nacional de Cul-
tura Física y Deporte, ciudadano Carlos Manuel Hermosi-
llo Goytortúa, un informe detallado y preciso sobre los  re-
sultados obtenidos durante su gestión, así como los planes
y líneas de acción que se tienen para la promoción del de-
porte nacional, durante los próximos años.

Salón de Plenos de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión,
a 23 de enero de 2008.— Senador Alfonso Elías Serrano (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Juventud y Deporte, de la
Cámara de Senadores.

«Con punto de acuerdo, por el que se solicita a las Se-
cretarías de la Función Pública, y de Relaciones Exte-
riores, y a la Consejería Jurídica del Ejecutivo federal
que informen sobre el cumplimiento de los artículos 16
y 17 de la Ley de Nacionalidad respecto al nombra-
miento del secretario de Gobernación, suscrita por la
diputada Aleida Alavez Ruiz y el senador Silvano Aure-
oles Conejo, del Grupo Parlamentario del PRD

La suscrita, diputada Aleida Alavez Ruiz, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática de la LIX Legislatura de la Cámara de Diputados,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 78, frac-
ción III, del la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, 58 y 59 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, se permite poner a consideración de esta soberanía la
presente proposición con punto de acuerdo de urgente y
obvia resolución, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Como es de todos conocido, el pasado 16 de enero se de-
signó al ciudadano Juan Camilo Mouriño Terrazo como
nuevo titular de la Secretaría de Gobernación.

Dicha designación ha sembrado dudas en la opinión públi-
ca sobre la falta de cumplimiento con el marco jurídico na-
cional para que dicho ciudadano ocupe la titularidad del
despacho de Gobernación.

Existen antecedentes de la falta de transparencia sobre la
certeza de la nacionalidad del ex jefe de la Oficina de la
Presidencia, como es el caso documentado ante el Instituto
Federal de Acceso a la Información Pública Gubernamen-
tal, que en mayo de 2007 exigió a la Presidencia de la Re-
pública enviara la documentación migratoria del servidor
público de referencia.

Ante la resolución del IFAI, previa concesión graciosa de
Mouriño Terrazo, se obsequio copia del acta de nacimien-
to.

Es de destacarse que las solicitudes planteadas con anterio-
ridad y el día de hoy sobre la nacionalidad del ciudadano
Juan Camilo Mouriño no deben considerarse como confi-
denciales o reservadas, pues dichos documentos deben ser
de acceso público como ha sostenido el IFAI, máxime si el
ciudadano referido ha sido diputado federal y candidato a
Presidente Municipal.
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El artículo 30, Apartado A, fracción II, de nuestra Consti-
tución establece:

Artículo 30. La nacionalidad mexicana se adquiere por
nacimiento o por naturalización.

A. Son mexicanos por nacimiento:

II. Los que nazcan en el extranjero, hijos de padres
mexicanos nacidos en territorio nacional, de padre
mexicano nacido en territorio nacional, o de madre
mexicana nacida en territorio nacional;

Así también, el artículo 17 inciso b) del Código Civil es-
pañol dispone:

Artículo 17

1. Son españoles de origen:

b) Los nacidos en España de padres extranjeros si, al
menos, uno de ellos hubiera nacido también en Es-
paña.

Es de destacarse, que ambas constituciones señalan que los
que tengan nacionalidad por nacimiento o por origen no
podrán ser privados de ésta.

En ese sentido, queda claro que desde el nacimiento, el ciu-
dadano Mouriño Terrazo cuenta con la doble nacionalidad
y en consecuencia se le considera ciudadano y súbdito de
la Corona española.

El nombramiento del ciudadano Mouriño como titular de la
política interior debe cumplir con los requisitos estableci-
dos tanto en el artículo 32 de la Constitución mexicana así
como responder con la documentación que refieren los ar-
tículos 16 y 17 de la Ley de Nacionalidad, a saber:

Artículo 16. Los mexicanos por nacimiento a los que
otro Estado considere como sus nacionales, deberán
presentar el certificado de nacionalidad mexicana
cuando pretendan acceder al ejercicio de algún cargo o
función para el que se requiera ser mexicano por naci-
miento y que no adquieran otra nacionalidad. Al efecto,
las autoridades correspondientes deberán exigir a los in-
teresados la presentación de dicho certificado.

En el caso de que durante el desempeño del cargo o fun-
ción adquieran otra nacionalidad, cesarán inmediata-
mente en sus funciones.

Artículo 17. Los mexicanos por nacimiento a los que
otro Estado considere como sus nacionales, podrán soli-
citar a la Secretaría el certificado de nacionalidad mexi-
cana, únicamente para los efectos del artículo anterior.

Para ello formularán renuncia expresa a la nacionalidad
que les sea atribuida, a toda sumisión, obediencia y fideli-
dad a cualquier Estado extranjero, especialmente de aquél
que le atribuya la otra nacionalidad, a toda protección ex-
traña a las leyes y autoridades mexicanas, y a todo derecho
que los tratados o convenciones internacionales concedan a
los extranjeros. Asimismo, protestarán adhesión, obedien-
cia y sumisión a las leyes y autoridades mexicanas y se
abstendrán de realizar cualquier conducta que implique su-
misión a un Estado extranjero.

El certificado de nacionalidad mexicana se expedirá una
vez que el interesado haya cumplido con los requisitos de
esta ley y su reglamento.

Por la certeza y legalidad del servicio público mexicano, es
indispensable que se dé cuenta al Congreso de estos hechos
como elemento mínimo de compromiso con la transparen-
cia y respeto al estado de derecho.

Por lo anterior, y con fundamento en el artículos 58 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Unidos Mexicanos, la suscrita pone a consideración
de este Pleno la siguiente proposición con 

Punto de Acuerdo

Único. Se solicita a las Secretarías de la Función Pública,
y de Relaciones Exteriores, así como a la Consejería Jurí-
dica del Ejecutivo federal que informen a esta soberanía,
de manera expedita, sobre el cumplimiento de los artículos
16 y 17 de la Ley de Nacionalidad respecto del nombra-
miento del ciudadano Juan Camilo Mouriño Terrazo, titu-
lar de la Secretaría de Gobernación.

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente del Congre-
so de la Unión, a los veintidós días del mes de enero del año dos mil
ocho.— Diputada Aleida Alavez Ruiz (rúbrica), senador Silvano Aure-
oles Conejo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación. 
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«Con punto de acuerdo, para que el Senado de la Re-
pública integre un grupo interdisciplinario plural que
revise el cumplimiento del Tratado sobre Distribución
de Aguas Internacionales entre los Estados Unidos Me-
xicanos y Estados Unidos de América, firmado en 1944,
suscrita por el senador Jorge Legorreta Ordorica y el
diputado Manuel Portilla Diéguez, del Grupo Parla-
mentario del PVEM

Jorge Legorreta Ordorica y Manuel Portilla Diéguez, inte-
grantes de la LX Legislatura del honorable Congreso de la
Unión y del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México, con fundamento en los artículos 78 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
116 y 127 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; 58 y 60 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, presentamos la siguiente proposición
con punto de acuerdo, con base en las siguientes:

Consideraciones

I. Antecedentes Generales

Bajo la presidencia de Manuel Ávila Camacho, el 3 de fe-
brero de 1944, se celebró y firmó, en Washington, distrito
de Columbia, entre México y los Estados Unidos de Amé-
rica, un Tratado de Distribución de las Aguas Internaciona-
les de los ríos Colorado y Tijuana, y Bravo desde Fort
Quitman, Texas, Estados Unidos de América, al Golfo de
México. Ambos gobiernos resolvieron firmar el tratado to-
mando en cuenta los artículos VI y VII del Tratado de Paz,
Amistad y Límites entre los Estados Unidos Mexicanos y
los Estados Unidos de América, firmado en Guadalupe, Hi-
dalgo el 2 de febrero de 1848; y el artículo IV del tratado
de límites entre los dos países, firmado en la Ciudad de
México el 30 de diciembre de 1853, que reglamentan, úni-
camente para fines de navegación, el uso de las aguas de
los ríos Bravo (Grande) y Colorado.

La celebración del Tratado de 1944, consideró el interés de
ambos países en convenir el aprovechamiento de esas
aguas en otros usos y consumos y su deseo de fijar y deli-
mitar claramente los derechos de las dos repúblicas sobre
los ríos Colorado y Tijuana y sobre el río Bravo (Grande),
de Fort Quitman, Texas, Estados Unidos de América, al
Golfo de México, a fin de obtener su utilización más com-
pleta y satisfactoria.

El “Tratado sobre Distribución de Aguas Internacionales
entre Estados Unidos Mexicanos y Estados Unidos de
América” celebrado en 1944, ha sido un tema de especial
interés en las relaciones de ambos países y de gran atención
para la opinión pública y los medios de comunicación ma-
siva. En diversas ocasiones estos se han ocupado de las di-
ferencias, reales o aparentes, que se han suscitado entre los
gobiernos de México y Estados Unidos de América, en re-
lación con el cumplimiento de las obligaciones que esta-
blece dicho tratado. La trascendencia que tiene este tratado
en la vida social, económica y política de ambos Estados,
se relaciona con su carácter limítrofe y por el carácter es-
tratégico del agua, el principal recurso natural que implica
dicho instrumento.

Los cuantiosos volúmenes de agua que comprende resultan
de excepcional importancia para México y Estados Unidos,
atendiendo a sus implicaciones en materia ecológica, sani-
taria, agropecuaria, piscícola, forestal, pesquera, industrial,
comercial y de comunicación, entre otros rubros. Es evi-
dente que el tema del agua, por ser un recurso natural de
gran valor y de creciente escasez, será recurrente en las re-
laciones de ambos Estados.

Este tratado guarda estrecha relación con el Tratado de Paz,
Amistad y Límites entre los Estados Unidos Mexicanos y
los Estados Unidos de América firmado en Guadalupe, Hi-
dalgo el 2 de febrero de 1848 y el Tratado de Límite entre
los dos países firmado en la Ciudad de México el 30 de di-
ciembre de 1853. Además, prorroga indefinidamente el tér-
mino de la Comisión Internacional de Límites (actual Co-
misión Internacional de Límites y Aguas) establecida por la
convención, suscrita en Washington, por México y los Es-
tados Unidos de América el 1 de marzo de 1889, para faci-
litar la ejecución de los principios contenidos en el tratado
del 12 de noviembre de 1884, cauce de los ríos Bravo
(Grande) y Colorado. Su competencia se refiere funda-
mentalmente a la aplicación del tratado de 1944, la regla-
mentación y el ejercicio de los derechos y el cumplimiento
de las obligaciones que los dos gobiernos adquirieron al
respecto y la resolución de todos los conflictos que origi-
nen su observación y ejecución.

Es importante conocer las resoluciones de esa comisión pa-
ra comprender adecuadamente las obligaciones reales de
las partes del tratado, ya que en ocasiones se establecen
modalidades de cumplimiento de la convención. De ahí
que resulte primordial examinar si en algunos casos, las re-
soluciones de la comisión rebasan los términos del mismo
Tratado de 1944, caso en el que serían ilegales.
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Al respecto y de acuerdo con el artículo 25 del tratado, am-
bos gobiernos pueden inconformarse contra las resolucio-
nes de la comisión con el objeto de adecuar las resolucio-
nes al orden jurídico interno y vigilar que no contradiga
dicho.

La aplicación del tratado, la reglamentación y el ejercicio
de los derechos y el cumplimiento de las obligaciones que
los dos gobiernos adquieren en virtud del mismo, y la re-
solución de todos los conflictos que originen su observan-
cia y ejecución, quedan confiados a la Comisión Interna-
cional de Límites y Aguas, la cual funciona de
conformidad con las facultades y restricciones que se fijan
en el tratado referido. La comisión tiene plenamente el ca-
rácter de un organismo internacional y esta constituida por
una sección mexicana y por una sección de los Estados
Unidos.

La jurisdicción de la comisión se ejerce sobre los tramos li-
mítrofes del río Bravo (Grande) y del río Colorado, sobre
la línea divisoria terrestre entre los dos países y sobre las
obras construidas en aquellos y en ésta. Cada una de las
Secciones tiene jurisdicción sobre la parte de las obras si-
tuadas dentro de los límites de su nación y ninguna de ellas
ejercerá jurisdicción o control sobre obras construidas o si-
tuadas dentro de los límites del país de la otra sección sin
el expreso consentimiento del gobierno de esta última.

De conformidad con el artículo 3o. del tratado, en los asun-
tos referentes al uso común de las aguas internacionales in-
volucradas, acerca de los cuales deba resolver la comisión,
servirá de guía el siguiente orden de preferencias: 1o. Usos
domésticos y municipales. 2o. Agricultura y ganadería. 3o.
Energía eléctrica. 4o. Otros usos industriales. 5o. Navega-
ción. 6o. Pesca y caza. 7o. Cualesquiera otros usos benéfi-
cos determinados por la comisión.

Todos los usos anteriores estarán sujetos a las medidas y
obras sanitarias que convengan de común acuerdo los dos
gobiernos, los cuales se obligan a resolver preferentemen-
te los problemas fronterizos de saneamiento.

II. Asignación de las Aguas del Río Bravo

El Artículo 4o. del tratado regula la asignación de las aguas
del río Bravo (Grande) entre Fort Quitman, Texas, y el
Golfo de México, entre los dos países, bajo las siguientes
reglas:

A. Corresponde a México:

a) La totalidad de las aguas que lleguen a la corriente
principal del río Bravo (Grande), de los ríos San Juan y
Álamo; comprendiendo los retornos procedentes de los
terrenos que rieguen estos dos últimos ríos.

b) La mitad del escurrimiento del cauce principal del río
Bravo (Grande) abajo de la presa inferior principal in-
ternacional de almacenamiento, siempre que dicho es-
currimiento no esté asignado expresamente en este tra-
tado a alguno de los dos países.

c) Las dos terceras partes del caudal que llegue a la co-
rriente principal del río Bravo (Grande) procedente de
los ríos Conchos, San Diego, San Rodrigo, Escondido y
Salado y Arroyo de Las Vacas, en concordancia con lo
establecido en el inciso c) del párrafo B de este artículo.

d) La mitad de cualquier otro escurrimiento en el cauce
principal del río Bravo (Grande), no asignado específi-
camente en este artículo, y la mitad de las aportaciones
de todos los afluentes no aforados –que son aquellos no
denominados en este artículo– entre Fort Quitman y la
presa inferior principal internacional.

B. Corresponde a los Estados Unidos:

a) La totalidad de las aguas que lleguen a la corriente
principal del río Bravo (Grande) procedentes de los ríos
Pecos, Devils, manantial Goodenough y arroyos Alami-
to, Terlingua, San Felipe y Pinto.

b) La mitad del escurrimiento del cauce principal del río
Bravo (Grande) abajo de la presa inferior principal in-
ternacional de almacenamiento, siempre que dicho es-
currimiento no esté asignado expresamente en este tra-
tado a alguno de los dos países.

c) Una tercera parte del agua que llegue a la corriente
principal del río Bravo (Grande) procedente de los ríos
Conchos, San Diego, San Rodrigo, Escondido, Salado y
arroyo de Las Vacas; tercera parte que no será menor en
conjunto, en promedio y en ciclos de cinco años conse-
cutivos, de 431 millones 721 mil metros cúbicos (350
mil acres pies) anuales. Los Estados Unidos no adquiri-
rán ningún derecho por el uso de las aguas de los afluen-
tes mencionados en este inciso en exceso de los citados
431 millones 721 mil metros cúbicos (350 mil acres
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pies), salvo el derecho a usar de la tercera parte del es-
currimiento que llegue al río Bravo (Grande) de dichos
afluentes, aunque ella exceda del volumen aludido.

d) La mitad de cualquier otro escurrimiento en el cauce
principal del río Bravo (Grande), no asignado específi-
camente en este artículo, y la mitad de las aportaciones
de todos los afluentes no aforados –que son aquellos no
denominados en este artículo– entre Fort Quitman y la
presa inferior principal internacional.

En casos de extraordinaria sequía o de serio accidente en
los sistemas hidráulicos de los afluentes mexicanos afora-
dos que hagan difícil para México dejar escurrir los 431
millones 721 mil metros cúbicos (350 mil acres pies) anua-
les que se asignan a los Estados Unidos como aportación
mínima de los citados afluentes mexicanos, en el inciso c)
del párrafo B de este artículo, los faltantes que existieren al
final del ciclo aludido de cinco años se repondrán en el ci-
clo siguiente con agua procedente de los mismos tributa-
rios.

Siempre que la capacidad útil asignada a los Estados Uni-
dos de por lo menos dos de las presas internacionales prin-
cipales, incluyendo la localizada más aguas arriba, se llene
con aguas pertenecientes a los Estados Unidos, se conside-
rará terminando un ciclo de cinco años y todos los débitos
totalmente pagados, iniciándose, a partir de ese momento,
un nuevo ciclo.

III. Problemática en la asignación de las aguas del río
Bravo

La cuenca del río Bravo abarca una superficie de 457 mil
275 kilómetros cuadrados, de los cuales corresponden 231
mil a Estados Unidos y 226 mil 275 a México. Nace en las
montañas de Colorado y Nuevo México y desemboca en el
Golfo de México, por Tamaulipas, con un recorrido total de
3 mil 33 kilómetros, de ellos 2 mil corresponden a la fron-
tera entre ambos países. En dicha cuenca habitan cerca de
13 millones de personas, de las cuales más de 9 millones
corresponden al lado mexicano.

Los fenómenos de sequía, asociados al cambio climático,
que se han venido padeciendo en la región desde hace va-
rios años y la aplicación que previene el Tratado de 1944,
de un sistema de distribución del agua que probablemente
amerite ser revisado, guarda relación con el hecho de que
esta cuenca se considere como una de las secas en nuestro
país. De acuerdo con la Comisión Nacional del Agua se

dispone de mil 165 metros cúbicos por habitantes en la zo-
na, que equivalen a la cuarta parte de la disponibilidad pro-
medio a nivel nacional.

En el caso del norte de Tamaulipas este índice se reduce a
136 mil metros cúbicos, que equivalen a 30 veces menos
que el promedio nacional.

El reparto insuficiente del agua ha generado un conflicto
entre los agricultores de Tamaulipas y el gobierno de esa
entidad con el gobierno federal mexicano, en razón de que
argumentan que se han acordado con el gobierno de Esta-
dos Unidos, entregas de supuestos excedentes de agua ge-
nerados del lado mexicano durante los últimos años, sin
que éstos estuvieran comprendidos en el Tratado de 1944
citado. Al respecto, el juicio de amparo que promovieron
esos agricultores es en contra de las decisiones que adopta-
ron, en 2005, diversas secretarías y entidades del gobierno
federal, para entregar 510 millones de metros cúbicos de
agua a Estados Unidos fuera de las previsiones y reglas que
fija el tratado señalado.

Este juicio fue atraído recientemente por el pleno de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, el 4 de septiembre de
2007, (2/2007). Poco después, y en relación con la aplica-
ción de ese tratado, se promovió el juicio de controversia
constitucional (84/2007) por parte del gobierno de Tamau-
lipas contra el gobierno federal, por haber aprobado otro
pago anticipado de agua que correspondió a 277 millones
de metros cúbicos. Los dos juicios se encuentran sub-júdi-
ce y se estima que habrán de resolverse dentro de varios
meses. En el caso de la controversia constitucional se tiene
noticia de que también han sido emplazados los gobiernos
de los estados de Chihuahua, Coahuila, Nuevo León y Du-
rango, por la relevancia del caso y el impacto que este
asunto tendrá en sus territorios y para que participen en di-
cho juicio.

En ambos juicios los promoventes argumentan que el go-
bierno federal acordó el pago anticipado de agua prove-
niente de los seis afluentes que llegan al río Bravo del lado
mexicano (los ríos Conchos, San Diego, San Rodrigo, Es-
condido, Salado y Arroyo de las Vacas), la cual es almace-
nada en la Presa de la Amistad, ubicada en el río Bravo, en
el estado de Coahuila. También señalan que la medida
aprobada por la federación “es ilegal y violatoria de la
Constitución” en razón de que ese tratado no contempla el
pago anticipado de agua y que dicho pago se realizó, según
afirman, con base en un convenio que realizó el gobierno
federal sin la aprobación del Senado. También argumentan
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que la Comisión Nacional del Agua ha enviado documen-
tación que certifica que el pago anticipado no afectará de
ninguna manera el abasto de agua potable a ninguna de las
ciudades fronterizas ni de los cultivos agrícolas de los dis-
tritos de riego del norte del país, situación que contrasta
con las graves insuficiencias de agua proveniente del río
Bravo y que han venido padeciendo desde hace años.

Ante la relevancia y prioridad de este asunto y consideran-
do:

• Que tiene un alto valor estratégico para la soberanía de
México, tanto en lo relativo a los límites internaciona-
les, como en su significado de ser una de las principales
fuentes de aprovisionamiento de agua potable para la re-
gión norte del país;

• Que representa uno de los temas de mayor importan-
cia en las relaciones bilaterales de nuestro país con los
Estados Unidos;

• Que guarda estrecha relación con las facultades confe-
ridas al Senado de la República sobre la aprobación de
los tratados internacionales y las convenciones diplo-
máticas;

• Que el Senado precisa contar con todos los elementos
de información sobre el cumplimiento del tratado y do-
cumentos relacionados con las entregas de agua respec-
tivas.

• Que el Senado debe tomar en consideración las im-
portantes consecuencias sociales, económicas y políti-
cas que para el país y, en específico para la región norte
de la república, está generando la actual aplicación del
tratado referido.

• Que el Senado debe evaluar las implicaciones que ha
tenido y tendrá la aplicación de ese tratado con respec-
to a las políticas vinculadas con el cambio climático en
la región, así como sus consecuencias en materia ecoló-
gica, sanitaria, agropecuaria, piscícola, forestal, pesque-
ra, industrial, comercial y de comunicación, entre otros
rubros, se estima que el Senado de la República debe
conformar un grupo interdisciplinario y de carácter plu-
ral, con representantes de cada una de los grupos parla-
mentarios del mismo, que cuente con el apoyo técnico
de las comisiones del Senado vinculadas con el tema, a
fin de revisar el cumplimiento del Tratado sobre Distri-
bución de Aguas Internacionales entre Estados Unidos

Mexicanos y Estados Unidos de América, firmado en
1944.

Lo anterior permitirá al Senado adoptar una postura sobre
este asunto, una vez que revise a fondo los aspectos seña-
lados y defina las políticas respectivas, para estar en posi-
bilidad de fundamentar adecuadamente su argumentación y
planteamientos ante los otros Poderes de la Unión, sobre el
cumplimiento o revisión de ese tratado.

Por lo anteriormente expresado se propone el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. El Senado de la República acuerda integrar un
grupo interdisciplinario y de carácter plural, con represen-
tantes de cada uno de los grupos parlamentarios del mismo,
que contará con el apoyo técnico de las comisiones del Se-
nado vinculadas con el tema y convocadas por dicho gru-
po, a fin de revisar el cumplimiento del Tratado sobre Dis-
tribución de Aguas Internacionales entre Estados Unidos
Mexicanos y Estados Unidos de América, firmado en 1944.

Segundo. Los trabajos de este grupo se iniciarán de inme-
diato y deberán revisar a fondo la problemática prevale-
ciente en la aplicación y cumplimiento del tratado y servir
de base para definir, a la brevedad posible, las políticas res-
pectivas, requeridas para fundamentar la argumentación y
planteamientos ante los otros Poderes de la Unión, sobre el
cumplimiento o revisión de ese tratado.

Recinto de la Comisión Permanente, a 23 de enero de 2008.— Sena-
dor Jorge Legorreta Ordorica, diputado Manuel Portilla Diéguez (rú-
brica).»

Se turna a la Cámara de Senadores. 
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«Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecu-
tivo federal para que en la ejecución del presupuesto
destinado a infraestructura de las distintas áreas del go-
bierno federal se adopten medidas adicionales a las es-
tablecidas a fin de garantizar un manejo transparente
de los recursos y de los procesos de licitación de los pro-
yectos, obras, bienes y servicios, a cargo del diputado
Cuauhtémoc Velasco Oliva, Grupo Parlamentario de
Convergencia

El suscrito, diputado federal integrante del Grupo Parla-
mentario de Convergencia de la LX Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del Congreso de la Unión, con base en
el artículo 23, numeral 1, inciso f), de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
mete a la consideración de esta soberanía proposición con
punto de acuerdo mediante el cual se exhorta al titular del
Ejecutivo federal para que en la ejecución del presupuesto
destinado a infraestructura de las distintas áreas del gobier-
no federal se adopten las medidas adicionales a las estable-
cidas a fin de garantizar que se dé un manejo transparente
de los recursos y de los procesos de licitación de los pro-
yectos, obras, bienes y servicios, al tenor de las siguientes

Consideraciones

México paga un alto costo social y económico en materia
de corrupción. Estimaciones de Transparencia Mexicana
señalan que entre 2004 y 2005 el costo de la corrupción re-
presentó 4.5 por ciento del PIB, en tanto que las “mordi-
das” en los hogares mexicanos fue en promedio de 177.40
pesos anuales.

En 2005, por ejemplo, un análisis de la firma CEI reveló
que las pequeñas y medianas empresas (Pyme) pagaban ca-
da año 29 mil 700 millones de dólares en sobornos. De las
Pyme, 43 por ciento realizaba de manera regular este tipo
de pagos, que equivalían a 10 por ciento de sus ingresos to-
tales anuales.1

Conforme al Índice Nacional de Corrupción y Buen Go-
bierno 2005, México pagaba poco más de 19 mil millones
de pesos anuales en sobornos por el uso de 35 servicios pú-
blicos.2

El más reciente informe del Índice de Percepción de la Co-
rrupción (IPC) de Transparencia Internacional coloca a
México en el lugar 72 de los 179 países estudiados, con una
calificación de 3.5 de un máximo de 10.0.

Se calcula que en México anualmente se llevan a cabo al-
rededor de 115 millones de actos de corrupción en el uso
de servicios públicos; esto es, cada minuto se realizan cer-
ca de 218 acuerdos con el fin de utilizar la autoridad en
propio beneficio. Por tales motivos, 43 por ciento de los
mexicanos encuestados por Transparencia Internacional
consideró que los esfuerzos del gobierno por combatir la
corrupción han hecho lo contrario: la han fomentado.3

El Consejo Coordinador Empresarial considera que el cos-
to de la corrupción en México es equivalente a un “im-
puesto oculto” adicional de 15 por ciento para las empresas
y contribuyentes, que resta competitividad e inhibe las in-
versiones extranjeras por un monto aproximado de 8 mil
millones de dólares al año.

Desafortunadamente, han sido poco tangibles los resulta-
dos del Programa Especial para la Promoción de la Cultu-
ra Democrática y Cívica y la estrategia general del presen-
te gobierno sobre el tema.4

Por ello, el anuncio del Ejecutivo federal, el pasado 17 de
enero, de diversos proyectos con importantes montos de in-
versión en infraestructura carretera enciende los focos ro-
jos frente al indudable interés de empresas y servidores pú-
blicos de continuar haciendo de las licitaciones un campo
fértil para los negocios.

En el programa carretero para este año se anunciaron 94
proyectos para construir y modernizar tramos carreteros y
que representarán una inversión de 20 mil 912.4 millones
de pesos. En el primer trimestre de 2008 se tendrá contra-
tado cerca de 60 por ciento del presupuesto anual, que as-
cendió a 40 mil 8 millones de pesos, cifra que tuvo un in-
cremento de 51.1 por ciento respecto al presupuesto de
2006.

En el presente año se considera realizar 94 proyectos en
construcción y modernización, por un monto de 10 mil
127.6 millones de pesos; 209 caminos rurales, por 4 mil
84.8 millones de pesos; y mil 400 obras de conservación,
por 8 mil 700 millones de pesos.

Adicionalmente, se realizarán 33 proyectos en asociacio-
nes público-privadas, que representarán inversiones por 66
mil 178.5 mdp, de los cuales este año se ejercerán 20 mil
212 mdp y cuya longitud será de 2 mil 305.7 kilómetros.

Petróleos Mexicanos (Pemex) proyecta una inversión cer-
cana a 200 mil millones de pesos sólo durante 2008, que
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equivaldrán a cuatro quintas partes de los fondos requeri-
dos en promedio para el periodo 2008-2012.

Los proyectos operativos y estratégicos de Pemex están in-
tegrados en el Programa Nacional de Infraestructura, que
se concentran en la explotación de hidrocarburos, el trans-
porte y el almacenamiento de gas natural, la producción de
petrolíferos de mayor calidad, y el incremento de la capa-
cidad productiva de petroquímicos. Ese programa conside-
ra otros proyectos de actividades no reservadas, cuya eje-
cución requerirá la participación de la inversión privada.

En cuanto a la Comisión Federal de Electricidad (CFE), la
inversión condicionada, activos que se asumen como pro-
piedad privada, registrará un incremento de 578.74 por
ciento respecto de 2007, canalizándose exclusivamente a la
CFE, al pasar de mil 811 millones de pesos ejercidos en
2007 a 12 mil 717 millones de pesos.

Respecto a la inversión directa de la CFE para 2008, el
monto autorizado será de 25 mil 575 millones de pesos,
que representan menos 7 por ciento con referencia a 2007.

En el país, desafortunadamente, la situación de conductas
ilícitas y corruptas en las áreas donde se licitan contratos
para obras y servicios en una constante.

Las irregularidades se presentan en casi todos los niveles
de gobierno y en casi todas las áreas del gobierno federal y
la iniciativa privada: en procuración e impartición de justi-
cia; obras públicas; adquisición o compras al gobierno fe-
deral; en las corporaciones policiacas; ministerios públi-
cos; reclusorios; juntas de conciliación y arbitraje;
aduanas; régimen de concesiones; medios de comunica-
ción; comercio informal; empresas; sindicatos; delincuen-
cia organizada; procesos electorales; fraude a consumido-
res; sobrerregulación; evasión y elusión de impuestos;
desincorporaciones; y tráfico de influencias desde la Presi-
dencia de la República, entre otras. En el caso de la licita-
ción de obras, el manejo discrecional en la asignación de
contratos es campo fértil para acciones corruptas:

• Vemos convocatorias hechas a la medida para favore-
cer a ciertas empresas privilegiadas.

• El proveedor que se encuentra coludido con los fun-
cionarios de la dependencia o entidad cotiza hasta el
momento en que le dan copia de las condiciones de los
otros licitantes para que estén en condiciones de hacer
una oferta por debajo de las propuestas económicas de

sus competidores, cuyas propuestas más económicas se
descalifican para evitar que presenten alguna inconfor-
midad, lo amenazan o le prometen otra obra.

• En licitaciones públicas nacionales o internacionales
se reciben por separado la propuesta técnica en un sobre
y la propuesta económica en otro. Primero se procede a
la apertura de propuestas técnicas, se revisan por los res-
ponsables de las disciplinas mecánica, civil, eléctrica,
instrumentación, etcétera, y permanecen los sobres eco-
nómicos de 20 a 30 días calendario en poder de las áre-
as de finanzas.

• Durante este tiempo no hay garantía de que no manden
clonar con las imprentas los sobres de los licitantes, cu-
yos sobres originales muchas veces se violan.

• A los proveedores o contratistas que significan peligro
por presentar propuestas más económicas que las que
los funcionarios “apadrinan” los descalifican técnica-
mente; por consiguiente, se compra siempre en las con-
diciones técnico-económicas más adversas para la na-
ción.

• Suele ocurrir que también se cambien las bases de li-
citación para imponer las condiciones convenientes pa-
ra la empresa por favorecer.

• De ahí que resulten obras mal hechas y a costos más
altos.

Con todo, la Ley de Obras Públicas y Servicios Relaciona-
dos con las Mismas establece que las dependencias y las
entidades podrán contratar obras públicas y servicios me-
diante los procedimientos de licitación pública, invitación
a cuando menos tres personas, o por adjudicación directa.
Uno pensaría que con estas disposiciones se evitan actos de
corrupción.

Sin embargo, tales disposiciones son insuficientes. Ante es-
ta situación, en Convergencia hemos venido trabajando en
propuestas para que ya no se presenten irregularidades. En
este sentido, presenté iniciativa de ley para reformar diver-
sas disposiciones de la Ley de Obras Públicas y Servicios
Relacionados con las Mismas y de la Ley de Adquisicio-
nes, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, con la
que se busca transparentar los procesos de licitación, limi-
tando la posibilidad de adjudicación directa de obras y ser-
vicios en todas las dependencias del gobierno federal, con
la aplicación de una técnica innovadora de tinta invisible
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que nulificará cualquier intento por favorecer a ciertos gru-
pos o empresas.

Entre otros aspectos, la iniciativa pretende que el procedi-
miento de licitación sea público y se considere la construc-
ción de salas de evaluación, tipo Gessel, en las áreas res-
ponsables de licitaciones de obras y servicios, con
características suficientes que permitirán verificar la trans-
parencia y conducta de los grupos interdisciplinarios que
participen en las evaluaciones técnicas, tecnológicas y eco-
nómico-financieras, además de que contarán con un siste-
ma de sonido, audio, videograbación y señal de televisión.

A fin de evitar la continuidad de actos de corrupción, con
la referida propuesta se limitan las reuniones para adjudi-
car obras o servicios. Sólo en casos de urgencia como de-
sastres naturales y otros plenamente justificados podrán
adjudicarse obras o servicios con la autorización del secre-
tario de Estado responsable del sector.

En toda licitación siempre se contará con la presencia de un
notario público. Una vez presentadas la proposición técni-
ca en un sobre y la económica en otro, se mostrará a los
asistentes y al notario público que las propuestas técnicas
de todos los participantes se encuentran impresas con tinta
visible y se entregan al responsable de dirigir la evaluación
técnica, la cual se realizará en la misma sala.

Una vez iniciada la evaluación técnica sesionará sobre en
promedio 12 horas diarias hasta que se genere el resultado,
que no podrá tardar más de 5 días hábiles. El día que se
abran las propuestas técnicas también se abrirán las econó-
micas y se verificará que para las propuestas económicas se
presentaron impresas en tinta invisible, a fin de constatar
que las hojas que contengan precios solamente contendrán
visible el membrete de la empresa a que corresponde la
oferta.

Acto seguido, se devolverán las propuestas al sobre res-
pectivo y serán cerrados para que cada uno de los partici-
pantes en la licitación firmen, con la pluma fuente que con-
tiene la tinta invisible, más el sello y la firma del notario
público sobre la ceja de apertura, como garantía de invio-
labilidad, los cuales serán depositados en una caja fuerte
con capacidad para almacenar hasta 10 licitaciones a la
vez, contando con divisiones para cada una de ellas.

En Convergencia tenemos claro que la corrupción está vin-
culada lógicamente a un sistema normativo; es decir, a un

conjunto de reglas vigentes que regulan una práctica social.
Por esa razón consideramos que en México se requiere mo-
dificar a fondo las disposiciones legales vinculadas a una
de las áreas más proclives a actos de corrupción, las licita-
ciones para la compra de bienes y la realización de ciertos
servicios en el sector público, estableciendo mecanismos
que cierren la puerta a estas prácticas.

Por lo señalado, ante la defensa que el presidente Felipe
Calderón ha hecho de la inversión privada que impulsa y
subrayando los señalamientos de que encabeza “un gobier-
no con honestidad, de manos limpias, para trabajar en be-
neficio de la gente”, Convergencia lo conmina a cumplir su
palabra empeñada públicamente y haga eco de la propues-
ta referida como un mecanismo que daría completa trans-
parencia a los procesos de licitación, abatiría considera-
blemente los costos al gobierno federal e incentivaría la
participación de inversionistas al participar en igualdad de
condiciones.

El costo de las instalaciones y el equipamiento de la pro-
puesta citada será insignificante frente al radical cambio
que se generaría en materia de transparencia y ahorro de
costos, y cambiaría la visión sobre acciones contradictorias
del gobierno federal como la intención de evitar que se in-
vestiguen los permisos otorgados a particulares para pro-
ducir energía.

Se trata de una serie de mecanismos que promoverán una
nueva cultura en la licitación de obras y servicios, que con-
tribuirá al establecimiento de una cultura de la legalidad y
de condiciones equitativas y transparentes en la realización
de obras.

Por lo expuesto, someto a esta soberanía la siguiente pro-
posición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al titular del Ejecutivo federal para
que en la ejecución del presupuesto destinado a infraes-
tructura de las distintas áreas del gobierno federal se
adopten medidas adicionales a las establecidas a fin de
garantizar que se dé un manejo transparente de los re-
cursos y de los procesos de licitación de los proyectos,
obras, bienes y servicios.
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Notas:

1 La Jornada, 11 de agosto de 2005.

2 Índice Nacional de Corrupción y Buen Gobierno, informe ejecutivo,
Transparencia Mexicana, 2005-2006.

3 Transparency International, Global corruption barometer 2006.

4 Véanse el Primer Informe de Gobierno de Felipe Calderón, sección
5.1.3, “Nueva cultura democrática”; y la estrategia 10.1, “Promover
una cultura anticorrupción”, del Plan Nacional de Desarrollo 2007-
2012.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de enero de 2008.— Diputado
Cuauhtémoc Velasco Oliva (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público. 

«Con punto de acuerdo, por el que la Comisión Perma-
nente condena la represión policial y militar contra mi-
neros de Cananea y plantea la creación de una comisión
de investigación plural integrada por los grupos parla-
mentario representados en la LX Legislatura, a cargo
del diputado Pablo Leopoldo Arreola Ortega, del Gru-
po Parlamentario del PT

El suscrito, diputado Pablo Arreola Ortega, con fundamen-
to en el Artículo 59 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, somete a esta Soberanía el siguiente punto de acuerdo,
de obvia y urgente resolución, bajo las siguientes:

Consideraciones

Una vez más la administración federal en turno, tutelada
por Felipe Calderón Hinojosa, hace uso de su poder políti-
co presupuestario, administrativo, y de mando de fuerzas
policíacas y militares, para reprimir una de las expresiones
más genuinas del movimiento social en general y del obre-
ro en particular.

En esta ocasión, reprimió en Cananea a los mineros huel-
guistas, que en pleno uso de sus derechos constitucionales,
tenían en su poder las instalaciones de la minera propiedad
del lamentablemente famoso Grupo México, a cuya cabe-
za se encuentra Germán Larrea Mota Velasco.

Existe el antecedente de que desde hace seis meses, el con-
flicto obrero-patronal estaba en estudio por parte de la Jun-
ta Federal de Conciliación y Arbitraje, que como es sabido,
es manipulada por el secretario de Trabajo y Previsión So-
cial, Javier Lozano Alarcón.

Como se recordará, no solamente se le vincula con los 206
millones de dólares encontrados en una casa de las Lomas
de Chapultepec y como manipulador de los eventos ocu-
rridos en Pasta de Conchos y quien ha dado muestras de
su proclividad a beneficiar a ultranza al capitalismo ram-
pante.

A pesar de que la huelga de los mineros de Cananea es le-
gal y legítima, Felipe Calderón, Lozano Alarcón y Bours
Castello en calidad de lacayos de Germán Larrea y de los
grandes capitalistas asentados en el país, no dudaron en
mostrar el verdadero rostro del Estado mexicano y a quien
sirve la justicia en este país.

Sin escrúpulos ni consideración alguna, reprimieron de
manera brutal a los mineros de Cananea, tal como lo hizo
la dictadura de Porfirio Díaz en 1906.

No les importó que a pesar de que el juez de amparo haya
otorgado la suspensión del acto reclamado consistente en la
declaratoria de inexistencia de la huelga.

Esta acción represora del Estado mexicano hacia los traba-
jadores muestra como seguirá siendo la administración de
Calderón si lograra concluir su sexenio y si antes el pueblo
mexicano no le pone un alto al entreguismo que mantiene
con los grandes empresarios.

Por lo anteriormente expuesto, los huelguistas en uso de
sus derechos constitucionales, presentaron un nuevo ampa-
ro para obtener la protección de la justicia federal, mismo
que les fue concedido en los términos solicitados, por lo
que la huelga subsiste.

Los hechos acaecidos se insertan en el esquema del pro-
yecto neoliberal que Calderón Hinojosa cumple al pie de la
letra.
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O las cosas se resuelven a su gusto, o la represión por la vía
de la fuerza armada se lleva a cabo de manera inmediata
como en Cananea.

Desde esta tribuna queremos decirles a los trabajadores mi-
neros de Cananea, que no están solos en su lucha. Que los
legisladores del Grupo Parlamentario del Partido del Tra-
bajo y sus militantes y simpatizantes apoyamos este movi-
miento, que forma parte de las demandas de democratiza-
ción de la sociedad mexicana y del Estado.

Por las razones anteriores, el Grupo Parlamentario del Par-
tido del Trabajo propone a esta soberanía un punto de
acuerdo en que se haga no sólo un extrañamiento severo a
las conductas ilegales y represivas de Calderón Hinojosa,
Bours Castelló, Lozano Alarcón y las instituciones que de-
penden de ellos, como son la Junta Federal de Conciliación
y Arbitraje, la Policía Federal Preventiva y la Policía Esta-
tal.

Asimismo, solicitamos que se integre de inmediato una
Comisión Investigadora que determine las responsabilida-
des en que se haya incurrido y que además cesen de inme-
diato las incursiones policíacas federal y estatal, en los si-
guientes términos.

Artículo Primero. La Comisión Permanente del honorable
Congreso de la Unión, reprueba severa y expresamente, las
conductas ilegales y represivas de Felipe Calderón Hinojo-
sa, Eduardo Bours Castelló y Javier Lozano Alarcón, de la
Junta Federal de Conciliación y Arbitraje y de los titulares
de la Policía Federal Preventiva y de la policía estatal de
Sonora.

Artículo Segundo. La Comisión Permanente del honora-
ble Congreso de la Unión conformará una Comisión Inves-
tigadora de los sucesos acaecidos en Cananea, Sonora para
deslindar responsabilidades y que se emprendan las accio-
nes penales que correspondan. Asimismo, demanda enérgi-
camente el cese la represión emprendida por las autorida-
des federales y estatales mencionadas en el párrafo
anterior.

Dado en el Palacio legislativo de San Lázaro, a 16 de enero de 2008.—
Diputado Pablo Leopoldo Arreola Ortega (rúbrica)»

Se turna a la Junta de Coordinación Política. 

«Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Co-
misión Permanente a guardar un minuto de silencio en
honor de los agentes federales que han muerto en la lu-
cha contra el narcotráfico, especialmente en Reynosa,
Tamaulipas, y en Tijuana, Baja California, a cargo del
diputado Marco Heriberto Orozco Ruiz Velazco, del
Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito diputado federal de la LX Legislatura, Marco
Heriberto Orozco Ruiz Velazco, integrante del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional, con fundamento
en lo establecido en los artículos 58, 59 y 60 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, someto a la consideración
de esta soberanía el siguiente punto de acuerdo.

“Ningún mal lesiona tanto a México como la inseguridad y
la delincuencia, no hay mayor agravio a la sociedad que un
delito impune, no hay desarrollo posible ni futuro imagina-
ble si no hay garantías de certidumbre, de seguridad e inte-
gridad física y patrimonial para todos los mexicanos” estas
palabras fueron dichas por el procurador general de la Re-
pública, Eduardo Medina Mora y expresan la necesidad de
combatir la inseguridad y la delincuencia en todas sus fa-
cetas.

Desde el inicio de este sexenio se ha observado una clara
acción por parte de todos los ámbitos de gobierno, para
erradicar el narcotráfico de nuestro país y crear un México
en donde reine la paz y la tranquilidad para todos los me-
xicanos.

Son varias las entidades federales que han trabajado para
combatir al crimen organizado y que ha logrado excelentes
resultados, todas ellas han padecido las bajas de algunos de
sus miembros por llevar a cabo su tarea y cumplir hasta las
últimas consecuencias la razón de su existencia: el trabajar
como una institución eficaz y confiable integrada por hom-
bres y mujeres con elevados valores y principios morales,
con capacidad y actitud profesional, aplicando métodos,
técnicas y sistemas científicos de investigación, que orien-
tan la toma de decisiones, la elaboración de programas y la
conducción de operativos.

Esta lucha contra el crimen organizado ya ha tenido nume-
rosos logros, pues desde el año pasado se han erradicado y
fumigado cerca de 200 mil plantíos de mariguana y ama-
pola, se han destruido 737 pistas de aterrizaje y 220 cam-
pamentos, incluso se le arrebataron al narcotráfico cerca de
205 millones de dólares.
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Dichos resultados se han conseguido gracias a la excelente
estructura orgánica y a la creación de diversas áreas espe-
cializadas en el combate contra el crimen, además de la ge-
neración de un soporte técnico, jurídico y administrativo
más eficiente, así como el trabajo conjunto y coordinado de
diversas instituciones como son la Sedena, la Secretaría de
Marina, la Secretaría de Seguridad Pública, la PGR y por
consiguiente, gracias a los militares y a los agentes federa-
les, los cuales han puesto todo lo que está de su parte, sin
importarles las amenazas, los riesgos y sufrimientos para
entablar esta lucha frontal contra el crimen organizado.

En uno de sus discursos el presidente Felipe Calderón,
mencionó que esta lucha contra el crimen organizado no
iba a ser una tarea fácil, que iba a costar mucho dinero e in-
cluso varias vidas humanas y eso lo estamos constatando.

Nada más por mencionar un dato y para darnos cuenta de
la margnitud del problema, en el estado de Nuevo León,
durante el año 2007, fueron ejecutados 107 personas, de las
cuales 33 eran policías o militares. En casi todos los meses,
hemos escuchado que algún policía, militar o agente fede-
ral ha sufrido alguna emboscada o ha sido acribillado, los
casos más sonados son los que ocurrieron en agosto donde
fueron ejecutados 3 agentes federales que habían participa-
do en el caso del empresario de origen chino Zhen Li Ye
Gon, en septiembre fue asesinado Jorge Eduardo Rodrí-
guez Pombo, comandante de la Agencia Federal de Inves-
tigaciones en Mexicali, asimismo fueron asesinados otros
2 agentes en la ciudad de Monterrey en el mismo mes, y en
noviembre del mismo año, fue asesinado un ex alcalde de
río Bravo, Tamaulipas y 2 agentes federales. Podría seguir
enumerando pero no me alcanzaría el tiempo.

Dado que la labor de ser agente federal o militar no es una
tarea fácil, considero que debemos honrar la memoria de
dichos elementos que han dado su vida y su sangre defen-
diendo los valores y principios de nuestra nación, muy es-
pecialmente a los agentes federales Miguel Ángel Aguilar
López y Arturo Flores Fajardo, asesinados brutalmente la
semana pasada en Reynosa, Tamaulipas y a los agentes Jo-
sé de Jesús Arias Rico, Elbert Escobedo Márquez y Mar-
garito Pérez Saldaña quienes murieron el día de ayer en Ti-
juana, Baja California, en cumplimiento de su deber.0

Dichos agentes murieron al cumplir, vivir y defender los
principios que se les imparten en la agencia policiaca: ho-
nor, valor y justicia.

En razon de lo anterior me permito poner a consideración
de esta honorable asamblea el siguiente:

Punto de Acuerdo 

De urgente resolución.

Primero. Por el que se exhorta a la Comisión Permanente
del honorable Congreso de la Unión a guardar un minuto
de silencio en honor de los agentes federales que han muer-
to en esta lucha contra el narcotráfico, especialmente por
los que murieron la semana pasada en Reynosa, Tamauli-
pas y el día de ayer en Tijuana, Baja California.

Segundo. Se haga público un reconocimiento por parte de
ambas Cámaras a dichos agentes federales asesinados en
estas dos semanas y se haga llegar a sus familias dicho re-
conocimiento.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 16 de enero de 2008.— Diputado
Marco Heriberto Orozco Ruiz Velazco (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Pública. 

«Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecu-
tivo federal a instaurar mediante la Secretaría de Eco-
nomía y la Sagarpa un programa emergente de apoyos
a los productores nacionales de papa, a cargo del dipu-
tado Adolfo Mota Hernández, del Grupo Parlamenta-
rio del PRI

El suscrito, diputado Adolfo Mota Hernández, en nombre
de los integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, con fundamento en los artículos
58 y 59 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General, somete a la consideración de esta honorable
asamblea la siguiente proposición con punto de acuerdo,
con base en las siguientes

Consideraciones

1. El cultivo de la papa en México tiene una gran impor-
tancia económica y tiene un aceptable valor comercial, ya
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que es de los pocos cultivos que se desarrollan en casi to-
do el territorio nacional, esta hortaliza se produce en 24 en-
tidades del país. Los principales estados productores en or-
den de importancia son: Sinaloa, Sonora, Estado de
México, Nuevo León, Chihuahua, Guanajuato y Michoa-
cán; que en conjunto generan el 74.3 por ciento de la pro-
ducción nacional.

La papa ocupa el cuarto lugar en importancia, con una su-
perficie cultivada a nivel nacional de cerca de 70 mil hec-
táreas. Cerca de 1.2 millones de toneladas de papa abaste-
cen las necesidades alimentarias de la población con un
consumo de 12.3 kilogramos al año por persona; 156 mil
toneladas son destinadas a la industria procesadora y 195
mil son utilizadas como semillas en los ciclos productivos.

2. Este sector de nuestra producción agrícola, representa
una fuente importante de trabajo en las zonas rurales, ya
que se generan 6.3 millones de jornales por año, cerca de 8
mil 700 personas se encuentran involucradas en la produc-
ción y se generan 17 mil 500 empleos directos y 51 mil 600
indirectos de los que dependen aproximadamente 20 mil
400 familias; realizando las diversas labores que abarca es-
te cultivo como son la siembra, la cosecha, o la comercia-
lización. En cuánto a valor de la producción, la papa por su
densidad económica ocupa el lugar número diez de los pro-
ductos agrícolas, representando el 2.61 por ciento del valor
total de la producción agrícola de México.

3. No obstante lo anterior y pese a que la papa es un pro-
ducto originario de América, la principal zona productora
no está en el continente americano, sino que está confor-
mada por países asiáticos y europeos. Según datos de la
FAO, en los últimos diez años (1992-2001) la producción
mundial de papa registró un incremento del 11 por ciento,
al pasar de 277 millones de toneladas en 1992 a 308 millo-
nes en 2001. Casi el 60 por ciento de la producción mun-
dial de papa se concentra en China, Rusia, Polonia, Estados
Unidos, India y Ucrania. 

4. En 2008 el panorama que se presenta para la producción
de papa en México es desalentador. Tan solo en el munici-
pio de Perote, estado de Veracruz, cerca de 350 producto-
res de papa se encuentran en la ruina ante el desplome del
precio del producto y las pérdidas que generaron los fenó-
menos climáticos durante el 2007. 

En este municipio, alrededor de mil 200 familias dependen
directamente de esta actividad y de las mil 750 hectáreas
que generan, más del 70 por ciento resultaron dañadas, por

lo que sólo se cosechará el 30 por ciento y se comerciali-
zará a un precio muy bajo en virtud de la competencia con
los nuevos productores. Ante estas circunstancias, los pro-
ductores de este municipio, de igual manera que pasa en la
mayoría del país, han señalado como incosteable la siem-
bra de este producto, ya que mientras un bulto de abono
cuesta entre 350 y 400 pesos, un bulto de papa no rebasa
los 30 pesos. El dueño de cinco hectáreas de papa termina
la cosecha con cinco mil pesos de ganancia al año.

5. Lo anterior hace urgente la necesidad de generar nuevas
alternativas de apoyo y esquemas de financiamiento para
los productores de este importante sector agrícola, pues an-
te la desregulación arancelaria que establece el Tratado de
Libre Comercio con América del Norte (TLCAN), se pre-
vén graves desventajas en las condiciones de competencia
de los productores mexicanos ante los extranjeros.

Si no apoyamos a nuestros productores mexicanos, estare-
mos actuando con irresponsabilidad, México no podrá ser
un país competitivo ante la comunidad global, si nuestros
campesinos siguen produciendo sin los apoyos necesarios.
Cambiemos de la insensibilidad a un verdadero compromi-
so con el campo mexicano.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta Honorable Asamblea, de urgente resolución, la si-
guiente Proposición con Punto de Acuerdo:

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al titular del Poder Ejecutivo Federal,
por conducto de las Secretarías de Economía, y de Agri-
cultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimenta-
ción, para que instrumente un programa emergente de apo-
yos a la producción y comercialización de los productores
de papa del país, a efecto de incentivar su recuperación en
el mercado interno, aprovechar las oportunidades del co-
mercio internacional y elevar su calidad de vida, informan-
do por escrito a esta soberanía en torno a las acciones pro-
puestas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de enero de 2008.— Diputado
Adolfo Mota Hernández (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Agricultura y Ganadería. 
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«Con punto de acuerdo, por el que se solicita la compa-
recencia del secretario de Seguridad Pública y del pro-
curador general de la República a fin de que informen
sobre el programa y las estrategias para combatir la
violencia organizada, a cargo del diputado Fausto Flu-
vio Mendoza Maldonado, del Grupo Parlamentario del
PRD

Con fundamento en los artículos 58 y 59 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, el suscrito, diputado federal Oc-
tavio Martínez Vargas, integrante del grupo parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática, presenta al Ple-
no de la Cámara de Diputados de la LX Legislatura, la si-
guiente proposición con punto de acuerdo al tenor de las si-
guientes:

Consideraciones

La ola de violencia que atraviesa el país va en ascenso y
hoy ya no sólo se trata de un conflicto de intereses entre
grupos de narcotraficantes. El crimen ha rebasado todos los
niveles y atenta contra la ciudadanía.

Hecho totalmente paradójico, ya que el gobierno federal en
todo momento ha declarado “lucha frontal” al crimen or-
ganizado, para devolverle la tranquilidad y seguridad a to-
dos los mexicanos.

En marzo del año pasado, el Ejecutivo federal anunció la
“Estrategia integral para la prevención del delito y el com-
bate a la delincuencia”. Sin embargo de esa fecha hasta el
día de hoy, todos los días se informa de hechos violentos,
que involucran espacios públicos, abiertos y a plena luz del
día.

La denominada narcoviolencia ha permeado lugares y si-
tuaciones que dejan a todos los ciudadanos en una clara
vulnerabilidad, sin que las autoridades encargadas de la se-
guridad del país puedan detenerla.

Noticias de ejecuciones tenemos todos los días y en todos
los niveles, funcionarios en la calle y en restaurantes. Es-
cenario de crímenes han sido ciudades como Acapulco,
Apatzingán, Oaxaca, Tijuana, Monterrey entre muchas
otras.

A principios del presente mes, el Ejecutivo federal envió
más de 3 mil soldados a Tijuana como parte de un plan de
medidas para contener el narcotráfico y la violencia. 

Como resultado de la militarización de las ciudades, el jue-
ves pasado se dio un enfrentamiento con policías y milita-
res en Tijuana, en una espiral que el día anterior ya había
dejado 16 muertos en el país.

De igual forma, la Marina de México ha anunciado el des-
pliegue operativo por cielo, tierra y mar en los Estados de
Tamaulipas, Michoacán y Guerrero para enfrentar el incre-
mento del crimen organizado en esas entidades.

El crimen organizado, también esta presente en estados co-
mo Oaxaca y Quintana Roo, entre otros. Por ello, todo el
país se encuentra temeroso de los medidas de reajustes del
narcotráfico, mientras que el gobierno federal no es sufi-
ciente para confrontarlo pero sobretodo, para detener esta
ola de violencia que afecta a todo el país.

Es evidente que las medidas adoptadas, consistentes en in-
crementar la presencia de militares en los estados que re-
gistran alta violencia vinculada al tráfico de drogas, no es-
tán dando resultado, más allá de eso, han tenido el efecto
contrario.

Por ello, es fundamental la presencia tanto del titular de la
Secretaría de Seguridad Pública, el ingeniero Genaro Gar-
cía Luna, como del procurador general de la República, li-
cenciado Eduardo Medida Mora Icaza, para que exponga
ante los legisladores el programa y estrategias para comba-
tir la violencia organizada que aqueja a nuestro país.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a la considera-
ción del pleno el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único: Se solicita a la Mesa Directiva de la Comisión Per-
manente que realice los trámites correspondientes para que
comparezcan el titular de la Secretaría de Seguridad Públi-
ca y el procurador general de la Republica, a efecto de que
informen sobre el programa y estrategias para combatir la
violencia organizada.

Palacio Legislativo, a 23 de enero 2008.— Diputados: Fausto Fluvio
Mendoza Maldonado, Octavio Martínez Vargas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Pública. 
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«Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecu-
tivo federal a elaborar estudios cuantitativos y cualita-
tivos, así como a llevar a cabo campañas de difusión cu-
yo tema central sea el delito de trata de personas, a
cargo del diputado Joel Arellano Arellano, del Grupo
Parlamentario del PAN

Los suscritos, diputada María Eugenia Campos Galván y
diputado Joel Arellano Arellano, con fundamento en la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos y en el artículo 58 del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, someten ante esta soberanía la proposición con
punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

La trata de personas es considerada, por expertos en la ma-
teria, como la esclavitud del siglo XXI. Es abuso, tortura,
degradación de la condición humana, es creer que un ser
humano vale menos que un objeto, es tratarlo como un bien
inanimado.

El artículo 3 del protocolo para prevenir, reprimir y san-
cionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños,
que complementa la Convención de las Naciones Unidas
contra la Delincuencia Organizada Transnacional, adopta-
da por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 15
de noviembre de 2000, ratificado por el Senado el 22 de oc-
tubre de 2002 y firmado por el Ejecutivo federal el 3 de fe-
brero de 2003 define la trata de personas como:

La captación, el transporte, el traslado, la acogida o la re-
cepción de personas, recurriendo a la amenaza o al uso de
la fuerza u otras formas de coacción, al rapto, al fraude, al
engaño, al abuso de poder o de una situación de vulnerabi-
lidad o a la concesión o recepción de pagos o beneficios
para obtener el consentimiento de una persona que tenga
autoridad sobre otra, con fines de explotación. Esa explo-
tación incluirá, como mínimo, la explotación de la prosti-
tución ajena u otras formas de explotación sexual, trabajo
o servicio forzado, esclavitud o prácticas análogas a la es-
clavitud, la servidumbre o la extracción de órganos.

De acuerdo con la maestra Patricia González Rodríguez,
procuradora general de Justicia de Chihuahua, las formas
posmodernas de la esclavitud a través de la explotación
son:

• Explotación de trabajadores (trabajos forzados, traba-
jo infantil).

• Servidumbre doméstica, matrimonios simulados.

• Explotación sexual (prostitución clandestina, lenoci-
nio, turismo sexual, bares, casas de masaje o agencias
de modelos y acompañantes, calles).

• Mendicidad.

• Sustracción de órganos.

• Tráfico de migrantes.

La trata de personas es un flagelo de impacto mundial. De
acuerdo con datos de la publicación en línea de Ricky Mar-
tin Foundation (www.rickymartinfoundation.org), la trata
es uno de los tres negocios más rentables del planeta des-
pués del tráfico de armas y el narcotráfico, ya que genera
32 millones de dólares al año. Asimismo, de acuerdo con la
Organización de Naciones Unidas (ONU) su rentabilidad
económica asciende a 10 mil millones de dólares anuales.
Para la ONU, al menos 27 millones de personas en todo el
mundo han sido víctimas de explotación laboral, sexual o
comercial en los últimos 25 años. Reportes de este orga-
nismo señalan además que cada año entre 600 mil y 800
mil seres humanos son víctimas de la trata de blancas, bá-
sicamente son personas que emigran a otros países o a ciu-
dades urbanizadas en busca de mejores oportunidades de
vida. La Organización Internacional de Trabajo (OIT) se-
ñala que en los últimos tres años han sido reclutadas unas
2 millones 450 mil personas con fines de explotación labo-
ral o económica; de éstas, 56 por ciento son mujeres y ni-
ñas, el 44 por ciento restante son hombres y niños; asimis-
mo, 98 por ciento de víctimas de explotación sexual son
mujeres y niñas, el resto hombres y niños.

En nuestro país existen datos parciales sobre este delito, de
acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística, Geografía
e Informática y del Fondo Internacional para la Infancia,
16 mil menores son sujetos de explotación sexual cada año
y 85 mil son usados en actos de pornografía; y en 21 de las
32 entidades del país existe turismo sexual.

En el documento Trata de personas. Aspectos básicos, pu-
blicado por la Organización Internacional para las Migra-
ciones (OIM), el Instituto Nacional de Migración (INM), el
Instituto Nacional de las Mujeres (Inmujeres) y la Comi-
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sión Interamericana de Mujeres de la Organización de los
Estados Americanos (CIM-OEA) se establece que las redes
de tratantes en México están conectadas con países asiáti-
cos donde existe una demanda de mujeres mexicanas. Este
estudio menciona que alrededor de 3 mil mujeres mexica-
nas ejercen la prostitución en Japón.

Asimismo, el Unicef considera que las ciudades que desta-
can en turismo sexual son Ciudad Juárez, Tapachula y Chi-
huahua, así como Cancún, Acapulco y Guadalajara. Este
organismo calcula que entre 16 mil y 20 mil niños mexica-
nos y centroamericanos son sujetos de abuso sexual, prin-
cipalmente en la franja fronteriza y destinos turísticos.

De acuerdo con Mario Luis Fuentes, director del Centro de
Estudios e Investigación en Desarrollo y Asistencia Social
(CEIDAS) y presidente del Consejo Consultivo del Unicef
en México, existen en el país víctimas de trata internacio-
nal, provenientes de Centroamérica, Sudamérica, Asia y
Europa del este, pero también hay incontables víctimas de
trata interna procedentes de los estados más vulnerables:
Baja California, Chiapas, Coahuila, Guerrero, Oaxaca,
Quintana Roo, Tlaxcala y Veracruz.

Las cifras anteriores son congruentes con el último informe
de la Organización de Estados Americanos (OEA) el cual
establece que en los últimos años la trata de personas ha
adquirido dimensiones alarmantes en nuestro país ya que
pasó de ser un país tránsito de víctimas a uno de origen y
destino de explotación.

Datos del Departamento de Estado del gobierno de Estados
Unidos de América en su informe Trafficking in persons
report 2006 sobre trata de blancas en México establece que
“se necesita perseguir a los tratantes de manera más vigo-
rosa, y asegurar fallos judiciales y sentencias en su contra.
La trata de personas se vincula a menudo con el crimen or-
ganizado, y las ganancias que rinde ayudan a alimentar
otras actividades ilegales” agrega que “(la trata de perso-
nas) se cuenta entre las actividades criminales de más rápi-
do crecimiento en el mundo”.

La situación nacional e internacional con relación a la tra-
ta de personas, como puede derivarse de las consideracio-
nes expuestas, es profundamente compleja; sin embargo, el
proceso que inició con la ratificación de la Convención de
las Naciones Unidas contra el Crimen Organizado Transna-
cional y sus dos Protocolos Complementarios contra la Tra-
ta de Personas y el Tráfico Ilícito de Migrantes, y con la

aprobación, en junio pasado, por el pleno de esta honorable
Cámara de Diputados de la Ley para Prevenir y Sancionar
la Trata de Personas, la aprobación de la misma por el Se-
nado en octubre y finalmente, en noviembre de este año su
promulgación por el presidente Felipe Calderón, es claro
que las instituciones del Estado mexicano nos encontramos
en el camino correcto.

Con esta ley el gobierno de nuestro país sancionará de for-
ma eficiente a quienes fundan su vida en la esclavitud del
otro; además, podrá identificar a las víctimas y les podrá
brindar una atención eficiente y efectiva. En acuerdo abso-
luto con el presidente Felipe Calderón con esta ley “refor-
zamos aún más el marco legal en defensa de los derechos
de la mujer, así emprendemos una lucha frontal en contra
de la explotación sexual, laboral de la población más vul-
nerable, en especial niñas, niños, mujeres”.

Sin embargo, cuando algún miembro de nuestra sociedad o
estudioso en la materia busca cifras y estadísticas oficiales
de este flagelo se evidencian carencias. Al parecer aún no
existen estudios cuantitativos y/o cualitativos en la materia
de trata de personas para nuestro país. Sólo existen datos
parciales y estudios aproximados de organismos interna-
cionales o de la sociedad civil. Cifras y estadísticas oficia-
les, así como estudios cualitativos permiten ver, tanto a ins-
tituciones como a estudiosos, por lo menos, la punta del
iceberg de la trata de personas en nuestro país.

Además de lo anterior, es claro que el tema es desconocido
por una parte considerable de la sociedad, lo que genera
una recurrente confusión entre los términos.

En tal sentido es necesario informar a la sociedad de nues-
tro país, explicarle qué es la trata de personas, mostrarle
que con la trata de personas se pierde la libertad de decidir
y de actuar, enseñarle que la trata de personas está en evi-
dente contradicción con la democracia y que por eso es ne-
cesario frenarla y acabar con ella lo más pronto posible; y,
por último, hacerle entender que sin su colaboración esta
titánica tarea será imposible.

En tal sentido, la vigente ley para prevenir y sancionar la
trata de personas debe acompañarse de campañas de difu-
sión y de la puesta en marcha de estudios cuantitativos y
cualitativos en la materia; sólo con estas medidas las insti-
tuciones de procuración de justicia, de atención a grupos
vulnerables y todos aquellos estudiosos e integrantes de la
sociedad contarán con las herramientas que nos permitirán
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estar preparados para eliminar todas las formas posmoder-
nas de esclavitud.

Por lo antes expuesto pongo a consideración el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta de manera respe-
tuosa al Ejecutivo federal para que ponga en marcha cam-
pañas de difusión y estudios cuantitativos y cualitativos a
fin de que exista un diagnóstico claro para poder diseñar
políticas públicas eficaces que combatan la trata de perso-
nas.

Diputados: Joel Arellano Arellano, María Eugenia Campos Galván (rú-
bricas).»

Se turna a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles. 

«Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al direc-
tor general de Pemex a informar sobre la periodicidad
y el tipo de mantenimiento aplicado a las instalaciones
de transportación de combustible y gas, así como la
aplicación de recursos en este rubro, a fin de garantizar
la seguridad de los habitantes del estado de Veracruz, a
cargo del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, diputado federal Gerardo Lagunes Gallina, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional en la LX Legislatura, con fundamento en
lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, 72, 73 y 78,
fracción III, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; y 55, fracción II, 56, 60 y 64 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, somete a su consideración,
para dictamen y posterior discusión en el Pleno de la Co-
misión Permanente, la siguiente proposición con punto de
acuerdo, con el carácter de urgente y obvia resolución, pa-
ra exhortar al director general de Petróleos Mexicanos (Pe-
mex), doctor Jesús Federico Reyes Heroles González-Gar-

za, para que informe y detalle sobre la periodicidad y el ti-
po de mantenimiento que se está aplicando a las instalacio-
nes de transportación de combustible y gas, así como tam-
bién la aplicación de los recursos destinados a ese rubro.

Consideraciones

El 10 de enero de 2008, a las 2:00 horas, se registró una fu-
ga en un gaseoducto de 30 pulgadas de la colonia Xicote-
pec, en Río Blanco, Veracruz. Al lugar acudieron unidades
de protección civil, bomberos y Cruz Roja para atender el
llamado de emergencia. Más de 25 personas sufrieron cri-
sis nerviosa y 3 policías municipales resultaron intoxica-
dos.

Por instrucciones del alcalde Raúl Vera Aguilar se asignó
de inmediato la habilitación del auditorio municipal Beni-
to Juárez como albergue. Se trasladaron 354 personas, que
fueron desalojadas de las colonias Xicotepec, Santa Catari-
na y Venustiano Carranza, así como el fraccionamiento San
Buena Ventura, entre otras, ante el temor fundado de una
probable explosión. A las 3:45 horas, alrededor de 30 ele-
mentos del Ejército Mexicano acordonaron la zona para
salvaguardar los bienes y la integridad de la población.

A las 6:30 horas, las autoridades municipales fueron notifi-
cadas de que la fuga estaba controlada. Ninguna autoridad
de Pemex informó sobre las causas del siniestro. La fuga se
debió a las pésimas condiciones de las tuberías que atra-
viesan dicho municipio.

En 2004 se registró un derrame de 12 metros cúbicos de
petróleo crudo por la corrosión externa, a la altura del tra-
mo Poza Rica-Altamira.

El 13 de octubre de 2004 se dio un derrame e incendio en
el oleoducto Nuevo Teapa-Venta de Carpio, en el poblado
de Palmásola, municipio de Omealca, Veracruz.

El 22 diciembre de 2004, un derrame de 10 mil barriles de
hidrocarburo en el río Coatzacoalcos, Veracruz.

En enero de 2005, incendio de las instalaciones de Pemex
a 300 metros de la localidad de Huichapan, en el municipio
de Moloacán, Veracruz.

En abril de 2005, explosión de un ducto de amoniaco, en
Nanchital e Ixhuatlán de Sureste, Veracruz.
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En julio de 2005, explosión del oleoducto en el complejo
petroquímico Pajaritos, Veracruz.

El 17 de octubre de 2006 se registró una explosión en el
buque tanque Quetzalcóatl, atracado en el muelle 6 de la
terminal marítima de Pajaritos, en Coatzacoalcos, Vera-
cruz.

Hoy más que nunca queda descubierta la vulnerabilidad de
las personas del municipio, así como la incapacidad de la
paraestatal para atender ese tipo de contingencias.

Ante la gravedad y lo complejo de los hechos suscitados,
que engloban múltiples cuestionamientos, debemos cono-
cer lo que realmente ocurrió y verificar que realmente se
cumplan las normas establecidas a fin de dar mantenimien-
to correctivo a dichas instalaciones y prevenir siniestros.

Apoyemos las acciones encaminadas a preservar y tutelar
la seguridad de las instalaciones, ante la demanda crecien-
te de la sociedad de hacer frente a los grandes retos y des-
afíos del país.

Por lo fundado y motivado, se somete ante el Pleno de la
Comisión Permanente del honorable Congreso de la
Unión, con el carácter de urgente y obvia resolución, para
su dictamen y discusión, el siguiente punto de acuerdo,
mediante el cual se exhorta a Petróleos Mexicanos, por
conducto de su director general, doctor Jesús Federico
Reyes Heroles González-Garza, para que informe y de-
talle sobre la periodicidad y el tipo de mantenimiento
que se está aplicando a las instalaciones de combustible
y gas, así como la aplicación de los recursos destinados
para este rubro a fin de garantizar la seguridad de los
ciudadanos del estado de Veracruz y evitar accidentes:

Primero. Exhortar a Pemex a reparar de inmediato todos
los daños materiales del lugar, así como también cubrir los
montos de indemnización a la población del estado de Ve-
racruz, por los hechos ocurridos y en especial los del 10 de
enero de 2008.

Segundo. Crear un grupo de trabajo integrado por los titu-
lares de la Secretaría del Medio Ambiente y Recursos Na-
turales, y de Petróleos Mexicanos, el gobierno del estado
de Veracruz, diputados federales, diputados locales y mu-
nicipio, para que conjuntamente y con responsabilidad so-
cial de Pemex se inicie de inmediato una auditoría a los re-
cursos destinados al mantenimiento y la operación de más

de 14 mil kilómetros de ductos que atraviesan dicha enti-
dad.

Tercero. Exhortar a Petróleos Mexicanos a revisar, actua-
lizar e innovar los programas de prevención de accidentes
y atención de emergencias.

Cuarto. Exhortar a Petróleos Mexicanos a impulsar y fo-
mentar con los habitantes de las comunidades donde haya
asentamientos humanos aledaños a las instalaciones de la
paraestatal, ejercicios en materia de protección civil, fo-
mentando así una cultura de prevención, atención y miti-
gación de desastres entre los pobladores y las autoridades
federales y las estatales.

Dado en la Cámara de Diputados, sede de la Comisión Per-
manente del honorable Congreso de la Unión de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, a 23 de enero de 2008.— Diputa-
do Gerardo Lagunes Gallina (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Energía. 

«Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al secre-
tario de Gobernación a emitir declaratoria de alerta de
violencia de género para la comunidad triqui en el esta-
do de Oaxaca, a cargo de la diputada Aleida Alavez
Ruiz, del Grupo Parlamentario del PRD

La suscrita, diputada Aleida Alavez Ruiz, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática de la LX Legislatura de la honorable Cámara de Di-
putados, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
78 fracción III del la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, 58 y 59 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, me permito poner a consideración de esta
soberanía la siguiente proposición con punto de acuerdo de
urgente y obvia resolución, al tenor de las siguientes:
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Consideraciones

La violencia contra la mujer y las niñas no sólo constituye
una violación a los derechos humanos y a las libertades in-
dividuales, es una ofensa a la dignidad humana y una ma-
nifestación de las relaciones de poder históricamente des-
iguales entre hombres y mujeres.

La violencia es un mal que a pesar de que se presenta en to-
dos los grupos sociales sin distinción, tiene muy poco tiem-
po de haber sido reconocido como un problema social que
destruye a los individuos y a sus familias. El fenómeno de
la violencia no sólo se cultiva a nivel del microsistema de
las familias, sino que se legitima a través de las institucio-
nes educativas, recreativas, religiosas, laborales, judiciales
y de seguridad, al reproducirse en estas el modelo vertical
y autoritario que sirve para el aprendizaje de las conductas
violentas en el nivel individual. Es difícil sacarlo a la luz,
ya que las personas prefieren no hablar ni escuchar nada re-
ferente a este cáncer social, participando así en una especie
de conspiración del silencio que favorece la perpetuación
de la violencia.

La violencia contra las mujeres conlleva impunidad e in-
justicia, lo cual nos coloca en estado de vulnerabilidad e in-
defensión. En México, a pesar de que el gobierno federal
tiene la obligación de garantizar la protección y seguridad
de las mujeres, la violencia se ha incrementado, sobre todo
en aquellos casos donde están involucrados agentes del Es-
tado, como ejemplos de violaciones a los derechos huma-
nos de las mujeres podemos citar el caso de Lydia Cacho,
la violación de 13 mujeres por parte de 20 soldados del
Ejército Mexicano, la violación, tortura y asesinato de Er-
nestina Ascencio, en Zongolica, Veracruz.

Estos casos se suman a una larga lista, pero el caso más re-
ciente de violación a los derechos humanos de las mujeres
sucede en el estado de Oaxaca donde las triquis sufren las
consecuencias de los conflictos políticos y las pugnas de
poder entre grupos étnicos que las convierte en botín de las
disputas.

Actualmente las hermanas Daniela y Virginia Ortiz Ramí-
rez, de 14 y 20 años respectivamente, ambas maestras de
educación primaria bilingüe, están “extraviadas” desde
hace seis meses, cuando caminaban entre las localidades
oaxaqueñas de Villa Putla de Guerrero y Santiago Juxtla-
huaca, situadas en la comunidad de El Rastrojo. Al respec-
to las instituciones que atienden a las mujeres víctimas de
violencia, así como la Procuraduría de Justicia de Oaxaca

han hecho caso omiso en la averiguación de su paradero e
incluso han argumentado que la complejidad del conflicto
les impide proceder legalmente y cumplir sus obligaciones:
Se ha omitido la acción pública en conflictos étnicos en
donde las mujeres son víctimas directas.

La desaparición de las hermanas Ortiz Ramírez, tuvo lugar
en un contexto de violencia social en la zona, que según los
organizadores es uno de los más complicados por las con-
tinuas disputas políticas de grupos dirigidos por hombres
en las que las mujeres son tomadas como botín político.

Un recuento histórico hecho por la Liga Mexicana por la
Defensa de los Derechos Humanos (Limeddh) menciona
que desde la instalación en 1978 de un retén militar en San
Juan Copala, ha venido aumentado la violencia hacia las
familias que carecían de poder político y las violaciones se-
xuales a mujeres triquis, quienes no denunciaban por temor
a ser rechazadas por sus familias o esposos. De ahí sólo se
documentó la violación a 14 mujeres, nueve más fueron
detenidas por militares, se les torturó e hizo confesar deli-
tos que no cometieron.

En la última década el conflicto triqui se ha recrudecido y
las mujeres han resultado las más vulneradas. En el caso de
las violaciones sexuales, la Limeddh dio a conocer los
nombres de dos jóvenes agredidas sexualmente, una de 14
años en julio de 2006 y otra de 17 años ocurrida en octubre
de 2007, como las únicas que se atrevieron a presentar de-
nuncias de los hechos. A estas agresiones se suma los he-
chos de violencia contra otras menores de edad como So-
fía Bautista Martínez, quien tras recibir un balazo en la
cabeza luego de que vecinos de Guadalupe Tilapa dispara-
ran contra la población de San Juan Cuyuchi, Copala, sal-
vó la vida, pero presenta parálisis facial.

Ante la situación de extrema violencia contra las mujeres
el primero de febrero del año 2007 se publicó en el Diario
Oficial de la Federación la Ley General de Acceso de las
Mujeres a una vida libre de violencia, la cual tiene por ob-
jeto establecer la coordinación entre la federación, las enti-
dades federativas y los municipios para prevenir, sancionar
y erradicar la violencia contra las mujeres, así como los
principios y modalidades para garantizar su acceso a una
vida libre de violencia que favorezca su desarrollo y bien-
estar conforme a los principios de igualdad y de no discri-
minación, así como para garantizar la democracia, el des-
arrollo integral y sustentable que fortalezca la soberanía y
el régimen democrático establecidos en la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos.
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En este tenor los artículos 22 y 23 de dicha ley establecen
que la alerta de género es el conjunto de acciones guberna-
mentales de emergencia para enfrentar y erradicar la vio-
lencia feminicida en un territorio determinado, ya sea ejer-
cida por individuos o por la propia comunidad, la cual
tendrá como objetivo fundamental garantizar la seguridad
de las mismas, el cese de la violencia en su contra y elimi-
nar las desigualdades producidas por una legislación que
agravia sus derechos humanos, por lo que se deberá:

I. Establecer un grupo interinstitucional y multidiscipli-
nario con perspectiva de género que dé el seguimiento
respectivo;

II. Implantar las acciones preventivas, de seguridad y
justicia, para enfrentar y abatir la violencia feminicida;

III. Elaborar reportes especiales sobre la zona y el com-
portamiento de los indicadores de la violencia contra las
mujeres;

IV. Asignar los recursos presupuestales necesarios para
hacer frente a la contingencia de alerta de violencia de
género contra las mujeres, y

V. Hacer del conocimiento público el motivo de la aler-
ta de violencia de género contra las mujeres, y la zona
territorial que abarcan las medidas a implantar.

Por otra parte el artículo 24 de la Ley General de Acceso
de las Mujeres a una vida libre de violencia, establece los
requisitos que han de cumplirse para que se dé la declara-
toria de alerta de violencia de género contra las mujeres a
saber cuando: los delitos del orden común contra la vida, la
libertad, la integridad y la seguridad de las mujeres, pertur-
ben la paz social en un territorio determinado y la sociedad
así lo reclame; exista un agravio comparado que impida el
ejercicio pleno de los derechos humanos de las mujeres, y
los organismos de derechos humanos a nivel nacional o de
las entidades federativas, los organismos de la sociedad ci-
vil y los organismos internacionales, así lo soliciten.

De lo anterior se desprende que en la comunidad triqui, la
cual habita en una zona montañosa, la más pobre del esta-
do de Oaxaca, se reúnen los requisitos para que la Secreta-
ría de Gobernación emita la declaratoria de Alerta de Gé-
nero, toda vez que en dicha localidad están ocurriendo
delitos del orden común contra la vida, la libertad y la in-
tegridad de las mujeres, lo cual ha impedido el ejercicio
pleno de sus derechos, asimismo a seis meses las hermanas

Daniela y Virginia Ortiz Ramírez, organizaciones de dere-
chos humanos lanzaron el 18 de enero del año en curso una
campaña por la presentación inmediata con vida: ¡Sin no
están ellas… no estamos todas!, misma que podría llevar
incluso a solicitar una audiencia temática ante la Comisión
Interamericana de los Derechos Humanos, por la desapari-
ción de mujeres en Oaxaca.

Por lo anteriormente expuesto someto a consideración, co-
mo asunto de urgente resolución, la siguiente Proposición
con:

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Congreso de la Unión
exhorta al titular de la Secretaría de Gobernación, para que
en términos del artículo 25 de la Ley General de Acceso de
las Mujeres a una vida libre de violencia, emita la declara-
toria de alerta de violencia de género para la comunidad tri-
qui en el estado de Oaxaca, y en su caso notifique la de-
claratoria al Poder Ejecutivo de dicha entidad federativa.

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente del Congre-
so de la Unión a 23 de enero de 2008.— Diputada Aleida Alavez Ruiz
(rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Equidad y Género. 

«Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los ti-
tulares de la Comisión Nacional de Cultura Física y De-
porte, del Comité Olímpico Mexicano y de la Confede-
ración Deportiva Mexicana a establecer un plan de
trabajo conjunto para que los representantes naciona-
les realicen un excelente papel en los próximos Juegos
Olímpicos, a cargo del diputado Marco Heriberto
Orozco Ruiz Velazco, del Grupo Parlamentario del
PAN

El suscrito, diputado federal de la LX Legislatura, Marco
Heriberto Orozco Ruiz Velazco, integrante del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional, con fundamento
en el artículo 58 del Reglamento para el Gobierno Interior
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del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a la consideración de esta soberanía el siguiente
punto de acuerdo.

México tiene todo para ser reconocido mundialmente por
sus deportistas; sólo hace falta encaminar bien el trabajo
para conseguir los logros trazados.

Uno de los mayores promotores del deporte mexicano es el
presidente, el licenciado Felipe Calderón Hinojosa, pues
desde que inició su sexenio ha implantado en el Plan Na-
cional de Desarrollo diversas medidas para captar a los ta-
lentos deportivos y cuidar a los que tenemos actualmente.

Los atletas mexicanos son un orgullo y motivo de alegría
para el país, pues a pesar de las diversas dificultades con
que se han encontrado, son ya varias las medallas que han
conseguido tanto en Juegos Panamericanos como en Olim-
piadas y campeonatos del mundo.

Desde las Olimpiadas de 1932 hasta las de 2004, en Ate-
nas, México ha conseguido más de 50 preseas de diversos
colores, gracias al esfuerzo, a la disciplina y al corazón que
cada uno de nuestros triunfadores ha puesto en las compe-
tencias y los entrenamientos.

Todos recordamos la felicidad que nos dieron en la última
Olimpiada Ana Gabriela Guevara, Belem Guerrero, y los
hermanos Óscar e Iridia Salazar; gracias a ellos se izó la
Bandera Mexicana.

Como vimos, son muchos los logros obtenidos en esta ma-
teria, pero también soy consciente de que todavía falta mu-
cho por hacer para que nuestro deporte dé mejores resulta-
dos, pero creo que estamos en el camino correcto para
corregir lo corregible y mejorar lo mejorable.

Dado que no somos un país conformista ni mediocre, cre-
emos en nuestros atletas y en su esfuerzo y estamos segu-
ros de que en este año olímpico obtendremos más de cua-
tro medallas, y sólo lo vamos a conseguir trabajando
ordenada, transparente y eficazmente.

En estos días hemos escuchado en los diversos medios de
comunicación algunas declaraciones que sólo expresan la
falta de coordinación y comunicación entre las institucio-
nes encargadas de fomentar y cultivar el deporte mexicano.
Esto es muy lamentable, pues los más afectados son los de-
portistas.

Recientemente, Ana Gabriela Guevara decidió dar por ter-
minada su carrera deportiva, presuntamente por diversos
problemas entre estas instituciones y el director de la Con-
federación Mexicana de Atletismo.

No debemos olvidar que estamos a menos de 200 días de
que inicien las Olimpiadas, y estos problemas administra-
tivos sólo distraen a los competidores, en lugar de fortale-
cerlos.

Por lo expuesto, someto ante la consideración de este Ple-
no el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Exhortar a los titulares de la Comisión Nacional de
Cultura Física y Deporte, del Comité Olímpico Mexicano
y de la Confederación Deportiva Mexicana a arreglar sus
diferencias y establecer un plan de trabajo conjunto para
que el deporte nacional realice un excelente papel en los
próximos Juegos Olímpicos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de enero de 2008.— Diputado
Marco Heriberto Orozco Ruiz Velazco (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Juventud y Deporte.

«Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gober-
nador de Nuevo León a cancelar todo tipo de viajes a fin
de que dirija e implante medidas para incrementar la
seguridad en la entidad, a cargo del diputado Marco
Heriberto Orozco Ruiz Velazco, del Grupo Parlamen-
tario del PAN

El suscrito diputado federal de la LX Legislatura, Marco
Heriberto Orozco Ruiz Velazco, integrante del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional, con fundamento
en lo establecido en el artículo 58 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, someto a la consideración de esta so-
beranía el siguiente
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Punto de Acuerdo

Actualmente en Nuevo León se vive un clima de muchísi-
ma inseguridad, en las noticias vemos continuamente robos
a bancos, a agencias automotrices y algunas ejecuciones, lo
que antes no se veía.

Hoy ya no podemos salir a las calles con la tranquilidad
que antes teníamos.

Varios diarios de circulación nacional establecieron que el
2007 fue un año de asaltos a instituciones bancarias en
Nuevo León, pues se incrementaron en un 100 por ciento.

Las cifras informan que se pasó de 24 robos a bancos ocu-
rridos en el 2006 y cuyo botín fue de 2.74 millones de pe-
sos, a 54 robos y 4.4 millones de pesos en el 2007.

El presente año no ha sido ajeno a dichos actos delictivos,
pues en estos 22 días que llevamos ya van 8 asaltos a ins-
tituciones bancarias, y considero que si el gobierno estatal
no implanta las medidas necesarias para evitarlos estare-
mos hablando de un nuevo record en el 2008, lo cual no es
motivo de orgullo.

Los asaltos se han llevado a cabo en varios municipios de
Nuevo León, entre los que se encuentran Monterrey, Gua-
dalupe, San Nicolás, San Pedro, Escobero y Montemorelos
y los mecanismos han sido de lo más variado, desde la uti-
lización de jeringas llenas de ácido hasta el empleo de ar-
mas de fuego.

Asimismo, también hemos observado el surgimiento de
distintas bandas organizadas especialistas en el robo de au-
tomóviles nuevos, sobre todo en nuestro estado, las cuales
se introducen en las agencias automotrices y extraen los
vehículos.

Dichos autos robados son llevados a otros estados y reem-
placados con el fin de no ser detectados, e incluso algunos
son utilizados por la delincuencia organizada para cometer
algún acto delictivo o algún ajuste de cuentas.

Según varias agencias informativas, en el año 2007 se ro-
baron 107 unidades de las agencias automotrices en el es-
tado de Nuevo León.

En lo que va del presente año, también se han manifestado
este tipo de prácticas, pues el 8 de enero varios delincuen-
tes robaron 2 vehículos de la agencia BMW de Monterrey;

al día siguiente, los asaltantes volvieron a hacer de las su-
yas y se robaron una camioneta Chevrolet, mientras que el
10 de enero varios sujetos armados irrumpieron en la agen-
cia automotriz Toyota, de San Pedro Garza García y se ro-
baron 3 automóviles.

La aparición de esta práctica delictiva ha ocasionado que se
viva un clima de inseguridad, además de que está muy la-
tente la preocupación que tienen las personas que ahí tra-
bajan por el riesgo que corren al enfrentarse a delincuentes
armados.

Según lo expresado por los dueños y gerentes de las agen-
cias automotrices y de los bancos, ya se están aplicando
nuevas medidas de seguridad para evitar los asaltos, pero a
la vez admiten que estos mecanismos implantados están
siendo rebasados por los delincuentes, pues en el caso de
las agencias es difícil combatir a todo un comando armado.

Derivado de lo anterior, me es difícil concebir que el go-
bernador se encuentre de viaje en Europa, despreocupado
de lo que pasa en su estado. Incluso hoy recibimos el día
con la noticia de que el juez tercero penal de Monterrey,
Ernesto Palacios López, fue acribillado con armas de alto
poder.

Es por ello, que ante la necesidad de evitar estos crímenes
someto ante la consideración de este pleno el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Exhortar al gobernador de Nuevo León a que can-
cele todo tipo de viajes, en virtud de que su presencia es vi-
tal para dirigir e implantar medidas necesarias para brindar
una mayor seguridad en el estado.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de enero de 2008.— Diputado
Marco Heriberto Orozco Ruiz Velazco (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación. 
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«Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Se-
ner y a la SHCP a intervenir ante la CFE para que se
apliquen tarifas eléctricas emergentes en los municipios
chiapanecos declarados como zonas de emergencia, a
cargo del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, diputado federal Andrés Carballo Bustamante,
del Grupo Parlamentario del PRI de esta LX Legislatura de
la Cámara de Diputados, con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 58 y 59 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, somete a consideración de esta soberanía la si-
guiente proposición con punto de acuerdo de urgente y ob-
via resolución, para exhortar a las Secretarías de Energía, y
de Hacienda y Crédito Público, a su pronta e inmediata in-
tervención ante la Comisión Federal de Electricidad para
que aplique tarifas eléctricas emergentes de bajo monto en
apoyo a los municipios afectados de la zona norte del esta-
do de Chiapas, al tenor de los antecedentes y consideracio-
nes siguientes

Antecedentes

Los fenómenos naturales ocurridos en los meses de octubre
y noviembre de 2007 en el sureste de nuestro país, con llu-
vias torrenciales atípicas, ocasionados por los frentes fríos
números dos, cuatro y cinco, así como el reforzamiento de
la masa de aire polar interactuado con la tormenta tropical
Noel, han sido las causas que originaron las devastaciones
en el estado de Chiapas y consecuentemente en el Estado
de Tabasco.

Recordar con tristeza la desaparición del poblado Juan de
Grijalva, en el municipio de Ostuacan, el pasado 4 de no-
viembre del 2007, por el reblandecimiento de un cerro a las
márgenes del río Grijalva, ha sido una de las más demole-
doras situaciones que ha padecido nuestro estado por las
inclemencias del tiempo, efectos naturales que en los últi-
mos años han sido recurrentes, dejando bastas zonas en
condiciones deplorables.

La magnitud de los efectos producidos por el fenómeno hi-
zo necesario solicitar a la Federación la emisión de la de-
claratoria de emergencia, la cual fue confirmada para 22
municipios, disponiendo de fondos revolventes para otor-
gar alimentación, abrigo y atención médica a la población
afectada.

Debido a que la situación de emergencia se extendió a otras
zonas del estado, adicionalmente se emitió la ampliación

de declaratoria para otros 11 municipios más el 5 de no-
viembre, para la atención de los efectos provocados por las
intensas lluvias del 23 al 31 de octubre del mismo año. Co-
mo es del conocimiento del pueblo y de la sociedad en ge-
neral, la afectación climática fue una tras otra en las zonas
norte, selva y centro del estado, dejando devastaciones
considerables de difícil reparación en los municipios afec-
tados. Esto conlleva, a plantear las siguientes:

Consideraciones

La aplicación de los recursos por desastres naturales no es
suficiente, ya que la población de esta basta región norte
del estado ha sido constantemente azotada por precipita-
ciones atípicas, perjudicando sobre todo la producción
agropecuaria, condición que ha generado en la población
una situación de dependencia, sobre todo de los apoyos de
los gobiernos federal, local, municipal y de la sociedad ci-
vil.

Reconocer la solidaridad de la sociedad civil con los afec-
tados de estos municipios, es lo menos que hacemos; por-
que ha sido abundante notoria y realmente demostrable,
pero recordar que los recursos federales en los diversos
programas del Presupuesto de Egresos de la Federación,
serán aplicados de forma programática y sobre todo en los
tiempos calendarizados, por lo que difícilmente los pobla-
dores de estos municipios tendrán de manera urgente e in-
mediata el apoyo monetario de algún programa de estos ru-
bros del presupuesto.

Solicitamos que para atenuar en lo prioritario y cotidiano lo
necesario para las familias de los municipios afectados, se
les considere sobre todo en los gastos de los diversos ser-
vicios en específico en lo de Tarifas Eléctricas de Emer-
gencia de bajos montos, que viene hacer un paliativo de
apoyo constante y reflejado en la economía familiar que es
la más afectada y golpeada por estos fenómenos naturales.

Los municipios que resultaron con mayores afectaciones y
fueron declarados en emergencia por la Secretaría de Go-
bernación son Bochil, Catazajá, Chapultenango, Chicoa-
sén, Chilón, Cintalapa, Coapilla, El Bosque, Francisco Le-
ón, Huitiupán, Ixhuatán, Ixtacomitán, Ixtapangajoya,
Juárez, Ocosingo, Ocotepec, Ocozocuautla de Espinoza,
Ostuacán, Pantepec, Pichucalco, Pueblo Nuevo Solistahua-
cán, Rayón, Reforma, Sabanilla, Salto de Agua, San Fer-
nando, Simojovel, Solosuchiapa, Tapalapa, Tapilula, Tila,
Tumbalá y Yajalón.
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Como ven, el número de la población afectada en estos 33
municipios antes referidos es considerable y sobre todo co-
munidades de escasos recursos económicos, dedicadas a
las labores del campo y a la producción pecuaria que fue la
más debilitada, se perdieron las siembras, los cultivos, por
ende las cosechas, así como la producción de leche se vino
abajo, se perdió ganado y sobre todo las familias que viven
de estos recursos y los trabajadores asalariados del campo,
dejaron de percibir para comer.

Aunado a lo anterior, esta basta región norte del estado
afectada en su mayoría por estos sucesos, es sin duda una
de las que contempla la mayor densidad poblacional de es-
casos recursos económicos, con casas de piso de tierra, de
barenga y, por qué no decirlo, clase muy humildes en todos
sus aspectos, a la que se le debe en demasía de la aporta-
ción de la federación y sobre todo de apoyos directos que
se reflejen de inmediato en su economía familiar. 

Es por ello, que solicito su valioso apoyo y consideración
en la aprobación de este punto de acuerdo de urgente y ob-
via resolución, para que la población de los municipios
afectados en Chiapas, lleven y tenga una esperanza real en
la reestructuración de su economía familiar, cuando menos
en elemental apoyo en el pago de servicios básicos, a par-
tir del siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a las Secretarías de Energía y Hacienda
y Crédito Público a su pronta e inmediata intervención an-
te la Comisión Federal de Electricidad para que aplique ta-
rifas eléctricas emergentes de bajos montos en los munici-
pios afectados de la zona norte de Chiapas, declarados en
emergencia por la Secretaría de Gobernación, a causa de
las inundaciones e intensas lluvias ocasionadas por los
frentes fríos dos, cuatro, cinco y la tormenta tropical Noel,
de octubre y principios de noviembre de 2007.

Palacio Legislativo, a 17 de Enero de 2008.— Diputado Andrés Car-
ballo Bustamante (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Energía, y de Ha-
cienda y Crédito Público. 

«Con punto de acuerdo, relativo a las denuncias reali-
zadas por la velocista Ana Gabriela Guevara por irre-
gularidades en la Federación Mexicana de Atletismo y
la Comisión Nacional del Deporte, suscrita por los se-
nadores Yeidckol Polevnsky Gurwitz y Silvano Aureo-
les Conejo, del Grupo Parlamentario del PRD

La senadora Yeidckol Polevnsky Gurwitz, integrante de
LX Legislatura del honorable Congreso de la Unión,
miembro del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática, con fundamento en los artículos 73,
fracción XXIX-J de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, 58 y 59 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y demás disposiciones aplicables, someto
a la consideración de esta soberanía la presente proposición
con punto de acuerdo de urgente u obvia resolución, bajo
los siguientes

Antecedentes

La renuncia de la velocista de reconocimiento internacio-
nal, Ana Gabriela Guevara, lamentablemente fue el acto fi-
nal de una largo episodio de la lucha por el mejoramiento
de las condiciones del deporte mexicano, una retirada sin
honores que no merece su trayectoria deportiva, un acto de
protesta en contra de la corrupción e irregularidades del
sistema nacional de deporte. Sus denuncias no pueden pa-
sar desapercibidas por el Congreso de la Unión, en parti-
cular si afecta el desempeño de  nuestros deportistas.

Desde hace más de 11 años, esta atleta de alto rendimiento
se ha colocado como dentro de las mejores a nivel interna-
cional, pero también ha denunciado anomalías, corrupción
y malos manejos en la Federación Mexicana de Atletismo,
y, en general, del actual sistema nacional de promoción y
fomento del deporte. 

Su renuncia como seleccionada nacional, meses previos a
las Olimpiadas de Beijing 2008 y de las justas internacio-
nales de atletismo, debe avergonzarnos como pueblo. El
Congreso de la Unión tiene la obligación moral de investi-
gar y despejar toda sombra que se atreva a manchar la lar-
ga carrera contra los círculos de poder de la burocracia de-
portiva, y en la proporción de los hechos la responsabilidad
del Poder Ejecutivo y su administración pública.

Ana Gabriela Guevara, a diferencia de otros, no es un sím-
bolo publicitario de los medios de comunicación, ella sí es
el resultado del esfuerzo, sus victorias en la pista de tartán
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pusieron el nombre de México en cada carrera, cada bata-
lla, cada victoria, hoy por hoy ella es un verdadero ejemplo
para nuestros niños y jóvenes.

Su palabra está respaldada por una trayectoria indiscutible:

• Medalla de oro en atletismo en Juegos Panamericanos
(Winnipeg 1999).

• Quinto lugar en la final de las Olimpiadas de Sydney
2000.

• Medalla en el campeonato mundial de Edmonton
2001.

• Primer lugar en el campeonato mundial de 400 metros
planos, de 2001 a 2004.

• Primer lugar en la Goleen League, 2002. 

• Campeonato Centroamericanos de El Salvador 2002.

• Titulo mundial de atletismo en Paris, 2003. 

• Campeonato Centroamericano, Cartagena 2006.

• Medalla de plata en las Olimpiadas de Atenas, 2004.

El carácter de Ana Gabriela Guevara es lo suficientemente
claro para denunciar las irregularidades de la Federación
Mexicana de Atletismo, tocar las mismas puertas del presi-
dente de la república y del director de la Conade, Carlos
Hermosillo, responsable de la política nacional en la mate-
ria, y soportar por años esta lamentable situación.

Derivado de lo anterior, se suscitaron una serie de aconte-
cimientos en contra de la Federación de Atletismo, contra
la cual se levanto una denuncia penal ante la PGR a su di-
rigente, por fraude y peculado; así como una serie de acu-
saciones entre el titular de la Conade y la atleta, propician-
do con ello hechos que han afectado el ámbito deportivo y
han tenido que llegar hasta las instancias jurisdiccionales.
Y a pesar de todo, el sostenimiento  del status quo : la in-
operancia para el desarrollo, fomento, calidad y rendimien-
to del deporte en general, reflejándose en resultados nega-
tivos en las justas internacionales del atleta mexicano. 

La opinión pública lamenta profundamente la renuncia de
Ana Guevara, sino el silencio del Ejecutivo y de las autori-
dades a la demanda de mejorar las condiciones del deporte

nacional, pero específicamente la opinión pública lamenta
la ignorancia que trata de minimizar su salida a una vacan-
te en la selección mexicana en la Olimpiadas. Legisladores,
la selección mexicana perdió a su líder en las Olimpiadas,
a la indomable defensora de los derechos de los deportistas
frente a la burocracia.

El Poder Legislativo debe pronunciarse frente a estos he-
chos, no podemos guardar el cómplice silencio frente al in-
digno retiro de una de las máximas exponentes de la histo-
ria deportiva.

¿Acaso ya olvidamos que también que hablamos de una
atleta galardonada en tres ocasiones con el Premio Nacio-
nal del Deporte, y que el mismo Senado de la República le
rindió homenaje por sus victorias en Atenas 2004? 

Todavía no llegamos a los juegos olímpicos de Beijing,
China, y ya perdimos a nuestra mejor deportista en la rama
del atletismo, ojalá y esto no sea un mal presagio de los re-
sultados que se puedan obtener en las próximas justas
olímpicas.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta honorable asamblea el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente invita cordialmente a
la Premio Nacional del Deporte, Ana Gabriela Gueva-
ra, a presentar sus denuncias de las irregularidades
dentro de la Federación Mexicana de Atletismo y la Co-
misión Nacional del Deporte.

Segundo. La Comisión Permanente solicita la compare-
cencia del titular de la Conade, Carlos Hermosillo, pa-
ra explicar las denuncias de corrupción en contra de la
Federación Mexicana de Atletismo.

Dado en la Comisión Permanente del honorable Congreso de la Unión,
a 23 de enero de 2008.— Senadora Yeidckol Polevnsky Gurwitz (rú-
brica).»

Se turna a la Comisión de Juventud y Deporte de la Cá-
mara de Senadores.
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«Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Pro-
fepa a verificar el cumplimiento de condicionantes en
materia de impacto ambiental para la construcción y
operación del libramiento poniente en Tampico, Ta-
maulipas; y a la Secretaría de la Función Pública, a re-
alizar una auditoría a la delegación de la Profepa en di-
cha entidad, a cargo del diputado Manuel Portilla
Diéguez, del Grupo Parlamentario del PVEM

Manuel Portilla Diéguez, integrante de la LX Legislatura
del honorable Congreso de la Unión y del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México, con fun-
damento en el artículo 78 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; en el artículo 116 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos; y del artículo 58 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, presenta la siguiente proposición con punto de
acuerdo, con base en la siguiente:

Exposición de Motivos

El libramiento poniente está localizado en la zona noroes-
te del municipio de Tampico, y tiene una extensión de 14
kilómetros. Está conformado por dos curvas, de las cuales
la más peligrosa está ubicada en el kilómetro 8+0 y pasa
por una mancha urbana. En esta vía, circulan diariamente 2
mil vehículos, incluyendo el transporte público, privado y
de la industria petroquímica.

Por otro lado, están construidos diez puentes por donde flu-
ye el sistema lagunario del río Tamesí, el cual abastece de
agua a la zona sur de Tamaulipas. 

Como se mencionó, sobre esta vía transita un número im-
portante de transportadores de materiales y residuos peli-
grosos, por lo que en enero de 2007, se publicó la preocu-
pación por parte de las autoridades tamaulipecas por una
posible contaminación en el sistema lagunario que cruza el
libramiento poniente de la ciudad de Tampico, donde pue-
de ocurrir algún accidente durante la transportación. 

Esta preocupación resalta debido a la falta de prevención
en el servicio de autotransporte que ha ocasionado graves
accidentes. Por lo que es necesario prevenirlos y minimizar
riesgos durante la operación del transporte de substancias,
materiales y residuos peligrosos ya que se compromete al
sistema lagunario.

Un derrame de residuos peligrosos en el sistema lagunario
provocaría que toda la zona sur de Tamaulipas, se quedara
sin agua potable, lo que corresponde a aproximadamente
700 mil habitantes. Además de los daños al medio ambien-
te, a la flora y fauna.

El subdirector de Protección Civil de Tampico, Eduardo
Zamorano Riestra, informó que, de enero a octubre de
2006, se registraron ocho accidentes de tráileres cargados
con materiales peligrosos, los cuales afortunadamente no
han impactado el sistema lagunario. Advirtió que la Secre-
taría de Comunicaciones y Transportes será la responsable
de que el medio ambiente y la salud de la población del sur
de Tamaulipas sean afectados por un nuevo accidente de un
tráiler cargado con materiales tóxicos frente a este sistema
lagunario.

Para analizar la problemática, que se registra en el libra-
miento poniente de Tampico, con los continuos accidentes
de tráileres cargados con productos peligrosos a escasos
metros del sistema lagunario, el 9 de diciembre de 2005, el
licenciado Fernando Azcárraga López, presidente munici-
pal de Tampico, en representación del consejo técnico para
la implementación del Plan de Prevención de Accidentes
en el Libramiento, solicitó al delegado de la Profepa en Ta-
maulipas, que se realizará una verificación del cumpli-
miento de condicionantes ambientales establecidas en el
oficio resolutivo número A.O.O.DGNA.-10307 emitido
por el Instituto Nacional de Ecología en 1994, relativo a la
construcción y operación del libramiento poniente en Tam-
pico, Tamaulipas.

El 14 de febrero de 2006, el Presidente Municipal de Tam-
pico, en representación del Consejo Técnico para la Imple-
mentación del Plan de Prevención de Accidentes en el Li-
bramiento  Poniente en el Municipio de Tampico, solicitó
al Delegado de la PROFEPA en Tamaulipas, información
relativa al estado que guarda el procedimiento administra-
tivo para revisar el cumplimiento de condicionantes en ma-
teria de impacto ambiental para la construcción y opera-
ción del Libramiento Poniente.

El 17 de febrero de 2006, el delegado de la Profepa en Ta-
maulipas, informó al presidente municipal de Tampico, que
se encontraba imposibilitado para proporcionar la informa-
ción del libramiento poniente debido a que, como presi-
dente municipal, no es parte directa del procedimiento ad-
ministrativo que lo ocupa. Indicando que la información
obra en los archivos de la procuraduría y es reservada.
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Actualmente siguen los accidentes en el libramiento y, por
ende, el riesgo de desastre ecológico en el sistema laguna-
rio del río Tamesí, y especialmente en las ciudades de Tam-
pico, Ciudad Madero y Altamira, que comprende la zona
conurbada.

En atención a lo anteriormente expuesto, el Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México en esta
soberanía somete a consideración de este honorable pleno
la siguiente proposición con:

Punto de Acuerdo

Primero. Se exhorta a la Procuraduría Federal de Protec-
ción al Ambiente que informe a esta soberanía, el segui-
miento realizado al procedimiento administrativo número
PFPA/TAMPS/54/0032-06, radicado en los expedientes
que obran en la delegación de Tamaulipas, relativo a la ve-
rificación del cumplimiento de condicionantes en materia
de impacto ambiental para la construcción y operación del
libramiento poniente en Tampico, Tamaulipas, establecidas
en el oficio resolutivo número A.O.O.DGNA.-10307 emi-
tido por el Instituto Nacional de Ecología en 1994.

Segundo. Se exhorta a la Secretaría de la Función Pública
para que a través del órgano interno de control en la Secre-
taría de Medio Ambiente se realice una auditoría en la de-
legación de la Profepa, en Tamaulipas, con la finalidad de
verificar el cumplimiento de las solicitudes de acceso a la
información.

Dado en el salón Legisladores de la República, sede de la Comisión
Permanente del honorable Congreso de la Unión de los Estados Uni-
dos Mexicanos, durante el primer receso del segundo año de ejercicio
de la Quincuagésima Sexta Legislatura, a 23de enero de 2008.— Di-
putado Manuel Portilla Diéguez (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Medio Ambiente y
Recursos Naturales, y de la Función Pública.

«Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Jun-
ta de Coordinación Política de la Cámara de Diputados
a revocar la determinación de cambiar el régimen labo-
ral de diversos trabajadores, a cargo del Grupo Parla-
mentario de Convergencia

Layda Elena Sansores San Román y Alberto Esteva Salinas,
integrantes del Grupo Parlamentario de Convergencia de la
LX Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en los artículos 58 y 59 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, someten a la consideración de la Cámara de
Diputados la presente proposición con punto de acuerdo, de
urgente y obvia resolución, con base en las siguientes

Consideraciones

Para nadie es un secreto que desde hace varios años tanto
en la Cámara de Diputados como en diversas áreas de la
administración pública federal se ha dado una ilegal prác-
tica de rescindir injustificadamente de la relación laboral
contra trabajadores con nombramientos de diversa deno-
minación. Aunque han sido de manera aislada y selectiva,
no dejan de ser arbitrarias e ilegales. Sin embargo, también
existe la experiencia de que cuando los trabajadores han re-
currido a los órganos jurisdiccionales, terminan por ser
reinstalados, pagándoles los salarios caídos y las prestacio-
nes demandadas.

Desde hace algunos meses, en la Cámara de Diputados es-
tas medidas han sido insuficientes y se ha iniciado un pro-
ceso de despido masivo de trabajadores de base, sin que
haya de por medio ningún procedimiento administrativo ni
causa justificada para avalar esta determinación.

En noviembre de 2007 se pretendió despedir sin justa razón
a 17 trabajadores con nombramiento de base, que realizan
funciones administrativas de resguardo en la Cámara de
Diputados; sólo con la intervención de su organización sin-
dical se dio marcha atrás.

Empero, durante la segunda quincena de diciembre de
2007, cuando la mayor parte de trabajadores se encuentran
en pleno periodo vacacional, a través de métodos violato-
rios de los derechos laborales y humanos, las autoridades
administrativas solicitaron la renuncia a 74 trabajadores de
base que realizan funciones administrativas de resguardo
en el recinto legislativo, con antigüedad laboral de entre 10
y 15 años de servicios, obligándolos a renunciar y a recibir
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una cantidad determinada unilateralmente por los órganos
administrativos de la Cámara de Diputados, y la promesa
de una contratación como trabajadores de confianza, sus-
tentándose erróneamente para ello en las reformas de la
Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, Re-
glamentaria del Apartado B) del Artículo 123 Constitucio-
nal (LFTSE) publicadas el Diario Oficial de la Federación
el 3 de mayo de 2006.

Ante la presión ejercida, 55 trabajadores con nombramien-
to de base fueron obligados por autoridades administrati-
vas y superiores jerárquicos a renunciar a sus plazas de ba-
se, y con ello perdieron todos sus derechos adquiridos, ante
el influjo de una supuesta y pírrica indemnización determi-
nada unilateralmente por los órganos administrativos de la
Cámara de Diputados, que no representa el valor de una in-
demnización legal a una base laboral, y una contratación
laboral como trabajadores de confianza, que lo único que
propicia es incertidumbre laboral y los pone en el filo de la
navaja para ser despedidos con el más mínimo pretexto.

Sin embargo, 19 trabajadores no aceptan firmar la renuncia
y por ello ahora se pretende despedirlos a toda costa, no
obstante el estatus de su nombramiento. ¿Qué puede espe-
rarse para el resto de los trabajadores no sindicalizados, su-
pernumerarios, de honorarios, etcétera?

Ante esta embestida, tenemos la convicción de que esta de-
cisión, además de injusta, es contraria a la ley por las razo-
nes siguientes:

a) A los trabajadores administrativos de resguardo y se-
guridad se otorgó nombramiento de base desde el 1 de
noviembre de 1998, y por esa razón es evidente que tie-
nen derechos adquiridos en esas plazas de base.

b) Pretender aplicarles en forma retroactiva en su per-
juicio las reformas de la LFTSE aprobadas en mayo de
2006 violenta flagrantemente el espíritu del artículo 14
constitucional, que establece: “A ninguna ley se dará
efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna”.

c) Aunado a lo anterior, el artículo 19 de la LFTSE dis-
pone en favor del trabajador: “En ningún caso el cam-
bio de funcionarios de una dependencia podrá afec-
tar los derechos de los trabajadores”.

d) El artículo 5o. constitucional establece: “A ninguna
persona podrá impedirse que se dedique (al) trabajo

que le acomode, siendo lícito... sólo podrá vedarse
por determinación judicial”.

e) El artículo 10 de la LFTSE tajantemente prescribe:
“Son irrenunciables los derechos que la presente ley
otorga”.

Luego entonces, si el argumento de las autoridades para
cambiar en su perjuicio el régimen laboral es porque los
trabajadores desempeñan actividades de resguardo y segu-
ridad, tomando en cuenta los derechos adquiridos que tie-
nen como trabajadores de base desde noviembre de 1998,
respetando sus derechos laborales y prestaciones, debe
ponderarse la posibilidad de reubicarlos y cambiarlos de
actividad y de adscripción.

Las plazas que los trabajadores tienen asignadas son de ba-
se –desarrollan actividades administrativas de apoyo parla-
mentario–, no se encuentran identificadas en el tabulador
como plazas de confianza.

De persistir en ese propósito, lo único que lograrían es que
los trabajadores demanden, y seguramente obtendrán un
laudo favorable y se obligará a la Cámara a reinstalarlos y
pagar salarios caídos; sin embargo, esa violación de sus de-
rechos laborales, los daños y perjuicios y la probable co-
misión de delitos en su contra será responsabilidad de la
Cámara de Diputados.

Creemos que aún se puede rectificar y cesar el hostiga-
miento que se ha emprendido contra estos trabajadores de
base, quienes lo único que hacen es defender sus derechos
laborales, que se extienden como patrimonio familiar.

Por lo expuesto, me permito someter a su consideración la
siguiente propuesta con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorte a la Junta de Coordinación Política de la
Cámara de Diputados para que no violente los derechos la-
borales y humanos de los trabajadores y revoque la determi-
nación contraria a derecho de cambiar el régimen laboral de
19 trabajadores de base con funciones administrativas de
resguardo a trabajadores de confianza, tomando en cuenta
los derechos adquiridos que les otorga el nombramiento
que se le otorgó con este carácter desde noviembre de
1998.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de enero de
2008.— Diputados: Layda Elena Sansores San Román, Alberto Esteva
Salinas (rubricas).»

Se turna a la Junta de Coordinación Política. 

«Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecu-
tivo federal a promover el diálogo y la negociación pa-
ra buscar la pacificación del pueblo colombiano, a car-
go del senador Alejandro González Yáñez, del Grupo
Parlamentario del PT

Con fundamento en el artículo 59 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, legisladores de diversos grupos parla-
mentarios someten a consideración de la honorable Comi-
sión Permanente del Congreso de la Unión, con base en las
consideraciones que más adelante se mencionan, el si-
guiente punto de acuerdo. 

Consideraciones

Ante las divergencias surgidas entre los diferentes sectores
sociales de diversas naciones latinoamericanas, que han
desembocado en enfrentamientos armados sistemáticos de
sus respectivos países, han surgido respuestas violentas de
los sectores populares y de los gobiernos en turno.

Esta problemática se manifestó en muchos países latinoa-
mericanos, donde durante años se dieron luchas fraticidas
entre bandos con distintas formas de pensar y concebir a un
país, teniendo como resultado que cientos de miles de ino-
centes pagaran las consecuencias con la migración y el au-
toexilio.

De esta manera en Guatemala, Nicaragua, Costa Rica, El
Salvador, Panamá, Honduras, Perú, Uruguay, Colombia,
etcétera, se han presentado expresiones insurgentes que
han dado lugar a enfrentamientos armados dejando secue-
las que subsisten hasta nuestros días. 

Muchos de estos países han podido superar las guerras ci-
viles, logrando acuerdos de paz, en beneficio de sus con-
nacionales.

El ejemplo más reciente de la situación mencionada es el
de Guatemala, país que estuvo hundido en la permanente
confrontación entre hermanos, donde como se sabe, fueron
asesinados y desaparecieron más de 200 mil guatemalte-
cos, la mayor parte indígenas.

Adicionalmente el impacto en ese país hermano tuvo re-
percusiones económicas y sociales que los han mantenido
con un atraso prácticamente secular. 

Para lograr la paz en este país, México tuvo una actuación
destacada, basada en las directrices de su política exterior,
impulsando el Acuerdo de Esquipulas II, que permitió la
reconciliación nacional mediante el diálogo y la amnistía. 

También, en el aspecto internacional la situación ha aflora-
do como un tema que era obligado a tratar en los foros
mundiales correspondientes. 

Afortunadamente con la llegada del presidente Álvaro Co-
lom, los países fraternos esperamos que Guatemala transi-
te por una democracia firme y duradera y que las amenazas
de la dictadura militar jamás se vuelvan a presentar en ese
país.

El Salvador fue otro ejemplo de las confrontaciones arma-
das en donde México, respaldado por su tradicional políti-
ca exterior pacifista, sirvió como mediador entre las partes
para arribar a los acuerdos de paz, signados en el Castillo
de Chapultepec en 1992. 

Desgraciadamente nuestros hermanos colombianos se en-
cuentran inmersos desde hace décadas en una cruenta gue-
rra civil en la que la principal victima está representada por
sus habitantes.

La confrontación colombiana tiene varios componentes de
diversa índole, que en conjunto han potenciado el conflic-
to, sin que se haya logrado un acuerdo que satisfaga a las
partes y que sea sólido y duradero. 

Recientemente se hizo un llamado a la comunidad interna-
cional y a la conciencia de las partes beligerantes de Co-
lombia para lograr la liberación de dos de las personas ba-
jo custodia de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de
Colombia (FARC), a cambio de la libertad de los insurgen-
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tes capturados por el gobierno de ese país. 

El resultado de esta acción fue que las FARC liberaran a
esas personas, que en el contexto de la cantidad parecieran
pocos, pero el significado conceptual es el de que habien-
do voluntad política y buena fe se pueden lograr acuerdos
que beneficien a ambas partes.

Con este primer paso, indudablemente se abre la posibili-
dad de que en Colombia, en un futuro no muy lejano, la paz
pueda ser una realidad, que es el mayor anhelo de los co-
lombianos y de todos los pueblos amantes de la paz. 

En ese orden de ideas, se ha solicitado a la comunidad in-
ternacional que se reconozca al movimiento social armado
de Colombia, como una fuerza beligerante con capacidad
de diálogo y con representación de una parte importante de
la sociedad colombiana.

En el pasado, México fue coadyuvante para que se llevaran
a cabo exitosamente los diálogos de negociación para la
paz en El Salvador y Guatemala. 

Incluso en nuestro país se llegaron a establecer representa-
ciones de los movimientos sociales de estos países. 

En este sentido, consideramos que en estos momentos es
vital que el pueblo, el gobierno mexicano y sus represen-
tantes en los organismos multilaterales jueguen un papel
fundamental para buscar el diálogo y la negociación para
que nuestro hermano pueblo de Colombia logre la anhela-
da paz. 

En tal virtud, sometemos a su consideración el siguiente:

Punto de Acuerdo

Artículo Único. La Comisión Permanente del honorable
Congreso de la Unión exhorta al Ejecutivo federal para
que, con fundamento en la fracción X del artículo 89 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
que alude a la solución pacífica de las controversias y la lu-
cha por la paz y la seguridad internacionales, instruya a los
representantes del Estado mexicano para promover ante to-
das las instancias internacionales su coadyuvancia a fin de
que mediante el diálogo y la negociación los colombianos
alcancen la paz. De ser necesario, nuestro país ofrezca su
territorio y la logística indispensable, como lo hizo en los
casos de Guatemala y El Salvador. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los veintitrés días del
mes de enero de dos mil ocho. — Senador Alejandro González Yáñez
(rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Relaciones Exteriores Amé-
rica Latina y el Caribe de la Cámara de Senadores. 

«Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los ti-
tulares de la PGR y del INAH a ejercer las acciones ne-
cesarias para preservar el centro histórico de la Ciudad
de México, a cargo del senador José Eduardo Calzada
Rovirosa, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, senador José Eduardo Calzada Rovirosa, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, de conformidad con lo previsto en los artícu-
los 58, 59 y 60 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a la consideración de la Comisión Permanente la
presente proposición con punto de acuerdo, a través de la
cual se exhorta a los titulares de la Procuraduría General de
la República y del Instituto Nacional de Antropología e
Historia, a efecto de que se integren las averiguaciones pre-
vias relacionadas con la demolición de catorce inmuebles
del Centro Histórico de la Ciudad de México y sean ejerci-
das las acciones que resulten necesarias para la preserva-
ción de esta zona del Distrito Federal, con base en la si-
guiente

Exposición de Motivos

Nada define mejor la grandeza de las naciones que sus
hombres y las obras que realizan. A través de éstas cono-
cemos sus ideas, aspiraciones y valores. Preservar las cre-
aciones ayuda a caracterizar y entender los procesos histó-
ricos y a quienes los protagonizan. Conservar la herencia
cultural contribuye a dar continuidad a las creencias de una
sociedad.

En una época incierta y colmada de temores como la pre-
sente, resulta necesario volver la mirada hacia nosotros
mismos y reconocernos en nuestro legado: en la piedra ás-
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pera de las pirámides, en la fría cantera de las catedrales,
en el arco iris de nuestra pintura, en el trazo de nuestras ca-
lles. Por tanto, conocer, difundir y acrecentar la riqueza del
patrimonio cultural es una tarea que debe constituir motivo
de unión entre los mexicanos.

Lamentablemente, el tiempo, el olvido, la ignorancia, las
fuerzas de la naturaleza y el descuido han afectado de ma-
nera irreversible la vastedad de la riqueza cultural de Mé-
xico. Sin embargo, a tales amenazas debe agregársele otra
más cuya potencia destructiva en muchos casos supera a
las anteriores. Me refiero a la burocracia, entendida ésta
desde su aspecto más peyorativo.

A pesar de que Guillermo Tovar y de Teresa ha señalado en
su obra La Ciudad de los Palacios. Crónica de un patri-
monio perdido, la forma en que fue destruido buena parte
del patrimonio de la ciudad de México, parece que las lec-
ciones ahí contenidas no acaban de entenderse, pues las au-
toridades de la Ciudad de México, traicionando su obliga-
ción de preservar y conservar la riqueza cultural del centro
histórico capitalino, se han empeñado en demoler edificios
de enorme valor artístico, esto ante el ensimismamiento de
los funcionarios del Instituto Nacional de Antropología e
Historia.

Tal es el caso de catorce construcciones cuya desaparición
ha permitido la reubicación de los vendedores ambulantes
que ocupaban las calles del llamado perímetro A, entre las
que podemos mencionar la Casa de las Calderas y parte del
antiguo convento de los Camilos. Las pérdidas ahí regis-
tradas, por lo irreversible de su carácter merecen no sólo la
condena generalizada, sino la aplicación de sanciones en
contra de los responsables de tales actos, toda vez que las
mismas pudieron haberse prevenido oportunamente, tal y
como han dado cuenta de ello diversos medios de comuni-
cación.

Lo anterior resulta plenamente procedente de conformidad
con lo dispuesto por los artículos 52, párrafo segundo, y 54
de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológi-
cos, Artísticos e Históricos, máxime que las obras de de-
molición fueron realizadas a plena luz de día y ante los ojos
del público en general, razón por la cual resulta indispen-
sable que las autoridades encargas de la procuración de jus-
ticia agoten sus facultades de investigación a fin de integrar
las averiguaciones previas que sobre el particular se han
iniciado y así deslindar responsabilidades.

Por otra parte, también se vuelve necesario que las autori-
dades del INAH abandonen su pasmo y ejerzan todas aque-
llas acciones que se encuentren al alcance de su mano a
efecto de impedir más demoliciones como las hasta ahora
efectuadas y así impedir que el patrimonio cultural de los
capitalinos y de los mexicanos en general, siga siendo arra-
sado.

Es necesario recuperar el respeto y el amor por el centro
histórico de la ciudad, no sólo por cuanto representa para la
capital del país, sino para el país y el mundo entero. Debe-
mos parar, de una vez por todas, esta barbarie, que ha de-
vastado una zona que ha sido reconocida como patrimonio
cultural de la humanidad. Las generaciones futuras de me-
xicanos sabrán reconocerlo.

Por las razones y fundamentos antes planteados, solicita-
mos a esta soberanía que sea aprobado el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión exhorta al titular de la Procuraduría Gene-
ral de la República, a efecto de que, con la mayor brevedad,
integre las averiguaciones previas relacionadas con la de-
molición de catorce inmuebles del centro histórico de la
Ciudad de México.

Segundo. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta al titular del Instituto Nacional de Antropo-
logía e Historia, a fin de que ejerza las acciones que resul-
ten necesarias para la preservación del centro histórico de
la Ciudad de México.

Salón de sesiones de la Comisión Permanente del Congreso de la
Unión, a 23 de enero de 2008.— Senador José Eduardo Calzada Rovi-
rosa (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Justicia, y de Cul-
tura de la Cámara de Senadores. 
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«Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Se-
cretaría de Comunicaciones y Transportes a considerar
la eliminación de las casetas de cobro de San Cristóbal
Ecatepec, en la autopista México-Pachuca, y de Chalco,
en la México-Puebla, a cargo del diputado Salvador
Ruiz Sánchez, del Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito, diputado federal a la LX Legislatura e inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática, con fundamento en lo establecido en los
artículos 58, 59 y 60 del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, somete a la consideración de la honorable Cámara
de Diputados un punto de acuerdo, conforme a las siguien-
tes

Consideraciones

De acuerdo con los resultados del II Conteo de Población
y Vivienda 2005 del INEGI, el estado de México es una de
las entidades federativas con mayor crecimiento poblacio-
nal en el país. La tasa de crecimiento media anual de la po-
blación nacional entre 2000 y 2005 fue de 1 por ciento, en
tanto que la del estado de México fue de 1.2 por ciento, su-
perior a la de sus estados colindantes: por ejemplo, More-
los creció a 0.6 por ciento; Hidalgo, a 0.9 por ciento; y el
Distrito Federal, a 0.2 por ciento.

Dicho crecimiento poblacional del estado de México se tra-
duce en la gran movilidad e interacción de su población
con el Distrito Federal, y esto se refleja en un intenso y por
momentos caótico tránsito vehicular entre ambas entida-
des. Es el caso de las autopistas de cuota México-Pachuca
y México-Puebla.

La autopista de cuota México-Pachuca comunica el Distri-
to Federal con los estados de México e Hidalgo. Se halla en
la región metropolitana del noreste de la capital del país y
el centro de la entidad mexiquense hasta alcanzar la capital
hidalguense.

Esta región se constituye por municipios que desde déca-
das atrás mostraron un elevado crecimiento urbano y por
otros que en la actualidad presentan el mismo fenómeno
como consecuencia del fraccionamiento intenso de tierras
que hasta hace poco tiempo tenían uso agrícola. Las zonas
urbanas y las que se encuentran en proceso de serlo abar-
can Ecatepec de Morelos (el municipio más poblado del
país), Coacalco de Berriozábal, Tecámac, Teotihuacán,
Nextlalpan, Jaltenco, Tonanitla, Zumpango y Otumba de

Gómez Farías, los cuales cuentan con más de 2 millones
506 mil 362 habitantes.

Ecatepec por sí sólo cuenta con más de 1 millón 688 mil
habitantes, aunque cifras extraoficiales resaltan que tiene
una población mayor de 3 millones de personas.

Un alto porcentaje de esa población tiene la necesidad de
desplazarse hacia la Ciudad de México a efecto de realizar
diversas actividades cotidianas, como laborales, educativas
o comerciales, y lo hace a través de los distintos medios de
autotransporte público y privado. De esa manera, el tráfico
vehicular de la autopista es intenso, creciente y caótico en
las horas pico, con la consiguiente pérdida de horas-hom-
bre.

La autopista consta de dos tramos y dos casetas de cobro.
La primera se sitúa en San Cristóbal Ecatepec, a una dis-
tancia de la capital de 8.89 kilómetros, y abarca el tramo
Indios Verdes-San Cristóbal Ecatepec. La segunda está en
Ojo de Agua y llega a Tizayuca en los restantes 36.9 kiló-
metros. El recorrido total de la autopista es de 45.8 kiló-
metros.

En particular, la caseta de San Cristóbal cobra una tarifa de
13 pesos por automóvil, 23 por autobús y hasta 63 para ca-
miones de carga de 9 ejes. Como puede observarse, la dis-
tancia existente entre este municipio y la capital del país es
reducida, por lo cual la ubicación actual de esta caseta es
inadecuada y onerosa para los habitantes de los municipios
mencionados y sus comunidades.

Cuando se construyó la autopista, el propósito era comuni-
car de manera rápida, cómoda, eficiente y barata el Distri-
to Federal con la ciudad de Pachuca y en particular, en el
caso que nos ocupa, con el municipio de Ecatepec; se so-
breentendía que los habitantes de las comunidades y los
municipios situados a lo largo de la autopista antes de lle-
gar a su punto de destino no harían uso de la autopista, y
para ellos funcionaría la carretera federal. En tales condi-
ciones era justificable el cobro de peaje.

No obstante, al modificarse drásticamente las condiciones
poblacionales y de urbanización de la región ahora la pre-
sencia de la caseta de cobro de San Cristóbal en su ubica-
ción actual carece de sentido, ya que afecta negativamente
la vialidad, comodidad y seguridad en el transporte y el in-
greso de la elevada población de la región que, en términos
prácticos, vive ya en una zona metropolitana conurbada
con el Distrito Federal. Esta nueva condición urbana de la
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región hace inconveniente la ubicación actual de las case-
tas. En los hechos se les está cobrando peaje en una zona
urbana en una vía por demás saturada que, por lo mismo,
no justifica ningún cobro.

Algo similar ocurre en el caso de la autopista México-Pue-
bla en la caseta de Chalco, la cual está situada a 15 kiló-
metros del límite con el Distrito Federal, cobra una tarifa
de 14 pesos a los automóviles, 26 a autobuses y 62 a ca-
miones de carga de 9 ejes.

En la actualidad, la caseta se halla rodeada de zonas habi-
tacionales, el municipio de Chalco cuenta con 257 mil 403
habitantes y es asimismo uno de los de mayor crecimiento
poblacional, es decir, a los habitantes de la región se les co-
brando también peaje en una zona urbana, lo que es igual-
mente injustificable.

En virtud de lo señalado, propongo a esta soberanía el si-
guiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta de manera respetuosa a la Secretaría de
Comunicaciones y Transportes a considerar y efectuar la
eliminación de las casetas de cobro de San Cristóbal Eca-
tepec, en la autopista México-Pachuca, y de Chalco, en la
México-Puebla, a fin de que los habitantes de los munici-
pios de Ecatepec de Morelos, Coacalco de Berriozábal y
Chalco, respectivamente, puedan recibir los beneficios de
dicha eliminación.

Salón de sesiones de la Comisión Permanente, a 23 de enero de
2008.— Diputado Salvador Ruiz Sánchez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transportes. 

«Con punto de acuerdo, respecto a la modificación de
las Reglas de Operación del programa Pro-Árbol, ejer-
cicio 2008, a cargo del senador Silvano Aureoles Cone-
jo, del Grupo Parlamentario del PRD

Punto de Acuerdo

Punto Resolutivo

Se exhorta al Ejecutivo federal para que en el ejercicio de
sus atribuciones, gire sus apreciables instrucciones a los ti-
tulares de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales, maestro en ciencias Juan Rafael Elvira Quezada y
al director general de la Comisión Nacional Forestal, bió-
logo José Cibrián Tovar para que:

A) Sean llevadas a cabo las modificaciones que corres-
pondan a las Reglas de Operación del Programa Pro-Ár-
bol, que resulten de aplicar con estricto apego a lo dis-
puesto por el artículo 25 de la Carta Magna y
particularmente a lo que se refieren los párrafos sexto,
séptimo y octavo del artículo en comento;

B) Otorguen una prorroga a todos los posibles benefi-
ciarios y aspirantes al Programa Pro-Árbol (Ejercicio de
2008), con el objeto de que los términos fatales a los que
se refiere la convocatoria publicada el día de hoy en el
Diario Oficial de la Federación y aplicables a las Reglas
de Operación del programa en cita, corran a partir del 1
de febrero del año en curso.

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente del Congre-
so de la Unión, a 16 de enero de 2008.— Senador Silvano Aureoles
Conejo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente, Recursos
Naturales y Pesca de la Cámara de Senadores. 
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«Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a crear la
comisión para el seguimiento, la supervisión y la fisca-
lización de los recursos donados para reconstruir Ta-
basco, a cargo del Grupo Parlamentario del PRD

La suscrita diputada Mónica Fernández Balboa, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática, con fundamento en lo dispuesto por el artículo
58 y 59 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, me per-
mito someter a consideración de esta soberanía la siguien-
te proposición con punto de acuerdo de urgente u obvia
resolución, por la que se exhorta a la creación de la Comi-
sión para el seguimiento, supervisión y fiscalización de los
recursos que se han donado para la reconstrucción del es-
tado de Tabasco, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Los acontecimientos ocurridos en el estado de Tabasco han
hecho que los mexicanos participen de manera activa con
aportaciones para la reconstrucción de dicha entidad, com-
prendiendo que se necesitaba un apoyo urgente. 

Asimismo, a través de los medios de comunicación nos he-
mos enterado que la Secretaria de Relaciones Exteriores
recibió de gobiernos de diferentes naciones (Canadá, Esta-
dos Unidos, Belice, Chile, Cuba, Honduras, Panamá, Perú,
Alemania, Chipre, Dinamarca, España, Flandes (Bélgica),
Francia, Irlanda, Italia, Polonia, Reino Unido, República
Checa, Santa Sede, Suiza, China, Japón, India, Israel, Re-
pública del Congo), organismos internacionales (Asocia-
ción de Naciones del Sudeste Asiático (ASEAN),Corpora-
ción Andina de Fomento (CAF), Organización de Estados
Americanos (OEA), Fondo de Población de las Naciones
Unidas (UNFPA), Programa de las Naciones Unidas para
el Desarrollo (PNUD), Oficina de Coordinación de las Na-
ciones Unidas para Asuntos Humanitarios (OCHA), Orga-
nización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la
Alimentación (FAO), Organización Panamericana de la
Salud/Organización Mundial de la Salud (OPS/OMS), Pro-
grama Mundial de Alimentos (PMA), Organización Inter-
nacional para las Migraciones (OIM), Fondo de las Nacio-
nes Unidas para la Infancia (UNICEF), Programa de
Medio Ambiente de las Naciones Unidas (PNUMA),
ONU–HABITAT, Organización de las Naciones Unidas
para la Educación la Ciencia y la Cultura (UNESCO), Mé-
dicos sin Fronteras), empresas, organizaciones de la socie-
dad civil y de ciudadanos de todo el mundo, ayuda inter-
nacional para la población afectada que se ha materializado

bajo tres modalidades: en especie; asesoría técnica y en
efectivo.

En tal sentido, el periódico Reforma público el día 7 de
enero del año en curso que la Secretaria de Relaciones Ex-
teriores informó haber recibido 11 millones 200 mil dóla-
res de organismos internacionales para afectados de Tabas-
co y Chiapas.

Siendo este tema de preocupación de los legisladores me
permito hacer referencia al punto de acuerdo que la Terce-
ra Comisión, Hacienda y Crédito Público, Agricultura y
Fomento, Comunicaciones y Obras Públicas, de la Comi-
sión Permanente, sometió a la consideración del Pleno de
la Comisión Permanente del Congreso de la Unión el pasa-
do 9 de enero por la Comisión Permanente aprobándose en
esta misma fecha, que dice: “Primero. Se exhorta a las se-
cretarías de Hacienda y Crédito Público y de Relaciones
Exteriores, dentro del ámbito de sus competencias, a enviar
a esta soberanía un informe detallado de los montos reca-
bados en donativos aportados para mitigar los daños oca-
sionados en los estados de Tabasco y Chiapas, así como el
destino de los mismos, en un plazo no mayor de 15 días na-
turales. ...” 

Cabe resaltar que también a través de los medios de comu-
nicación nos hemos enterado de que las donaciones que los
ciudadanos de todo el país, de buena voluntad, donaron en
las instituciones bancarias, quedan al libre albedrío de las
mismas en su destino; esto es que son los propios bancos
los que han estado aplicando los recursos. De acuerdo a la
Asociación de Bancos de México, los recursos captados
por la banca para los damnificados de los estados del su-
reste mexicano que comprenden los depósitos de los clien-
tes y los donativos de las instituciones sumaron 262.9 mi-
llones de pesos, de los cuales 108.4 millones corresponden
a aportaciones realizadas por los propios bancos. 

El destino de los recursos, de acuerdo con el presidente del
organismo, Enrique Castillo, será la reconstrucción de in-
fraestructura y equipamiento, así como la reactivación eco-
nómica de ambas entidades. 

Dicha asociación decidió distribuir el recurso de la si-
guiente forma: 106.5 millones para las zonas afectadas a
través de la organización “Unidos por ellos”; 4.2 millones
para la Cruz Roja Mexicana; 31.6 millones al gobierno de
Tabasco; 10.4 millones al gobierno de Chiapas; y 50 mi-
llones al gobierno federal. 
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De los 60 millones restantes no se ha dado cuenta, esto sin
mencionar que mientras no se entreguen a las entidades,
instituciones u organizaciones las aportaciones siguen ge-
nerando intereses. 

Lo cual no deja de ser patético para los tabasqueños, ya que
es increíble que sean los banqueros quienes decidan cuales
son las necesidades de nuestro pueblo. Resultando que has-
ta el momento, no se ha informado quién tiene y a cuánto
ascienden los recursos internacionales donados, ni los que
se recaudaron en la cuenta a nombre de la Secretaria de Fi-
nanzas del estado de Tabasco.

Por tal motivo, la Comisión Permanente aprobó el punto de
acuerdo antes citado en el que también se dice:

“... Segundo. Se exhorta a la Comisión Nacional Ban-
caria y de Valores envíe a esta soberanía un informe de-
tallado de los montos recabados por las instituciones
bancarias destinados a mitigar los daños ocasionados en
los estados de Tabasco y Chiapas, destino de los mismo
y monto de los intereses generados, en un plazo no ma-
yor a quince días naturales”.

Esto se explica de alguna manera, debido a la desconfian-
za que se ha generado en la entidad ante presuntos actos de
corrupción vinculados al gobierno estatal, (basta recordar
la avioneta encontrada en Mérida con 8 millones de pesos
en efectivo), instituciones privadas han decidido participar
de manera directa en la reconstrucción del estado y en el
reparto de víveres a los damnificados. 

Por lo que ante un problema que requiere de la atención y
visión de diputados que servimos al pueblo, que venimos
de éste y que en momentos de necesidad actuamos de ma-
nera pronta y expedita. Nuestra intervención como legisla-
dores federales se hace más patente cuando en la legislatu-
ra local del estado de Tabasco propusieron que no entrara
en vigor la Ley de Transparencia, aprobándose una prórro-
ga para su entrada en vigor en el Congreso local, además
de que al tiempo, el gobierno del estado, solicita al propio
Congreso autorización para contraer endeudamiento por 4
mil millones de pesos. 

Es claro que pese a los esfuerzos que hasta el momento se
han hecho para dar solución y ayuda a Tabasco y a los ta-
basqueños, las mismas han sido insuficientes y han rendido
hasta el momento escasos frutos, que además han generado
desconfianza. Por lo que resulta urgente la participación de
los legisladores para transparentar y vigilar el uso de los re-

cursos que para la reconstrucción del estado de Tabasco se
han destinado, con escasa o nula transparencia a la fecha.

De la grave situación que enfrentan los habitantes de Ta-
basco, que ha dejado a más de la mitad de la población con
afectaciones severas tras las fuertes lluvias y los desborda-
mientos de los ríos que se encuentran en el estado, surge la
necesidad de impulsar la creación de una Comisión para el
seguimiento y fiscalización de los recursos que obtenga el
gobierno local para la reconstrucción del estado de Tabas-
co,  con la finalidad de mantener un enfoque de orden, co-
ordinación, inversión, transparencia y responsabilidad. 

El gobierno federal en concordancia con el gobierno del es-
tado y los gobiernos municipales, deberán describir pun-
tualmente los lineamientos de actuación y participación de
cada una de las dependencias, para que mediante su lide-
razgo, capacidad y experiencia contribuya a evitar la du-
plicidad de esfuerzos y permita la eficiencia y optimización
de los recursos disponibles, garantizando la transparencia
en la utilización de los recursos. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la con-
sideración de esta honorable Cámara de Diputados la si-
guiente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión resuelva la creación de la Comisión para el
seguimiento, supervisión y fiscalización de los recursos
que se han donado tanto a través del gobierno federal co-
mo del gobierno del estado de Tabasco, incluyendo el prés-
tamo de 4 mil millones de pesos, y las donaciones deposi-
tadas en los bancos para la reconstrucción del estado de
Tabasco que se integrara por ocho legisladores federales, y
entrará en funciones de inmediato. 

Segundo. Los legisladores (senadores  y diputados) fede-
rales serán nombrados por la propia Comisión Permanente,
aprobados por la mayoría de los legisladores presentes, los
cuales deberán determinarse al momento de la aprobación
del presente punto de acuerdo.

Tercero. La Comisión para el seguimiento, supervisión y
fiscalización de los recursos, antes descrita, tendrá como
objetivo vigilar que se garantice la transparencia, eficiencia
y  correcta aplicación de los recursos, que permita la pron-
ta restauración de la infraestructura y las condiciones nor-
males de vida en la entidad, así como, la generación de me-
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canismos de prevención para evitar contingencias  causa-
das por inundaciones de este tipo en la entidad.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de enero de 2008.— Diputada
Mónica Fernández Balboa (rúbrica).»

Se turna a la Junta de Coordinación Política. 

«Con punto de acuerdo, relativo a la creación del área
natural protegida Santuario de la Rana de Madriguera
(Smilisca dentata), en el ejido Buenavista de Peñuelas,
municipio de Aguascalientes, Aguascalientes, a cargo
del diputado Manuel Portilla Diéguez, del Grupo Par-
lamentario del PVEM

Sergio Augusto López Ramírez y Manuel Portilla Diéguez,
integrantes de la LX Legislatura del H. Congreso de la
Unión y del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México, con fundamento en los artículos 78 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
116 y 122 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; y 58, 176 y 179 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, presentamos esta proposi-
ción con punto de acuerdo, solicitando que sea turnada a la
Comisión de Medio ambiente y Recursos Naturales de la
Cámara de Diputados, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

En reiteradas ocasiones los integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México hemos
destacado el privilegio que representa vivir en un país me-
gadiverso. Sin embargo, este privilegio va acompañado de
una gran responsabilidad: conservar y proteger nuestros re-
cursos naturales.

De gran importancia resulta el caso de los anfibios: ranas,
sapos, salamandras y cecilias. De acuerdo con el estudio de
la Comisión Nacional para el Conocimiento y Uso de la
Biodiversidad intitulado La diversidad biológica de Méxi-
co: estudio de país, en nuestra nación se encuentran 290
especies de anfibios, de las cuales 174 son endémicas.

En términos porcentuales los anfibios constituyen el 7 por
ciento del total de las especies registradas en el país; sin
embargo, el 60 por ciento de éstas son endémicas, lo que da
muestra de su singular importancia y explica por qué Mé-
xico tiene el cuarto lugar mundial en riqueza biológica de
este grupo de vertebrados.1

Dentro de las especies de ranas, llamo a su atención el ca-
so de una de las ranas arborícolas de América de la familia
Hylidae: la rana de madriguera (Smilisca dentata)2 Una de
sus características distintivas de la especie es que en la
punta de los dedos presenta un ensanchamiento en forma
de disco, que es adhesivo, lo que les permite trepar y sos-
tenerse en superficies lisas.

En el caso de los machos, esta especie puede llegar a me-
dir 6.2 centímetros; mientras que en las hembras, el tama-
ño promedio es de 6.5 centímetros. Aunque el color más
común es el verde brillante con manchas café de diferentes
formas, puede presentar otras tonalidades de verde, mien-
tras que el vientre puede ser amarillo crema o blanco. La
cabeza es ancha y larga, su cuerpo es robusto y la boca es
tan amplia que casi toca los tímpanos.3 Su principal ali-
mento son los insectos, en particular escarabajos, chapuli-
nes y mariposas nocturnas.

La rana de madriguera (Smilisca dentata) vive cerca de zo-
nas de pastizales inundables, donde cuenta con pocos y pe-
queños cuerpos de agua temporales para su reproducción.
Al ser una rana de hábitos cavadores, en la temporada seca
vive en las galerías que construye, que tienen una profun-
didad aproximada de 30 centímetros y una longitud de has-
ta 5 metros. Durante la época de lluvias intensas la rana de
madriguera sale de la galería para aparearse: “los machos
llaman a las hembras desde el interior de estanques tempo-
rales o en terrenos inundados que no superan los 30 centí-
metros de profundidad, ya sea desde la orilla o dentro del
estanque donde emiten su reclamo flotando.4 Una vez que
los huevos son depositados en el agua y disgregados en el
fondo del estanque transcurren entre cuatro y cinco sema-
nas para que los renacuajos nazcan. De acuerdo con las ob-
servaciones de campo realizadas por el maestro en ciencias
Gustavo E. Quintero Díaz, jefe del Departamento de Zoo-
logía del Instituto del Medio Ambiente del Estado de
Aguascalientes, al salir del estanque los renacuajos no han
completado su metamorfosis pues todavía tienen el 60 por
ciento de su cauda. 

Un aspecto singular y por demás sorprendente de esta rana
es su distribución, pues aún cuando la mayoría de las ranas
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arborícolas de la familia Hylidae se localizan en climas tro-
picales, en México la rana de madriguera (Smilisca denta-
ta) se encuentra en un área de poco menos de 500 kilóme-
tros cuadrados de superficie. Esto la hace la especie con la
distribución geográfica más restringida de las ranas arborí-
colas registradas de México.

Dicha área se localiza en ocho terrenos sumamente frag-
mentados de los estados de Aguascalientes y Jalisco; sin
embargo, de acuerdo con las observaciones de campo lle-
vadas a cabo en el periodo 2002-2007, sólo se ha logrado
verla en dos localidades.

Al sur de la población Villa Hidalgo, Jalisco, se reportó la
presencia de ranas de madriguera. No obstante, sólo se han
observado tres individuos, a pesar de que se han llevado a
cabo visitas continuas a ese sitio, lo que sugiere que esta
población está a punto de extinguirse. La otra localidad se
encuentra en el poblado de Buenavista de Peñuelas, muni-
cipio de Aguascalientes, Aguascalientes, donde se encuen-
tra una población que en los dos últimos años se ha logra-
do reproducir con éxito, no obstante que el número de
individuos ha demostrado un decremento significativo por
las patentes amenazas a su conservación.

La principal amenaza en Buenavista de Peñuelas es la pre-
sión por las actividades sociales, particularmente el cambio
en el uso de suelo para actividades ganaderas y apertura de
tierras para cultivos.

Los 35 ejidatarios del lugar han “renovado los postes y la
alambrada de púas que limita el área; adicionalmente, sub-
dividieron en 35 partes el terreno con alambrada; al colo-
car los postes se realizaron excavaciones de 70 centímetros
de profundidad y 50 centímetros de anchura en la época de
lluvias, razón por la cual una gran cantidad de ejemplares
de Smilisca dentata perecieron ahogados. En los terrenos
delimitados por alambrada, en sitios donde la especie habi-
ta, se han introducido varias decenas de cabezas de gana-
do, los cuales provocan con sus heces y orines la acidifica-
ción del terreno, así como una compactación del mismo.

Otra práctica que se viene llevando a cabo sin control des-
de hace varios años, es la quema nocturna de arbustos en el
área; por las tardes con machete los arbustos se cortan y de-
positan en pedazos sobre el suelo, una vez secos días des-
pués son quemados. Todas estas prácticas están provocan-
do la pérdida de hábitat de la especie. Si estas prácticas
persisten la población de Smilisca dentata desaparecerá en
pocos años”.5

De hecho, no debe escapar a nuestra atención que esta es-
pecie endémica se encuentra enlistada como “amenazada”,
de acuerdo con la Norma Oficial Mexicana NOM-059-SE-
MARNAT-2001. “Protección ambiental-especies nativas
de México de flora y fauna silvestres-categorías de riesgo
y especificaciones para su inclusión, exclusión o cambio-
lista de especies en riesgo”. De conformidad con lo dis-
puesto por el artículo 58, inciso b), de la Ley General de
Vida Silvestre, las especies amenazadas son aquellas que
“podrían llegar a encontrarse en peligro de desaparecer a
corto o mediano plazos, si siguen operando los factores que
inciden negativamente en su viabilidad, al ocasionar el de-
terioro o modificación de su hábitat o disminuir directa-
mente el tamaño de sus poblaciones.”  

Asimismo en la lista roja de la Unión Internacional para la
Conservación de la Naturaleza se ha catalogado la especie
como “en peligro” porque se encuentra en un área geográ-
fica de distribución menor a los 100 kilómetros cuadrados
en la que el terreno se está severamente fragmentado, o
bien, no existe en más de una localidad en las que su po-
blación se encuentra en descenso continuo, tanto por la ex-
tensión del hábitat como por su calidad.

También se considera especie “en peligro” porque el área
que ocupa es menor a 10 kilómetros cuadrados, donde el
terreno se encuentra severamente fragmentado, o bien, no
existe en más de cinco localidades, en las que su población
se encuentra en descenso continuo tanto por la extensión
del hábitat como por su calidad.6

La rana de madriguera es importante por ser una especie
endémica del centro de México. Es una especie relicto que
quedó aislada de otra especie de su género y que es muy si-
milar a la Smilisca fodiens.

Se estima que, al quedar aislada, la rana de madriguera tu-
vo que adaptarse a las condiciones secas, con lo que redu-
jo el tamaño de sus discos adhesivos que le permitieran vi-
vir en galerías húmedas en las que puede subsistir.

No obstante, la importancia de esta especie va más allá de
la conservación de la diversidad biológica del país.7 Cultu-
ralmente, el trabajo de estudio, conservación y sensibiliza-
ción de la población que se ha llevado a cabo ha sido muy
interesante además de relevante.

Desde el año 2006 se instituyó el Día de la Rana Endémi-
ca del Estado, que en ese año se celebró el 1 de diciembre,
mientras que en 2007 se celebró el 31 de noviembre. Este
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proyecto social, llevado a cabo por estudiantes de la prepa-
ratoria de la Universidad Autónoma de Aguascalientes fue
galardonado con el Premio al Mérito Ecológico 2007 que
otorga el Instituto del Medio Ambiente del Estado de
Aguascalientes.

Cabe recordar que ese premio es un reconocimiento que se
otorga a los integrantes de la sociedad que realicen o hayan
realizado acciones relevantes en materia de protección,
conservación y mejoramiento del ambiente, así como el
manejo sustentable de los recursos naturales.

Con base en lo anterior, se considera que la principal estra-
tegia para conservar esta especie ejemplar es la creación de
un área natural protegida con la categoría de santuario que,
de conformidad con los dispuesto en el artículo 55 de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, son los sitios que “se establecen en zonas ca-
racterizadas por una considerable riqueza de flora o fauna,
o por la presencia de especies, subespecies o hábitat de dis-
tribución restringida. Dichas áreas abarcarán cañadas, ve-
gas, relictos, grutas, cavernas, cenotes, caletas, u otras uni-
dades topográficas o geográficas que requieran ser
preservadas o protegidas”.

Ello permitirá proteger y conservar no sólo el único verte-
brado endémico del estado de Aguascalientes, sino también
otras especies endémicas de la localidad que la acompañan,
como los crustáceos de agua dulce, mejor conocidos como
pulgas de agua (Karualona penualosi y Macrothrix agsen-
sis), un par de especies de cacerolitas de agua dulce (Triops
sp.) y un rotífero (invertebrado microscópico con una co-
rona ciliada en su parte anterior, que gira) Keratella mexi-
cana, así como otras siete especies de anfibios con las que
comparte el hábitat, como la rana neovolcánica (Lithobates
neovolcanicus), especie en la categoría de “amenazada”, y
la rana de montezuma (Lithobates montezumae), en la ca-
tegoría de “sujeta a protección especial” según la NOM-
059- SEMARNAT-2001. “Protección ambiental-especies
nativas de México de flora y fauna silvestres-categorías de
riesgo y especificaciones para su inclusión, exclusión o
cambio-lista de especies en riesgo”.

Por lo expuesto, el legislador que suscribe, diputado a la LX
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, en nombre
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México, en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 58,
59 y 60 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, y demás

disposiciones jurídicas aplicables, somete a la considera-
ción de esta honorable asamblea la siguiente proposición
con

Punto de Acuerdo

Primero. Se exhorta a la Comisión Nacional de Áreas Na-
turales Protegidas para que, en cumplimiento con lo dis-
puesto por la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente en Materia de Áreas Naturales Pro-
tegidas y de su reglamento, promueva los trabajos técnicos
justificativos que permitan lograr en el corto plazo el de-
creto para la creación del área natural protegida con la ca-
tegoría de Santuario de la Rana de Madriguera (Smilisca
dentata), en el ejido Buenavista de Peñuelas, municipio de
Aguascalientes, Aguascalientes.

Segundo. Se exhorta a la Comisión Nacional de Áreas Na-
turales Protegidas para que establezca, con la mayor bre-
vedad, el programa de acción para la conservación de es-
pecies para la rana de madriguera (Smilisca dentata), a fin
de evitar la inminente extinción de esta especie.

Tercero. Se exhorta a la Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales para que, con la mayor brevedad, ini-
cie lo trabajos técnicos justificativos que permitan modifi-
car el estatus de la especie conocida como rana de madri-
guera (Smilisca dentata), de “amenazada” a en “peligro de
extinción” en la Norma Oficial Mexicana, NOM-059-SE-
MARNAT-2001. “Protección ambiental-especies nativas
de México de flora y fauna silvestres-categorías de riesgo
y especificaciones para su inclusión, exclusión o cambio-
lista de especies en riesgo”.

Cuarto. Se exhorta a la Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales a que busque un acercamiento con los
gobiernos estatal y municipal de Aguascalientes, a fin de
coordinar acciones que permitan salvar de la extinción a la
especie conocida como rana de madriguera (Smilisca den-
tata).

Notas:

1 Neyra Lucila, y Durand Leticia. “Biodiversidad”, parte II, recursos
naturales. La diversidad biológica de México: estudio de país, 1988,
Comisión Nacional para el Conocimiento y uso de la Biodiversidad,
México, pp. 84, 91 y 92.

2 En Jalisco esta especie se conoce como sapo pinto.
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3 Quintero Díaz, Gustavo E. et al. “Una rana arborícola que vive en tú-
neles. Especies, revista sobre conservación y biodiversidad, Naturalia,
AC, marzo-abril de 2007, p. 27.

4 y 5 Quintero Díaz, Gustavo E. “Propuesta de protección de una po-
blación del anuro endémico del centro del país (Smilisca dentata) en
peligro de desaparecer”. México, enero de 2007 (mimeo).

6 Unión Internacional para la Conservación. “V. Criterios para las ca-
tegorías en peligro crítico, en peligro y vulnerable. Categorías y crite-
rios de la lista roja de la UICN, versión 3.1, aprobada en la quincua-
gésima primera reunión del Consejo de la UICN, Suiza, 9 de febrero
de 2000, p 17.

7 Quintero Díaz, Gustavo E. “Propuesta de protección de una pobla-
ción del anuro endémico del centro del país (Smilisca dentata) en pe-
ligro de desaparecer”. México, enero de 2007 (mimeo).

Dado en el salón Legisladores de la República, sede de la Comisión
Permanente del honorable Congreso de la Unión de los Estados Uni-
dos Mexicanos, durante el primer receso del segundo año de ejercicio
de la Quincuagésima Sexta Legislatura, a 23 de enero de 2008.— Di-
putados: Manuel Portilla Diéguez (rúbrica), Sergio Augusto López Ra-
mírez.

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales. 

«Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Presi-
dente de la Junta de Coordinación Política de la Cáma-
ra de Diputados a integrar el Consejo General del Ins-
tituto Federal Electoral, a cargo del senador Alejandro
González Yáñez, del Grupo Parlamentario del PT

Los suscritos, integrantes de los Grupos Parlamentarios de
Alternativa Socialdemócrata, del Partido del Trabajo y de
Nueva Alianza de la LX Legislatura del Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 58
y 59 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, presentan a
la consideración de esta soberanía la siguiente proposición

con punto de acuerdo de urgente y obvia resolución, me-
diante la cual se exhorta al Presidente de la Junta de Coor-
dinación Política para que fije la posición de este órgano de
gobierno de la LX Legislatura de la honorable Cámara de
Diputados respecto de la convocatoria emitida para la inte-
gración del Consejo General del Instituto Federal Electoral
con base en las siguientes:

Consideraciones

Con fecha 13 de noviembre del año 2007 se publicó en el
Diario Oficial de la Federación el decreto que reforma los
artículos 6, 41, 85, 99, 108, 116 y 122; adiciona el artículo
134 y que deroga un párrafo al artículo 97 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos.

El día 14 de noviembre de 2007 se publicó en dicho diario
el decreto por el que se establece un artículo transitorio
único de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, que señala lo siguiente: para
efectos de dar cumplimiento a los artículos tercero y cuar-
to transitorios del decreto por el que se reforman los artí-
culos 6o., 41, 85, 99, 108, 116 y 122, se adiciona el artícu-
lo 134 y se deroga un párrafo al artículo 97 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la
Junta de Coordinación Política de la Cámara de Diputados,
por una única vez, presentará al Pleno el procedimiento y
convocatoria para la integración del Consejo General del
Instituto Federal Electoral y las propuestas de nombres pa-
ra ocupar los cargos de consejero presidente y los de los
consejeros electorales para su elección.

A efecto de dar cumplimiento a lo anterior, el 20 de no-
viembre de 2007 se emitió la convocatoria de la Cámara de
Diputados para la integración del Consejo General del Ins-
tituto Federal Electoral.

La entrega de documentación de los candidatos se realizó
del 21 al 30 de noviembre en la oficina de la Presidencia de
la Mesa Directiva.

El 3 de diciembre de 2007 la Comisión de Gobernación
elaboró la lista de candidatos a consejero presidente y de
consejeros electorales que cumplieron con los requeri-
mientos de la convocatoria.

Del día 4 al 7 de diciembre de 2007 dicha comisión, me-
diante grupos de trabajo, entrevistó a cada uno de los can-
didatos mencionados.
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El día 10 de diciembre de 2007 la Comisión de Goberna-
ción envió un informe pormenorizado con sus valoraciones
a través de su presidente a la Junta de Coordinación Políti-
ca.

En fecha 11 de diciembre del año pasado se aprobó en lo
general y en lo particular el proyecto de decreto que expi-
de el Código Federal de Instituciones y Procedimientos
Electorales.

La lista de los ciudadanos aspirantes elegibles se publicó
en la Gaceta Parlamentaria el día 13 de diciembre de 2007,
los cuales serán considerados por la Junta de Coordinación
Política al momento de hacer la propuesta al Pleno. 

Aun cuando es facultad expresa de la Junta de Coordina-
ción Política la elección de los 3 candidatos al cargo de
consejeros, la Comisión de Gobernación se tomó la atribu-
ción de reducir el listado, lo cual es contradictorio y erráti-
co, pues a lo largo del cuerpo de la ya referida convocato-
ria, no encontramos tal atribución para esa comisión.

Cabe destacar que el artículo cuarto del decreto que refor-
ma los artículos 6, 41, 85, 99, 108, 116 y 122; adiciona el
artículo 134 y que deroga un párrafo al artículo 97 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
(publicado el 13 de noviembre de 2007 en el Diario Oficial
de la Federación), señala: 

“…en un plazo no mayor a 30 días naturales contados a
partir de la entrada en vigor del presente decreto, la Cáma-
ra de Diputados procederá a integrar el Consejo General
del Instituto Federal Electoral…”

Dicho término venció hace más de un mes y se ha incurri-
do en una violación al principio de legalidad.

Asimismo, el artículo octavo de la convocatoria de la Cá-
mara de Diputados para la integración del Consejo General
del Instituto Federal Electoral establece que los grupos par-
lamentarios, a través de la Junta de Coordinación Política,
determinarán por el más amplio consenso posible, la pro-
puesta del nombre del candidato a consejero presidente y
de los dos candidatos a consejeros electorales del Instituto
Federal Electoral (IFE).

Lamentablemente, la Junta de Coordinación Política no se
ha reunido para desahogar este asunto y se desconoce la fe-
cha en que habrá de hacerlo, generando incertidumbre jurí-
dica para la vida interna y la operación día a día del IFE.

Aunado a lo anterior, hasta el 14 de enero del presente año
se publicó en el Diario Oficial de la Federación el proyec-
to de decreto que expide el Código Federal de Instituciones
y Procedimientos Electorales, que fue aprobado desde el 11
de diciembre del año pasado. 

Finalmente, destacamos que acorde al numeral décimo de
la antedicha convocatoria, ante el Pleno, se procederá a la
discusión y votación por cédula, a fin de no acumular más
anomalías al presente procedimiento de selección de Con-
sejero Presidente y de dos Consejeros Electorales.

Por lo anteriormente expuesto sometemos a consideración
de esta soberanía la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

De urgente y obvia resolución.

Primero. Se exhorta al Presidente de la Junta de Coordi-
nación Política a fijar la posición jurídica de este órgano de
gobierno de la LX Legislatura de la Cámara de Diputados
respecto de la convocatoria emitida el 20 de noviembre de
2007 para la integración del Consejo General del Instituto
Federal Electoral.

Segundo. Del mismo modo, se exhorta a dicho órgano de
gobierno para que, en términos del artículo octavo de la
convocatoria de la Cámara de Diputados que establece la
integración del Consejo General del Instituto Federal Elec-
toral, precise en qué fecha, los Grupos Parlamentarios a
través de la Junta de Coordinación Política determinarán
por el más amplio consenso posible, la propuesta del nom-
bre del candidato a consejero presidente y de los dos can-
didatos a consejeros del Instituto Federal Electoral, desta-
cando que acorde al numeral décimo de la antedicha
convocatoria, ante el Pleno, se procederá a la discusión y
votación por cédula.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los veintitrés días del
mes de enero de dos mil ocho.— Diputado Miguel Ángel Jiménez Go-
dínez (rúbrica), senador Alejandro González Yáñez, diputada Aída Ma-
rina Arvizu Rivas (rúbrica).»

Se turna a la Junta de Coordinación Política.
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«Con punto de acuerdo, relativo al desalojo en la co-
munidad de San Juan de Guadalupe, en San Luis Poto-
sí, a cargo del Grupo Parlamentario del PRD

La suscrita, diputada Maricela Contreras Julián, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática, somete a la consideración de la Comisión Per-
manente del honorable Congreso de la Unión, la siguiente
proposición con punto de acuerdo, en relación al desalojo
de una comunidad en el poblado de San Juan de Guadalu-
pe en San Luis Potosí, al tenor de las siguientes:

Consideraciones

En diversos medios de comunicación locales y de circula-
ción nacional, se dio cuenta de un “golpe artero y mortal
contra los pobres”, asestado por el gobernador de San Luis
Potosí, Marcelo de los Santos Fraga, ya que ordenó el des-
alojo y despojo de ocho familias, en el predio La Ladrille-
ra de la comunidad de San Juan de Guadalupe.

Mediante una carta a la opinión pública, firmada por los re-
presentantes comuneros de San Juan de Guadalupe y sus
anexos Tierra Blanca y San Miguelito, se describe lo si-
guiente:

“… 2. Este sábado con fecha 12 de enero del 2008, po-
co antes de las 6 de la mañana, un grupo de aproxima-
damente mil policías estatales, apoyados por elementos
de la Agencia Federal de Investigaciones (AFI) con ar-
mas de alto poder y con uniformes de combate, encabe-
zados por el agente del Ministerio Público del fuero co-
mún, licenciado Omar Almendárez Pardo, allanaron las
viviendas de los descendientes de comuneros Cenobia
Bravo Hernández y Feliciano Jasso Llanas y de sus seis
hijos que viven con sus respectivas familias, en el do-
micilio ubicado y que colinda con las calles Los Jassos,
Luis Donaldo Colosio, del Río y Primera Norte, en la
comunidad que representamos.

3. Algunos de los invasores iban encapuchados y vestidos
de negro, abrieron la puerta del domicilio mencionado a
patadas, insultaron a los habitantes que se encontraban dur-
miendo, con excepción de Fernando Jasso Bravo, a quien
sometieron e hicieron que se colocara los brazos detrás de
la cabeza. Luego los obligaron a salir a todos, que en total
fueron 21 personas, incluyendo 10 menores de edad (la
más pequeña tiene un año) quienes permanecen hasta el
momento a la intemperie.

4. Introdujeron con ellos a algunos jóvenes con aspecto de
pandilleros que se dedicaron a recoger los muebles y de-
más objetos propiedad de los poseedores del terreno, aven-
tándolos a camiones que estaban afuera. Saquearon lo que
encontraron y ya no dejaron ingresar a los dueños de las vi-
viendas. Aparte de los muebles y la ropa, había en las vi-
viendas cajas de juguetes que la señora Cenobia vende en
“La Feria del Juguete”, así como 12 mil pesos en efectivo
que tenía como producto de las ventas de diciembre y de
reyes. Amenazan con derribar las construcciones.

5. Interrogado sobre las razones de su proceder, el licen-
ciado Omar Almendárez Pardo dijo que él obedece a una
orden de restitución provisional de la posesión, a favor de
la promotora del estado, dictada en la averiguación previa
2-II/2005. Manifestó no saber el término de esa provisio-
nalidad y que ésta podría ser indefinida y se negó a entre-
gar a los descendientes de comuneros un mandamiento es-
crito de autoridad competente, fundado y motivado. Este
terreno está dentro del perímetro confirmado y titulado a
nuestra comunidad de San Juan de Guadalupe y sus ane-
xos, Tierra Blanca y San Miguelito.”

El desalojo de estas familias se enmarca dentro de la reali-
zación del proyecto del nuevo anillo periférico el cual, se-
gún datos a conocer por los propios comuneros tendrá un
costo de 2 mil 150 millones de pesos y que es convalidado
por Felipe Calderón, a través de su secretario de Comuni-
caciones y Transportes, Luis Téllez, pues en días pasados
se firmó el convenio para la construcción del mismo y que
implica, según datos de un diario local, dos etapas, mismas
que se describen así:

“…en una primera etapa de la obra y en aproximada-
mente 3 mil 156. 01 hectáreas de la Sierra de San Mi-
guelito se pretende construir un fraccionamiento club de
golf que constaría de 452.096 hectáreas, un centro co-
mercial en 22 hectáreas, un desarrollo corporativo en
70.19 hectáreas, un complejo de departamentos y habi-
taciones residenciales en 396.99, tiendas departamenta-
les en 129.95, médica centro en 76.02, centros escolares
en aproximadamente 99.42, una ciudad universitaria y
centro cultural en 32.85, un desarrollo hotelero en 14.22
hectáreas, un cementerio en 47.31, un área para campis-
mo en 58.39, escala de montaña en 9.55, paraderos en
3.82 hectáreas, un paradero turístico con cabañas en
21.29 hectáreas, una cadena de restaurantes en 157.59,
un desarrollo escultórico en 44.20 hectáreas, una reser-
va ecológica de mil 78.12 hectáreas y un complejo de
gasolineras y área para estación de bomberos, entre
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otros… para la segunda etapa del proyecto que consta-
ría de 11 mil 324.23 hectáreas se planea la construcción
de suelo en pendiente de mil 105.16, suelo en pendien-
te media con 985.18 hectáreas y vialidades en 63.03
hectáreas, un 15 por ciento para futuros desarrollos de
mil 375.78 hectáreas y una reserva ecológica de 7 mil
796.09 hectáreas.”1

A pesar de que los comuneros han solicitado informes so-
bre dicho proyecto, se les ha negado su derecho a conocer
sobre el mismo.

No es nada nuevo que el gobernador de San Luis Potosí se
encuentre inmiscuido en actos de violencia contra habitan-
tes de esa entidad federativa. Basta con recordar que el Día
del Trabajo, el 1 de mayo de 2007, se dio una brutal repre-
sión policíaca en contra de los participantes de estas jorna-
das de lucha, en las que los excesos en el ejercicio del po-
der y los abusos de los cuerpos policíacos, dieron como
resultado la consignación de cinco estudiantes universita-
rios y un menor de edad que se manifestaban en contra de
la operación de la Minera San Xavier.

Tampoco es novedoso, que este personaje, Marcelo de los
Santos, atente contra el patrimonio de los potosinos y res-
ponda más a los interés de aquellos acaparadores de rique-
zas que desarrollan proyectos de desarrollo en comunida-
des. Ahí tenemos el proyecto de Minera San Xavier que se
inscribe en el proyecto denominado Ciudad Satélite, el cual
ha sido señalado como trasgresor de la autonomía munici-
pal y ordenamientos ambiéntales, proyecto que sin estar le-
galmente afianzado ya es materia del ofertas tentadoras pa-
ra dirigentes obreros a los que se les ha prometido 300 lotes
para la edificación de viviendas; además ha causado intro-
misiones en la vida de los sindicatos obreros como el del
Sindicato Independiente de Trabajadores del Ayuntamiento
de San Luis Potosí y el de los trabajadores de la Vidriera
San Luis, entre otros.

Es inaceptable y condenable la represión de los cuerpos po-
licíacos, que están al mando del gobernador Marcelo de los
Santos Fraga de extracción panista, y que cuenta con una
larga trayectoria de acusaciones de corrupción, de persecu-
ción y represión en contra de sus enemigos ideológicos, y
ha sido señalado como un sistemático violador de los dere-
chos humanos.

También es condenable el actuar de elementos de los cuer-
pos policiales federales en este desalojo, tal como fue de-

nunciado por las autoridades comunales. Su actitud de-
muestra que están en la calle, no para librar la lucha contra
el narcotráfico, sino que ha sido el pretexto de Calderón
para que este tipo de cuerpos de seguridad se conviertan en
aparatos represores y defensores de los intereses de unos
cuantos, por encima del interés de la población.

Finalmente, la juez segunda de distrito otorgó la suspen-
sión de plano a los comuneros de San Juan de Guadalupe,
en contra del desalojo perpetrado el sábado pasado, lo que
implica que la fuerza pública deben retirarse del área inva-
dida y permitir que los comuneros regresen a ocupar sus vi-
viendas.

Condenamos la violencia con la que se dio el desalojo de
familias en la comunidad de San Juan de Guadalupe y exi-
gimos que el gobierno de San Luis Potosí respete el marco
jurídico y el patrimonio cultural de los potosinos. No es
con violencia, como podrán acallar las voces que deman-
dan respeto a los derechos humanos y que muestra a la opi-
nión pública la verdadera cara de la derecha que viene
usurpando el poder.

Por ello, con fundamento en el artículo 58 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, sometemos a la consideración de
esta soberanía el siguiente:

Punto de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión, exhorta al gobierno de San Luis Potosí pa-
ra que acate la orden de la juez segunda de distrito, lo que
implica el retiro inmediato de los cuerpos policiacos del
predio de los comuneros de San Juan de Guadalupe.

Segundo. Se exhorta al gobierno de San Luis Potosí para
que resuelva el conflicto con los comuneros de San Juan de
Guadalupe, con pleno respeto a los derechos humanos,
apego al marco jurídico y con base en un diálogo entre las
partes interesadas.

Tercero. Se solicita a la Secretaría de Seguridad Pública
del gobierno federal remita a esta soberanía, en un plazo
máximo de 15 días naturales, un informe sobre la partici-
pación de elementos de la Policía Federal en los hechos
que se narran en el presente acuerdo.
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Nota:

1) Artículo periodístico “Desconocen comuneros de San Juan de Gua-
dalupe construcción de Anillo Periférico”, publicada en La Jornada de
San Luis, del 6 de enero de 2008.

Salón de sesiones de la Comisión Permanente, a 16 de enero de
2008.— Diputada Maricela Contreras Julián (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia. 

«Con punto de acuerdo, para exhortar al gobierno fe-
deral a solicitar una explicación a su similar de Estados
Unidos de América sobre el lanzamiento de gases lacri-
mógenos en la frontera, a cargo del Grupo Parlamenta-
rio del PRD

El que suscribe, Jesús Humberto Zazueta Aguilar, inte-
grante de la LX Legislatura de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en los
artículos 58 y 59 del Reglamento para el Gobierno Interior
de Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
solicito se someta a consideración de esta asamblea, la si-
guiente proposición con punto de acuerdo, de conformidad
con las siguientes

Consideraciones

1. En días recientes nos enteramos de que agentes de la pa-
trulla fronteriza de Estados Unidos lanzaron gases lacrimó-
genos contra los habitantes de la colonia popular Libertad,
en Tijuana, en la zona limítrofe con San Diego. De acuer-
do con información de la prensa mexicana, elementos de la
Dirección de Seguridad Pública municipal recogieron cua-
tro granadas, dos de ellas sin detonar.

2. No es la primera ocasión que agentes fronterizos lanzan
bombas lacrimógenas a territorio mexicano con el argu-
mento de cuidar su integridad y responder así a las agre-
siones -pedradas- de que presuntamente son objeto. Este ti-
po de acciones ponen en peligro no sólo la salud sino el
patrimonio de los colonos que viven en las inmediaciones

de la garita de Tijuana.

3. Las agresiones de los agentes de la patrulla fronteriza
contra ciudadanos mexicanos se han vuelto cosa de todos
los días. Un informe elaborado por la Comisión Nacional
de Derechos Humanos (CNDH) sobre impunidad y muerte
en la frontera norte destaca que en 4 mil 745 días se ha pre-
sentado igual número de muertes de migrantes, es decir, un
deceso al día en promedio.

4. Adicionalmente, durante 2007 se ha superó el récord de
mexicanos muertos a manos de autoridades policíacas y
migratorias de Estados Unidos. De acuerdo con informa-
ción de la SRE, de 2005 a la fecha, de los 14 homicidios re-
gistrados, cuatro ocurrieron en 2005, tres en 2006 y siete en
2007. La propia dependencia ha identificado un incremen-
to de la violencia en la frontera donde desde hace un par de
años se han presentado 750 incidentes violentos, la mitad
de ellos entre la frontera de California y Baja California.
Tan sólo en lo que va de la administración de Felipe Cal-
derón han muerto alrededor de 300 migrantes en su inten-
to por atravesar la frontera de manera indocumentada hacia
Estados Unidos.

5. No obstante lo anterior, la respuesta del Ejecutivo fede-
ral ante la violencia, el acoso e incluso los asesinatos de
nuestros migrantes, ha sido tibia y desorganizada. Con re-
lación al asunto de los gases lacrimógenos, la SRE mani-
festó en un comunicado que el gobierno de México em-
prenderá una investigación exhaustiva sobre estos hechos
que han afectado las viviendas de residentes mexicanos en
la frontera, con la finalidad de, sobre esa base, tomar las
medidas que sean pertinentes.

6. Pensamos que no es suficiente con lo anunciado por la
Cancillería; es preciso que el Ejecutivo federal tome accio-
nes contundentes para frenar las agresiones que los agentes
de la patrulla fronteriza estadounidense han estado llevan-
do a cabo contra la población mexicana. El Ejecutivo fede-
ral y los consulados de la frontera norte deben estar más
atentos que nunca para denunciar violaciones de derechos
humanos de los mexicanos.

Por lo anteriormente expuesto y fundado sometemos a su
consideración el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión exhorta al Ejecutivo federal a enviar una no-
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ta diplomática de protesta al gobierno de Estados Unidos
por las constantes agresiones que sufren nuestros conna-
cionales y por el lanzamiento de granadas de gas lacrimó-
geno a nuestro país a manos de sus agentes fronterizos.

Segundo. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión exhorta al Ejecutivo federal a solicitar a la
brevedad al gobierno de los Estados Unidos de América in-
formación completa y certera sobre los hechos relaciona-
dos con el lanzamiento de granadas y de gas lacrimógeno
por parte de agentes de la patrulla fronteriza estadouniden-
se contra la población mexicana residente en la frontera en-
tre Tijuana y San Diego.

Tercero. Que la Secretaría de Relaciones Exteriores infor-
me puntualmente a esta Comisión Permanente sobre la res-
puesta recibida por parte del gobierno de Estados Unidos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 16 de enero de 2007.— Diputado
Jesús Humberto Zazueta Aguilar (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Relaciones Exteriores. 

«Con punto de acuerdo, para exhortar al ayuntamiento
de Uruapan y a la Secretaría de Urbanismo y Medio
Ambiente de Michoacán a investigar el procedimiento
de autorización y a estudiar el impacto ambiental de los
desarrollos habitacionales del área de El Zapién, a car-
go del diputado Fausto Fluvio Mendoza Maldonado,
del Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito, diputado federal del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática ante la LX Legisla-
tura del honorable Congreso de la Unión, con fundamento
en el artículo 58 y 59 del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, se permite someter a la alta consideración de esta
soberanía, la siguiente proposición con punto de acuerdo,
de urgente u obvia resolución, al tenor de las siguientes

Consideraciones

La ciudad de Uruapan, Michoacán, es un ejemplo de como
los asentamientos urbanos avanzan sobre tierras agrope-
cuarias o forestales.

Se puede afirmar, que ninguna ciudad del país escapa a es-
ta situación, ya que en ellas la demanda de la población por
tener vivienda es lo cotidiano. Muchas veces esta demanda
sacrifica al ambiente, sin pensar en las consecuencias no
sólo de las inmediatas, sino también las del futuro.

Por ello, el pasivo ambiental del país crece día con día. Las
consecuencias en las ciudades son mayor contaminación
del agua, del suelo, y la atmósfera, falta de espacios verdes,
pérdida de las mejores tierras productivas para actividades
agropecuarias, sólo por citar algunos efectos de esta pre-
sión sobre el espacio urbano.

Ante esta situación sin duda alguna, nosotros como legis-
ladores tenemos que promover acciones para armonizar la
forma de vida con el entorno. Siempre nos debe preocupar
que haya denuncias de posibles daños ambientales ante al-
guna nueva actividad humana. Por ello, este punto de
acuerdo considera como eje principal la defensa del medio
ambiente y el equilibrio ecológico en relación con el creci-
miento urbano.

Se exhorta al Ejecutivo federal a realizar, a través de la Se-
cretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semar-
nat), para que un predio denominado El Zapién o Taximá-
cuaro, en Uruapan, Michoacán, se realicen los estudios
necesarios para hacer un área natural protegida.

En este caso, hay señalamientos sobre posibles perjuicios
ecológicos a un predio de siete hectáreas denominado Au-
rora Boreal, en Uruapan. Ahí se pretende realizar la cons-
trucción de un nuevo fraccionamiento habitacional. Se di-
ce que este predio forma parte de las 300 hectáreas de un
predio denominado El Zapien o Taximácuaro y que se lo-
caliza en una zona de conservación ecológica.

Resulta, que no es el desarrollo Aurora Boreal la punta de
lanza para acabar con el predio El Zapien, como se señala
en el punto de acuerdo, antes mencionado. La punta de lan-
za es de quienes han estado en los últimos años autorizan-
do fraccionamientos en dicha área de El Zapien, que son
los anteriores ayuntamientos de Uruapan, ellos generaron
los precedentes, que colocan en una situación complicada
al actual ayuntamiento.
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En el año 2001, el 14 de diciembre, se autorizó en dicha zo-
na el conjunto habitacional Paseos de Taximácuaro, por el
director de desarrollo urbano municipal, fue un primer pe-
llizco de 8.2 hectáreas al área que dicen se quiere proteger.
Lo interesante es que en ese entonces el presidente munici-
pal de Uruapan era el ahora actual secretario de Medio Am-
biente y Recursos Naturales (Semarnat), ingeniero Juan
Rafael Elvira Quesada, máximo responsable de la política
ambiental en el país.

En el año 2002 se autorizan dos desarrollos habitacionales
más por el gobierno municipal: el Pedregal de San Miguel
por 5.1 hectáreas y El Zapien por 3.4 hectáreas, ambos ba-
jo la presidencia municipal de la señora Jesús María Dód-
doli Murguía.

Un cuarto desarrollo habitacional en la misma área, deno-
minado De la Santa Cruz, se autoriza en el año 2004. Su
superficie es de 14.1 hectáreas y es bajo la presidencia mu-
nicipal del ingeniero Prisciliano Jiménez Rosales.

Sólo estas 4 autorizaciones suman un total de 30.8 hectáre-
as (el 10 por ciento de lo que se dice se quiere proteger).

Además, el punto de acuerdo ya aprobado, no considera
que hay otros asentamientos como es el caso del fracciona-
miento El Capulín, el empaque procesadora Calavo, el em-
paque West Pack, la Modelo de Uruapan, asentados en la
parte norte de la cuenca del río Cupatitzio y colindante del
área que se pretende declarar “natural protegida” autoriza-
dos por los citados anteriores gobiernos municipales en la
misma área, que todos queremos se proteja. En ese sentido,
es necesario realizar un diagnóstico ambiental más amplio,
no se debe reducir el caso a un único fraccionamiento.

Hay que estudiar que esta pasando en el área y que tipos de
sinergias se están generando con estos asentamientos hu-
manos ya autorizados. Por ello, consideramos que hay que
realizar un diagnóstico integral de impacto ambiental de to-
dos los desarrollos habitacionales autorizados en el área de
El Zapien. Queremos saber, el grado de afectación que és-
tos han originado y, en su caso, como mitigarlos.

Por lo anteriormente expuesto, someto a esta soberanía la
aprobación de la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. Se exhorta al honorable ayuntamiento de Urua-
pan para que en el ámbito de su competencia, realice una

investigación sobre posibles conductas irregulares en el
procedimiento para otorgar autorizaciones de los desarro-
llos habitacionales ubicados en el área de El Zapien, y que
se señala como zona de conservación ecológica en Urua-
pan, Michoacán.

Segundo. Se exhorta a la Secretaría de Urbanismo y Me-
dio Ambiente de Michoacán a realizar por cuenta propia, y
con el visto bueno de universidad del estado un estudio en
su conjunto del impacto ambiental de los desarrollos habi-
tacionales ya autorizados, así como de aquellos proyectos
de desarrollo urbano en tramite de autorización, ubicados
en el área de El Zapien, en Uruapan, Michoacán.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 16 de enero de 2007.— Diputado
Fausto Fluvio Mendoza Maldonado (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales. 

«Con punto de acuerdo, por el que la Comisión Perma-
nente exhorta a los gobiernos federal, estatales y muni-
cipales, así como a las empresas paraestatales relacio-
nadas con el tema ambiental, a participar en Pollutec
2008, a cargo del senador Jorge Legorreta Ordorica,
del Grupo Parlamentario del PVEM

Jorge Legorreta Ordorica, integrante de la LX Legislatura
del honorable Congreso de la Unión y del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México, con fun-
damento en los artículos 78 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, 116 y 127 de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, 58 y 60 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, pre-
senta la siguiente proposición con punto de acuerdo, con
base en las siguientes:

Consideraciones

Pollutec es el salón profesional más importante a nivel in-
ternacional por lo que respecta a los temas de medio am-
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biente. No obstante de ser una exposición comercial en su
esencia, se ha convertido en un referente equiparable al Fo-
ro Económico de Davós por lo que toca a la discusión de
cuestiones tales como energías renovables, el manejo de
desechos tóxicos y convencionales, el uso racional del
agua el transporte limpio y los diferentes mecanismos de
avanzada tecnología para atender y combatir las multifacé-
ticos amenazas al medio ambiente.

Los organismos internacionales tales como el Programa de
Naciones Unidas para el Desarrollo (UNDP), la Unión Eu-
ropea y la Organización Económica para la Cooperación y
el Desarrollo (OECD), sólo por mencionar los más impor-
tantes, utilizan a Pollutec como sede alterna para la discu-
sión y presentación de propuestas en contacto directo y es-
trecho con todos los actores del tema ambiental.

Este foro cuenta cada año con un invitado especial. En el
2006 el invitado especial fue Brasil, convirtiéndose así en
el primer país de Latinoamérica en ser elevado a esta cate-
goría. Para este año, México ha sido nombrado país invita-
do de honor en Pollutec 2008, que tendrá lugar en Lyon,
Francia, del 2 al 5 de diciembre de 2008. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, sometemos a su
consideración la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del honorable Congreso
de la Unión, respetuosamente, exhorta a los gobiernos fe-
deral, estatales y municipales, así como a las empresas pa-
raestatales relacionadas con el tema ambiental, a participar
en Pollutec 2008, así como para invitar y fomentar la par-
ticipación de empresas mexicanas para las cuales este tema
sea de importancia crítica, con el objetivo de aprovechar
decididamente las oportunidades en materia de investiga-
ción y desarrollo que encierra este foro, para presentar tec-
nologías nacionales y conocer las directrices que están to-
mando otros países en la materia.

Senador Jorge Legorreta Ordorica (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente, Recursos
Naturales y Pesca de la Cámara de Senadores. 

«Con punto de acuerdo, para exhortar al gobierno del
estado de México a analizar la enajenación y desapari-
ción del conjunto de investigación agrícola Sedagro, si-
tuado en Metepec, a cargo del Grupo Parlamentario del
PRD

Luis Sánchez Jiménez, en su carácter de diputado federal
por el Partido de la Revolución Democrática en la LX le-
gislatura, con fundamento en el artículo 58 del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, suscribe la presente proposi-
ción con punto de acuerdo, para exhortar al gobierno del
estado de México a detener la enajenación y desaparición
del conjunto de investigación agrícola Sedagro.

Consideraciones

Con fecha 15 de diciembre de 2007, en el marco de la apro-
bación del paquete fiscal de 2008, el Pleno de la LVI Le-
gislatura del estado de México aprobó la desincorporación
a título oneroso del Conjunto Sedagro, un campo de expe-
rimentación e investigación agrícola ubicado en el munici-
pio de Metepec, estado de México, a fin de convertirlo en
lo que se ha dado en llamar “Ciudad Administrativa Bicen-
tenario”.

La aprobación del dictamen correspondiente se dio a partir
de una iniciativa presentada por el gobernador del estado,
Enrique Peña Nieto, con lo cual la legislatura local avala
desincorporar del patrimonio público, y posteriormen-
te enajenar a título oneroso, una superficie de 1 millón
42 mil 840 metros cuadrados, en el que se encuentran
inmuebles del centro de investigación, terrenos de expe-
rimentación agrícola y áreas boscosas.

En este espacio, el gobierno de Enrique Peña Nieto, a tra-
vés de un fideicomiso, propone llevar a cabo la implemen-
tación para el desarrollo de un conjunto urbano que inclu-
ya nuevas oficinas administrativas para el Gobierno del
estado, a fin de reubicar a cerca de cuatro mil funcionarios
públicos, que actualmente laboran en distintas dependen-
cias locales ubicadas en Toluca y que se rentan.

Para llevar a cabo este desarrollo urbano, el gobierno del
estado diseñó una estructura jurídica, técnica y finan-
ciera para la ejecución del proyecto integral urbano y la
construcción de las oficinas administrativas; esta es-
tructura plantea la posibilidad de que un desarrollador
adquiera los inmuebles a través de un fideicomiso, pre-
via autorización de esa legislatura para su desincorpo-
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ración, sobre los cuales ejecutará el proyecto integral
urbano, pagando en especie al estado de México, con la
construcción y entrega de oficinas administrativas para
la administración pública estatal y otros inmuebles.

Así se establece que el desarrollador que realice el pro-
yecto recibirá del gobierno estatal el predio Sedagro
con una superficie de 100 hectáreas y a cambio deberá
ofrecer una contraprestación pagadera en especie me-
diante la entrega de las oficinas administrativas y otros
inmuebles que sea igual o superior al valor del avalúo
realizado por el Instituto de Información e Investigación
Geográfica, Estadística y Catastral del Estado de México
que estimó su valor comercial en 843 millones 732 mil
899.66 pesos. En el predio Sedagro se desarrollará un cen-
tro de convenciones y exposiciones, áreas comerciales y de
servicios, así como desarrollo de unidades habitacionales.

En mi calidad de diputado y ciudadano mexiquense coinci-
do con la creación de proyectos que promuevan el creci-
miento urbano ordenado, que fortalezcan la economía lo-
cal, fomenten el empleo y ayuden a descentralizar el
ejercicio de gobierno.

Sin embargo, la propuesta de construir la Ciudad Adminis-
trativa Bicentenario ha generado oposición de un sector re-
presentativo de ciudadanos y ciudadanas, particularmen-
te de habitantes de Metepec, fundamentado el método
implantado en la toma de decisión, de manera apresurada
con la que fue aprobado el dictamen en la legislatura lo-
cal, no es una buena señal.

Es importante que decisiones como éstas sean tomadas con
la ciudadanía y que al mismo tiempo se transparenten, pa-
ra que con ello se generen las condiciones de credibilidad,
legitimidad y la rendición de cuentas de gobernantes a go-
bernados; y en ningún momento sembrar la duda sobre po-
sibles elementos de corrupción que pueden aparentar que
el proyecto de construcción ya ha sido licitado, sin que
la legislatura haya aprobado la enajenación de este bien
público.

Ocupo la máxima tribuna de la nación para trasmitirles a
ustedes, compañeras y compañeros legisladores y a la opi-
nión pública nacional, otro punto de vista con el objetivo
de analizar detenidamente la propuesta de Ciudad Admi-
nistrativa Bicentenario, ya que en este marco se han levan-
tado voces y planteamientos de inconformidad de los veci-
nos de Metepec, dirigentes de organizaciones de la
sociedad civil, ambientalistas, especialistas y líderes loca-

les, quienes no están de acuerdo en la construcción de este
desarrollo urbano, ello reclama nuestra atención como le-
gisladores y representantes del pueblo.

Expreso la necesidad de revisar la propuesta de este pro-
yecto que pretende por un lado promover el desarrollo eco-
nómico de la zona y así de Metepec, y por otro, no ha sido
difundido ampliamente ni dado a conocer, así como no ha
sido lo suficientemente planteado a la población implicada.

Los argumentos presentados por el gobernador Enrique Pe-
ña Nieto para proponer la construcción de Ciudad Admi-
nistrativa Bicentenario estriban en fomentar el desarrollo
urbano de la región, al mismo tiempo que genera empleos;
sin embargo, es importante tomar en cuenta, que para este
tipo de proyectos que forman parte de políticas públicas
amplias, uno de los pasos es el análisis y estudio profundo
de impactos, como una parte medular del “ciclo de políti-
cas públicas”, y como parte de la fase de diseño de éstas.

El municipio de Metepec se caracteriza por tener el mayor
número de centros comerciales a nivel regional y el mayor
número de escuelas, predominado las de tipo particular.
Además, cuenta con equipamiento de salud de corte regio-
nal con un sistema público y particular, siendo el foco de
atención para los inversionistas de bienes raíces. El pro-
yecto si bien intenciona un mayor desarrollo para la zona,
toca también tomar en cuenta que la propuesta del proyec-
to está centrado en una región con infraestructura de servi-
cios suficiente, y por otro lado, existen otras zonas de me-
nor poder económico así como marginal en el mismo
municipio o del valle de Toluca, que necesitan infraestruc-
tura para el desarrollo de mejores condiciones de calidad
de vida así como para el aprovechamiento de recursos y
empleos necesarios para el mejor desarrollo de la zona.

Metepec tiene un alto índice de concentración urbana, su-
perior a la que refleja la región. El área urbana continúa
consumiendo el suelo destinado a las actividades primarias
por lo que debe frenarse la transformación del suelo agrí-
cola en urbano, ello tiene un impacto, el cual es necesario
tomar en cuenta y analizar.

Es de destacar la importancia del impacto ambiental, el te-
rritorio propuesto para llevar a cabo este proyecto repre-
senta una de las áreas verdes más importantes en la zona,
por ello es necesario analizar si la construcción que se pre-
tende no se cifra únicamente en la conservación o no de los
árboles que se encuentran en el Conjunto Sedagro, sino que
se tienen que considerar las afectaciones a las áreas verdes,
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la contaminación atmosférica por el incremento del parque
vehicular, la presión creciente sobre los mantos freáticos,
el aumento en la generación de residuos sólidos, así como
el cambio de la imagen urbana. Recordemos que en la an-
terior administración encabezada por Arturo Montiel Rojas
se destinaron importantes recursos humanos, materiales y
económicos al Conjunto Sedagro bajo el planteamiento de
ser un “pulmón verde” para el valle de Toluca.

Otra discusión es la referente a los inmuebles y terrenos
del Conjunto Sedagro son ubicados como un bien pú-
blico y la obligación del gobierno, especificada en la Ley
de Bienes del Estado de México, es garantizar que los
bienes públicos se mantengan como tales, sobre todo
aquellos que representan un espacio que beneficia a los ha-
bitantes de la región como en este caso.

Por lo anterior, someto a la consideración de esta honora-
ble soberanía la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión solicita al gobernador del estado de México, Enri-
que Peña Nieto, la información documental precisa sobre
el proyecto Ciudad Administrativa Bicentenario, incluidos
los estudios de impacto ambiental y regional que sustenten
la viabilidad del mismo.

Segundo. Se hace un atento exhorto al gobernador del es-
tado de México, Enrique Peña Nieto, para generar una in-
vestigación académica para analizar la pertinencia de la
utilización y con ello el impacto ambiental, así como eco-
nómico-social para el proyecto Ciudad Administrativa Bi-
centenario, ante ello, se detenga la desincorporación del
patrimonio público y enajenación a título oneroso, de
una superficie de 1 millón 42 mil 840 metros cuadrados,
en el que se encuentran inmuebles del centro de inves-
tigación, terrenos de experimentación agrícola y áreas
boscosas del Conjunto Sedagro.

Tercero. Se hace un atento exhorto al gobernador del esta-
do de México, Enrique Peña Nieto, para que se dé a cono-
cer y transparente el proceso de toma de decisiones de la
propuesta de este proyecto, así como los mecanismos y res-
ponsabilidades tanto de privados, como de las instancias
estatales responsables del proyecto. Y por otro lado, se to-
me en cuenta la voz de los y las habitantes e interesados en
la zona sobre su parecer así como sus propuestas en torno
a este proyecto.

Cuarto. Se hace un atento exhorto al gobernador del esta-
do de México, Enrique Peña Nieto, y a la LVI Legislatura
del estado de México para analizar y tomar en cuenta la po-
sibilidad de otros terrenos en la zona para llevar a cabo es-
te proyecto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 16 de enero de 2008.— Diputado
Luis Sánchez Jiménez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Agricultura y Ganadería. 

«Con punto de acuerdo, para exhortar a la Secretaría
de la Función Pública a solicitar a las autoridades co-
rrespondientes que realicen los embargos precautorios
a los ex funcionarios sancionados y a que den vista al
Ministerio Público por la probable participación en
conductas delictivas; y a inhabilitar de manera indefi-
nida la empresa Gutsa Infraestructura, SA de CV, a
cargo del Grupo Parlamentario del PRD

El que suscribe, diputado federal Hugo Eduardo Martínez
Padilla, integrante del Grupo Parlamentario del PRD de la
LX Legislatura de la honorable Cámara de Diputados, con
fundamento en el artículo 58 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, se permite presentar ante esta soberanía
una proposición con punto de acuerdo, al tenor de las si-
guientes

Consideraciones

La Secretaría de la Función Pública, el pasado 3 de diciem-
bre de 2007, sancionó económicamente e inhabilitó a algu-
nos ex funcionarios de Caminos y Puentes Federales y Ser-
vicios Conexos (Capufe), por concepto de violación de
procedimientos de contratación a la empresa Gutsa In-
fraestructura, SA de CV. Al respecto, el 6 del mismo mes,
diversos medios de comunicación señalaron que la propia
secretaría había sancionado a siete ex funcionarios de Ca-
pufe, e impuesto sanciones económicas, por irregularida-
des administrativas y por haber efectuado pagos indebidos
a la empresa.
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Las sanciones fueron publicadas en el Sistema de Registro
de Servidores Públicos Sancionados. En el caso de Manuel
José Castellanos Cervera, ex director jurídico de Capufe,
fue inhabilitado por un periodo de 15 años y una sanción
económica de 42 millones 276 mil 533.40 pesos; Manuel
Zubiría Maqueo, ex director de Capufe, por una inhabilita-
ción de 11 años y una sanción económica de 42 millones
276 mil 533.40 pesos; Pedro Antonio Ramírez Cetina, ex
gerente de Administración, es inhabilitado por 13 años y
una multa de 42 millones 276 mil 533.40 pesos y Sergio
Emilio Segura Ortega con una suspensión de 30 días.

También, destacan los que no aparecen en dicho Sistema
como son los casos de Ignacio Peña Aburto, ex director
Técnico, inhabilitado durante un año, Ricardo Héctor René
Basurto Cortés, delegado de la Zona Centro-Sur de Capu-
fe, inhabilitado por ocho meses y Eduardo Gerardo Tirado
del Río, actual gerente de Licitaciones de Capufe, inhabili-
tado sólo por 30 días.

Por otra parte, la Secretaría de la Función Pública, el día 10
de diciembre de 2007, informó a través del Diario Oficial
de la Federación, mediante la circular UNAOPSPF/309/
DS/029/2007, que se había resuelto el procedimiento fin-
cado a la empresa Gutsa Infraestructura, SA de CV, por lo
que se hacía del conocimiento a todas las autoridades de la
administración pública federal, estados y municipios, que
deberían abstenerse de recibir propuestas o celebrar con-
trato alguno con la empresa, en términos de la fracción
XXIII del artículo 33 de la Ley de Obras Públicas y Servi-
cios Relacionados con las Mismas, por el lapso de un año,
contado a partir del día siguiente al de su publicación, sin
hacer alusión o mención de alguna sanción o multa econó-
mica a la empresa.

Mientras que en el Directorio de Proveedores y Contratis-
tas Sancionados que aparece en la página de Internet de la
Secretaría, se informa de la inhabilitación correspondiente
del mismo plazo y una multa por un monto de 283,192 pe-
sos, por haber subcontratado la ejecución de los trabajos
derivados de los contratos números 148-228/03MF209-
6108 y 161-226/03MF209-6108, que le adjudicó Capufe
en contravención a la Ley de Obras Públicas y Servicios
Relacionados con las Mismas, con lo que se hizo acreedo-
ra a las sanciones previstas en los artículos 77 y 78 de la ley
en la materia.

Por lo anterior, y debido a que las investigaciones realiza-
das por Capufe y la Secretaría de la Función Pública (SFP),

dieron entrada a la existencia de irregularidades de estos
funcionarios y el resultado de las investigaciones efectua-
das así lo confirman, se solicita a las autoridades corres-
pondientes realizar los embargos precautorios a los ex fun-
cionarios sancionados por Capufe, para garantizar la
aplicación de la justicia y se de vista al Ministerio Público
por el probable daño a la hacienda pública federal para que
se inicien las averiguaciones previas correspondientes.

Cabe precisar que el periodo de inhabilitación para la em-
presa mencionada, es una “sanción ligera” considerando
los daños que ésta ha generado a la Hacienda Pública Fe-
deral, no sólo en el retraso en la entrega de las obras de
mantenimiento y rehabilitación de los tramos de la Auto-
pista del Sol, que finalmente no concluyó, sino, también
por la ilegal indemnización solicitada y pagada por Capufe
y por las otras obras contratadas que también presentaron
irregularidades otorgadas durante el sexenio de Vicente
Fox Quesada, como lo fue su participación en la construc-
ción de la Biblioteca Vasconcelos y la terminal 2 del aero-
puerto internacional de la Ciudad de México.

No se omite mencionar que quedan asuntos pendientes pa-
ra las autoridades de la Función Pública y de la Auditoría
Superior de la Federación, como lo es, la facultad para im-
poner fincamiento de responsabilidad resarcitoria contra la
empresa, por el daño patrimonial ocasionado a la hacienda
pública federal por el cobro de los 100 millones 260 mil
553 pesos como indemnización autorizada por estos fun-
cionarios sancionados.

Por ello se considera apremiante solicitar a la Secretaría de
la Función Pública, inicie el proceso de inhabilitación de
manera indefinida a la empresa Gutsa Infraestructura, SA
de CV, para participar de manera directa en licitaciones o
adjudicaciones directas de obras públicas o por interpósita
persona en las dependencias del gobierno federal, estados
y municipios, que le sean rescindidos los contratos adjudi-
cados que actualmente se tengan formalizados, en tanto se
concluyan las investigaciones solicitadas con anterioridad,
por el que suscribe la presente proposición y por el diputa-
do José Alfonso Suárez del Real, con relación a los contra-
tos de las obras otorgados a está empresa en la construc-
ción de la Biblioteca José Vasconcelos y la terminal 2 del
aeropuerto internacional de la Ciudad de México.

Por lo expuesto, se pone a consideración de la Comisión
Permanente la siguiente proposición con



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Receso, 23 de enero de 2008277

Punto de Acuerdo

Primero. Se exhorta respetuosamente a la Secretaría de la
Función Pública a solicitar a las autoridades correspon-
dientes que realicen los embargos precautorios y de vista al
Ministerio Público a efecto de que inicie la averiguación
previa por la probable participación en la comisión de con-
ductas delictivas de los ex funcionarios sancionados.

Segundo. Se exhorta respetuosamente a la Secretaría de la
Función Pública lleve a cabo el procedimiento de inhabili-
tación indefinida a la empresa Gutsa Infraestructura, SA de
CV, para que no pueda participar de manera directa o por
interpósita persona, en licitaciones o adjudicaciones direc-
tas de obras públicas en las dependencias del gobierno fe-
deral, estados y municipios y le sean rescindidos los con-
tratos adjudicados que actualmente tenga formalizados,
mientras se concluyan las investigaciones a que haya lugar.

Tercero. Se exhorta respetuosamente a la Auditoría Supe-
rior de la Federación para que inicie el procedimiento de
sanción resarcitoria contra la empresa Gutsa Infraestructu-
ra, SA de CV, por la ilegal indemnización recibida de 100
millones 260 mil 553 pesos.

Cuarto. Se exhorta respetuosamente a la Secretaría de la
Función Pública y a la Auditoría Superior de la Federación
informen a esta soberanía de las acciones emprendidas, en
un plazo no mayor de 45 días naturales.

Salón de sesiones de la Comisión Permanente, a 16 de enero de
2008.— Diputado Hugo Eduardo Martínez Padilla (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Función Pública. 

«Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Au-
ditoría Superior de la Federación a informar a esta so-
beranía sobre el inicio del procedimiento del fincamien-
to de responsabilidades resarcitorias contra la empresa
Gutsa Infraestructura, SA de CV, respecto a las obras
asignadas mediante licitaciones públicas de la terminal
dos y el distribuidor vial dos del aeropuerto internacio-
nal de la Ciudad de México, a cargo del Grupo Parla-
mentario del PRD

El que suscribe, diputado Hugo Eduardo Martínez Padilla,
integrante del Grupo Parlamentario del PRD, de la LX Le-
gislatura de la honorable Cámara de Diputados, con funda-
mento en el artículo 58 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, se permite presentar ante esta soberanía la si-
guiente proposición con punto de acuerdo, al tenor de las
siguientes

Consideraciones

El proyecto de modernización y ampliación del Aeropuer-
to Internacional de la Ciudad de México “Benito Juárez”
(AICM), surgió con la finalidad de ofrecer mejores servi-
cios y atención a los usuarios que utilizan.

Gutsa Infraestructura, SA de CV como empresa construc-
tora ha participado activamente y de manera irregular en
obras públicas efectuadas por el sexenio anterior, que aún
no han sido concluidas y siguen demandando recursos pú-
blicos, como es el caso de las obras de la megabiblioteca
José Vasconcelos, Autopista del Sol (que le rescindió CA-
PUFE,  los dos contratos, el 26 de junio de 2007) y el mon-
taje de la estructura de la terminal 2 del Aeropuerto Inter-
nacional de la Ciudad de México, mediante contrato
09085002-042-05, cuyo monto original era de 597.4 millo-
nes de pesos. 

Como resultado de la revisión de la Cuenta Pública 2005,
la Auditoría Superior de la Federación (ASF) dio a conocer
irregularidades en relación a la obra asignada a la empresa
en cuestión, en el cual el resultado 4 arrojó las observacio-
nes números 30 y 31 que señalan lo siguiente:

“La entidad realizó un pago en exceso al contratista, en la
estimación dos por un monto de 26.8 miles de pesos, en
virtud de que en la trabe metálica TM-4, adicionó el 3.5 por
ciento de descalibre aun cuando el costo unitario lo inclu-
ye y la especificación general de construcción número III,
estructura metálica de la licitación pública internacional
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número 09085002-042-05, específica que los números ge-
neradores de las estimaciones deberán incluir el descalibre.
El pago contravino los artículos 53 de la Ley de Obras Pú-
blicas y Servicios Relacionados con las mismas, 84, frac-
ciones I y II, de su reglamento y de la especificación gene-
ral de construcción, número III, estructura metálica de la
licitación pública internacional número 09085002-042-
05”.

“La entidad pagó indebidamente 739.0 miles de pesos en la
estructura metálica de la terminal 2 del aeropuerto, en vir-
tud de que se realizaron empalmes no autorizados en sec-
ciones de menos de 9.00 metros integrados de la manera
siguiente: 494.6 miles de pesos en 80 trabes tipo TS1.101.-
IR 305X52.2 kilogramos/metros, que suman en total 34.25
toneladas y en 5 trabes principales TM3.1-02; un monto de
89.0 miles de pesos con 5.836 toneladas, de trabes ubica-
das en el mezanine del dedo sur, y 155.4 miles de pesos, en
30 trabes TS1.3-01, con 10.77 toneladas, ubicadas en el ni-
vel de azotea, en contravención de lo dispuesto en los artí-
culos 53 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacio-
nados con las mismas, 84, fracciones I y II, de su
reglamento, la especificación particular del contrato NC
número 3 estructura metálica inciso 5, secciones prefabri-
cadas y la cláusula décima octava contractual”.

También le fue asignada por Aeropuertos y Servicios Au-
xiliares (ASA), según consta en el boletín de prensa emiti-
do por esta dependencia en conjunto con la Secretaría de
Comunicaciones y Transportes de fecha del 10 de mayo de
2006, la licitación pública internacional número
0908500200906 para la construcción del distribuidor vial 2
del Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México, cu-
yo costo original ascendía a 491 millones de pesos.

Dicha obra se proyectó que comenzaría a operar el 6 de fe-
brero 2007, sin embargo, fue inaugurada hasta el día 15 de
noviembre del mismo año, por lo que nuevamente la em-
presa en comento está involucrada en obras que no son eje-
cutadas conforme a los criterios de eficiencia y transparen-
cia, la no entrega en el tiempo comprometido y la no
aplicación de los recursos públicos de manera transparente
y legal.

Finalmente, de las visitas de supervisión realizadas por los
auditores de la Secretaría de la Función Pública y de la Au-
ditoria Superior de la Federación, se considera pertinente
que se cuentan con los elementos necesarios para que se

inicie el proceso del fincamiento de responsabilidades re-
sarcitorias, con fundamento en los artículos 45, 46, 47, 48,
49, 50, 50 y 51 de la Ley de Fiscalización Superior de la
Federación.

Por lo anteriormente expuesto, se pone a consideración de
la Comisión Permanente la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. Se exhorta  respetuosamente a la Auditoría Su-
perior de la Federación informe por escrito a esta sobera-
nía, sobre el inicio del procedimiento del fincamiento de
responsabilidades resarcitorias contra la empresa Gutsa In-
fraestructura, SA de CV, respecto a las obras asignadas me-
diante licitaciones públicas de la terminal 2 y el distribui-
dor vial 2 del Aeropuerto Internacional de la Ciudad de
México “Benito Juárez”.

Salón de sesiones de la Comisión Permanente, a 16 de enero de
2008.— Diputado Hugo Eduardo Martínez Padilla (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Vigilancia de la Auditoría Su-
perior de la Federación. 

«Con punto de acuerdo, para solicitar al gobierno de
Nayarit y a la Comisión Federal de Electricidad un in-
forme detallado y la aplicación adecuada de 33 millones
de pesos por el concepto de subsidio de tarifas de ener-
gía eléctrica para la costa norte de dicho estado, a car-
go del senador Francisco Javier Castellón Fonseca, del
Grupo Parlamentario del PRD

El que suscribe, Francisco Javier Castellón Fonseca, sena-
dor de la república por Nayarit a la LX Legislatura, e inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática (PRD), con fundamento en el artículo
78, fracción III de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en el artículo 122 de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
así como en el artículo 58 del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
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Mexicanos, someto a esta honorable asamblea, la siguien-
te proposición con punto de acuerdo para solicitar al
gobierno de Nayarit y a la Comisión Federal de Electri-
cidad un informe detallado y la aplicación adecuada de
33 millones de pesos, por concepto de subsidio a las ta-
rifas de energía eléctrica para la costa norte de Nayarit,
con base en las siguientes

Consideraciones

El pasado jueves 10 de enero, el periódico La Jornada pu-
blicó una nota firmada por su corresponsal en Nayarit, Je-
sús Narváez Robles, en la que se narra un problema que ac-
tualmente viven los municipios del norte de Nayarit,
relacionado con el subsidio a las tarifas eléctricas en la en-
tidad.

Dicho problema radica en que el año pasado, la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público (SHCP) entregó al gobier-
no del estado de Nayarit 33 millones de pesos para subsi-
diar las tarifas de energía eléctrica en la costa norte del es-
tado. A su vez, la Secretaría de Finanzas estatal entregó la
primera parte de dicho subsidio, 15 millones de pesos, a la
Comisión Federal de Electricidad (CFE) sin embargo, ésta
decidió no aplicarla para dicho fin y utilizó el dinero desti-
nado al subsidio para cobrar un adeudo que Nayarit tenía
con la comisión desde el año 2002.

Según declaraciones hechas por el secretario de Finanzas
de Nayarit, Gerardo Gangoiti Ruiz, se entregaron 15 millo-
nes de pesos a la CFE para que aplicara los descuentos en
los recibos de los habitantes de los municipios del norte del
estado, pero llegó el mes de diciembre y los nayaritas no
vieron reflejado el subsidio en sus recibos, pues en algunos
casos se les seguían cobrando hasta 2 mil pesos.

Fue a través de un convenio que el gobierno de Nayarit le
entregó a la Comisión Federal de Electricidad un anticipo,
15 millones de pesos, para el subsidio a la zona costera, pe-
ro la paraestatal tomó ese anticipo como parte del pago de
los subsidios a las tarifas 1 D que se aplicaron en el año
2002.

Cabe recordar que en ese año, ante diversas protestas por
los altos cobros de electricidad, la CFE decidió bajar las ta-
rifas, aplicando un subsidio a los usuarios de las zonas más
calurosas de Nayarit. Fue así que resultaron beneficiados
los municipios de Acaponeta, Tecuala, Santiago Ixcuintla,
Ruiz, Rosamorada y Tuxpan.

En 2002 en estos municipios se aplicó la tarifa 1 D (60 cen-
tavos por kilovatio) y no la 1 B (1.80 centavos por kiloval-
tio) que es la que se viene aplicando actualmente.

En la nota publicada por el periódico La Jornada, se co-
rrobora la forma de actuar de la CFE, pues el superinten-
dente de ésta en el norte del país, Manuel Magaña Vega, re-
conoció que la dependencia decidió cobrarse adeudos
generados por las rebajas a las tarifas en años anteriores,
por lo que el anticipo entregado por el gobierno estatal tu-
vo ese fin.

En declaraciones hechas al periódico, Magaña Vega justifi-
có esta decisión, pues según él, ese dinero debe restituírse-
le a la empresa, ya que la tarifa 1D no puede aplicarse ofi-
cialmente en Nayarit, pues según la ley, este tipo de tarifa
sólo es ajustable en las zonas donde hay una temperatura
superior a los 33 grados centígrados la mayor parte del año.

Pero lo que desconoce este funcionario de la CFE es que en
los municipios costeros de Nayarit, en el verano la tempe-
ratura llega hasta los 42 grados centígrados, y pocas veces
baja hasta 30.

No omito mencionar que en una reunión de trabajo en el
Senado de la República, de la Comisión Especial para de-
terminar las causas del bajo financiamiento para el des-
arrollo y del elevado monto de la deuda pública y sus ins-
trumentos, a la cual pertenezco, cuestioné al director
general de la Comisión Federal de Electricidad, Alfredo
Elías Ayub, acerca de la aplicación de este tipo de subsi-
dios, a lo que me respondió que su aplicación era un asun-
to “muy complicado”, pues la Secretaría de Hacienda es
quien entrega el recurso a los estados y estos a su vez los
otorgan a la comisión.

Desde entonces he venido denunciando a través de dife-
rentes medios de comunicación, que la CFE pretende que-
darse con el subsidio de 33 millones de pesos, pues el an-
ticipo otorgado por la Secretaría de Finanzas estatal, no se
usó en subsidiar el servicio de energía eléctrica para la pre-
sente temporada, sino que había sido utilizado como un pa-
go parcial de un supuesto adeudo a causa de una vieja re-
ducción de tarifas y que ese dinero iría a parar a la caja de
la comisión.

Al no tener una reglamentación, la aplicación de esos re-
cursos es de manera discrecional, que es lo que está ha-
ciendo la Comisión Federal de Electricidad, pues la em-
presa tomó el pago anticipado de 15 millones como un
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pago por la deuda que el estado contrajo con ella en años
pasados.

Otro problema es que la deuda que tiene Nayarit con la
Comisión Federal de Electricidad desde 2002 asciende a
los cerca de 100 millones de pesos, y si la paraestatal se si-
gue cobrando viejas deudas, entonces de nada servirán los
33 millones de pesos (de los cuales aún quedan 18 millo-
nes sin entregar) que la Secretaría de Hacienda entregó pa-
ra que se destinarán a subsidiar las tarifas eléctricas de la
costa norte de Nayarit.

Realmente es una burla que se tome ese dinero a manera de
“pago de adeudos”, pues el dinero no es para eso, ya que el
subsidio es para las tarifas eléctricas de los usuarios del
norte de Nayarit, subsidio que no se está aplicando de esa
manera.

Por todo lo anteriormente expuesto, someto a la considera-
ción de la asamblea de la Comisión Permanente del hono-
rable Congreso de la Unión, el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión solicita respetuosamente al gobierno de Na-
yarit, con pleno respeto de sus atribuciones y de la sobera-
nía de esa entidad federativa, un informe detallado sobre el
pago de 33 millones de pesos hecho a la Comisión Federal
de Electricidad, por el concepto de subsidio a las tarifas de
energía eléctrica para la costa norte de Nayarit.

Segundo. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente a la Comisión Fe-
deral de Electricidad a aplicar adecuadamente los 33 mi-
llones de pesos por concepto de subsidio a las tarifas de
energía eléctrica para la costa norte de Nayarit, así como un
informe detallado del destino de dichos recursos entrega-
dos por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público a tra-
vés del gobierno de Nayarit.

Tercero. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión, en términos de lo dispuesto por el segundo
y tercer párrafo de la fracción I del artículo 79 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, solicita
a la Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la
Federación solicite a la Auditoría Superior de la Federación
llevar a cabo una auditoría sobre los recursos que la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público, que por medio del go-
bierno de Nayarit entregó a la Comisión Federal de Elec-

tricidad por concepto de subsidio a las tarifas de energía
eléctrica para la costa norte de Nayarit, y haga del conoci-
miento de la misma a esta soberanía.

Senador Francisco Javier Castellón Fonseca (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público
de la Cámara de Senadores. 

«Con punto de acuerdo, para solicitar la comparecen-
cia del secretario del Trabajo y Previsión Social en tor-
no al violento desalojo de los mineros de Cananea, So-
nora, a cargo del Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito José Antonio Almazán González, diputado fe-
deral e integrante del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, con fundamento en los artícu-
los 58 y 59 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, pre-
senta a esta soberanía, con carácter de urgente y obvia re-
solución, la siguiente proposición con punto de acuerdo,
con objeto de solicitar la comparecencia del licenciado Ja-
vier Lozano Alarcón, secretario del Trabajo y Previsión
Social, en torno al violento desalojo de los mineros de Ca-
nanea, Sonora, acaecido el pasado 11 de enero.

Consideraciones

A poco más de un siglo de la histórica huelga de Cananea
reprimida salvajemente en el año de 1906, un gobierno sin
memoria histórica y sin respeto alguno a nuestra Constitu-
ción, ha ordenado una nueva, ominosa y criminal represión
contra los mineros de este mismo municipio de Sonora,
que están en huelga desde el 30 de julio de 2007 deman-
dando mejores condiciones de seguridad e higiene, para
evitar homicidios industriales como los de Pasta de Con-
chos.

En el caso, el derecho se usó de manera tramposa e inmo-
ral, ya que antes de que el sindicato minero fuera notifica-
do de la declaración de inexistencia de la huelga resuelta
por la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje en contra
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de los mineros de la sección 65, de Cananea, Sonora; ya
desde las 5 de la mañana del pasado 11 de enero, había co-
menzado el despliegue de las fuerzas represivas integradas
por militares y policías federales y estatales, las cuales a las
10 de la mañana comenzaron la agresión. El saldo final fue
de 40 trabajadores heridos, 5 detenidos, y 5 desaparecidos,
incluida la esposa de un trabajador.

Con la intervención de entre 800 y mil agentes de seguri-
dad, se violó de manera flagrante el artículo 123 constitu-
cional, que consagra como garantía constitucional el derecho
de huelga; pero de manera más específica se desconoció lo
establecido por el artículo 932 de la Ley Federal del Traba-
jo, ya que además de que el sindicato minero no fue legal-
mente notificado, como quedó dicho, se desconoció el tér-
mino de 24 horas que los trabajadores tenían para regresar
a su trabajo. Es decir, los trabajadores fueron tratados co-
mo si la huelga hubiera sido declarada ilícita y no inexis-
tente, como fue el caso. Esto sin menoscabo de señalar que
tal declaración de inexistencia careció de absoluta base le-
gal.

A estas horas no sólo siguen las fuerzas represivas en la mi-
na de Cananea, Sonora, sino que en abierta violación de la
suspensión provisional decretada por el sexto juez de dis-
trito en materia laboral, se busca romper la huelga median-
te la contratación de esquiroles. En general, la ciudad de
Cananea vive un verdadero estado de sitio.

Con el violento desalojo de los mineros de Cananea, Sono-
ra, no sólo se continúa con la política de absoluto menos-
precio de los derechos del pueblo trabajador, sino con la
criminalización de sus luchas. Sin medir las consecuencias,
que esto puede traer a la paz social. En este sentido, debe
destacarse la inconstitucional intervención de miembros
del Ejército mexicano en el desalojo.

Incumpliendo la obligación que tiene establecida en el ar-
tículo 40 de la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal y que a la letra dice en su fracción I, que la Secre-
taría del Trabajo y Previsión Social está obligada a: “I. Vi-
gilar la observancia y la aplicación de las disposiciones
contenidas en el artículo 123 y otros de la Constitución Fe-
deral; en la Ley Federal del Trabajo y sus reglamentos;” el
señor Javier Lozano Alarcón al igual que la Junta Federal
de Conciliación y Arbitraje se han transformado en fieles
cancerberos de los intereses del capital, como en este caso
defensores a ultranza del Grupo México, echando por la
borda su obligación establecida en el artículo citado.

Cuando se rompe la política y el diálogo, y se preferencia,
la persecución y la represión, sólo se difiere la verdadera
solución de los problemas, que debe estar basada en la le-
galidad y la justicia.

Con la persecución sistemática de las luchas sociales, en el
fondo se busca romper toda resistencia a un proyecto que
busca transformar al país, en un paraíso de neoesclavitud
asalariada, al servicio especialmente de las trasnacionales y
de  una plutocracia nacional, insaciables.

Por todo lo expuesto y fundado, someto a la consideración
de esta Comisión Permanente del honorable Congreso de la
Unión, con el carácter de urgente y obvia resolución,  la si-
guiente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión, solicita la comparecencia del licenciado Ja-
vier Lozano Alarcón, secretario del Trabajo y Previsión So-
cial, para que informe sobre el violento desalojo de los
trabajadores de la mina de Cananea, Sonora pertenecientes
a la sección 65 del Sindicato de Trabajadores Mineros, Me-
talúrgicos y Similares de la República Mexicana, acaecida
el pasado 11 de enero.

Segundo. Se exhorte a los Ejecutivos federal y local:

a) A que respeten el derecho de huelga en el marco de la
suspensión provisional decretada por el juez sexto de
distrito en materia laboral y, en general, en respeto a
nuestro marco jurídico;

b) Acuerden la inmediata salida de Cananea, Sonora de
las fuerzas militares y policíacas;

c) A que de manera inmediata presenten a los desapare-
cidos: cuatro trabajadores y la esposa de un minero;

d) Den inicio a los procedimientos para el deslinde de
las responsabilidades que legalmente procedan, inclui-
das las de carácter penal; y,

e) Finalmente, a que en todo momento se privilegien las
vías del diálogo y la negociación.

Tercero. Se creé un grupo de trabajo con diputados perte-
necientes a todos los grupos parlamentarios, para que acu-
dan a Cananea, Sonora y puedan constar el respeto a las ga-
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rantías individuales y derecho de huelga, de los trabajado-
res de este centro de trabajo y de la población en general.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de enero de 2008.— Diputado
José Antonio Almazán González (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social. 


